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“Es imperioso también un diálogo entre las ciencias 
mismas, porque cada una suele encerrarse en los límites de 
su propio lenguaje, y la especialización tiende a convertirse 
en aislamiento y en absolutización del propio saber”.

Laudato si’, Carta Encíclica de  
S.S. Francisco sobre el cuidado de la casa común 
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La UC, en su permanente esfuerzo por estar al servicio de la sociedad, desde 
hace doce años lleva a cabo el Concurso de Políticas Públicas, instancia que 
permite que académicos de nuestra universidad puedan volcar su conoci-
miento hacia la generación de propuestas para enfrentar problemáticas del 
ámbito público y social de Chile, en un permanente encuentro con diversos 
actores. 

El paso de más de una década de esta iniciativa, coordinada por el Centro 
de Políticas Públicas, nos obliga a revisar su alcance, impacto y proyección 
futura, análisis que tiene un resultado por sobre lo positivo y con una alta 
valoración entre aquellos que han participado, no solo por ser un desafío que 
exige traspasar las fronteras académicas para mirar los problemas complejos 
y pensar soluciones, sino porque obliga a hacerlo desde una perspectiva in-
terdisciplinaria y en constante diálogo con actores externos, que cotejan la 
plausibilidad de cada una de las propuestas.

El 2017 fue especialmente motivante para los equipos ganadores del Con-
curso: en un escenario de transición hacia un nuevo gobierno y en medio de 
la contienda electoral, se abrió una gran oportunidad para visibilizar ideas, 
seriamente trabajadas, e insistir en aquella vocación pública que inspira el 
quehacer de la UC. 

A partir de su creación, el espíritu del Concurso de Políticas Públicas ha 
sido iluminar, desde el quehacer académico, la toma de decisiones de nuestros 
legisladores y autoridades, pero bajo una metodología de trabajo que conside-
ra crucial incorporar la voz y experiencia de personas clave del sector público, 
privado y de la sociedad civil, en un intercambio permanente con los equipos 
académicos que, luego de diez meses, resulta en una propuesta de calidad 
para nuestro país. 

El libro Propuestas para Chile 2017 recopila las siete propuestas de políti-
cas públicas desarrolladas por los equipos académicos en ámbitos de la salud 
pública, medioambiente, infraestructura, educación y adultos mayores. Espe-
cial agradecimiento a las reparticiones públicas que confían en este proyecto 
apoyando su realización y también participando activamente en los talleres: 
Ministerio de Desarrollo Social, Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ministe-
rio de Medio Ambiente, Senado y Cámara de Diputados.

Presentación



Agradezco a cada uno de los académicos que participaron en estas inves-
tigaciones por su trabajo, esfuerzo y dedicación para elaborar las propuestas 
que aquí se presentan, porque en ellas se refleja el compromiso de la UC con 
los desafíos del país. 

El Papa Francisco, en su reciente visita, nos convocó a trabajar por la con-
vivencia nacional, generando procesos educativos, transformadores e inclu-
sivos. En esta dirección, como Universidad Católica, creemos que iniciativas 
como el Concurso de Políticas Públicas son instancias concretas de aporte a 
nuestra sociedad, que propician espacios de apertura y diálogo y contribuyen 
al bienestar del país.

DR. IGNACIO SÁNCHEZ DÍAZ
Rector
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Introducción

Tras doce años de existencia, el Concurso de Políticas Públicas UC se ha 
consolidado como un espacio de articulación entre la academia, el mundo 
público y el sector privado. Hoy es reconocido dentro y fuera de la universi-
dad, y ampliamente valorado por la capacidad de convocar a los interesados 
en discutir ideas originadas en la investigación académica con miras a incidir 
en temas de relevancia nacional.

El concurso fue diseñado para que académicos de la UC aporten con 
propuestas concretas de políticas públicas. Dicho propósito se lleva a cabo 
a través de distintas instancias de diálogo con actores del mundo público y 
privado, en forma de talleres y seminarios. 

A través de este concurso, desde su creación en 2006, más de 300 acadé-
micos de distintas facultades de la universidad han participado en la elabo-
ración de 116 propuestas para el país, con la participación de más de 3.000 
personas en sus distintas instancias. Solo durante los últimos cuatro años, los 
asistentes a los talleres del concurso representaron a más de 300 institucio-
nes, entre las cuales se cuentan alrededor de 100 reparticiones del Estado 
y municipales, 60 organizaciones de la sociedad civil, 50 universidades y 
centros de estudios, y 50 empresas y gremios. 

La publicación de estas propuestas coincide con la llegada de un nuevo 
gobierno. En este contexto, vemos oportunidades de informar y ser parte del 
diálogo en la toma de decisiones públicas. Las siete propuestas aquí presenta-
das están dirigidas a los ámbitos de salud, educación, justicia, envejecimiento, 
medio ambiente e infraestructura. Esta diversidad temática da cuenta del 
propósito del Concurso de Políticas Públicas UC y manifiesta el compromiso 
público de la Universidad Católica con los desafíos que nuestro país enfrenta. 

En lo que sigue, se presenta un resumen de los artículos desarrollados por 
los equipos de académicos, cada uno de los cuales trabajó en el desarrollo 
de lineamientos y propuestas concretas para mejorar el diseño y la ejecución 
de políticas públicas que tienen un impacto en la vida de miles de chilenos. 

El primer capítulo expone un problema de salud prevalente en nuestro 
país, que genera discapacidad y disminución de la calidad de vida. Se trata 
del dolor crónico músculoesquelético (DCME), para el cual no existe una 
política pública integral que facilite abordarlo de forma satisfactoria. Los in-
vestigadores señalan que este problema debe ser abordado con un enfoque 
centrado en el paciente, que persiga mejoras de equidad en el acceso y que 
responda primariamente al dolor crónico músculoesquelético como proble-
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ma de salud en sí mismo y no únicamente a las causas que le subyacen. Las 
propuestas se plantean en dos ejes: la implementación de un programa inter-
disciplinario integral para el manejo de DCME a nivel de atención primaria 
y la creación de un nuevo problema GES para la atención de casos de DCME 
refractario en el nivel hospitalario.

Los siguientes dos capítulos se abocan a distintos aspectos de la educación 
en Chile, entregando lineamientos para propiciar mejoras en la calidad. El 
segundo capítulo aborda el impacto de las bibliotecas escolares CRA en los 
resultados de pruebas estandarizadas de comprensión lectora. A nivel inter-
nacional se ha mostrado una asociación positiva entre el número de libros 
a los que está expuesto un niño y sus resultados de lectura, así como una 
relación causal entre programas de intervención que utilizan libros y esta 
habilidad. Con este referente, se proponen acciones tendientes a optimizar el 
uso de las bibliotecas en las escuelas, para aprovechar mejor su potencial con 
el fin de elevar la comprensión lectora de los estudiantes chilenos.

Por su parte, el tercer capítulo se concentra en la creación de un modelo 
de apoyo para el desarrollo profesional de profesores en el contexto de los 
nuevos Servicios Locales de Educación (SLE), a ser implementados por la ley 
que crea el Sistema Nacional de Educación Pública. Los investigadores tra-
bajan con la premisa de que profesores destacados pueden ejercer de líderes 
intermedios para acompañar a otros profesores. La investigación concluye 
con la presentación de las condiciones necesarias para la implementación de 
un modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente. 

El capítulo cuarto ahonda en el proceso de determinación de sanciones 
en el Sistema de Justicia Juvenil. Específicamente, explora en qué medida 
influyen los factores legales y extralegales en la toma de decisiones sancio-
natorias y, al mismo tiempo, se pregunta por el peso de las características y 
opiniones de los jueces en el tipo de sanción otorgada a los jóvenes infracto-
res. Las propuestas de política pública buscan iluminar la actual discusión del 
proyecto de ley que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil 
y se clasifican en tres ámbitos: información disponible en los escenarios ju-
diciales, necesidades de especialización funcional y orgánica del sistema, y 
controles ex post de las decisiones de los jueces.

En el capítulo quinto se expone una evaluación de la implementación 
del programa de Centros Días para Personas Mayores (Cediam) impulsado 
por el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama) a tres años de su fun-
cionamiento. Este trabajo busca proponer medidas para mejorar el servicio 
entregado en estos centros, con el fin de fortalecer la autonomía e indepen-
dencia de las personas mayores y de impactar positivamente en su calidad 
de vida. La propuesta entregada cubre cuatro aspectos que deben ser refor-
zados: (i) adecuación del plan de ejecución y funcionamiento de los centros, 
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(ii) formación y capacitación del equipo profesional, (iii) aseguramiento del 
financiamiento y (iv) aumento de la coordinación entre Senama y Cediam.

El sexto capítulo se concentra en las fortalezas y debilidades de la im-
plementación de la institucionalidad ambiental en Chile, representado por la 
Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) y los tribunales ambientales y 
sus facultades de fiscalización, sanción y control. El análisis se realiza desde 
el punto de vista de la institucionalidad pública, en relación con las dimen-
siones de gobernabilidad, planificación y gestión. Las propuestas presentadas 
apuntan a mantener el modelo existente, perfeccionando algunos cuerpos 
legales y reglamentarios, pero colocando fuerte énfasis en la gestión de temas 
que deben ser implementados institucionalmente.

El capítulo séptimo y final del libro aborda los desafíos de los proyec-
tos de infraestructura pública en Chile, en particular las modificaciones que 
generan aumentos de costos y plazos en proyectos de vialidad interurbana. 
En este trabajo se identifican los factores causantes de los sobrecostos e in-
crementos de los plazos y las dificultades que impone el actual proceso de 
tramitación de modificaciones de la obra. Inspirados en la filosofía y técni-
cas Lean para la gestión de proyectos de infraestructura, los investigadores 
proponen medidas de corto, mediano y largo plazo para la mejora del ciclo 
diseño-construcción de los proyectos de infraestructura pública y del proceso 
administrativo de modificaciones de obra.

La apuesta del Centro de Políticas Públicas UC en este concurso es relevar 
el trabajo desarrollado por los académicos como un insumo e instrumento 
que facilite la toma de decisiones por parte de los organismos públicos. Agra-
decemos de esta manera el trabajo de los equipos de investigación y de su 
genuino interés de aportar a un mejor país desde su campo de conocimiento, 
abiertos al intercambio con otros actores y a la colaboración entre la univer-
sidad, lo público y lo privado. 

Agradecemos también a todos los participantes de las instancias de dis-
cusión, cuyos valiosos aportes fueron indispensables para pulir el foco de los 
estudios y corroborar la pertinencia y factibilidad de las propuestas. Final-
mente, un agradecimiento a los organismos patrocinadores de este concurso: 
Ministerio de Vivienda y Urbanismo, Ministerio de Desarrollo Social, Minis-
terio del Medio Ambiente, Senado y Cámara de Diputados. 

IGNACIO IRARRÁZAVAL 
Director	

Centro	de	Políticas	Públicas	UC
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CAPÍTULO I

Propuesta de política pública  
para el manejo del dolor crónico  

musculoesquelético en Chile

INVESTIGADORES1	

MANUEL ESPINOZA 
Escuela	de	Medicina	UC

PAULA REPETTO 
Escuela	de	Psicología	UC

BÁLTICA CABIESES
Facultad	de	Medicina,	Universidad	del	Desarrollo

CONSTANZA VARGAS
Unidad	de	Evaluación	de	Tecnologías	Sanitarias	(ETESA-UC)

PEDRO ZITKO 
Escuela	de	Medicina	UC

Resumen2

El dolor crónico no maligno es una condición multifactorial que persiste por 
más de 12 semanas y cuya causa no es oncológica. Uno de los determinantes 
más importantes de dolor crónico son las enfermedades musculoesqueléticas, 
que ocupan los primeros lugares de carga de enfermedad global. Su manejo 
es complejo, debido a la coexistencia de factores biológicos, psicológicos y 
sociales que contribuyen a su cronicidad. Estas circunstancias originan múl-
tiples consecuencias que, en la mayoría de los casos, trascienden al quehacer 
del sistema de salud.

La presente propuesta se genera a partir de un estudio que levantó in-
formación desde tres fuentes: una revisión de la literatura con enfoque en la 
atención clínica de salud; una segunda revisión con énfasis en el sistema de 
salud y en los determinantes sociales de la salud; y finalmente una investiga-
ción cualitativa diseñada para indagar sobre la situación actual respecto del 
manejo del dolor crónico musculoesquelético (DCME) en Chile. 

1 Participaron como ayudantes de investigación: Florencia Martorell, Joaquín Vrsalovic y Pedro 
Doren.

2 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas UC, 
realizado el 2 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas Norberto Bilbeny, 
expresidente de la Asociación Chilena para el Estudio del Dolor (ACHED), y Dino Sepúlveda, jefe 
del Departamento de Evaluación de Tecnologías Sanitarias (ETESA), del Ministerio de Salud. 
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La propuesta se elabora con un enfoque centrado en el paciente, que 
persigue mejoras de equidad en el acceso y que responde primariamente al 
dolor crónico musculoesquelético como problema de salud y no únicamente 
a las causas que le subyacen. Adicionalmente, se definieron cuatro principios 
rectores que orientaron su elaboración: (i) la interdisciplina como base del 
buen manejo de los pacientes; (ii) la integración de los niveles de atención, 
que le permita al paciente navegar adecuadamente en el sistema de salud y 
recibir oportunamente los cuidados necesarios; (iii) la competencia intercul-
tural, que permita fortalecer el vínculo entre el paciente y los profesionales 
de la salud; y (iv) la sostenibilidad financiera de las propuestas. 

La propuesta se puede resumir en dos elementos centrales: primero, la 
implementación de un programa interdisciplinario integral para el manejo de 
DCME a nivel de atención primaria y, segundo, un nuevo problema GES para 
la atención de casos de DCME refractario en el nivel hospitalario. Ambos 
instrumentos van asociados a un plan de capacitación de capital humano, a 
un plan de fortalecimiento del automanejo del paciente y a un plan de finan-
ciamiento sostenible. Finalmente, si bien la propuesta se construyó con visión 
de largo plazo, se ha incorporado un análisis de factibilidad con el objetivo 
de construir una hoja de ruta para su implementación. 

Introducción
El dolor es una experiencia sensorial y emocional desagradable, asociada 
con daño tisular real o potencial o descrita en términos de dicho daño (IASP, 
2015). El dolor crónico no maligno es aquel que persiste por más de 12 se-
manas cuya causa no es oncológica (IASP, 2015; NICE, 2014; Treede y cols., 
2015). Es una condición multifactorial que se manifiesta con síntomas físicos 
y psicológicos que producen múltiples consecuencias, entre ellas la disminu-
ción en la calidad de vida, cambios en el estado de ánimo, alteración de la 
funcionalidad, del sueño y del apetito (Varrassi y cols., 2010).

Una importante causa de dolor crónico son las patologías musculoes-
queléticas (ME), que han demostrado ser una las causas más importantes 
responsables de la carga de enfermedad global (más de 120 millones de años 
de AVD3, equivalentes a la cuarta parte de las discapacidades del planeta) 
(Global Burden of Disease Cancer y cols., 2017; March y cols., 2014). La 
evidencia también muestra que la prevalencia va en aumento, enfatizándose 
la necesidad de que sea un problema abordado desde la salud pública. Estos 
antecedentes han llevado a proponer una nueva Clasificación Internacional 
de Enfermedades (CIE-11) que incluye al dolor crónico como una categoría 
de enfermedad. 

3 Años de vida perdidos por discapacidad.
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MANUEL ESPINOZA | PAULA REPETTO | BÁLTICA CABIESES | CONSTANZA VARGAS | PEDRO ZITKO 

En términos generales, existe consenso en que tratar el dolor crónico 
es complejo debido a la coexistencia de factores biológicos, psicológicos y 
sociales que contribuyen a su cronicidad. Estas circunstancias originan múl-
tiples consecuencias que en la mayoría de los casos trascienden al ámbito 
únicamente de la salud. Entre las principales consecuencias se encuentran 
los factores psicológicos y cómo estos influyen y dificultan el manejo (Turk 
& Okifuji, 2002; Jensen & Turk, 2014); el impacto económico que tiene un 
importante componente social asociado a la disminución de la productividad 
(Phillips, 2009, Maniadakis and Gray, 2000); y la disminución de la calidad 
de vida debido a la pérdida de autonomía y funcionalidad. Dichos efectos tie-
nen, en menor o mayor medida, alguna relación con aspectos relacionados al 
estado de salud del paciente. Sin embargo, los afectados sufren consecuencias 
que muchas veces son difíciles de medir y cuantificar y que tienen que ver 
con el deterioro de aspectos sociales. 

Chile cuenta con algunos datos aislados que permiten identificar al dolor 
crónico como un problema prevalente, que genera gran discapacidad y para 
el cual no existe una política pública integral que facilite abordarlo de mane-
ra satisfactoria. Un primer paso requiere la integración de la evidencia dis-
ponible, principalmente orientada al área de la salud y enfocada en aquellas 
consecuencias observables. No obstante, estas no necesariamente reflejan la 
real magnitud del problema. Por ejemplo, poco se discute de los efectos no 
cuantificables como el miedo, la disminución de habilidades sociales, la mar-
ginación de la sociedad, la vulnerabilidad, el estrés, la pérdida de vínculos 
familiares y la frustración, entre otros. Estos aspectos, que son importantes 
determinantes del bienestar individual y social, y que debieran estar en el 
centro de las políticas públicas, son también –desde una visión más pragmá-
tica– determinantes de la productividad de las personas.

El presente proyecto tiene como objetivo generar una propuesta de polí-
tica pública para el manejo del dolor crónico musculoesquelético (DCME) en 
Chile, que integre la evidencia internacional disponible con un diagnóstico de 
la realidad nacional y con la opinión de actores clave. 

La metodología empleada para el desarrollo de la siguiente propuesta 
incluyó: (i) una revisión de literatura con enfoque en la atención clínica de 
salud; (ii) una revisión con enfoque en el sistema de salud y los determinantes 
sociales de la salud; y (iii) opiniones de expertos. La revisión con enfoque de 
atención clínica se concentra en aquellas intervenciones destinadas a mejorar 
el cuidado y atención médica. A partir de la búsqueda sistemática4, se realizó 
una síntesis narrativa de la evidencia. La revisión con enfoque en el sistema 

4 La sintaxis definitiva correspondió a: ((“pain”[MeSH Terms] OR “pain”[All Fields]) AND (“public 
policy”[MeSH Terms] OR (“public”[All Fields] AND “policy”[All Fields]) OR “public policy”[All 
Fields])) AND Review[ptyp].
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de salud y determinantes sociales se concentra en identificar experiencias 
que intervienen factores macro del sistema de salud, así como hacerse cargo 
de los determinantes sociales. Se realizó una búsqueda en la base de datos 
PubMed/Medline, a partir de las palabras clave (MeSH term). Existen 60 
MeSh terms en PubMed referidos a dolor, de los que se seleccionaron dos 
principales: Musculoskeletal Pain y Chronic Pain5. Finalmente, las opiniones 
de expertos fueron levantadas y sistematizadas mediante metodología cuali-
tativa. Se elaboró un guión de entrevista semiestructurada y de grupo focal, 
la que fue aplicada a actores claves que representan tres diferentes perspec-
tivas: autoridad sanitaria; sistema de salud (público y privado); y pacientes. 
Se realizaron entrevistas a 13 informantes clave, las que fueron grabadas 
en audio y transcritas, palabra por palabra, para ser analizadas a través de 
análisis temático. 

Por último, para la elaboración de la propuesta de política pública se rea-
lizó la triangulación de la información levantada. Además, como parte de la 
metodología del Concurso de Políticas Públicas, se realizaron dos talleres y 
un seminario a lo largo del desarrollo del proyecto, en los cuales el equipo 
investigador expuso los avances, recibiendo muy importante retroalimenta-
ción por parte de los asistentes, que fue tomada en cuenta e incorporada a 
la propuesta.

Antecedentes y diagnóstico
Los datos epidemiológicos asociados al dolor crónico no oncológico son es-
casos y algunos de baja calidad. La revisión sistemática de Leadly y cols. 
(2012) es de los pocos estudios cuyo foco está en el dolor crónico y no en la 
comorbilidad que lo origina. Este estudio reporta que la prevalencia varía de 
manera importante entre países, desde un 7 a un 46% (Gerdle y cols., 2008; 
Jakobsson, 2010), pero concuerda en que la causa más común es el lumbago. 
A pesar de la escasa información, en general, los estudios internacionales re-
portan una prevalencia de un 20% (Reid y cols., 2011). La Encuesta de Dolor 
Europea encontró que un 19% de los encuestados definió la intensidad del 
dolor crónico como moderada, presentándose casi todos los días durante los 
últimos seis meses (Breivik y cols., 2006). En América Latina, las estimacio-
nes de prevalencia fluctúan entre un 17 a un 40% (Miranda y cols., 2013).

Un aspecto sobre el cual hay consenso es que las consecuencias del dolor 
crónico son múltiples y trascienden al ámbito únicamente de la salud. Por 
ejemplo, desde el punto de vista del impacto económico, son relevantes los 

5 La sintaxis definitiva correspondió a: ((“musculoskeletal pain”[MeSH Terms] OR (“musculoskele-
tal”[All Fields] AND “pain”[All Fields]) OR “musculoskeletal pain”[All Fields]) AND (“chronic 
pain”[MeSH Terms] OR (“chronic”[All Fields] AND “pain”[All Fields]) OR “chronic pain”[All 
Fields])) AND ((social[All Fields] AND determinants[All Fields]) OR (social[All Fields] AND fac-
tors[All Fields])).
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costos sociales asociados a la disminución de la productividad y a la ausencia 
e incapacidad laboral, dado el mayor riesgo de retiro anticipado (Phillips, 
2009; Maniadakis y Gray, 2000). En 2003, en Suecia, las licencias médicas 
por dolor crónico produjeron una pérdida de producción de 7,4 billones de 
euros (91% del costo socioeconómico total) y en Dinamarca se estimó que 
se pierden un millón de días de productividad por ausentismo laboral debido 
a dolor crónico (Eriksen y Sjogren, 2006). Por otro lado, debido al pobre e 
insuficiente manejo de los pacientes, se tiende a hacer un uso inadecuado de 
los recursos del sistema de salud, aumentando el gasto y generando inefi-
ciencia (Stewart y cols., 2015). Otro de los efectos tiene que ver con factores 
psicológicos y cómo influyen en la mantención y severidad del dolor. Se ha de-
mostrado que el dolor crónico impacta en la vida emocional de las personas, 
sus relaciones interpersonales y su funcionamiento cotidiano. Potencialmente 
podría derivar en manifestaciones como depresión y ansiedad, discapacidad 
y problemas de funcionalidad (Turk y Okifuji, 2002; Jensen y Turk, 2014). 

La evidencia disponible está principalmente enfocada en aquellas conse-
cuencias observables para las que existen métricas y datos disponibles, pero 
no necesariamente reflejan la real magnitud del problema. Por ejemplo, poco 
se discute de consecuencias no cuantificables como el miedo, la disminución 
de habilidades sociales, la marginación de la sociedad, la vulnerabilidad, el 
estrés, la pérdida de vínculos familiares y la frustración, entre otros. Estos 
aspectos, que son importantes determinantes del bienestar individual y so-
cial, y que debieran estar en el centro de las políticas públicas, son también 
–desde una visión más pragmática– determinantes de productividad de las 
personas.

El diagnóstico del dolor crónico, más específicamente del dolor crónico 
musculoesquelético (DCME), como problema de salud en Chile, es limitado. 
Los principales males ME que causan dolor crónico no están considerados en 
los procesos de priorización actuales del sistema de salud ni tampoco lo están 
aspectos clave como el impacto en términos de calidad de vida. A pesar de 
estas limitaciones, existe una percepción innegable de su relevancia, que ha 
determinado acciones de la autoridad sanitaria. Por ejemplo, el Ministerio de 
Salud de Chile generó un piloto llamado Programa de Atención Musculoes-
quelética (PAME) (Zitko y cols., 2008) que posteriormente originó las Salas 
de Rehabilitación Integral. Estas han brindado atención a un amplio espectro 
de pacientes con discapacidad donde el dolor crónico es, en muchos casos, el 
principal gatillante. Sin embargo, a pesar de estas acciones, y por razones que 
serán desarrolladas más adelante en el texto, el DCME sigue siendo un pro-
blema de altísima relevancia en salud pública que requiere detallada atención 
y el desarrollo de propuestas que cambien el statu quo de su manejo actual.
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1. Situación actual desde la perspectiva del sistema de salud

En Chile, la gestión de la planificación sanitaria tiene una lógica de prio-
rización, cuyo principal motor ha sido el plan de beneficios que definió el 
Régimen de Garantías Explícitas en Salud (GES). A partir de este, se han 
implementado políticas basadas en evidencia, con enfoque en sostenibilidad 
financiera, que incorporan valores sociales relevantes para la población chi-
lena. La carga de enfermedad ha tenido cierta supremacía sobre otros crite-
rios (Vargas and Poblete, 2008); sin embargo, también existen otros factores 
como la calidad de vida y el impacto financiero sobre las familias y el propio 
sistema de salud (Ley 19.966, 2004). A continuación, se resumen los prin-
cipales datos disponibles que permiten la caracterización del problema de 
salud para su consideración en los procesos de priorización en Chile.

1.1 Prevalencia

La segunda Encuesta Nacional de Salud (ENS 2009/2010) no revela infor-
mación específica con relación a dolor crónico, pero se pueden inferir algunas 
conclusiones relacionadas. Por ejemplo, un 86% de los encuestados reporta-
ron dolor en las últimas cuatro semanas. De este total, un 37% reportó que 
el dolor interfirió de forma moderada en las actividades de la vida diaria y un 
18% dijo que la limitación fue mayor (Ministerio de Salud de Chile, 2010). 

En 2013, se llevó a cabo el primer estudio de prevalencia de dolor no 
oncológico realizado por la ACHED junto a investigadores de la Universidad 
de Chile (datos en vías de publicación). Este se llevó a cabo en la Región Me-
tropolitana, mediante una encuesta telefónica dirigida a mayores de 18 años. 
Un 32% (IC 95% 26,5 – 36,7) de los encuestados manifestó tener dolor cró-
nico no oncológico (duración mayor a tres meses). Las dos principales causas 
reportadas fueron el lumbago y la artrosis. Se observó que casi un 40% de 
los pacientes que reportaron dolor crónico se encuentran en edades de máxi-
ma producción laboral (30-49 años). Además, aproximadamente un 20% 
describió el dolor como severo. Finalmente, se observó que era un problema 
de salud de larga duración: 78% manifestó presentar episodios al menos tres 
veces por semana y un 45% por más de 12 meses. 

1.2 Carga de enfermedad

Existen dos estudios de carga de enfermedad realizados en Chile; uno de 
1996 y otro de 2008. En el primero, de los 94 problemas de salud evaluados, 
dos correspondieron a problemas ME (artrosis y artritis). En la actualización 
de 2008 (Minsal, 2008) se incorporaron la hernia del núcleo pulposo, la os-
teoporosis, la escoliosis y el lupus eritematoso. Llama la atención que varios 
problemas ME no fueran incluidos en el análisis, pues en las últimas esti-
maciones del Estudio Mundial de Carga de Enfermedad se observa que, por 
ejemplo, el dolor de espalda bajo es la primera causa de carga de enfermedad 
a nivel global (Global Burden of Disease Cancer y cols., 2017). Estos estudios 
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no consideran desagregación por conjuntos sindromáticos específicos como 
el hombro doloroso, la fibromialgia o el síndrome miofascial. Asimismo, no 
reportan cuánto de la carga por problemas ME crónicos es atribuible especí-
ficamente a la discapacidad por dolor. 

Estos antecedentes motivaron la realización del primer estudio de carga 
de enfermedad enfocado en DCME (en revisión para publicación). Este consi-
deró seis patologías ME escogidas en base a prevalencia o relevancia clínica 
de acuerdo al juicio de expertos: (i) artrosis de rodilla, (ii) artrosis de cadera, 
(iii) lumbago, (iv) síndrome de hombro doloroso, (v) fibromialgia y (vi) dolor 
miofascial. El resultado más relevante muestra que las personas con DCME 
acumulan el 21,2% de la discapacidad total a nivel poblacional, generando 
más de un millón de años de vida perdidos por discapacidad (AVD) (tasa 
6.679 x 100.000 habitantes). Del total de la carga nacional de discapacidad, 
un 4,5% es atribuible específicamente a dolor crónico asociado a síntomas 
ME (equivalentes a 281.602 AVD). El lumbago es el problema de salud que 
más carga genera (341.676 AVD) y el que se asocia a la mayor fracción de 
discapacidad general en la población. Finalmente, los seis problemas ME eva-
luados se ubicaron entre los primeros 20 lugares asociados a mayor carga, de 
acuerdo a lo previamente observado en el estudio de carga de enfermedad 
2008; el lumbago ocupó el primer lugar, por sobre la enfermedad hipertensi-
va del corazón y el trastorno depresivo.

1.3 Costos

Una segunda investigación de costos y consecuencias permitió evaluar otro 
foco del problema del DCME, asociado a las mismas seis patologías del estu-
dio de carga de enfermedad (en revisión para publicación). Allí, se reportó el 
costo asociado al manejo médico del dolor crónico, la depresión atribuida a 
dolor, ansiedad asociada y pérdida de productividad laboral. 

El costo total anual esperado para este conjunto de patologías asciende 
a los $547.336.874.115 (ICB 95% $311.895.052.410 - $898.218.642.281). 
Este monto equivale a lo que el sistema público y privado de salud deben 
incurrir anualmente para el manejo de todas las consecuencias evaluadas en 
este estudio y cuyo origen es el DCME. La mayor parte se atribuye al costo 
del manejo de terapéutico del dolor crónico que, en este estudio, se asumió 
como proxy a la discapacidad generada por dolor crónico. Solo a modo de re-
ferencia, el costo total esperado corresponde al 4,9% del presupuesto de salud 
para el año 2016 y a un 0,3% del PIB. En países de Europa el costo del dolor 
crónico está en un rango entre 1,5 y 3% PIB. Las patologías que más costos 
generan fueron el lumbago, alcanzando en promedio $174.092.444.070 (ICB 
95% $99.928.604.167 - $281.121.943791), y la osteoartritis de rodilla con 
$148.430.539.060 (ICB 95% $85.086.091.878 - $245.651.233.514) al año; 
las cuales son responsables del 31,8% y 26,9% del total, respectivamente.
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2.  Evidencia internacional de políticas públicas en salud sobre DCME 

2.1  Revisión con enfoque en la atención clínica de salud

Como complemento al diagnóstico de la situación actual desde el sistema 
de salud, se realizó una búsqueda de literatura científica (PubMed/Medline) 
sobre políticas de DCME publicadas. Se identificaron 284 resúmenes, luego 
se seleccionaron 27 artículos y se accedió a 24. La mayoría describe políticas 
específicas de Estados Unidos (12; 50%), seguido de publicaciones con una 
orientación general (seis; 25%). Los tópicos más abordados fueron regula-
ciones (cuatro; 17%) y organización de sistemas (cuatro; 17%); y solo tres 
(13%) fueron propuestas de políticas. Se identificaron tres tipos de políticas 
según su orientación: (i) generales y de prevención del DCME; (ii) interme-
dias, destinadas a mejorar el desempeño de las prestaciones especializadas; y 
(iii) específicas destinadas al control de fármacos opiáceos. 

El primer tipo de políticas (generales y de prevención del DCME) destaca 
el fortalecimiento de la atención primaria como alternativa para aumentar la 
cobertura de acceso al manejo del dolor (Knaul F., 2015; Hadjistavropoulos 
T., y cols., 2009), pero también como instancia de coordinación con poblacio-
nes de riesgo (Hadjistavropoulos T. y cols., 2009) y de triage para referencia a 
especialistas (Al Maini y cols., 2015). Además, se incluyen estrategias amplias 
como marketing social, educación e incentivos para la reinserción laboral 
(Gross y cols., 2012). 

El segundo tipo de políticas (intermedias) incluye estrategias para incen-
tivar la especialización del recurso humano en problemas reumatológicos 
(extensible al manejo del dolor), promover el uso de telemedicina y favorecer 
el uso de prestaciones costo-efectivas (Al Maini y cols., 2015). También se 
encuentran intervenciones orientadas a superar barreras de acceso en pobla-
ción vulnerable y de riesgo, principalmente adultos mayores (Hadjistavropou-
los T. y cols., 2009). 

Finalmente, el tercer tipo de políticas (específicas), se relacionan a la re-
gulación del uso de opiáceos siendo lo más documentado en la literatura 
(especialmente en Estados Unidos) (Twilliam R.K., y cols., 2016; Hall J.K., y 
cols., 2009; Gilson y cols., 2005). Se discute capacitar a médicos en la pres-
cripción, favorecer legislaciones que respalden su uso, enfrentar las creencias 
que podrían obstaculizar el acceso (creencias del personal, aceptabilidad de 
pacientes) y asegurar la cobertura a este tipo de fármacos. 

2.2 Revisión con enfoque de sistema de salud y de determinantes sociales

Lo anterior se complementó con una búsqueda sobre experiencias que inclu-
yesen determinantes sociales del DCME. De los 216 artículos que se encon-
traron, finalmente se incluyeron para revisión 51. De acuerdo a las temáticas 
abordadas, 48 eran referidos a aspectos del usuario en el DCME; 11 referidos 
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al proveedor; y seis al asegurador. Cabe destacar que un artículo podía refe-
rirse a más de un enfoque. 

Los principales temas de los usuarios se centraron en factores de riesgo 
individuales, en cómo han debido adaptarse al dolor para mantener su con-
tacto habitual con el sistema de salud, y en aspectos de adaptación de vida 
como automanejo, grupos de pares y manejo no farmacológico del dolor, que 
incluye terapias físicas, ejercicio, terapias alternativas y complementarias, 
principalmente. 

Respecto del punto de vista del proveedor, estos estudios discuten la incor-
poración de nuevas técnicas en el manejo del paciente con DCME. Todas las 
investigaciones revisadas en esta categoría apuntan a mejorar las estrategias 
terapéuticas para lograr perfeccionar el funcionamiento del servicio de salud. 

Sobre la perspectiva del asegurador, los artículos describen factores de 
riesgo y criterios de inclusión para ser beneficiarios de pensiones de invali-
dez. La mayoría discute el caso de Estados Unidos, analizando criterios de 
nivel educacional y clase social. En el caso de Europa se describen instancias 
de jubilación anticipada, según criterios basados en ciertos determinantes 
sociales. Se puede concluir de estos estudios la importancia de contar con 
un sistema de análisis avanzado para poder clasificar a los pacientes como 
beneficiarios en forma transparente, inclusiva y basada en derechos. 

Finalmente, cabe destacar que no se encontró ninguna referencia o mate-
rial capaz de dar cuenta de que se haya construido una política para DCME 
previamente en Chile. 

3. Diagnóstico de situación en Chile del DCME según actores clave 

De los resultados se destaca que existe conocimiento entre los entrevistados 
con relación al manejo general disponible, desde el sistema de salud, para 
atender pacientes que tienen DCME. Sin embargo, destacan importantes di-
ferencias entre el nivel primario y secundario. A nivel primario el manejo se 
realiza principalmente a través del programa de rehabilitación y sus salas de 
Rehabilitación Integral. La implementación nacional de este programa alcan-
za aproximadamente un 45% y ha sido heterogénea a lo largo del país. Por 
ejemplo, mientras en algunos casos se ubican dentro de los Centros de Salud 
Familiar (Cesfam), en otros se encuentran en los centros comunales, muchas 
veces alejados. 

Por otro lado, a nivel secundario, se privilegia el manejo de dolor on-
cológico y no oncológico de patologías priorizadas en el GES (por ejemplo, 
artrosis de cadera y rodilla). Se describe la existencia de equipos de trabajo 
multidisciplinarios, en los que se incluye una mayor variedad de médicos es-
pecialistas, entre ellos fisiatras y anestesiólogos. Dado que los cuidados palia-
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tivos son una garantía GES, el enfoque es más biomédico, con un importante 
componente de uso de medicamentos. Estos dos sistemas entregan servicios 
de salud paralelos y carecen de una atención integral. Ello ha generado un 
aumento considerable en las listas de espera y una constante que es la falta 
de un seguimiento efectivo al paciente. La Tabla 1 sintetiza la información 
levantada a partir de las entrevistas. 

TABLA 1.  Actividades actualmente identificadas en el sistema de salud, vía de 
implementación, características básicas y dificultades

Actividad Implementación Característica Dificultades  
observadas
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Programa de 
rehabilitación

Salas Rehabilitación 
Integral/CCR, Contrata-
ción de KN, TO. 
Actividades individua-
les y con la comunidad 
(centros comunales).

Programa multidis-
ciplinario y enfoque 
biopsicosocial. 
Trabajo con la comuni-
dad: familia y también 
en lo laboral. 
En general, el trabajo 
es integral entre médi-
co y KN. 

No disponible en todos 
los CESFAM. 
Enfoque principal son 
pacientes GES: cuadros 
de artrosis y neurológi-
cos. Falta de atención a 
casos No GES.

Tratamiento 
farmacológico

Acceso a través de 
GES y a través de 
listado de medicamen-
tos APS.

Manejo farmacológico 
solo por el médico 
tratante. 
No se incluyen 
opioides.

Falta de protocolo o 
guía clínica. 
Pacientes sobre medi-
cados y con persisten-
cia de dolor.

Seguimiento 
del paciente

Reuniones técnicas.
Información entregada 
solo a través de la fi-
cha clínica. Reuniones 
amplias. 

En las reuniones am-
plias, participa APS y 
personal del Hospital.

Falta de integralidad 
entre los diferentes 
actores. 
Falta seguimiento. 

Rehabilitación 
sector privado

Salas de kinesiología. Mayor disponibilidad 
de salas de rehabili-
tación. 
Conocimiento técnico 
más robusto con rela-
ción a dolor crónico. 

Débil seguimiento del 
paciente. Carece de ma-
nejo multidisciplinario, 
solo manejo médico. 

Innovacio-
nes locales 
aisladas

Contratación de TO a 
través del programa 
Chile Crece Contigo.
Uso de medicina 
integrativa.

TO realizaron atención 
domiciliaria: órtesis y 
adaptación del hogar.
Capacitación de KN en 
acupuntura. 

Iniciativas locales no 
transversales a todo el 
sistema. 
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Manejo multi-
disciplinario

Derivación desde APS 
a nivel secundario, 
KN y TO, asistente 
social, psicólogo/a, 
nutricionista 
Unidades de cuidados 
paliativos.

Se requiere de una 
coordinación entre 
toda la red de atención. 

Falta de integralidad en 
el diagnóstico y aten-
ción que permita un 
eficiente seguimiento. 
Alta rotación de 
médicos APS y falta de 
capacitación. 
Largas listas de 
esperas. 

Diagnóstico 
del problema 
de salud

Examen clínico. Exá-
menes de laboratorio. 
Imágenes.

Algunos exámenes son 
realizados a nivel APS 
y otros son realizados 
en nivel secundario. 
Algunos deben ser 
costeados a través de 
bolsillo. 

Baja cobertura y falta 
de acceso. 
Falta de diagnóstico 
multidisciplinario. 

Capacitacio-
nes/ Conferen-
cias

Agrupaciones de 
pacientes organizan 
capacitaciones.

Profesionales deben 
capacitarse en el ma-
nejo del dolor crónico. 

Médicos APS tienen 
dificultad para asistir. 

Manejo de 
grupos vulne-
rables

Identificar grupos 
vulnerables. 

Dueñas de casa. 
Sobrepeso/Obesidad. 
Policonsultante.
Vulnerabilidad 
social (drogadicción, 
alcoholismo, violencia 
intrafamiliar).

Paciente estigmatiza-
do, factores sociales 
altamente presentes 
en pacientes con dolor 
crónico. 
Problemas de salud 
mental y ansiedad.

Ví
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Pago per cápita. Financiamiento de-
pende del número de 
inscritos. 

Requiere de monitoreo, 
seguimiento. 
Se debe definir un in-
dicador de desempeño 
para regular. 

Convenios específicos. Los recursos deben 
ser utilizados de 
acuerdo al subtítulo del 
convenio (infraes-
tructura, RR.HH., 
equipamiento, etc). 

Poca flexibilidad en el 
uso de los recursos.
Muchas veces no hay 
espacio físico para 
equipamiento.

GES. Pago en base a prima 
GES. 

N/A

Gasto de bolsillo. Pago en base a capa-
cidad. 
En ocasiones requiere 
manejo especializado 
de alto costo.

Baja cobertura de pres-
taciones kinésicas.
La polifarmacia genera 
alto gasto y baja adhe-
rencia. 

Nota: KN, Kinesiólogo; TO, Terapia ocupacional; GES, Garantías explícitas en salud; N/A, No aplica; APS, 
Atención primaria en salud; CCR, Centros comunitarios de rehabilitación; CESFAM, Centro de salud familiar.

Fuente: elaboración propia.
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De acuerdo a la descripción del estado de la situación actual en relación 
con el manejo del DCME, se destacan los siguientes desafíos que son consi-
derados en la propuesta. 

1. Falta de competencia técnica: tanto la literatura como la consulta a ex-
pertos sugieren la falta de formación para el diagnóstico y manejo efectivo 
de personas con DCME. Idealmente, esta debería acompañarse de guías 
clínicas y programas integrales que catalicen el diálogo entre profesionales 
y el seguimiento efectivo de los pacientes. El enfoque debe ser en el dolor 
crónico como patología y no como condición de salud secundaria a otra 
patología.  

2. Falta de diálogo entre profesionales: esta debilidad se ha reportado tan-
to en casos de pacientes GES como no GES asociadas a DCME. Se han 
reportado, por ejemplo, diferencias en diagnóstico entre profesionales de 
salud a nivel primario, así como en el manejo farmacológico y no farma-
cológico. En el caso de patologías GES esto podría resolverse mejorando 
la referencia y contrarreferencia entre niveles de atención, así como esta-
bleciendo indicadores de seguimiento y monitoreo que obliguen a distintos 
profesionales a dialogar en pos de mejores resultados. En el caso de pacien-
tes No GES, una posible forma de abordarlo es por medio de la creación de 
programas integrales de DCME que se basen en nivel primario y se articu-
len con el programa de rehabilitación y las unidades de cuidados paliativos 
en nivel secundario.

3. Ausencia de intervenciones efectivas y ampliamente validadas y con-
sensuadas: no se conocen estrategias que hayan sido ampliamente va-
lidadas para el manejo de DCME en Chile. Se ha descrito la efectividad 
de algunos programas específicos que llevan cierto tiempo de desarrollo e 
implementación y monitoreo. Esta documentación debe ahora acompañar-
se de estudios de efectividad y costo-efectividad que permitan conocer de 
mejor forma los beneficios, riesgos y costos asociados. Solo así se podrán 
diseñar programas integrales basados en la evidencia y que permitan el 
mejor uso de los recursos disponibles.

4. Listas de espera de pacientes con DCME no GES, en nivel hospitala-
rio: la mayoría de las listas de espera en este tema responden a condiciones 
de salud que no son actualmente parte de la cobertura GES. Estos casos 
son referidos –desde el nivel primario– ante la incapacidad de un adecua-
do diagnóstico y control del dolor. 

5. Definir cuál es el foco central de abordaje de esta problemática en 
Chile: en nuestro país, no se ha decidido aún cuál debe ser el abordaje 
del DCME. Existen en forma simultánea concepciones de naturaleza bio-
médica y biopsicosociales que no están siempre en diálogo, que requieren 
de mayor encuentro y debate. El enfoque biomédico pone el énfasis en la 
patología de base y su tratamiento, así como en medidas farmacológicas 
del dolor. El enfoque biopsicosocial pone el énfasis en la autovalencia y 
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automanejo del paciente, adaptaciones del estilo de vida y medidas no far-
macológicas.

6. Mecanismos que aseguren su sostenibilidad financiera: el financia-
miento actual del sistema de salud público viene dado en la atención prima-
ria por: (i) el per cápita de la atención primaria; (ii) los convenios específicos 
(por ejemplo, salas de rehabilitación integral); y (iii) los aportes adicionales 
que pueda dar el municipio. Ninguno de estos mecanismos está ligado a 
un sistema que asegure a los pacientes acceso efectivo a las prestaciones 
requeridas. Cabe destacar que los convenios pueden ser suspendidos por 
la autoridad sanitaria si lo cree pertinente en un siguiente periodo presu-
puestario. A nivel hospitalario, solo tiene garantía aquello que se encuentra 
dentro del GES.

Propuesta de política pública para el dolor crónico musculoesquelético

1. Enfoque y principios rectores de la propuesta

La propuesta estará regida por un enfoque sustentado en tres elementos: (i) 
el dolor crónico como problema de salud y no como una consecuencia secun-
daria a una patología de base; (ii) centrado en las necesidades del paciente 
y; (iii) equidad en el acceso a prestaciones de salud para todo paciente con 
diagnóstico de dolor crónico. 

El primer elemento reconoce que el sistema actual de manejo está orien-
tado al diagnóstico y tratamiento de la etiología del DCME, lo cual podría 
desatender el problema que sufre el paciente. No siempre la solución de la 
causa del DCME resuelve el dolor, lo cual perpetúa el problema de salud. Por 
ejemplo, el paciente con osteoartritis de cadera que recibe un reemplazo de 
la articulación de cadera puede mejorar su movilidad, pero mantenerse con 
dolor. El segundo elemento dice relación con responder en todo momento a la 
necesidad del paciente. Este enfoque estimula que la discusión se centre en lo 
que realmente le importa al paciente, sin correr el riesgo de distorsión hacia 
las nuevas tecnologías o la subespecialidad. En otras palabras, permite hacer 
competir en igualdad de condiciones a tecnología de punta con estrategias 
de automanejo o medicina integrativa que –desde la perspectiva del pacien-
te– pueden ser igualmente beneficiosas. Finalmente, el enfoque de equidad 
enfatiza la necesidad de que las medidas nivelen las oportunidades de acceso 
a cuidados de salud adecuados, independiente de la capacidad de pago de las 
personas o de otros factores que actúan como barreras de acceso.

Se identificaron cuatro principios rectores que sustentan el enfoque de 
la propuesta. Primero, la interdisciplina de la atención del paciente en todos 
los niveles, anclada en una perspectiva biopsicosocial promoviendo la auto-
valencia y automanejo del paciente; segundo, la sostenibilidad financiera; 
tercero, la integración entre los diferentes niveles de atención; y finalmente, 
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la competencia intercultural. Este último principio se refiere a que la atención 
profesional debe ser capaz de recoger desde el usuario sus vivencias persona-
les y sistemas de creencias para mejorar su condición de salud. 

FIGURA 1. Enfoque y principios rectores de la propuesta

MANEJO DEL DOLOR CRÓNICO MUSCULOESQUELÉTICO

Problema de salud  
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Fuente: elaboración propia.

2.  Propuesta para la atención primaria: programa interdisciplinario 
integral de dolor crónico

La evidencia recogida de las etapas previas identifica dos lineamientos para 
la construcción de la propuesta. El primero dice relación con la optimización 
y fortalecimiento de los recursos que están actualmente disponibles en el sis-
tema de salud y el segundo, respecto de la creación de nuevas intervenciones. 
Por el lado de la optimización de recursos existentes, se propone fortalecer 
el programa de rehabilitación a través de las salas de rehabilitación integral, 
asegurando la dotación profesional necesaria y avanzando en su creación en 
comunas/regiones inexistentes.

La mayor innovación en el nivel primario es la creación del Programa 
Interdisciplinario Integral de Dolor Crónico Musculoesquelético. El ingreso 
al programa requiere un diagnóstico precedido por una evaluación médica y 
una evaluación psicológica, instancias en que se debieran identificar síntomas 
de alerta de condiciones graves o que requieren manejo especializado. Una 
vez confirmada la elegibilidad del paciente de acuerdo a criterios estable-
cidos en las guías del programa, este será presentado para evaluación por 
un equipo interdisciplinario, que planteará un plan de manejo. Este equipo 
estará conformado por médico de APS, kinesiólogo, nutricionista, psicólogo, 
terapeuta ocupacional (TO) y asistente social. Además, se considera la par-
ticipación de una enfermera de enlace, destinada a articular las acciones de 
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los niveles primario y hospitalario. Adicionalmente, es deseable contar con la 
asistencia, al menos remota, de un especialista para el análisis de casos selec-
cionados a determinar por el propio equipo multidisciplinario. Cabe destacar 
que esta primera evaluación debe considerar si el paciente debe ser referido 
al sistema administrado por las mutuales, por considerarse DCME a causa de 
una enfermedad profesional.

El plan de manejo incluye elementos clínicos y no clínicos. En el manejo 
clínico intervendrán, según necesidad, médico, nutricionista, kinesiólogo, TO 
y psicólogo. La responsabilidad del manejo farmacológico es del médico fami-
liar, quien además en caso de prescribir opioides, debiera contar con el apoyo 
del químico farmacéutico para velar por la seguridad y uso racional de estos 
fármacos. En los centros de salud sin especialista, es el médico general el que 
debe asumir esta responsabilidad, para lo cual –tal como se detallará poste-
riormente– la política debe ir acompañada de un programa de capacitación 
en materias específicas. Además, se plantea la inclusión explícita de terapias 
de medicina integrativa, las cuales podrían ser administradas por profesiona-
les entrenados. La disponibilidad de terapias no alopáticas debiera ser con-
sistente con recomendaciones del Ministerio de Salud, de quien se espera 
haya realizado evaluaciones y generado guías ad hoc para su implementación 
práctica. Los pacientes que presenten algún grado de discapacidad debido 
al dolor serán enrolados en el programa de rehabilitación ya disponible en 
el sistema de salud a través de las salas de rehabilitación integral, las cuales 
esperan verse fortalecidas en el marco de la implementación de este nuevo 
programa. 

La incorporación del manejo de opioides en la atención primaria conlleva 
riesgos, pues aumentan los puntos de acceso de las personas a la prescripción 
de estos fármacos. La operacionalización de esta medida requiere la imple-
mentación de un sistema regulatorio más efectivo en Chile para la prescrip-
ción y monitorización del uso de opioides y estupefacientes, que asegure que 
un paciente tiene acceso a estos fármacos a través de un único profesional. Se 
sugiere la creación de una receta electrónica administrada por un sistema de 
monitorización centralizado en el Instituto de Salud Pública. En este sistema, 
solo un médico podrá prescribir recetas de estos fármacos para un paciente, 
el cual debe estar debidamente registrado. Este sistema debiera además estar 
interconectado con las farmacias, que asumirían un rol en el control al mo-
mento de dispensar los fármacos.

En el manejo no clínico destacan dos elementos. Primero, el soporte del 
asistente social, a cargo de una evaluación de vulnerabilidad social, será el 
punto de contacto con el Compin en casos de incapacidad laboral y de ma-
terializar oportunidades de protección social. La labor del asistente social 
debe estar articulada con la del equipo interdisciplinario, pues será este pro-
fesional el encargado de apoyar al paciente en su tránsito por el sistema 
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previsional. Esto reviste especial interés cuando el pagador rechaza licencias 
que tienen justificación clínica. Es esperable que una licencia que cuente con 
el aval interdisciplinario del programa, cuyo objetivo es la reincorporación 
temprana del paciente al trabajo, tenga menos reparos por el Compin o el 
sistema previsional correspondiente. Segundo, se sugiere incluir intervención 
por pares, a través de escuela de pacientes, en los lugares donde estos se en-
cuentren disponibles. La Tabla 2 resume las actividades propuestas para la 
implementación del programa. 

3.  Propuesta para el nivel hospitalario: problema GES “dolor crónico 
musculoesquelético refractario”

Todo paciente diagnosticado con DCME refractario deberá ser derivado des-
de APS a nivel hospitalario a través del profesional de enlace cuyo rol es 
garantizar la atención integral y oportuna. Como todo problema GES, el ma-
nejo del problema de salud deberá quedar plasmado en una Guía de Práctica 
Clínica (GPC) elaborada por el cuerpo técnico que la autoridad sanitaria haya 
establecido, y deberán definirse las garantías correspondientes. La garantía 
de acceso será explícita mediante canastas de prestaciones y la garantía de 
oportunidad deberá considerar la capacidad de la oferta del sistema. Adi-
cionalmente, se elaborará un protocolo de manejo que establezca el flujo 
del paciente entre los distintos servicios que plantea el enfoque de atención 
multidisciplinaria y que incluye la evaluación por médicos especialistas, nu-
tricionista, kinesiólogo, TO y psicólogo. Se sugiere utilizar la plataforma ya 
existente en los hospitales para la entrega de atención a pacientes beneficia-
rios del programa de cuidados paliativos por cáncer (Problema GES N°4). 
La referencia del paciente desde la APS deberá incluir al menos, la historia 
clínica relevante a la condición de DCME y la evaluación psicosocial. Las 
actividades propuestas se presentan en la Tabla 2.

4.  Propuesta para el fortalecimiento del automanejo del paciente

Está ampliamente descrito en la literatura que el manejo del dolor cróni-
co debe abordar factores emocionales, cognitivos y conductuales (Sullivan y 
cols., 2001; Eccleson y cols., 2013; Asmundson & Katz, 2009). El miedo al 
dolor y a lesionarse físicamente son emociones negativas que contribuyen de 
manera importante a la severidad percibida, al desarrollo de conductas de 
evitación e, inclusive, a discapacidad (Turk & Okifuji, 2002). Pacientes que 
manifiestan miedo y ansiedad atribuida a dolor pueden presentar conductas 
tales como evitar moverse y realizar ejercicios no recomendados, perma-
necer inmovilizados por periodos más prolongados y efectuar movimientos 
para evitar dolor, aumentando las tasas de discapacidad (Leeuw, y cols., 
2007). Desde el punto de vista cognitivo, el catastrofismo, definido como una 
disposición mental negativa en la evaluación y anticipación del dolor, afecta 
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la evaluación que las personas hacen del dolor y las conductas que realizan 
como consecuencia de este (Sullivan y cols., 2001). Son personas que dejarán 
de trabajar o de hacer actividades, porque moverse es una experiencia que 
evalúan como negativa (Wertli et al, 2014). 

Las intervenciones psicológicas que se han probado más efectivas abor-
dan las emociones y cogniciones asociadas con la experiencia de dolor (Ehde 
y cols., 2014; Kerns y cols., 2011). Estas intervenciones identifican y reem-
plazan cogniciones, emociones y conductas disfuncionales o desadaptativas 
asociadas con el dolor (como catastrofismo, miedo, evitación) y promueven el 
desarrollo de habilidades y estrategias de afrontamiento efectivas (De Boer y 
cols., 2014). Entre ellas, se encuentra la Terapia de Aceptación y Compromiso 
cuyo foco es lograr que el paciente aprenda a vivir con el dolor y evitar las 
cogniciones y emociones negativas relacionadas (Jensen & Turk, 2014; Mc-
Craken y cols., 2014; Eccleston y cols. 2013; Edhe, y cols., 2014).

5.  Propuesta para el desarrollo de formación y capacitación de profe-
sionales de la salud

Un aspecto clave identificado en el contexto de esta investigación tiene que 
ver con la formación de los profesionales de la salud en el diagnóstico, manejo 
y seguimiento de pacientes con DCME. Se propone implementar un módulo 
estándar de DCME en la formación médica, desarrollado por el Minsal y 
que deba ser impartido a los futuros profesionales durante su formación. El 
módulo, que debiera incluir aspectos de manejo, así como de operación del 
programa interdisciplinario en atención primaria, deberá ser evaluado en el 
examen médico nacional. 

Adicionalmente, se deberán generar cursos de capacitación en DCME 
dirigidos a profesionales de atención primaria y a médicos especialistas por 
parte del Minsal en colaboración con las sociedades médicas ad hoc. El en-
foque debe ser en el dolor crónico como patología y no como condición de 
salud secundaria.

En tercer lugar, se propone desarrollar un programa de capacitación de 
profesionales de atención primaria en estrategias para incorporar un enfo-
que de competencia cultural. En este, debieran abordarse las creencias que 
tienen los profesionales en relación con el tratamiento, causa del dolor y ca-
racterísticas de estos pacientes que constituyen barreras relevantes para un 
trabajo efectivo.
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TABLA 2. Listado de actividades propuestas en atención primaria  
y nivel secundario

Protocolo de manejo 
No clínico

Protocolo de manejo 
farmacológico

Protocolo de manejo 
clínico

Sistema de registro y 
monitoreo

Introducir/fortalecer 
rol de Asistente Social: 
evaluación de vulnera-
bilidad social, licencias 
médicas e incapaci-
dad laboral. Evaluar 
aspectos vocacionales. 
Actividad transversal 
a nivel APS y nivel 
secundario.

Introducción de opioi-
des. Nivel APS.

Psicólogo: activida-
des de apoyo para 
el automanejo del 
dolor crónico (como 
terapia de aceptación y 
compromiso, manejo 
de miedo, ansiedad 
y creencias catas-
trofistas). Actividad 
transversal a nivel APS 
y secundario. 

Implementación 
de receta cheque 
electrónica. Actividad 
transversal a nivel APS 
y secundario.

Intervención por pares: 
Escuela de Pacientes. 
Nivel APS. 

Ampliar el listado de 
uso de opioides en 
nivel secundario.

Incorporación de 
nuevas tecnologías. En 
el caso de demanda de 
tecnologías o interven-
ciones de alto costo, 
estas debieran pasar 
por un proceso de eva-
luación de tecnologías 
en salud. Actividad 
transversal a nivel APS 
y secundario.

Crear cargo estratégico 
que cumpla el rol de 
enlace entre APS y 
nivel secundario con 
el fin de asegurar la 
referencia y contrarre-
ferencia.

Implementar esque-
mas terapéuticos 
grupales, liderados 
tanto por profesionales 
de la salud como por 
otros pacientes, que 
otorguen herramientas 
para el manejo de la 
dimensión física del 
problema, pero tam-
bién mental y social. 
Actividad transversal a 
nivel APS y secun-
dario.

Introducir rol del QF 
para asegurar el uso 
racional de opioides. 
Actividad transversal a 
nivel APS y secun-
dario.

Explorar la introduc-
ción de intervenciones 
de medicina integrativa 
avaladas por evidencia, 
soportadas por un 
proceso de evaluación 
y respaldada por guías 
de práctica clínica ad 
hoc para cada tipo de 
intervención. Nivel 
APS.

Fortalecimiento del 
mecanismo de referen-
cia y contrarreferencia 
para el manejo de 
pacientes con DCME, 
en especial entre el 
responsable en la 
atención primaria y la 
unidad de dolor de la 
atención secundaria. 
Actividad transversal a 
nivel APS y secun-
dario.

Capacitación de 
profesionales en com-
petencia intercultural. 
Actividad transversal a 
nivel APS y secun-
dario.

Ampliar el listado 
de fármacos para el 
manejo del DCME. 
Actividad transversal a 
nivel APS y secun-
dario.  

Capacitación de pro-
fesionales de la salud 
en temas de medicina 
integrativa.

El programa de DCME 
debe integrarse al ma-
nejo de la multicomor-
bilidad del paciente.

Nota: QF, Químico farmacéutico; DCME, Dolor Crónico Musculoesquelético; APS, Atención primaria en salud
Fuente: elaboración propia.
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6. Propuesta para un financiamiento sostenible

Se deberán considerar dos vías de financiamiento. Se sugiere que el progra-
ma interdisciplinario sea financiado a través de un aumento del per cápita. 
Esto requerirá de una estimación de los costos de todas aquellas prestacio-
nes/servicios adicionales al listado de prestaciones del Plan de Salud Fami-
liar requeridas para el contexto de este programa. La principal ventaja del 
per cápita es la flexibilidad en la operativa necesaria en la implementación 
de programas masivos dependientes del contexto y necesidades locales. El 
riesgo asociado a esta vía de financiamiento es la dilución de los recursos 
adicionales en el presupuesto global del Centro de Salud Primario, los cuales 
podrían desatender este problema de salud. Esta ampliación del per cápita 
debe ir necesariamente asociada a indicadores de cumplimiento que permi-
tan monitorear el uso adecuado de estos recursos. Se sugiere la elaboración 
de un índice de actividad de atención primaria (IAASP) de “Actividad Gene-
ral: Resultados en proceso de intervención”. 

Para el financiamiento del problema GES “Manejo del dolor crónico mus-
culoesquelético refractario” se deberán construir canastas de prestaciones 
que luego serán valorizadas a través del Estudio de Verificación de Costos 
que realiza el Minsal. Este estudio estima la prima por beneficiario de este 
problema de salud. Se sugiere que las canastas sean construidas y actuali-
zadas siguiendo un proceso de evaluación de tecnologías sanitarias (Etesa), 
sobre la lógica de producir soluciones centradas en el paciente, más que una 
lista de servicios de salud.  

Factibilidad de la propuesta: orientaciones para su implementación
El diagnóstico de situación realizado en el marco del presente proyecto permitió 
constatar que, hasta la fecha, no se ha realizado ningún ejercicio para la cons-
trucción de una política en torno al DCME. Por esta razón se planteó construir 
una propuesta de largo plazo para cumplir dos objetivos fundamentales: pri-
mero, servir como marco conceptual de referencia para catalizar la discusión y 
avanzar hacia una propuesta de consenso; y segundo, servir de guía que facilite 
la elaboración de una hoja de ruta que permita su progresiva implementación. 

La propuesta ha sido conceptualizada desde el quehacer del sistema pú-
blico de salud y, por lo tanto, su implementación en el sector privado requiere 
ciertas consideraciones que serán abordadas posteriormente. Desde el sec-
tor público, requiere un compromiso político con el tema, desde el propio 
ministro y ambos subsecretarios. Esto porque las acciones aquí propuestas 
requieren el respaldo de diversas divisiones del Minsal que difícilmente se 
alinearán sin una directriz superior. Es poco probable que la autoridad sani-
taria identifique y posicione este tema a partir de su propia gestión. Por esta 
razón, se sugiere que los grupos académicos y científicos comprometidos con 



38

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2017

el tema trabajen colaborativamente para posicionar al DCME como problema 
prioritario en la agenda, algo similar a lo que se ha logrado con los temas 
adulto mayor, salud mental y cáncer. Dados los antecedentes expuestos en 
este documento, el DCME reúne las condiciones para transformarse en una 
prioridad sanitaria en Chile.

El compromiso de la autoridad con una política para DCME es determi-
nante para el periodo que tomará su implementación. Sin embargo, incluso 
si se cuenta con este apoyo es muy probable que no se pueda avanzar simul-
táneamente en todas las propuestas aquí planteadas, sino que deban priori-
zarse aquellas acciones más factibles, dadas las restricciones de presupuesto 
y de estructura del sistema de salud. A continuación se propone una hoja de 
ruta para la implementación de esta propuesta.

En primer lugar, se sugiere trabajar a nivel del Minsal y en colabora-
ción con las sociedades científicas y expertos, en la elaboración de guías de 
práctica clínica y protocolos con especial énfasis en el manejo de atención 
primaria. En segundo lugar, la autoridad ministerial debe generar directri-
ces técnicas para la conformación de equipos interdisciplinarios de manejo 
de DCME. En una primera etapa, estos equipos pueden trabajar desde la 
multidisciplina donde cada profesional aporte desde su área de dominio. Sin 
embargo, la lógica de mediano y largo plazo es crear equipos interdisciplina-
rios, es decir, donde el trabajo se realiza de manera interdependiente entre 
las disciplinas participantes. Estas directrices técnicas deben indicar aspectos 
de conformación (¿qué profesionales?), de organización, de operación (¿con 
qué frecuencia se reúnen?, ¿qué trabajo desarrollan?) y de monitorización 
(¿qué resultados deben reportar?). Parece razonable, que el Programa Inter-
disciplinario comience su operación en aquellos centros que tengan mayor 
disponibilidad de recursos humanos, por ejemplo, y salas de rehabilitación 
integral, que pueden ser considerados pilotos del programa.

En una etapa inmediatamente siguiente, se debe abordar el tema de la 
referencia y contrarreferencia entre los niveles de atención. Resulta muy im-
portante para este quehacer contar con un profesional de enlace entre la 
atención primaria y el nivel hospitalario. Cabe destacar que este profesional 
puede tener dentro de sus funciones la referencia y contrarreferencia de otros 
pacientes también. Paralelamente, debe fortalecerse el rol del asistente social 
para brindar soporte al paciente en su navegación por el sistema previsional. 
Estos dos profesionales, enlace y asistente social, debieran estar muy dispo-
nibles al paciente, de manera que sienta que son quienes pueden ayudarle a 
transitar por el sistema de salud y de previsión social. Esto materializa la idea 
de que el paciente está en el centro de la atención.

Una vez que se avance con los equipos profesionales y conforme se libe-
ren recursos, el Programa Interdisciplinario puede avanzar en la implemen-
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tación del resto de sus acciones como medicina integrativa, mayor disponibi-
lidad de kinesiología y terapia ocupacional, etc. Desde el punto de vista del 
financiamiento, si bien en el largo plazo debiera venir por la vía capitada, en 
las etapas iniciales donde el sistema es aún un piloto, podrían utilizarse los 
convenios específicos, los cuales permiten –por un periodo definido– adqui-
rir recursos humanos o de infraestructura necesarios para la implementación 
gradual de actividades.

En el nivel secundario, la materialización de la propuesta requiere la crea-
ción de un problema GES. Sin embargo, con el objeto de hacer esta propues-
ta plausible, en su primera etapa la garantía podría incluir el acceso a un 
conjunto restringido de terapias que requieren manejo del especialista. Esta 
selección requiere por cierto un trabajo coordinado entre el Minsal y los 
expertos.

Este enfoque, tal cual está planteado, tiene lógica en el sistema público de 
salud. Sin embargo, en el sistema privado podría generar distorsiones pues 
un GES en el nivel hospitalario no implica necesariamente la implementación 
del PMID en el nivel primario del sector privado. Si bien, idealmente, el sector 
privado debiera implementar un PMID, el planteamiento desarrollado hasta 
aquí no garantiza que esto se lleve a cabo, lo cual podría inducir sobreuti-
lización de coberturas GES del nivel hospitalario. Con el objeto de limitar 
esta eventual sobredemanda, y potenciar el manejo multidisciplinario con 
enfoque de nivel primario que requiere esta patología, la activación del GES 
debiera requerir al menos una evaluación médica que garantice la condición 
de refractario, que descarte patologías que requieren manejo especializado; 
y una evaluación de salud mental que confirme que no hay una condición 
psicológica o psiquiátrica que debe ser atendida antes, o que limite significa-
tivamente el efecto de las intervenciones que la canasta GES puede ofrecer. 

Conclusiones

1. El dolor crónico es un problema de salud común en Chile y que genera im-
portantes consecuencias al sistema de salud y a la sociedad. Esto se traduce 
en que el número de pacientes que vive con dolor en Chile es muy elevado 
y las intervenciones actualmente disponibles distan de la interdisciplinarie-
dad y el enfoque biopsicosocial requerido. 

2. Un mejor manejo del dolor crónico reducirá la discapacidad y aumentará la 
calidad de vida los pacientes. Eventualmente, también reducirá los costos 
para el sistema de salud y más importante aún, los importantes costos so-
ciales ya identificados.

3. La propuesta de política pública desarrollada en el marco del presente pro-
yecto se ancla sobre los principios de interdisciplina, integración de los 
niveles de atención, financiamiento sostenible y competencia intercultural. 
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El enfoque de las actividades propuestas ubica al paciente en el centro del 
sistema, define que el problema de salud es el dolor crónico y no sus causas 
subyacentes y persigue mejoras en equidad en el acceso. Estas se materia-
lizan en un nuevo programa interdisciplinario integral para el manejo del 
DCME en la atención primaria y un nuevo GES para el manejo de DCME 
refractario en el nivel hospitalario.

4. La factibilidad de la propuesta es mayor en la medida que se planifique 
una implementación gradual, para lo cual se ha sugerido una hoja de ruta 
que parte del fortalecimiento de las capacidades instaladas en el sistema de 
salud. Sin embargo, cualquier innovación requerirá un compromiso político 
de la autoridad sanitaria, quien deberá haber puesto a este tema en su 
agenda de prioridades. 
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Resumen1

Este trabajo buscó evaluar la relación entre indicadores de las bibliotecas 
escolares CRA (Centro de Recursos para el Aprendizaje) y los resultados es-
tandarizados de comprensión lectora a nivel nacional. La literatura científica 
muestra una asociación entre el número de libros a los que está expuesto 
un niño y sus resultados de lectura, así como una relación causal entre pro-
gramas de intervención que utilizan libros y esta habilidad. En Chile, los 
resultados de la prueba PISA (Programa Internacional para la Evaluación de 
Estudiantes) muestran un problema serio de comprensión lectora (Agencia de 
Calidad de la Educación, 2014). Las bibliotecas escolares CRA representan 
una oportunidad para atacar este fenómeno, debido a su amplia cobertura 
en educación básica y media. Estudios internacionales evidencian una con-
sistente vinculación entre características de las bibliotecas escolares y los 
resultados de lectura en pruebas estandarizadas. 

En esta investigación, se buscó replicar esos hallazgos con datos chile-
nos, para determinar el rol que están cumpliendo las bibliotecas CRA en 
paliar los problemas de comprensión lectora de los estudiantes chilenos. 
Para ello, utilizamos tres estrategias metodológicas. En primer lugar, se 
usó la base de datos de asistentes de la educación para determinar la 

1 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas UC, 
realizado el 25 de octubre de 2017, en el que participaron como panelistas: Andrea Labra, coor-
dinadora nacional de Bibliotecas Escolares del Centro de Recursos para el Aprendizaje (CRA), 
del Ministerio de Educación; Claudio Aravena, gerente de Desarrollo de Fundación La Fuente; y 
Claudia Olavarría, coordinadora académica en Biblioteca Escolar Futuro UC. 
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asociación en el tiempo de la presencia o ausencia de un encargado de 
biblioteca con los resultados del SIMCE (Sistema de Medición de la Ca-
lidad de la Educación). En segundo lugar, una encuesta realizada en el 
año 2011 que recogía numerosas variables del funcionamiento de la bi-
blioteca CRA, para predecir el cambio en los puntajes del SIMCE a partir 
de ese año. Finalmente, realizamos una evaluación cuasiexperimental del 
efecto en el SIMCE de un programa implementado por una fundación en 
75 establecimientos, el que incluía provisión de libros y capacitación al 
personal de biblioteca. 

Los resultados de estos tres estudios no mostraron una asociación con-
sistente entre ninguna de las variables de las bibliotecas CRA utilizadas 
y los puntajes de las pruebas del SIMCE, analizados a la luz de las ca-
racterísticas de la implementación de las bibliotecas CRA en Chile. Se 
proponen acciones tendientes a optimizar el uso de las bibliotecas, para 
aprovechar mejor su potencial con el fin de elevar la comprensión lectora 
de los estudiantes chilenos.

Problema, objetivos y metodología
La comprensión lectora (CL) en Chile se encuentra en un estado crítico, ya 
que –en 2012– un 33% de los estudiantes chilenos evaluados no alcanzó el 
nivel mínimo necesario para participar en una sociedad moderna (Agencia 
de Calidad de la Educación, 2014). Esto representa un problema grave, debi-
do a que la comprensión lectora es el vehículo principal por el cual se logra el 
aprendizaje en otras disciplinas como las ciencias, la historia y la matemática. 

Un factor importante para adquirir una comprensión lectora adecuada es 
la exposición a textos escritos desde temprana edad (Bus, Van Ijzendoorn, & 
Pellegrini, 1995; Chateau & Jared, 2000; Davidse, de Jong, Bus, Huijbregts 
& Swaab, 2011; Mol & Bus, 2011; Strasser, Vergara & del Río, 2017; Ver-
gara, Strasser & del Río, 2016). En nuestro país, una de las iniciativas más 
importantes para fomentar el acceso a libros en la población escolar ha sido 
la creación del programa de Centros de Recursos para el Aprendizaje (CRA). 
La misión de las bibliotecas escolares CRA es: “Fomentar el interés por la 
información, la lectura y el conocimiento, a través de espacios creativos de 
encuentro y aprendizaje para la comunidad escolar” (www.bibliotecas-cra.cl). 
El programa ha logrado una cobertura excelente en los establecimientos sub-
vencionados de educación básica y media regular, de manera que un 92,37% 
de los estudiantes de enseñanza básica y 93,78% de los estudiantes de ense-
ñanza en media estudian en establecimientos que cuentan con una biblioteca 
escolar CRA (Bibliotecas Escolares CRA, 2014; Mineduc/PEI, 2010).

En estudios internacionales, las características de las bibliotecas escola-
res, como la presencia de un bibliotecario capacitado o el tamaño de las 
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colecciones, se han asociado a resultados de pruebas estandarizadas de len-
guaje. En Chile, por el contrario, no existen estudios concluyentes respecto de 
esta asociación. El objetivo de esta investigación es examinar la relación que 
existe entre las características de las bibliotecas escolares CRA y los resulta-
dos estandarizados de lectura de los establecimientos, e identificar aspectos 
críticos en la implementación del programa CRA, que potencien o debiliten 
su impacto en esta área.

Objetivo general

Proporcionar evidencia sobre la asociación entre la gestión de las bibliotecas 
CRA y los resultados del SIMCE de lenguaje, con miras a fortalecer las políti-
cas que apoyan tanto la entrega de recursos como la gestión de los recursos 
existentes.

Objetivos específicos

1. Identificar programas locales que permitan estudiar la asociación entre va-
riables de la gestión de los CRA y los resultados de lenguaje de los niños 
y niñas.

2. Identificar factores que podrían afectar el uso efectivo de bibliotecas CRA. 

3. Proponer políticas que apoyen la gestión efectiva de los CRA en base a lo 
identificado en el estudio.

Los objetivos fueron abordados a través de tres estrategias metodológicas:

a. Estudio panel de asociación de la existencia del encargado CRA con re-
sultados en pruebas del SIMCE de Lenguaje. Los estudios longitudinales 
permiten identificar trayectorias en el comportamiento de las variables que 
pueden dar luces sobre procesos de mediano y largo plazo. Utilizando la 
base de datos de asistentes de la educación, identificamos un total de 7.037 
establecimientos que contaban con datos de encargados de biblioteca desde 
el año 2010 a 2016, y con datos del SIMCE. Esta fue la única variable re-
lacionada con el funcionamiento CRA que identificamos y que fue medida 
consistentemente en el tiempo, entre los años 2011 y 2016. Se usó esta 
variable como predictor en un estudio panel que tuvo como variable de 
resultados los puntajes del SIMCE de Lenguaje de los establecimientos.

b. Estudio de predicción del SIMCE de Lenguaje a partir de variables de uso 
de bibliotecas en el año 2011. Utilizamos los datos del estudio censal del 
uso de los CRA realizado en 2011, que alcanzó casi a la totalidad de es-
tablecimientos con CRA, y evaluó un gran número de variables de estas 
bibliotecas. Con estas variables, intentamos predecir cambios en el SIMCE 
de Lenguaje, mediante un análisis de regresión múltiple.
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c. Evaluación cuasiexperimental de una intervención privada en bibliotecas 
CRA. La mejor forma de establecer una asociación causal entre dos va-
riables es asignando a los participantes al azar a una condición con y sin 
intervención. Lamentablemente, en Chile no contamos con este tipo de da-
tos sobre CRA. Sin embargo, identificamos un programa que seleccionó 75 
escuelas para recibir una intervención consistente en cambios a la colección 
y más capacitación del personal CRA. Se trata del programa Viva Leer de la 
Fundación La Fuente (FLF) en conjunto con empresas Copec. Por la forma 
en que fueron seleccionadas las escuelas, pudimos realizar una evaluación 
cuasiexperimental2 del impacto de este programa en el SIMCE.

Antecedentes y diagnóstico

1. Rol de los libros en el desarrollo de la comprensión lectora

El contacto temprano con libros se asocia consistentemente con resultados 
de lenguaje oral y lectura (Bus et al., 1995; Chateau & Jared, 2000; Cunnin-
gham & Stanovich, 1991, 1997, 1998; Davidse et al., 2011; Ecalle, & Mag-
nan, 2008; Fuller & Clarke, 1994; Gustafson, 2001; Martin-Chang & Gould, 
2008; McBride-Chang, Manis, Seidenberg, Custodio, & Doi, 1993; Mol & Bus, 
2011; Strasser et al., 2017; Vergara et al., 2016). La evidencia sugiere que la 
relación es causal, ya que las evaluaciones experimentales de intervenciones 
que utilizan libros muestran efectos en la comprensión lectora y habilida-
des asociadas, especialmente en estudiantes vulnerables (Block, Parris, Reed, 
Whiteley, & Cleveland, 2009; Chao, Mattocks, Birden & Manarino-Leggen, 
2015; Kim, 2006; Kim & Quinn, 2013; Kim & White, 2008; Kim, Samson, 
Fitzgerald & Hartry, 2010; Pagan & Senechal, 2014). Por ejemplo, en un 
metaanálisis de 41 intervenciones de lecturas de verano, el efecto promedio 
en comprensión lectora fue 0,23 (d de Cohen), mientras que en una inter-
vención en sala de clases con libros (Block et al., 2009) el tamaño del efecto 
en la comprensión lectora fue de 0,53. Es decir, que quienes participaron de 
programas de lecturas de verano tuvieron, en promedio, puntajes un cuarto 
de desviación estándar mayores que los que no participaron; los niños que 
recibieron la intervención en sala con libros estuvieron en promedio media 
desviación estándar arriba que los que recibieron instrucción estándar.

Las intervenciones basadas en libros no son simples. Incluyen por una 
parte una intensiva exposición a libros y, por otra, un componente de 
mediación. Así, en la intervención de Block et al., los investigadores entre-
garon 200 libros por curso cada 21 días durante 20 semanas, y los pro-
gramas de lecturas veraniegas incluyen al menos un libro semanal por al 
menos siete semanas (Pagan & Senechal, 2014). En cuanto al componente 

2 En un estudio cuasiexperimental, se asigna a algunos participantes (en este caso, colegios) a 
recibir una intervención y a otros no. La asignación no se hace al azar, como en un estudio expe-
rimental.
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de mediación, su importancia se ve en el metaanálisis antes mencionado, 
donde las intervenciones que obtenían resultados significativos eran las 
que incluían un componente de enseñanza de la comprensión basado en 
evidencia, como relacionar lo leído con las experiencias previas, apoyar 
la creación de representaciones mentales del texto o modelar estrategias 
de comprensión.

2. Rol de las bibliotecas escolares en el desarrollo de la comprensión 
lectora

Tomando en cuenta las características de las intervenciones efectivas, ¿pue-
den las bibliotecas escolares cumplir un rol en elevar la comprensión lectora? 
Una revisión de la literatura internacional sugiere que sí, si se cumplen cier-
tas condiciones. Los estudios internacionales encuentran que las bibliotecas 
bien provistas y con personal adecuado se asocian al rendimiento, controlan-
do por el nivel socioeconómico y educacional (Scholastic, 2016). Un compo-
nente analizado en la mayoría de los estudios es el personal. Haycock (2011) 
resume más de 20 estudios en Estados Unidos y Canadá, concluyendo que 
cuando existen bibliotecarios al menos media jornada, los estudiantes obtie-
nen mejores notas y puntajes en pruebas estandarizadas que cuando esto 
no ocurre. Esto es consistente con otros resultados estadounidenses (Dow y 
McMahon-Lakin, 2012; Lance, Rodney y Hamilton-Pennell, 2000a; Rodney, 
Lance & Hamilton-Pennell, 2002, citado en Scholastic, 2016; Rodney et al., 
2003; Small, Snyder y Parker, 2009).

Otras investigaciones se focalizan en lo que hacen los bibliotecarios: el 
rendimiento de los alumnos es más alto cuando ellos trabajan de manera 
cooperativa con los docentes, y cuando se les proporciona capacitación 
(Lance, Rodney y Hamilton-Pennell, 2000b; Lance, Rodney y Hamil-
ton-Pennel, 2005, citado en Scholastic, 2016). Una revisión de literatura 
de Scholastic (2016) concluye que el coordinador tiene un rol importante 
en el proceso de enseñanza, asumiendo el rol de profesor, colaborador y 
administrador de recursos, propiciando oportunidades de aprendizaje al 
ayudar en distintos espacios instruccionales con profesores. Para ello, la 
capacitación del coordinador de biblioteca es esencial (Todd, Kuhlthau y 
OELMA, 2004; Scholastic, 2004). Estos resultados son consistentes con 
lo visto antes acerca de los componentes de los programas efectivos de 
comprensión lectora, en especial con la importancia que tiene la media-
ción de los procesos de comprensión por parte de un adulto.

Aunque los resultados más salientes tienen relación con los bibliote-
carios, otros componentes que han mostrado correlaciones con logros de 
aprendizaje son el tamaño de las colecciones, financiamiento, apoyo y 
percepción positiva de parte de administrativos y directores de escuelas, 
recursos y tecnologías de la información (Lance, Rodney & Hamilton-Pen-
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nell, 2000a; Lance, Rodney & Hamilton-Pennell, 2000b; Lance, 2003, 
citado en Pérez, 2015; Scholastic, 2016; Haycock, 2011; Todd, 2012; Pé-
rez, 2015).

3. ¿Puede el CRA impactar en los resultados de comprensión lectora?

En Chile, con CRA en más del 90% de las escuelas, este programa tiene 
un rol claro en elevar el acceso de los estudiantes a los libros. Sin embargo, 
elevar la comprensión lectora no es un objetivo declarado del programa y, 
por ende, mediar el texto escrito y apoyar los procesos de comprensión no 
necesariamente son parte del alcance del programa. Esto podría limitar el 
impacto de las bibliotecas escolares CRA en el lenguaje y la lectura de los 
estudiantes chilenos. 

Un análisis de los documentos curriculares (bases curriculares, planes 
y programas3, estándares de formación docente4) revela que destacan la 
importancia de promover la comprensión y se refieren múltiples veces al 
uso de textos narrativos y expositivos, nombrando al CRA como recurso. 
Esto es especialmente notorio en los documentos curriculares del área de 
lenguaje, aunque también en las de ciencia y sociedad se puede apreciar 
la existencia de recomendaciones en relación con mediar la comprensión 
de los textos. 

El programa CRA también pone a disposición de su personal y de los 
docentes documentos que enfatizan la promoción de la comprensión lecto-
ra. Un ejemplo es el documento Orientaciones para el uso de la colección de 
las bibliotecas escolares CRA, que plantea la colección CRA como un recur-
so de implementación curricular e incluye sugerencias de articulación con 
el currículo5. Otro documento que orienta el uso de los recursos para fines 
curriculares es Biblioteca de aula: cómo mantenerlas activas6 que entrega 
orientaciones para usar la biblioteca de aula en los niveles de transición; 
o el libro A viva voz, con recomendaciones de textos para ser compartidos 
en voz alta con estrategias, preguntas y temas que se pueden tratar en 
cada texto7. Asimismo, los Estándares para las bibliotecas escolares CRA8 
incluyen criterios para evaluar la gestión pedagógica de los recursos CRA, 
es decir, las actividades que se realizan para desarrollar aprendizajes en 
las áreas del currículo. 

3 http://www.curriculumenlineamineduc.cl/605/w3-propertyname-550.html http://portales.mi-
neduc.cl/usuarios/cpeip/File/2012/librobasicaokdos.pdf.

4 http://portales.mineduc.cl/usuarios/cpeip/File/librosestandaresvale/
5 http://portal.mineduc.cl/usuarios/bcra/File/2017/Orientaciones%20Bibliotecas%20Escola-

res%20CRA.pdf
6 http://plandelectura.gob.cl/wp-content/files_mf/1394641416Comomanteneractivaslasbibilote-

casdeaulaactivas.pdf
7 http://portales.mineduc.cl/usuarios/bcra/File/boletin79/avivavoz_web.pdf 
8 http://plandelectura.gob.cl/wp-content/files_mf/1347300090EstandaresparaBibliotecasEscoal-

resCRA.Mineduc2011.pdf
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Finalmente, el programa CRA contempla la existencia de un equipo 
para gestionar sus recursos. La situación óptima es aquella en que exis-
te tanto un coordinador como un encargado. El coordinador pedagógico 
CRA es un educador profesional, cuya labor es promover la integración 
entre el CRA, el currículo y las prácticas pedagógicas de la escuela; el 
encargado CRA puede ser un bibliotecario, docente, administrativo o asis-
tente de la educación, y es quien atiende a los usuarios y mantiene la 
colección.

La pregunta que guía este estudio es si estos recursos están siendo 
aprovechados para promover la comprensión lectora en la población es-
colar chilena. En el año 2008, se publicó una evaluación de impacto del 
programa CRA, que mostró que el 86% de los coordinadores docentes 
percibía que la biblioteca influye en el rendimiento escolar de los alum-
nos, pero en el que no se observó asociación entre la presencia de CRA 
y el puntaje del SIMCE de Lenguaje (Instituto de Economía UC, 2008). 
Como revela la literatura internacional, algunas variables de las bibliote-
cas moderan su influencia en los aprendizajes (como la existencia, califica-
ción y horas de contratación del bibliotecario). Así, no debiera sorprender 
que la mera presencia de CRA no se asocie a los resultados del SIMCE. 
Por otro lado, existen datos acerca de características de los CRA, que 
pueden usarse para evaluar la relación con el SIMCE. Un estudio censal 
del funcionamiento de los CRA, del año 2011, evaluó variables como uso 
del espacio, capacitación y contrato del personal, horarios, colecciones, 
políticas de préstamos y articulación con las asignaturas, entre otros. Sin 
embargo, aunque en esa ocasión esos datos fueron utilizados para evaluar 
su asociación con puntajes del SIMCE, ese análisis fue solo concurrente y 
se realizó con un agregado de puntajes del SIMCE, no solo con el puntaje 
de Lenguaje. 

A continuación, presentamos los resultados de los tres estudios cuanti-
tativos que realizamos para abordar la pregunta sobre la relación entre el 
funcionamiento de los CRA y los puntajes del SIMCE. 

Resultados
Estudio 1. Análisis del estudio panel del encargado CRA y de los punta-
jes del SIMCE de Lenguaje
Para estudiar el efecto de los encargados CRA en los resultados del SIMCE, 
se obtuvieron las bases de datos de “Asistentes de la educación” y se unieron 
con las bases de datos de resultados del SIMCE de Lenguaje para el período 
2010-2015. A continuación se describen las bases de datos utilizadas, la es-
trategia empírica y los resultados obtenidos.
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Bases de datos

• SIMCE: Se obtuvieron los puntajes del SIMCE de Lenguaje desde 2008 
hasta el 2015. Estos corresponden a los siguientes cursos en cada año.

• Índice de Vulnerabilidad (IVE): Este índice corresponde al porcentaje de 
alumnos vulnerables de una escuela. Usamos un promedio ponderado de 
los IVE de básica y media para los años 2010-2017, donde el ponderador 
corresponde al número de alumnos en cada ciclo. Solo se reporta el IVE de 
los establecimientos con financiamiento estatal. 

• Matrícula: Se obtuvieron las bases de matrícula, que indican el tipo de 
educación (nivel, tipo) para los años 2008-2016.

• Encargado CRA: Se obtuvieron las bases de asistentes de la educación 
para los años 2010-2016, en las que se indica la presencia de encargado 
CRA en cada año. El detalle de la combinación de las bases de datos se 
reporta en el Anexo. Hay un porcentaje importante de escuelas que no 
corresponden entre las bases del SIMCE y las bases de matrícula. Específi-
camente, hay 170 RBD9 que están en la base del SIMCE, pero no en la de 
matrícula (1,39%), y hay 144 RBD que están en la base de matrícula, pero 
no en la del SIMCE (1,66%). 

La estadística descriptiva para los años 2010 y 2015 se presenta en la 
Tabla 1. Se observa que en 2010, un 40% de los establecimientos tenía 
un bibliotecario, con un promedio de 1,14 bibliotecarios en aquellos esta-
blecimientos que tienen uno. En el 2010, la cobertura aumenta a 44,6%, 
con el número promedio levemente en alza.

TABLA 1. Estadística descriptiva

2010 2015

Número de establecimientos 7.037 7.951

% con bibliotecario en algún periodo 40,0% 44,6%

Número promedio de encargados 0,46 0,51

Número promedio de encargados en 
establecimientos con encargados

1,14 1,15

Fuente: elaboración propia a partir de las bases de datos descritas. 

Endogeneidad de encargados de bibliotecas CRA

La preocupación empírica básica del estudio sobre el impacto de la existencia 
de encargados CRA en el puntaje del SIMCE, es que este puede responder a 
características de la escuela. En la Tabla 2 se presentan aquellas característi-
cas que podrían predecir la existencia de uno o más encargados. 

9 Las escuelas tienen un número identificador llamado RBD.
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Se encuentra que el número de matriculados, la dependencia del colegio, 
el índice de vulnerabilidad promedio del establecimiento, el tipo de ense-
ñanza y el año considerado son variables que predicen si existe o no un 
encargado en el colegio, y además el número de estos. En ambos casos, los 
coeficientes van en la misma dirección. 

TABLA 2. Predicción de encargados

 (1) (2)

VARIABLES Indicador de existencia 
encargado

Número de encargados

Matrícula 0,000354*** 0,000565***

(7,68e-06) (1,27e-05)

Particular subvencionado -0,0799*** -0,104***

(0,00464) (0,00573)

Particular -0,245*** -0,101***

(0,0172) (0,0280)

Índice de vulnerabilidad -0,00180*** -0,00103***

(0,000148) (0,000188)

Enseñanza media 0,285*** 0,326***

(0,00892) (0,0124)

Enseñanza básica y media 0,153*** 0,194***

(0,00692) (0,00907)

Otro tipo de escuela -0,220*** -0,187***

(0,0120) (0,0192)

Constante 0,351*** 0,256***

(0,0138) (0,0177)

Observaciones 45.326 45.326

R-cuadrado 0,184 0,229

Nota: Incluye dummies por año. Error estándar robusto en paréntesis. *** p<0,01, ** p<0,05, * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.
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Estrategia empírica

Se estima el efecto de la presencia de encargados de bibliotecas CRA en el 
SIMCE de Lenguaje con la siguiente especificación:

SIMCEit = α +βbibliotecarioit + γ Xit + ∂SIMCEit−1 + ρi + εit [1]

donde i corresponde a la escuela y t, al año. La variable Xit corresponde a 
los controles que se utilizan para hacer las escuelas más comparables, estos 
incluyen dependencia, matrícula e IVE, y ρi representa el efecto fijo. Se inclu-
yen efectos fijos a nivel de establecimiento para controlar –por la potencial 
existencia– características no observables de los establecimientos, constantes 
en el tiempo, que pueden afectar la relación de la presencia de encargados 
con el SIMCE. En este caso, la variación que identifica β es la que se observa 
solo dentro de un mismo establecimiento. 

Considerando que el SIMCE es una variable que es difícil de modificar, 
ya que el de un período puede estar fuertemente correlacionado con el del 
período anterior, se espera que el incluir el valor rezagado del SIMCE mejore 
el ajuste de la regresión. Esta regresión se realiza para los distintos cursos del 
SIMCE (segundo básico, cuarto básico, sexto básico, octavo básico y segundo 
medio), como también para todos los cursos, controlando por el curso en la 
regresión.

Finalmente, para estudiar directamente si el cambio en la existencia de 
encargados genera una modificación en el SIMCE, se estima la ecuación: 

ΔSIMCEit = α +βΔbibliotecarioit + γ Xit +SIMCEit−1 + εit  [2]

donde la variable β indica el efecto promedio de un cambio en la existencia 
de encargado (introducción o eliminación). En el Anexo 2, se presentan los 
resultados donde en vez de utilizar la variable dummy encargado, se utiliza 
el número de encargados que hay en la escuela. Los resultados son robustos 
a la utilización de esta variable.

Resultados del estudio 1
Regresiones con efectos fijos10 y  controlando por el SIMCE rezagado

En la Tabla 3 se presentan los resultados de la especificación [1]. Las colum-
nas (1)-(5) muestran los resultados para los cursos indicados. Se observa 
que no hay una relación sistemática entre la existencia de un encargado y el 
resultado del SIMCE. La variable cambia de signo y solo es significativa en el 
caso de octavo básico.

10 Por efectos fijos se entiende controlar por características de la escuela que no cambian en el  
tiempo.
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TABLA 3. Regresiones con efectos fijos por establecimiento y control por SIMCE 
rezagado

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo 
básico

Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo 
medio

Presencia de 
encargado

0,224 -0,474 -0,203 -1,405** 0,312

(0,604) (0,404) (0,906) (0,663) (0,633)

Índice de 
vulnerabilidad

-0,223*** -0,326*** -0,146** -0,304*** -0,859***

(0,0536) (0,0320) (0,0736) (0,0672) (0,0575)

SIMCE rezagado -0,335*** -0,163*** -0,501*** -0,174*** -0,0105

(0,00858) (0,00664) (0,0120) (0,00957) (0,0127)

Matrícula 0,00549 -0,00349 -0,00631 -0,0176*** -0,0196***

(0,00485) (0,00245) (0,00826) (0,00510) (0,00304)

Educación media -21,03* -10,57 -43,90** -19,81* 1,774

(10,94) (9,143) (20,97) (11,48) (6,953)

Educación básica y 
media 

-15,81 -19,99* -21,16 -39,02**

(15,80) (10,65) (24,22) (16,96)

Otra educación -0,803 -0,408 -17,31 -8,241

(20,01) (17,93) (21,63) (21,02)

Particular 
subvencionado

0,555 -2,810** -1,685 -3,642 -2,153

(2,037) (1,213) (3,161) (2,481) (1,697)

Constante 352,9*** 333,0*** 394,9*** 325,0*** 321,9***

(7,272) (5,568) (12,59) (8,549) (6,816)

-

Observaciones 18.360 28.493 11.816 16.028 9.866

R-cuadrado 0,116 0,030 0,247 0,033 0,036

Número de escuelas 6.610 6.778 6.313 5.811 2.789

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.
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Regresiones con el cambio de la existencia de bibliotecario

En la Tabla 4a, se estudia el efecto de que se introduzca un encargado en 
una escuela, en los resultados del SIMCE de la misma. Se observa que la 
introducción de un bibliotecario no tiene un efecto en el cambio del puntaje 
del SIMCE, en ningún curso. En la Tabla 4b, al igual que en el caso de la 
eliminación de bibliotecarios, observamos que no hay efectos.

TABLA 4a. Regresiones con efectos fijos para la introducción de un bibliotecario 
por curso

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo 
básico

Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo 
medio

Introducción de 
bibliotecario

0,583 0,872 1,298 0,980 1,088

(2,630) (1,376) (4,315) (2,540) (0,996)

Constante 149,9*** 162,2*** 94,88 188,4*** 247,3***

(31,26) (13,44) (78,50) (30,82) (11,58)

Número de observa-
ciones

4.595 7.938 2.801 3.784 4.127

R-cuadrado 0,113 0,111 0,102 0,100 0,295

Número de RBD 3.536 4.993 2.481 3.038 1.902

Nota: Se controla por el SIMCE de Lenguaje y Matemáticas rezagado, y por el índice de vulnerabilidad. Error 
estándar robusto en paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.
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TABLA 4b. Regresiones con efectos fijos para la eliminación de un bibliotecario por 
curso

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo 
básico

Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo 
medio

      

Eliminación de 
bibliotecario

1,560 1,712 -1,203 2,296 0,591

(3,053) (1,671) (5,317) (3,054) (0,933)

Constante 149,9*** 162,2*** 94,88 188,4*** 247,3***

(31,26) (13,44) (78,50) (30,82) (11,58)

Observaciones 4.595 7.938 2.801 3.784 4.127

R-cuadrado 0,113 0,111 0,102 0,100 0,295

Número de RBD 3.536 4.993 2.481 3.038 1.902

Nota: Se controla por el SIMCE de Lenguaje y Matemáticas rezagado, y por el índice de vulnerabilidad. Error 
estándar robusto en paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.

Conclusión del estudio 1

Los análisis anteriores no apoyan la existencia de una relación causal entre la 
presencia de un encargado CRA y los puntajes del SIMCE de Lenguaje. Aun-
que las escuelas que poseen uno o más encargados CRA tienen un puntaje 
del SIMCE de Lenguaje significativamente más alto, esta relación desaparece 
cuando se controla por otras variables como el SIMCE anterior, la matrícula, 
la vulnerabilidad y el efecto fijo de la escuela, indicando que la asociación 
entre encargado y el SIMCE podría explicarse por otras características de las 
escuelas que se asocian a ambas variables.

Estudio 2. Predicción de puntajes del SIMCE de Lenguaje según encues-
ta censal CRA 2011
El estudio anterior tiene la ventaja de usar datos longitudinales que permiten 
observar si la contratación o desvinculación de un encargado CRA se rela-
ciona con cambios en el SIMCE de Lenguaje. Sin embargo, este dato es un 
solo indicador del funcionamiento de la biblioteca CRA. El segundo estudio, 
si bien no cuenta con un seguimiento longitudinal, utiliza un conjunto mayor 
de características de bibliotecas CRA como predictores de los puntajes del 
SIMCE de Lenguaje. 
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Base de datos

Se usó la base de datos de la encuesta censal CRA llevada a cabo en 2011 
por el Mineduc y la empresa Statcom y que alcanzó una tasa de respuesta del 
80% del universo (7.269 establecimientos). La encuesta incluyó preguntas 
sobre la colección, presupuesto, procedimientos, horarios, préstamos, perso-
nal y espacio físico11. 

En conjunto con personal de la unidad de bibliotecas CRA del Mineduc, 
en base a la literatura internacional, identificamos variables del cuestionario 
que podrían ser relevantes para los logros de lenguaje de los estudiantes. Las 
variables identificadas, construidas a partir de la base de datos del estudio 
censal, fueron las siguientes:

• Tamaño de la colección (1 a 370; 370 a 1.200; 1.201 a 2.600; más de 
2.600).

• Infraestructura: Suma de cinco características (estantes abiertos, zonas de 
lectura, espacio para un curso completo, mobiliario adecuado, mobiliario en 
buen estado).

• Presencia de coordinador CRA (1 o 0).

• Presencia de encargado CRA (1 o 0).

• Coordinador está contratado por 40 horas o más a la semana (1 o 0).

• Encargado está contratado por 40 horas o más a la semana (1 o 0).

• Capacitación del coordinador: suma de tipos de capacitación que recibió el 
coordinador.

• Capacitación del encargado: suma de tipos de capacitación que recibió el 
encargado.

• Número de cursos que asistieron al CRA el mes anterior.

• Usos: suma de los usos adecuados declarados (trabajos, recreación, lectura, 
internet, clases).

• Préstamos al aula la semana pasada, en cuatro categorías. 

• Préstamos a domicilio a estudiantes la semana pasada, en cuatro categorías.

• Préstamos a domicilio a docentes la semana pasada, en tres categorías.

• La biblioteca escolar tiene un proceso establecido para actualizar la colec-
ción. 

• La biblioteca cuenta con un presupuesto propio.

• Asesoría: suma de los tipos de asesoría que recibe.

Al tomar en cuenta solo los colegios que cuentan con todas las variables 
predictoras y todos los controles, el número de establecimientos se reduce 
a 2.674, y baja aún más al incorporar la variable dependiente (el SIMCE de 

11 Más información sobre la encuesta y su aplicación está disponible en http://www.bibliotecas-cra.
cl/sites/default/files/publicaciones/estudioencuesta_censal_2011.pdf 
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Lenguaje). Por ello, para recuperar algunos de los casos perdidos, se decidió 
eliminar aquellas variables que consistentemente no mostraron relación con 
el SIMCE en ninguno de los análisis. Estas fueron: capacitación del coordi-
nador y del encargado, protocolo de renovación, presupuesto propio, jornada 
completa del coordinador, préstamos a los docentes y asesorías. Esto nos 
permitió alcanzar un N de 3.910 casos. La Tabla 5 muestra las descriptivas 
de los índices restantes.

Resultados del estudio 2

Realizamos un análisis de regresión múltiple usando las variables CRA como 
predictores del SIMCE de Lenguaje de 2012, 2013 y 2014, controlando por 
el SIMCE de Lenguaje anterior, dependencia, índice de vulnerabilidad, ru-
ralidad y matrícula. La Tabla 6 muestra las variables que tienen una con-
tribución significativa en cada SIMCE. Como puede verse, no hay un patrón 
consistente. Cada variable es a lo más significativa en dos modelos. Hay más 
asociaciones significativas con el SIMCE mientras más cercano esté al año de 
la encuesta (2011). 

TABLA 5. Estadísticos descriptivos indicadores de uso de CRA 2011

N Mínimo Máximo Media Desv. típ.

Tamaño colección 5.712 20,00 1.4000,00 1.895,640 2.124,203

Tamaño categórica 5.712 1,00 4,00 2,488 1,117

Infraestructura 6.237 0,00 5,00 3,206 1,697

Hay encargado 5.261 0,00 1,00 0,814 0,389

Hay coordinador 5.261 0,00 1,00 0,680 0,466

Encargado 40 horas 
o más

5.020 0,00 1,00 0,452 0,497

Cursos que visitaron 5.762 1,00 5,00 2,348 1,207

Usos 6.237 0,00 7,00 4,199 2,092

Préstamos al aula 4.749 1,00 4,00 2,326 1,247

Préstamos a alumnos 5.591 1,00 4,00 2,431 1,135

Fuente: elaboración propia.
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TABLA 6. Variables CRA 2011 que contribuyen significativamente al SIMCE  
Lenguaje

 4°Básico 
2012* 

N=2.624

4°Básico 
2013* 

N=2.593

4°Básico 
2014* 

N=2.603

6°Básico 
2013* 

N=2.491

8°Básico 
2013** 

N=2.520

2°Medio 
2013*** 
N=883

Tamaño  
categórica

X

Infraestructura X X

Hay encargado X X

Hay coordinador X

Encargado 40 
horas o más

X X

Cursos que 
visitaron

X

Usos X

Préstamos al 
aula la semana 
pasada (cat)

X

Préstamos a 
alumnos semana 
pasada (cat)

X X

Préstamos al 
aula 

4.749 1,00 4,00 2,326 1,247

Préstamos a 
alumnos 

5.591 1,00 4,00 2,431 1,135

Nota: Todas las regresiones controlan por dependencia, índice de vulnerabilidad, ruralidad y matrícula. 
*Controlando por el SIMCE 2011 de cuarto básico. 
**Controlando por el SIMCE 2011 de octavo básico. 
***Controlando por el SIMCE 2011 de cuarto básico, mismos alumnos. 
****Controlando por el SIMCE 2011 de octavo básico, mismos alumnos. 
Fuente: elaboración propia.

Conclusión del estudio 2

Los datos no arrojan evidencia sólida de asociación entre las variables de 
funcionamiento y los puntajes del SIMCE de Lenguaje, aunque hay algunas 
asociaciones ocasionales que van en la línea de lo encontrado en estudios 
internacionales: los préstamos, ya sea al aula o a los alumnos, las visitas de 
cursos, la presencia y dedicación de los funcionarios del CRA son las varia-
bles más consistentemente asociadas con los aprendizajes de lenguaje.

Llama la atención que, mientras que en la literatura internacional los 
bibliotecarios son el factor que más muestra relación con los puntajes es-
tandarizados, ni en este estudio ni en el anterior esa asociación aparece (en 
este estudio es, a lo más, inconsistente). En el estudio de Lance, Rodney y 
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Hamilton-Pennell (2005, citado en Scholastic, 2016) se encontró que cuando 
el bibliotecario ejercía una labor docente con alumnos y con profesores, se 
observaban los mayores efectos. Es posible que esta función requiera más 
formación o dedicación que aquella con que cuentan los encargados de bi-
blioteca en Chile. En el estudio censal, solo 47% de los encargados de biblio-
teca tenían dedicación exclusiva al cargo, lo cual podría incidir en su capa-
cidad de ejercer una función más activa en la promoción de la comprensión. 

Estudio 3. Evaluación cuasiexperimental del programa Viva Leer

La mejor forma de establecer una asociación causal entre uso de la bibliote-
ca CRA y puntajes del SIMCE sería manipular las variables de la biblioteca 
CRA, escogiendo al azar a las escuelas que sufrirían esa modificación y las 
que no. Si no es posible elegir de ese modo los colegios, una alternativa es 
seleccionar grupos lo más comparables posible, y controlar estadísticamente 
otras variables que podrían asociarse a la variable dependiente, en este caso, 
el SIMCE. Para poder hacer esto, identificamos una intervención en que se 
escogió a 225 escuelas, que cumplían criterios de admisibilidad para obtener 
una intervención a nivel de CRA, y de ellas se seleccionó a 75 que la recibie-
ron, haciéndolas muy comparables con las 150 que no fueron elegidas. Se tra-
ta del programa Viva Leer de la Fundación La Fuente (FLF) en conjunto con 
empresas Copec. Este programa, desde el año 2011, ha sido implementado 
en 75 escuelas en todo Chile. Su objetivo es desarrollar el gusto por la lectura 
en niños y niñas de educación prebásica y primer ciclo de enseñanza básica.

El programa Viva Leer está compuesto por cuatro pilares: donación de 
una biblioteca, actividades de voluntariado de los funcionarios de Copec en 
las bibliotecas, acceso a la lectura a través de colecciones de libros a precios 
económicos y animación a leer a través de un sitio web.

Este estudio se focaliza en una de las estrategias de este programa que es 
la donación de una biblioteca escolar que es abierta a la comunidad, comple-
tamente equipada, con 2.000 títulos bibliográficos y que cuenta con el apoyo 
técnico de la Fundación La Fuente (FLF). Para llevar a cabo esta estrategia se 
realizó el Concurso Nacional de Bibliotecas Viva Leer. Se invitó a participar 
a todas las escuelas municipales a lo largo del país. Para postular, la escuela 
debía contar con prebásica, primer y segundo ciclo básico, una matrícula 
entre 200 y 1.000 alumnos, un espacio de al menos 80 m2 y un bibliotecario 
con horario completo y dedicación exclusiva. A partir de estos datos, cada 
escuela que postulaba al proyecto fue evaluada por el equipo de la FLF con 
un puntaje de uno a diez puntos para el primer año, y con una evaluación con 
nota máxima siete en los años restantes. En base a este puntaje, cada año se 
preseleccionó a tres escuelas por región, las cuales fueron visitadas para ele-
gir a una de ellas. Este proceso se repitió durante cinco años (2011 a 2015). 
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Cabe destacar que elevar los puntajes estandarizados de comprensión lec-
tora no era un objetivo explícito del programa Viva Leer, sino que se enfocaba 
en indicadores actitudinales, especialmente el gusto por la lectura. Por ello, el 
programa evaluó sus resultados en términos de indicadores asociados a este 
fin, en los cuales encontró cambios importantes desde el inicio al término de 
la participación de las escuelas. Estos fueron el porcentaje de estudiantes que: 
prefieren leer un libro durante su tiempo libre, nunca solicita libros, declaran 
que lo que más les gusta de leer es entretenerse y manifiesta leer la mayoría 
de las veces en la biblioteca; el porcentaje de profesores que declara llevar 
nunca o casi nunca a sus alumnos a la biblioteca; y el porcentaje de apode-
rados que percibe que su hijo lee libros en la casa porque le gusta aprender 
cosas nuevas o lo entretiene (Fundación La Fuente, 2015).

Base de datos

La base de datos que se usó para realizar los análisis se compone de los co-
legios postulantes, categorizados en seleccionados, preseleccionados y no se-
leccionados. Esta se combinó con la base censal realizada en 2011 a todas las 
escuelas del país, y los resultados oficiales del SIMCE 2014 y 2015 (Lenguaje 
y Matemáticas) para cuarto básico y, por último, los resultados del SIMCE de 
los años 2008 a 2013 (Lenguaje y Matemáticas). 

Dado que las distintas bases de datos se unieron a partir del Rol Base de 
Datos (RBD) de las escuelas, hay información que no se pudo incluir en los 
análisis posteriores, ya que no se conoce el RBD de algunos de los estable-
cimientos (por ejemplo, esta información no existe para ningún colegio no 
seleccionado que postuló el año 2014), la base que contenía el SIMCE 2008-
2013 no incluía a ciertas escuelas o había datos ingresados con errores, por 
nombrar algunas de las dificultades encontradas. Con el objetivo de realizar 
los análisis con la mayor cantidad de datos completos en todas las variables, 
se optó por considerar solo los resultados de cuarto básico.

La Tabla 7 contiene la información de la muestra final, según categoría 
de participación en el programa Viva Leer (seleccionada, preseleccionada o 
no seleccionada), para los establecimientos que cuentan con resultados del 
SIMCE 2015.
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TABLA 7. Cantidad de escuelas según categoría que registran resultados en la 
prueba SIMCE de Lenguaje de cuarto básico 2015 

Año de postulación Seleccionada Preseleccionada No seleccionada

2011 15 28 157

2012 15 30 177

2013 15 29 90

2014 15 26

2015 15 29 185

Total 75 142 609

Nota: en total, hay 689 escuelas con RBD y 1.090 postulaciones. Sin embargo, el número de escuelas cambia 
despendiendo del año del SIMCE a considerar. 
Fuente: elaboración propia.

Resultados del estudio 3

Para comparar el cambio en el puntaje del SIMCE en las tres categorías de es-
cuelas, se realizaron regresiones lineales que predicen los resultados del SIM-
CE a partir de cada categoría. En este análisis, se utilizaron como controles 
algunas variables de la base censal 2011, referentes a características de las 
bibliotecas escolares. Se seleccionaron como controles aquellas variables que 
mostraron estar asociadas a la categoría (selección, preselección, no preselec-
ción). Estas fueron: cantidad de cursos que asisten a la biblioteca, cantidad 
de préstamos al aula y tipo de capacitaciones del coordinador. Controlando 
por estas variables, ninguna categoría resultó ser un predictor significativo 
del puntaje SIMCE 2015 (p>0,05). Por esta razón y por otras de espacio, no 
presentamos las tablas con los coeficientes de regresión.

Finalmente, se hicieron comparaciones (pruebas t) entre escuelas selec-
cionadas y preseleccionadas, considerando el número de años que llevaba 
funcionando el programa en el establecimiento. Por ejemplo, para la cohorte 
2011, se consideraron los puntajes del SIMCE 2012 (Lenguaje) con el fin de 
observar un cambio luego de un año de implementación; 2013, luego de dos 
años, y así sucesivamente hasta los cuatro años postimplementación. Este 
análisis no reveló diferencias entre los tres tipos de escuelas, según los años 
de puesta en marcha del programa.

Conclusión del estudio 3

Una evaluación cuasiexperimental de los resultados del programa Viva Leer 
en 75 escuelas no reveló diferencias en los resultados de Lenguaje en la 
prueba SIMCE. Cabe mencionar que elevar los puntajes en pruebas estanda-
rizadas de Lenguaje no era uno de los objetivos explícitos de este programa. 
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En todo caso, el programa Viva Leer sí encontró cambios en los indicadores 
identificados como el foco del programa, tales como el porcentaje de estu-
diantes que declaró gustarle leer o leer durante su tiempo libre.

Conclusiones generales de los tres estudios empíricos

Los tres estudios empíricos realizados muestran correlaciones entre variables 
de gestión de las bibliotecas escolares, en especial la presencia y dedicación 
del bibliotecario, las visitas de los estudiantes y docentes, y los puntajes de 
lenguaje estandarizados de los escolares chilenos. Sin embargo, ninguna de 
las evidencias recolectadas permite concluir que estas asociaciones sean cau-
sales y no espurias, es decir, causadas por otras variables que están asociadas 
–al mismo tiempo– a la gestión de bibliotecas y los resultados estandarizados 
de lenguaje. Algunas variables relevadas por la literatura internacional son 
la presencia de un bibliotecario capacitado con suficiente dedicación horaria 
y el trabajo conjunto del bibliotecario con los docentes, para incorporar a la 
biblioteca a la implementación curricular. Estas variables aparecen como po-
sibles factores en los resultados del estudio 2, aunque en forma inconsistente 
dependiendo de qué variable dependiente (es decir, qué año del SIMCE de 
Lenguaje) se utilice.

Una de las principales conclusiones de este estudio es que, la data existen-
te en Chile, no permite contestar la pregunta de si las bibliotecas escolares 
CRA impactan en el desarrollo de la comprensión lectora ni cuáles de sus 
características lo hacen.

Propuesta de política pública
En base a los resultados, nuestra propuesta de política pública se divide en 
dos focos fundamentales: (1) Aseguramiento de la información necesaria 
para evaluar el impacto en los aprendizajes de las bibliotecas escolares CRA 
y sus características; y (2) Fortalecimiento de los procesos que, según la lite-
ratura internacional y lo sugerido tangencialmente por nuestros resultados, 
podrían potenciar la eficacia de los CRA como promotores del aprendizaje.

1.  Aseguramiento de la información necesaria para evaluar el impacto 
en los aprendizajes de las bibliotecas escolares CRA y sus caracte-
rísticas

Una de las principales conclusiones de este estudio es que los datos existen-
tes en Chile no permiten contestar la pregunta de si las bibliotecas escolares 
CRA impactan en el desarrollo de la comprensión lectora ni cuáles de sus 
características lo hacen. Sin esta información, es difícil motivar las acciones 
necesarias para que el CRA cumpla un rol real en los aprendizajes, como 
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también es imposible conocer los factores en los que hay que invertir para 
lograr efectos. A través de algunas medidas simples, se podrían obtener datos 
de mayor calidad con el fin de cumplir estos objetivos.

a) Por parte del programa CRA: agregar indicadores a las encuestas 
que ya realiza. Los indicadores de uso que existen a la fecha son ade-
cuados, pero insuficientes, pues no se focalizan en la articulación del CRA 
con el currículum ni en las mediaciones educativas descritas más arriba 
(por ejemplo, se miden préstamos individuales, visitas de cursos, visitas de 
docentes). Las encuestas deberían incluir a los docentes e incorporar pre-
guntas directas sobre cuánto y cómo usó el CRA en su asignatura. El co-
nocimiento que tienen los profesores de la colección también es relevante 
como indicador. Esto también se le debe preguntar al encargado CRA y al 
equipo directivo. Asimismo, es posible y conveniente evaluar el contacto 
real que han tenido los estudiantes con la colección CRA. 

 Recientemente, Strasser (2017) ha probado en forma piloto una metodo-
logía con la colección Mis lecturas diarias, que parece ser eficaz para de-
tectar si los alumnos han utilizado el recurso y es relativamente sencilla de 
administrar. El método consiste en seleccionar, junto al encargado CRA, 
los títulos de mayor circulación que han sido entregados recientemente 
al CRA, y solicitar a los estudiantes que los identifiquen por su portada u 
otra característica, para tener una medida directa de si han tenido contacto 
con ellos o no. El método es de administración masiva, pero tiene un costo 
relativamente alto para realizarlo en forma censal. Sí podría realizarse en 
forma muestral para obtener información más directa sobre qué ocurre con 
los libros una vez que llegan a los establecimientos.

b) Por parte del programa CRA: entrega de los recursos de forma sis-
temática y controlada, de manera de evaluar el impacto de las inter-
venciones. La forma en que se decide quién recibe un recurso afecta a la 
posibilidad de comparar los resultados de los participantes que recibieron 
el recurso y los que no. Por ejemplo, si se selecciona a los encargados más 
motivados para recibir capacitación y luego esos CRA tienen mejores indi-
cadores de gestión pedagógica, no es posible separar el efecto de la capaci-
tación del efecto de la motivación preexistente del encargado. En cambio, 
si se escoge al azar a los encargados que reciben capacitación, cualquier 
diferencia posterior entre los que recibieron y los que no, se puede atribuir 
a la capacitación. Al realizar capacitaciones o entrega de títulos a un nú-
mero limitado de establecimientos, la forma de decidir quiénes reciben el 
beneficio debe ser elegida cuidadosamente para poder evaluar el impacto. 
Al existir recursos limitados, es natural que un grupo de establecimientos 
deba esperar por el recurso. En estos casos, asignar estos con una lotería 
permitiría realizar una evaluación rigurosa del impacto del mismo. Asimis-
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mo, entregar los recursos en forma escalonada (por ejemplo, a un grupo el 
programa completo; a otro, un subconjunto), permitiría identificar caracte-
rísticas clave de la efectividad de las intervenciones.

c) Actores privados que desarrollen intervenciones en bibliotecas esco-
lares: entrega de los recursos de forma sistemática y controlada, de 
manera de evaluar el impacto de las intervenciones. Al igual que con 
los recursos públicos, la entrega al azar y en forma gradual de los recursos 
privados permitiría una mejor evaluación de las intervenciones.

2. Medidas para fortalecer los procesos que potencian la eficacia de 
los CRA en relación con la comprensión lectora

La investigación en lectura demuestra que el impacto de los libros en la com-
prensión lectora se produce a través de procesos como el incremento de la 
fluidez lectora, el vocabulario y las habilidades de comprensión, entre ellas, 
la inferencia y el monitoreo. Para impulsar estos procesos deben cumplir-
se ciertas condiciones: (1) para desarrollar fluidez, es necesario leer textos 
adecuados al nivel lector, en forma repetida, con retroalimentación auditiva 
(Schwanenflugel et al, 2009); (2) para desarrollar vocabulario, la lectura in-
dependiente se debe potenciar con enseñanza explícita de los significados 
de las palabras, conexiones al currículo y a actividades de uso significativo 
de las mismas (Beck, McKeown & Kucan, 2002); (3) para desarrollar habi-
lidades de comprensión, debe existir un modelamiento del pensamiento del 
lector experto y enseñanza explícita de estrategias (Elleman, 2017). 

Estos procesos requieren de un mediador educativo. La política actual re-
conoce esta necesidad, lo que se visualiza en la gran cantidad de documentos 
oficiales alrededor del CRA y del currículum, que enfatizan estos procesos, 
algunos en forma más superficial que otros. Sin embargo, la frecuencia de uso 
de estas recomendaciones no es clara y, en adición a esto, podrían ser actua-
lizadas y enfocadas mayormente en el desarrollo de la comprensión lectora 
y sus habilidades componentes (inferencia, estrategias, vocabulario, fluidez, 
entre otras). Proponemos las siguientes medidas:

a) Por parte del CRA y la Unidad de Currículum y Evaluación: revisar los 
documentos oficiales (documentos CRA y documentos curriculares) para 
incorporar sugerencias más específicas que las que existen ahora, tomadas 
de la literatura actualizada sobre intervención en comprensión lectora, por 
ejemplo, interacciones que desarrollan la inferencia, el vocabulario y la 
fluidez. Además, revisar los documentos curriculares para realzar el rol de 
la lectura y los libros en el desarrollo de una adecuada comprensión del 
lenguaje oral y escrito, destacando que el papel de los textos escritos es 
difícil de reemplazar por otros medios como conversaciones o videos.
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b) Por parte del CRA: incorporar estrategias específicas de mediación 
de habilidades lectoras en las capacitaciones a los equipos CRA. Por 
ejemplo, estrategias de: desarrollo de la inferencia, enseñanza explícita de 
métodos de comprensión, enseñanza de palabras a través de la lectura com-
partida, enseñanza de habilidades metacognitivas como el monitoreo.

c) Por parte del programa CRA: ampliar la capacitación a otros actores, 
como docentes de todos los sectores del currículum. La mediación del 
vocabulario, la inferencia y las estrategias de comprensión puede ocurrir en 
cualquier situación en que un estudiante lee un texto escrito en un contexto 
educativo, es decir, cuando lee para aprender historia, ciencias, u otras ma-
terias. Si se crean capacitaciones orientadas a aportar estrategias específicas 
de desarrollo de estas habilidades, ellas podrían ser ofrecidas a todos los 
docentes para ser usadas en la implementación del currículo de diversos 
sectores.

d) Por parte del programa CRA: crear programas intensivos para fami-
lias. Los padres pueden ser excelentes mediadores de vocabulario e infe-
rencias, especialmente en etapas tempranas, por lo que estas capacitacio-
nes podrían extenderse a ellos. Esto ha mostrado ser efectivo a través de 
programas de lecturas de verano que envían al hogar al menos un libro a 
la semana, y enseñan a los padres con antelación a mediar la lectura, por 
ejemplo, por medio de guías que pueden contestar junto a sus hijos.

e) Por parte de la Agencia de Calidad: incluir procesos de mediación de 
habilidades en los Estándares Indicativos de Desempeño relaciona-
dos con CRA. La gestión pedagógica de la biblioteca CRA ya está incluida 
en los Estándares Indicativos de Desempeño de los establecimientos. Sin 
embargo, si este indicador se centrara en la calidad de la mediación o la 
articulación con lo que sucede en el aula (por ejemplo, observar la visita a 
la biblioteca o el uso de textos CRA en una clase de asignatura), esto podría 
actuar como un incentivo y, a la vez, una señal que indique que estos pro-
cesos son relevantes. 

f) Por parte del Mineduc: fortalecer el rol del coordinador o encargado 
CRA. Los datos del estudio panel sugieren que la presencia o no del en-
cargado CRA, al contrario de lo encontrado en la literatura internacional, 
no afecta los puntajes de lenguaje estandarizados de los estudiantes. Esto 
podría deberse a que la formación de los equipos o su estatus no es el 
necesario para realizar las labores de gestión pedagógicas arriba señaladas. 
Posiblemente, esto requiera la inversión de recursos adicionales para la 
contratación de personal más calificado, por más horas.
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Conclusiones
Los estudios empíricos realizados con los datos disponibles acerca del fun-
cionamiento de las bibliotecas escolares CRA no permiten concluir fehacien-
temente si este recurso está teniendo un impacto en los aprendizajes de los 
estudiantes chilenos en el área de lenguaje. En parte, esto puede explicarse 
porque los datos existentes no se prestan para un análisis riguroso de esta 
pregunta. Faltan datos más detallados y longitudinales de aspectos clave, 
como el nivel de formación y dedicación del personal. Por otro lado, la asigna-
ción de los recursos a las escuelas no ha seguido un criterio que permita esta-
blecer una relación causal, de manera que los efectos de las variables CRA no 
se pueden desentrañar de los efectos de otras características de las escuelas. 

Asimismo, es posible hipotetizar que hay aspectos de mala implementa-
ción de los CRA que debilitan su potencial impacto en los procesos de apren-
dizaje, por ejemplo, la variabilidad en la formación del personal y la falta de 
articulación de los CRA con la implementación curricular. 

Por lo anterior, las recomendaciones de este trabajo se orientaron a es-
tas dos grandes áreas. Así, sugerimos una serie de medidas para, en primer 
lugar, asegurar la generación de la información necesaria para evaluar el 
impacto de las bibliotecas escolares CRA en los aprendizajes y, en segundo 
lugar, fortalecer los procesos que podrían potenciar la eficacia de los CRA 
como promotores del aprendizaje.
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Anexo

1. Número de escuelas y alumnos

A continuación, el número de alumnos y escuelas que se encuentran en cada 
una de las bases de datos utilizadas antes de hacer el pegado entre ellas.

TABLA 8. Número de observaciones de SIMCE de Lenguaje en cada uno de los 
años/cursos

Año Segundo 
básico

Cuarto 
básico

Sexto 
básico

Octavo 
básico

Segundo 
medio

Total

2008 0 7.826 0 0 2.547 10.373

2009 0 7.924 0 5.814 0 13.738

2010 0 7.927 0 0 2.660 10.587

2011 0 7.741 0 5.873 0 13.614

2012 7.741 7.753 0 0 2.771 18.265

2013 7.574 7.575 7.071 5.957 2.823 31.000

2014 7.684 7.667 7.578 6.003 2.752 31.684

2015 7.556 7.558 7.498 5.987 2.876 31.475

Total 30.555 61.971 22.147 29.634 16.429 160.736

Fuente: elaboración propia.

TABLA 9. Número de escuelas disponibles en cada año/curso

Año Número de RBD

2008 8.705

2009 8.093

2010 8.810

2011 7.923

2012 9.001

2013 9.027

2014 8.959

2015 8.890

Fuente: elaboración propia.
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TABLA 10. Número de escuelas disponibles para el panel de matrícula, encargado e IVE 

Año Segundo básico Cuarto básico Sexto básico

Panel matrícula Panel encargado Panel IVE

2008 -- -- 8.426

2008  11.894 --  8.382

2009  12.097 --  8.381

2010  12.144  9.455  9.136

2011  12.063 10.190  9.119

2012  12.174 10.774  8.991

2013  12.114 10.830  8.922

2014  12.061 10.778  8.815

2015  15.914 10.944  8.664

2016  15.990 10.936  8.581

2017 -- --  8.463

Fuente: elaboración propia.

2. Combinación de bases (Merge)

Una vez creados los cuatro paneles (matrículas, SIMCE, IVE y bibliotecas), 
procedimos a hacer la combinación entre todos. El detalle del proceso de 
pegado de las bases de datos se describe a continuación:

Eliminamos el año 2016 del panel de matrículas, puesto que no hubo 
SIMCE ese año. Luego realizamos la primera combinación entre el panel del 
SIMCE y el de matrículas –sin 2016– y dejamos solo las observaciones que 
corresponden con ambas bases (_merge==3).

TABLA 11. Resultados de combinación entre panel SIMCE y panel de matrículas

Resultado Número de observaciones

Not mached 47.314

From master 170 (_merge==1)

From using 47.144 (_merge==2)

Matched 160.566 (_merge==3)

2012 9.001

2013 9.027

2014 8.959

2015 8.890

Total 30.555

Fuente: elaboración propia.
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El resultado indica que hay 170 que están en el panel del SIMCE, pero no en 
el de matrículas (_merge==1). Mientras que hay 47.144 observaciones que 
no pegaron con el SIMCE, aunque estaban en el panel de matrículas (_mer-
ge==2).

El siguiente paso corresponde a la combinación con el panel de bibliote-
cas, donde también dejamos solo las observaciones que pegan entre ambas 
bases. 

TABLA 12. Número de escuelas disponibles en cada año/curso

Resultado Número de observaciones

Not mached 65.649

From master 37.226 (_merge==1)

From using 28.423 (_merge==2)

Matched 123.340 (_merge==3)

Fuente: elaboración propia.

En total hay 65.649 observaciones que no están en ambas bases y son 
eliminadas del panel final. 

La última combinación se realizó con el panel del IVE. La variable uti-
lizada es “ivepromedio”. Dada su naturaleza, los particulares pagados que 
estaban en el panel de matrículas resultan missing (4.885 observaciones). 
Reemplazamos estos casos por 0, y dejamos solo las observaciones con ive-
promedio distinto de missing (e idregion distinto de missing). En total, se 
eliminaron 52.287 observaciones y quedaron 45.319. La base final tiene la 
siguiente estadística descriptiva:

TABLA 13. Estadística descriptiva de establecimientos

Año Número de RBD

2010 7.037

2011 6.652

2012 7.871

2013 7.944

2014 7.864

2015 7.951

Fuente: elaboración propia.
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3. Regresiones por año

TABLA 14. Regresión año 2010

 (1) (2)

VARIABLES Cuarto básico Segundo medio

Dummy encargado 6,435*** 4,476***

(0,707) (1,637)

Constante 260,7*** 251,1***

(0,444) (1,341)

Observaciones 4.345 1.551

R-cuadrado 0,019 0,005

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.

TABLA 15. Regresión año 2011

 (1) (2)

VARIABLES Cuarto básico Octavo básico

Dummy encargado 6,386*** 6,807***

(0,905) (0,985)

Constante 259,2*** 244,9***

(0,615) (0,693)

Observaciones 2.812 2.710

R-cuadrado 0,017 0,017

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.

TABLA 16. Regresión año 2012

 (1) (2) (3)

VARIABLES Segundo básico Cuarto básico Segundo medio

Dummy encargado 7,811*** 8,772*** 5,807***

(0,937) (1,054) (1,787)

Constante 238,4*** 255,1*** 247,4***

(0,572) (0,662) (1,461)

Observaciones 3.053 2.975 1.463

R-cuadrado 0,022 0,023 0,007

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.
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TABLA 17. Regresión año 2013

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo básico Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo medio

      

Dummy encargado 7,271*** 5,765*** 0,448 6,372*** 1,167

(1,276) (1,371) (1,359) (1,352) (2,007)

Constante 242,5*** 254,1*** 245,6*** 246,5*** 242,4***

(0,787) (0,840) (0,864) (0,940) (1,665)

Observaciones 1,738 1,705 1,571 1,403 1,100

R-cuadrado 0,018 0,010 0,000 0,016 0,000

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.

TABLA 18. Regresión año 2014

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo básico Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo medio

Dummy encargado 7,584*** 6,607*** 0,0583 4,410*** 3,758*

(1,383) (1,264) (1,381) (1,445) (2,001)

Constante 242,7*** 253,4*** 238,4*** 228,6*** 238,3***

(0,862) (0,819) (0,880) (1,042) (1,642)

Observaciones 1.638 1.683 1.589 1.404 1.036

R-cuadrado 0,018 0,016 0,000 0,007 0,003

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.

TABLA 19. Regresión año 2015

 (1) (2) (3) (4) (5)

VARIABLES Segundo básico Cuarto básico Sexto básico Octavo básico Segundo medio

      

Dummy encargado 5,147*** 3,643*** 0,834 5,342*** 4,611**

(1,311) (1,292) (1,336) (1,386) (1,789)

Constante 243,8*** 256,1*** 240,4*** 234,8*** 233,8***

(0,818) (0,834) (0,877) (1,033) (1,454)

Observaciones 1,687 1,622 1,620 1,406 1,065

R-cuadrado 0,009 0,005 0,000 0,010 0,006

Nota: errores estándar entre paréntesis. *** p<0,01 ** p<0,05 * p<0,1 
Fuente: elaboración propia.
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Instituto	de	Sociología

Resumen2

El objetivo del proyecto es generar un modelo de apoyo para el desarrollo 
profesional de profesores, en el contexto de los nuevos Servicios Locales de 
Educación (SLE). Con este fin, un objetivo anterior es caracterizar los focos 
de apoyo que requieren los docentes y el sistema escolar. 

La premisa del proyecto es que profesores destacados pueden ejercer de 
líderes intermedios, para acompañar a sus pares tanto en el mismo estableci-
miento educacional como en otros de la misma zona. En esta línea, la litera-
tura identifica tres competencias pedagógicas clave para el acompañamiento: 
el monitoreo, la retroalimentación y, en particular, el modelar las prácticas a 
otros profesores.

De acuerdo al diseño metodológico, se levantaron criterios para selec-
cionar establecimientos, que permitieron recabar información de distintos 

1 Esta investigación contó con la participación de las estudiantes de magíster Daniela Quezada y 
Trinidad González.

2 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas UC, 
realizado el 8 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas: Jaime Veas, director 
del Centro de Perfeccionamiento, Experimentación e Investigaciones Pedagógicas, del Ministerio 
de Educación; Sylvia Eyzaguirre, investigadora del Centro de Estudios Públicos; y Mónica Andra-
de, jefe técnico de la Corporación Municipal de Educación de Pudahuel.
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actores educativos a nivel de aula, como profesores y directores, además de 
la administración. Los criterios de selección se basaron en: el índice de retro-
alimentación docente, construido a partir de un análisis factorial exploratorio 
aplicado a los cuestionarios del Sistema de Medición de Calidad de la Educa-
ción (SIMCE), que responden los estudiantes; los indicadores de desarrollo 
personal y social (IDPS), autoestima y convivencia; y los porcentajes de logro 
de las pruebas en Lenguaje y Matemática. 

Por otro lado, se focalizó la atención en tres zonas de anticipación terri-
torial3: Huasco, en el norte; Barranca, en el centro; y Andalién, en el sur. 
Usando los criterios anteriormente señalados, se seleccionaron tres estable-
cimientos en cada una de ellas, donde se recogió información en profundi-
dad por medio de entrevistas semiestructuradas a jefes del Departamento de 
Administración de Educación Municipal (DAEM); directores, jefes técnicos 
y profesores destacados. Además, se realizaron grupos focales con los pro-
fesores, para obtener evidencia que permitiera levantar el modelo de apoyo: 
diagnóstico de las escuelas; focos de apoyo para los profesores; y metodolo-
gías de formación, para que docentes destacados tomen un rol de asesor de 
sus pares. 

Finalmente, se presentan las condiciones de implementación del modelo 
de apoyo propuesto para los SLE.

Introducción
Sin lugar a dudas, el profesor es una pieza crucial para lograr un mayor 
aprendizaje de los estudiantes, por lo que parece fundamental la discusión 
sobre su desarrollo profesional permanente. La evidencia indica que los dis-
tintos sistemas educativos articulan una serie de actividades, en pos de la 
formación continua de sus plantas docentes. En concordancia, las cifras de 
TALIS (Estudio Internacional sobre Enseñanza y Aprendizaje), muestran que 
casi el 89% de los docentes, de 23 países estudiados, señala haber sido par-
te de alguna instancia de esa índole durante los últimos 18 meses (OECD, 
2009). A pesar de la alta cobertura, estas actividades parecen ser muy he-
terogéneas y de bajo impacto (Villegas-Reimers, 2003; Musset, 2010). La 
evidencia disponible para la educación parvularia muestra que la formación 
continua que contempla acompañamiento, retroalimentación y reflexión, lle-
va a que las educadoras promuevan mayores niveles de desarrollo entre los 
niños (Dickinson, 2011; Treviño et al., 2018).

3 El Plan de Anticipación para el nuevo Sistema de Educación Pública ha consistido en una estra-
tegia de trabajo en red entre sostenedores de educación municipal, sus establecimientos educa-
cionales y sus comunidades escolares a fin de mejorar la calidad de la educación a través de un 
esfuerzo colaborativo. Los territorios de anticipación emulan la implementación de los Servicios 
Locales de Educación (SLE). Ver: https://educacionpublica.mineduc.cl/plan-de-anticipacion/).
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En Chile, aunque tradicionalmente el Centro de Perfeccionamiento, Expe-
rimentación e Investigaciones Pedagógicas (CPEIP) ha ofrecido capacitación a 
los profesores desde la década del 2000, diferentes actores de la comunidad 
educativa han tomado un rol protagónico en este tipo de formación. Así, existe 
una activa oferta y demanda de formación continua a docentes y asesorías 
a los establecimientos educacionales, ya sea con fondos públicos o privados. 
Hoy, la gran mayoría de estas actividades son ofrecidas por instituciones que 
proporcionan Asistencia Técnica Educativa (ATE). Actualmente, se cuenta con 
más de 900 ATE, con diferentes esquemas de propiedad, siendo instituciones 
con o sin fines de lucro, pertenecientes a privados, fundaciones y universidades. 

En los últimos años ha habido cambios importantes en las políticas públi-
cas para regular la formación de profesores. Por medio de la Ley de Inclusión, 
se exigen nuevas condiciones a las ATE que intentan cautelar una capacita-
ción de calidad a los profesores. Entre estas nuevas exigencias se destaca que, 
a contar de junio de 2018, deben poseer una Persona Jurídica sin fines de lu-
cro, además de una certificación ante el Ministerio de Educación y un cambio 
en los mecanismos de compra a licitación y/o concurso público. A ello se suma 
la nueva Ley de Desarrollo Profesional Docente, que estipula que la formación 
continua de profesores debe estar a cargo de universidades con carreras de 
pedagogía acreditadas, lo que limita la participación de las ATE a solo realizar 
asesorías a los establecimientos educacionales y no cursos de capacitación. 

En ese escenario se proyectan cambios importantes hacia un rol más 
protagónico en la organización y ejecución de la formación de profesores por 
parte de las direcciones de administración educacional municipal, y de los 
Servicios Locales de Educación Pública contemplados en la nueva Ley del 
Sistema Nacional de Educación Pública4. A través de entrevistas en algunas 
municipalidades de la Región Metropolitana se constató que estas modifica-
ciones podrían estar orientadas a aumentar la formación de las autoridades 
locales para crear equipos propios de apoyo, además de implementar meca-
nismos para levantar requerimientos de formación continua que se pueden 
demandar de las universidades y de crear nuevos protocolos para la contra-
tación de asesorías por parte de las ATE, etc. 

Por ello, es necesario realizar una caracterización de los focos de apoyo en 
el desarrollo profesional docente y, a partir de ello, levantar un modelo de apo-
yo para el desarrollo profesional de los docentes, que contribuya a las políticas 
y estructuras del gobierno municipal para los Servicios Locales de Educación. 
Este modelo abarca aspectos tales como: protocolos para el diagnóstico a nivel 
comunal, focos en el desarrollo profesional de los docentes y metodologías de 
acompañamiento, que permiten optimizar la formación de profesores. 

4 Ley promulgada el 16 de noviembre de 2017 por la presidenta Michelle Bachelet, junto a la Mi-
nistra de Educación, Adriana Delpiano.
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El modelo de apoyo que se pretende levantar tiene como premisa que 
profesores destacados pueden ejercer de líderes intermedios para acompañar 
otros docentes, tanto en el mismo establecimiento educacional como en otros 
de la misma zona.

Objetivos de investigación
El objetivo general es crear un modelo de apoyo para el desarrollo profesio-
nal docente. Con este fin, un propósito anterior es caracterizar los focos de 
apoyo que requieren los docentes y el sistema escolar. Por ello, la propuesta 
se desarrolla en dos grandes objetivos específicos:

1. Caracterizar los focos de formación en el desarrollo profesional docente: 
Las experiencias internacionales y nacionales han mostrado que existen 
requerimientos en la formación continua que no necesariamente están con-
templados en la oferta de cursos y focos de apoyo a los docentes. Para esto, 
es necesario caracterizar adecuadamente cuáles pueden ser los focos de 
apoyo clave para la formación de profesores. Uno en que existe cierto con-
senso sobre su relevancia, es en el conocimiento pedagógico del contenido 
del docente (Shulman, 1986). Por lo tanto, antes de generar el modelo de 
apoyo, es necesario determinar otros focos de apoyo para el docente de 
acuerdo a sus propios requerimientos y del sistema escolar. 

2. Formular un modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente: a 
partir de los focos de apoyo, se contemplan aspectos como las caracterís-
ticas de un diagnóstico para levantar requerimientos de los docentes y el 
sistema escolar, los focos de apoyo caracterizados en el primer objetivo y 
una metodología para el acompañamiento.

Marco teórico

1. Modelos de apoyo en el contexto internacional y oportunidades de 
desarrollo en Chile

Los sistemas educativos más efectivos se caracterizan por sus buenas prácti-
cas en cinco ejes, los que son fundamentales para lograr la mayor efectividad 
docente: reclutamiento de profesores, formación inicial, inducción, desarrollo 
profesional continuo y mejora colectiva de la práctica docente (Darling-Ham-
mond, 2017). El éxito de un sistema educativo se juega en la forma en que se 
articulan estos cinco ejes y, por sobre todo, en el compromiso adquirido en 
apoyar un desarrollo profesional reflexivo.

Dentro de estos, el desarrollo profesional continuo ha sido descrito como 
clave para el incremento de los conocimientos, las habilidades y las disposi-
ciones necesarias para alcanzar los resultados más altos para los estudiantes 
(Gopinathan et al., 2008). Adquiere especial importancia en contextos de 
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reforma educativa (Buchberger et al., 2000), ya que las cada vez más grandes 
demandas a la profesión docente exigen una mayor formación en la adquisi-
ción de nuevas competencias y habilidades. No obstante, la evidencia indica 
que las actividades de formación continua suelen ser muy heterogéneas y 
fragmentadas, prevaleciendo los talleres cortos y de bajo impacto (OECD, 
2009), lo que la vuelve ineficaz e ineficiente (Schwille & Dembélé, 2007).

Contrario a ello, en los sistemas educativos más efectivos, se han generado 
oportunidades de desarrollo profesional continuas e integradas, de alta ca-
lidad e impacto, y en las que se producen instancias para que los profesores 
compartan sus conocimientos dentro de la misma escuela, pero también con 
docentes de otros establecimientos (Darling-Hammond, 2017). Este compo-
nente colaborativo entre escuelas parece ser la clave para no dejar a nadie 
atrás, y remite a un esfuerzo por organizar de forma local los modelos de 
apoyo y formación continua.

El sistema educativo en que esta práctica ha sido más extendida es en Onta-
rio (Canadá), cuyas estrategias de colaboración entre escuelas incluyen: el ayu-
dar a los distritos y a las escuelas a establecer metas razonables y ambiciosas, y 
trabajar en pro de ellas; establecer y apoyar redes de aprendizaje para compartir 
prácticas y resultados; proporcionar recursos intelectuales, desde documentos 
de apoyo al currículo hasta las grabaciones de buenas prácticas, para que las 
escuelas puedan acceder fácilmente al conocimiento (Darling-Hammond, 2017).

En el contexto latinoamericano también se ha avanzado hacia modelos 
de desarrollo profesional continuo descentralizados, que otorgan mayor au-
tonomía a las entidades locales y permiten que los profesores participen en 
la generación de propuestas y estrategias de capacitación. En Colombia surge 
la Expedición Pedagógica Nacional, que es un espacio de construcción colec-
tiva y transversal de conocimiento pedagógico. Este es un modelo basado en 
redes o colectivos de profesores que son convocados por algún problema en 
común, en el cual cada miembro participa colaborativamente. Una de las ca-
racterísticas de las redes es que colocan en el centro de la escena al docente 
y a sus prácticas, permitiendo superar el aislamiento y el trabajo individual al 
incrementar el intercambio con otros colegas (Vezub, 2007).

Este tipo de prácticas fomentan la idea de que las escuelas también son lu-
gares valiosos para el desarrollo profesional (Musset, 2010). Además, permite 
a los profesores identificar de forma más precisa las necesidades educativas 
de su contexto. Por otro lado, el trabajo colaborativo entre ellas posibilita 
compartir ampliamente la investigación y las buenas prácticas, lo que posicio-
na a profesores y directores como protagonistas de los cambios en educación.

En el caso chileno, en el que los profesores deciden su desarrollo pro-
fesional de forma autónoma (lo que es menos común entre los países de la 
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OECD) (OECD, 2015), existe un terreno fértil para el desarrollo de iniciati-
vas locales, situadas en y desde la escuela. En la Ley de Sistema de Desarro-
llo Profesional Docente (Ley N° 20.903), se promueve, además, dentro de las 
actividades curriculares no lectivas, labores de desarrollo profesional y tra-
bajo colaborativo entre docentes. Esto en el marco del Proyecto Educativo 
Institucional y del Plan de Mejoramiento Educativo del establecimiento, que 
implica que se invita a los equipos directivos a promover un desarrollo pro-
fesional dentro del establecimiento basado –entre otras cosas– en el trabajo 
colaborativo entre los profesores. De esta forma, el Sistema de Desarrollo 
Profesional Docente se basa en el principio de la colaboración, tendiente a 
la construcción de comunidades de aprendizaje, guiadas por los directivos, 
quienes tienen la labor de facilitar el diálogo, la reflexión colectiva y la crea-
ción de ambientes de trabajo que contribuyen a mejorar los procesos de 
enseñanza-aprendizaje.

2. Modelo de formación continua

El profesor aprende estableciendo relaciones entre la teoría y la práctica, en 
donde su conocimiento profesional se desarrolla contrastando creencias y 
experiencias en contextos reflexivos y colaborativos (Roesken, 2011). En con-
secuencia, se requiere poner un especial foco en modelos de formación que 
indagan y abordan las prácticas de enseñanza. 

En el contexto internacional, se destacan tres características de las expe-
riencias de desarrollo profesional:

• Varias propuestas de formación de profesores basan su metodología de 
enseñanza en la perspectiva de cognición situada, en que existe un cierto 
consenso en que el desarrollo profesional debe situarse en la práctica (Lave 
& Wenger, 1991; An & Peter-Koop, 2015). 

• Otros de los aspectos importantes que se recogen del estado del arte sobre 
experiencias de desarrollo profesional tienen relación con la colaboración. 
Varios autores sostienen la importancia que ha tenido la colaboración entre 
colegas (Goodchild, 2014), y entre investigadores y profesores en el contex-
to de formación continua (Schoenfeld, 2011). 

• Otra dimensión que se destaca es el uso de videos en la formación de 
profesores (Sherin & van Es, 2009), que se asocia al trabajo de análisis 
en base al uso de evidencias desde contextos cercanos y reales. El uso 
de videos en la formación de profesores tiene un impacto directo en las 
concepciones de los docentes (Lipowsky, 2004), dado que desarrolla la 
“mirada profesional” (noticing, en inglés) (Sánchez-Matamoros, Fernández 
& Llinares, 2015). Esta competencia profesional se puede caracterizar por 
tres elementos: identificar los aspectos relevantes de una situación de ense-
ñanza, interpretar y tomar decisiones (Sherin, Jacobs & Phillip, 2011). 
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En el contexto nacional, estos requerimientos en la formación de profeso-
res se pueden encontrar en el modelo de formación continua “Mejoramiento 
de la experiencia docente”, cuyas etapas de formación promueven cambios de 
manera integradora de las concepciones y desempeños de los docentes (Solar, 
Ortiz & Ulloa, 2016).

Desde el foco del desarrollo integral del estudiante, en experiencias en 
Estados Unidos, se están solicitando nuevos enfoques de liderazgo y mentoría 
que se basan en la investigación sobre diversidad, equidad e identidad (Jack 
& Lobovsky, 2016). Estos requerimientos se condicen con el desafío de desa-
rrollar habilidades del siglo XXI en la enseñanza, en particular en sistemas 
educativos con mecanismos de rendición de cuentas de altas consecuencias 
(como el SIMCE).

3. Competencias de acompañamiento

La literatura ha definido a los profesores que pueden ejercer mentoría o 
acompañamiento como “líderes intermedios” (Bennett, 2003), término que 
abarca a los coordinadores, jefes de departamento o de área, entre otros. En 
el contexto de generar un modelo de apoyo para los servicios locales para la 
formación de profesores, el foco estará en los profesores, que no necesaria-
mente tienen un cargo administrativo y que pueden tener un rol de mentor o 
acompañamiento hacia otros de sus pares.

Si bien la mentoría se asocia, generalmente, a un acompañamiento a pro-
fesores principiantes durante un periodo acotado (Boerr, 2010), se considera 
oportuno extender el concepto hacia un acompañamiento que puedan tener 
profesores regulares del sistema escolar en varios tipos de aspectos, tales 
como conocimientos pedagógicos del contenido (Shulman, 1986), desarrollo 
integral de los estudiantes y gestión efectiva de la clase, entre otros. Por eso, 
en adelante, para incluir a todos los docentes, se dirá procesos de acompaña-
miento en vez de mentoría.

La colaboración horizontal entre asesor y docente es un aspecto clave 
en un proceso de acompañamiento: es exitoso en la medida que la relación 
construida entre asesor y profesor es fundamental. Esta relación se basa en 
comportamiento ético, respeto y confianza mutuos, los que son clave para el 
éxito de la tutoría como proceso para promover la reflexión del profesor. El 
respeto y el aprendizaje, sin embargo, deben ocurrir en ambas direcciones, 
en que el docente debe buscar maneras de demostrar respeto y apoyo al 
profesor acompañante (Linek et al., 2003).

Bajo estas condiciones, es necesario caracterizar las competencias especí-
ficas que contribuyen a lograr mejorar la efectividad del aprendizaje en los 
estudiantes. La literatura no entrega lineamientos consensuados de estas com-
petencias; ello se puede deber a que gran parte de literatura de liderazgo se ha 
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enfocado en las competencias transversales de un líder intermedio en su cargo, 
relacionadas con aspectos de gestión y negociación de recursos (Jarvis, 2008; 
Irvine and Brundrett, 2016); la gestión de emociones con los profesores (Wong 
et al., 2010) y, finalmente, las competencias pedagógicas para acompañarlos en 
el abordaje de los procesos de aprendizaje. Aun así, es posible reconocer tres 
competencias pedagógicas fundamentales de quienes asumen el rol de liderar 
a sus pares: monitorear (Dinham, 2007; Shapira-Lishchinsky & Levy-Gazen-
frantz, 2015), retroalimentar (Ritchie, Mackay & Rigano, 2006) y modelar 
prácticas docentes (Rhodes & Brundrett, 2009). En efecto, dentro del conjunto 
de prácticas que se distingue en la literatura para el ejercicio del liderazgo 
escolar, monitorear el aprendizaje y retroalimentación aparecen con mayor 
impacto en los aprendizajes de los estudiantes (Robinson, Hohepa & Lloyd, 
2009). Respecto de la competencia de retroalimentación, se requiere tiempo 
para que el mentor y los profesores principiantes hablen, planifiquen y reflexio-
nen (Taylor & Karcinski, 2016). Finalmente, se ha evidenciado que una buena 
modelación de roles por parte de los profesores que asumen liderar a sus pares 
es útil para el aprendizaje de los docentes (Rhodes & Brundrett, 2009).

Metodología 

1. Diseño metodológico

Para dar cumplimiento a los objetivos de investigación de caracterizar los 
focos de formación en los profesores y formular un modelo de apoyo docente, 
se requiere recabar información de distintos actores educativos a nivel de 
aula, como profesores y directores, además de la administración. 

La hipótesis que orienta las estrategias de análisis es la siguiente: el desem-
peño de un establecimiento educacional en tres dimensiones (calidad de la re-
troalimentación de los docentes, percibida por los estudiantes, indicadores de 
desempeño personal y social, y estándares de desempeño de los estudiantes en 
las pruebas SIMCE de Lenguaje y Matemáticas), se debe en gran medida a la 
acción que los docentes desempeñan en dichos establecimientos. 

Para recabar información de docentes y directivos que sea útil para la 
construcción del modelo de acompañamiento, se seleccionaron entre tres a 
cuatro escuelas de territorios que, según el Plan de Anticipación de inicios de 
20175, emularían la implementación de los Servicios Locales de Educación 
(SLE): Huasco, en la provincia del mismo nombre; Barrancas, en la provincia 
de Santiago; y Andalién, en la provincia de Concepción. 

La selección de escuelas se realizó teniendo en cuenta su desempeño en 
las dimensiones mencionadas anteriormente. Para ello se utilizaron las bases 

5 El Plan de Anticipación contempla dos territorios más en la Región Metropolitana de Santiago; 
territorio de La Bandera y Chacabuco. Este Plan sigue vigente con la promulgación de la Ley de 
Sistema de Educación Pública, el 16 de noviembre de 2017.
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de datos provenientes del estudio “Factores asociados a resultados SIMCE e 
indicadores de desarrollo social y personal 2014” (Agencia de Calidad de la 
Educación, 2015), centrándose en uno de las factores con una de las correla-
ciones más favorables hacia estos indicadores: el índice de retroalimentación 
docente, que hace referencia a la percepción de los estudiantes sobre la ma-
nera en que sus profesores ofrecen feedback. Se analizaron así la relaciones 
entre este índice de retroalimentación con factores de desarrollo social y 
personal, y con los resultados del SIMCE.

En cada caso se realizaron entrevistas y grupos focales a distintos actores, 
con el fin de levantar información para el modelo de apoyo.

2. Selección de establecimientos y trabajo en terreno

El objetivo del análisis cuantitativo fue establecer criterios para caracteri-
zar cada establecimiento educacional. Tal como se mencionó anteriormente, 
estos criterios fueron construidos a partir de la integración de índices de 
retroalimentación, clima escolar, convivencia y los estándares de desempeño 
de estudiantes en el SIMCE de Lenguaje y Matemáticas. 

La información utilizada correspondió a los resultados de la prueba SIMCE 
y del cuestionario complementario aplicados los años 2014 y 2015, lo cual es 
administrado por la Agencia de Calidad de la Educación. La especificación de 
los datos usados para los análisis se describe en el Anexo. A partir de esta in-
formación, se seleccionaron de manera intencionada algunos establecimientos 
en los territorios locales de Huasco, Andalién y Santiago. La intencionalidad de 
la selección está justificada por la hipótesis mencionada anteriormente.

A continuación se describen las estrategias específicas para la caracteri-
zación de las escuelas.

• Construcción del índice de retroalimentación. La caracterización de los 
tipos de retroalimentación se desarrolló por medio de un análisis factorial 
que organizó los ítems en los cuales los estudiantes evaluaron la calidad 
de la retroalimentación proporcionada por los docentes en Matemáticas y 
Lenguaje. El resultado final de los análisis factoriales exploratorios arrojó 
tres subdimensiones de retroalimentación: pragmática, la cual se refiere a 
retroalimentación de tareas, guías y similares; perseverante, que refiere al 
rol del docente en pos de lograr que todos los estudiantes tengan acceso 
permanente a instancias de retroalimentación; y emocional, que refiere al 
esfuerzo del docente de potenciar la autoeficacia de los estudiantes. Lo an-
terior permitió construir un índice para caracterizar a cada establecimiento 
en patrones de retroalimentación según niveles altos o bajos en cada uno 
de los tipos de retroalimentación identificados.

• Caracterización de los establecimientos educacionales. De los indicado-
res de desarrollo personal y social se escogió el de autoestima académica y 



84

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2017

motivación escolar y el de clima de convivencia escolar. Ambos indicadores 
tienen directa relación con el desempeño de los estudiantes en su aprendi-
zaje, así como en la interacción que tienen con los docentes, principalmente 
con lo que dice relación con retroalimentación.

Además, se consideraron los porcentajes de estudiantes en cada una de 
las tres categorías de desempeño en el SIMCE, tanto para Lenguaje como 
para Matemáticas. Así, cada establecimiento educacional quedó caracteriza-
do por 11 indicadores de desempeño: la proporción de estudiantes que repor-
tan los niveles insuficiente, elemental y avanzado en Matemáticas y Lenguaje, 
además de los niveles de los tres tipos de retroalimentación, los de autoestima 
académica y motivación escolar, y clima de convivencia escolar. Todos estos 
indicadores están en una escala porcentual. 

Para seleccionar establecimientos escolares de cada zona de anticipación, se 
definieron cuatro cuadrantes de calidad, como muestra la Figura 1: el cuadran-
te 1 corresponde a establecimientos educacionales de altos niveles de logro en 
el SIMCE, así como de autoestima y convivencia escolar, pero bajos niveles en 
los patrones de retroalimentación. En el cuadrante 2 se ubican los estableci-
mientos con los niveles más altos en patrones de retroalimentación, logro en el 
SIMCE y autoestima y convivencia. Los cuadrantes 1 y 2 conforman el grupo 
de establecimientos escolares de calidad alta. En el cuadrante 3 se visualizan 
los colegios que presentan altos niveles en el patrón de retroalimentación, pero 
más bajos en autoestima y convivencia, así como en los de logro. Estos corres-
ponden al grupo de establecimientos escolares de calidad media. Por último, 
el cuadrante 4, corresponde a establecimientos con bajos niveles en todos los 
indicadores en la zona de anticipación, que no fueron considerados. 

FIGURA 1. Clasificación de establecimientos escolares según patrones de logro

Fuente: elaboración propia. 
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Para los establecimientos seleccionados, se consideraron además los resul-
tados de la evaluación docente, con el objetivo de determinar el porcentaje de 
profesores con resultados competentes y destacados en la evaluación.

Según los análisis cuantitativos realizados, se seleccionaron los estable-
cimientos que cumplen con los criterios de calidad, clasificándose en nivel 
de calidad alta (es decir, los establecimientos que están en el cuadrante 2) 
y media (los establecimientos que están en el cuadrante 3). Inicialmente se 
eligieron los colegios que potencialmente se contactarían para recabar infor-
mación y responder a los objetivos del estudio: cuatro en Barranca, dos en 
Freirina y cinco en Andalién, clasificados en nivel de calidad alto y medio 
(Tabla 1). Para una descripción del proceso de contacto y el número de esta-
blecimientos seleccionados, ver Tabla 2.

TABLA 1. Listado de establecimientos para seleccionar

Nivel de calidad Barranca Huasco Andalién

Alto Dos establecimientos de 
Pudahuel

Un establecimiento de 
Freirina

Tres establecimientos de 
Concepción

Medio Un establecimiento de 
Pudahuel 

Un establecimiento de 
Cerro Navia

Un establecimiento de 
Alto del Carmen

Dos establecimientos de 
Chiguayante

Una vez seleccionados los establecimientos, para levantar información so-
bre los focos de apoyo (objetivo 1) y modelo de apoyo (objetivo 2), se recogió 
información a partir de los distintos agentes educativos. Esto implica que 
en los tres territorios de anticipación se realizaron entrevistas semiestruc-
turadas a jefes DAEM o directores de Corporación Municipal de Educación, 
según corresponda, y a directivos y profesores “expertos” de aquellos es-
tablecimientos que presentaron resultados favorables en retroalimentación 
docente; asimismo, se efectuaron grupos focales a un conjunto de profesores 
de cada establecimiento (número de instrumentos aplicados, ver tabla 2). A 
modo general, cada una de las entrevistas trató tres temas: la importancia de 
la implementación de un diagnóstico sobre la realidad de los docentes y di-
mensiones que este debería abordar; las áreas en las que debería enfocarse la 
formación continua y propuesta de metodología; y la opinión sobre una meto-
dología de acompañamiento a los docentes y posible ejecución en la práctica.

El acceso a los equipos directivos de los colegios seleccionados en la mues-
tra se dio por medio de las DAEM o corporaciones municipales de educación. 
Una vez logrado el acceso a las escuelas, se invitó a los profesores a formar 
parte del estudio.
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TABLA 2. Establecimientos seleccionados e instrumentos aplicados por zona de 
anticipación

Zona de  
anticipación

Proceso en el establecimiento 
contactado

Instrumentos aplicados y periodo de 
aplicación 

Barranca
Cerro Navia, 
Lo Prado, 
Pudahuel

De los cuatro establecimientos, se pudo 
conectar con los tres establecimientos de 
la Corporación Educacional de Pudahuel 
y, al cumplirse el criterio de tener tres 
establecimientos, se decidió no conectar 
con el DAEM de Cerro Navia.

Una entrevista a jefa técnica del DAEM.
Tres entrevistas a directores.
Cuatro entrevistas a docentes 
destacados.
Dos grupos focales.
Segunda y tercera semana de agosto  
de 2017.

Huasco
Vallenar, 
Huasco, 
Freirina y 
Alto del 
Carmen

Se contaba con dos establecimientos 
que cumplían con los criterios de 
selección. Dadas las características de 
alta vulnerabilidad de la zona y de tener 
menores resultados de calidad que las 
otras dos, se decidió contactar a un 
establecimiento del DAEM de Huasco y 
a otro de Freirina que no necesariamente 
estuviera en la lista. En cambio, sí se 
mantuvo el establecimiento del listado 
del DAEM de Alto del Carmen, dado su 
contexto rural.

Tres entrevistas al DAEM.
Tres entrevistas a directores.
Dos entrevistas a docentes destacados.
Dos grupos focales, uno de ellos con 
profesores destacados.
Segunda semana de septiembre de 2017.

Andalién
Concepción, 
Florida, 
Hualqui y 
Chiguayante 

De los cinco establecimientos posibles, 
se contactó con dos establecimientos 
del DAEM de Concepción y uno de 
Chiguayante.

Dos entrevistas al DAEM.
Tres entrevistas al cuerpo directivo.
Tres entrevistas a docentes destacados.
Un grupo focal.
Entre la segunda semana de octubre y 
segunda semana de noviembre de 2017.

El análisis de la información se basa en códigos definidos a priori en 
virtud de las dimensiones incorporadas en los instrumentos y que han sido 
especificadas previamente. El análisis es ejecutado por los académicos que 
participan de la investigación en conjunto con el personal técnico a través del 
uso del software Atlas ti. 

Resultados
A continuación se presentan los resultados de la fase cualitativa, los que 
están organizados en base a los dos objetivos de investigación: en un primer 
apartado respecto de los focos de apoyo; y en un segundo, en referencia a la 
estructura del modelo de apoyo.

1. Focos de apoyo

A partir de los datos recogidos, es posible señalar que existen tres aspectos 
comunes en las tres zonas de anticipación como foco de apoyo: cursos que ha-
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cen referencia a la enseñanza y aprendizaje disciplinar, por ejemplo, a la ense-
ñanza y aprendizaje de la matemática o a lenguaje, que se pueden denominar 
como cursos de conocimientos pedagógicos del contenido (CPC); formación 
en inclusión; potenciar la colaboración entre docentes o con profesionales. 

Respecto del foco sobre conocimientos pedagógicos del contenido, el cru-
ce de la información obtenida de diversas fuentes permitió identificar que 
uno de los principales requerimientos de los docentes –de manera transver-
sal en todos los territorios comprendidos en el estudio– era generar más he-
rramientas para la evaluación de los aprendizajes. Este tema fue mencionado 
de manera más frecuente en el Territorio de Anticipación de Huasco y en 
Pudahuel, comuna en la que además se realizaron capacitaciones en instru-
mentos de evaluación durante 2017. 

La formación en las áreas disciplinares como matemáticas y lenguaje fue 
otro de los focos mencionados, especialmente en Pudahuel y en el Territorio 
de Anticipación de Andalién Sur. Al preguntar en las entrevistas por sus 
necesidades de formación docente, se respondió que el perfeccionamiento 
en áreas de formación disciplinares. La falta de profesores especialistas y la 
presión hacia la obtención de buenos resultados que ejerce el SIMCE en los 
establecimientos posicionan la formación en matemáticas, lenguaje y ciencias 
como fundamentales a desarrollar en los docentes. En palabras de la directo-
ra de un establecimiento de Pudahuel: 

“Y yo digo más que eso, si ellos no tienen su especialización, porque 
son generalistas, tiene que ser de primero a octavo, y si no tiene 
noción de matemáticas o historia, ahí es donde quedan los vacíos. 
Y en estos tiempos donde está la educación tan competitiva, que 
nos están midiendo todos, año a año, el SIMCE, uno no se puede 
quedar en el pasado” (directora, Pudahuel).

Otros aspectos menos mencionados, en comparación con los temas esta-
blecidos previamente, pero igualmente importantes, son las estrategias de 
enseñanza, la gestión de la clase, la retroalimentación y la planificación. 

Un segundo tipo de focos de apoyo –de los más nombrados de manera 
transversal en todos los territorios comprendidos en el estudio– tiene relación 
con la necesidad de una formación en inclusión en el cuerpo docente. Los pro-
fesores se enfrentan cada día a una mayor diversidad al interior del aula, espe-
cíficamente, a niños con necesidades educativas especiales y ante los cuales no 
se sienten preparados debido a la escasa formación en el ámbito de inclusión: 

“Entonces, falta ese trabajo de capacitación en ese tema, de cómo 
nosotros empezamos a adoptar este... el tema del Decreto 836, y 

6  Decreto 83: Avances en la diversificación de la enseñanza.
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cómo se empiezan los profes a apropiar de esto. Porque las capaci-
taciones que hemos tenido de Decreto 83 en realidad han sido más 
que nada información sobre la ley, sobre lo que se espera, sobre lo 
que tenemos que tener. Pero no ha habido una capacitación prácti-
ca en que le enseñen al profesor a decirle “¿Sabe qué? Usted tiene 
que hacer esto, usted tiene que hacer esto otro” (director, Freirina).

De este modo, la formación de los docentes en inclusión, independien-
te de su modalidad, debería ser más práctica que teórica. En particular, 
surge el tema de la construcción de instrumentos de evaluación que estén 
dirigidos a todos los estudiantes. Como se mencionó anteriormente, esta 
área ha sido identificada en los procesos de diagnósticos ejecutados en la 
Corporación de Educación de Pudahuel y por el DAEM de Huasco, y es re-
conocida por los profesores en las entrevistas como una de sus principales 
debilidades, sobre todo cuando se trata de evaluar a niños con necesidades 
educativas especiales.

Por otra parte, los entrevistados –fundamentalmente de Pudahuel y Con-
cepción– reconocen que requieren de herramientas para lograr un desarrollo 
integral de los estudiantes. En este sentido, existe una necesidad, por parte de 
directivos y docentes, de hacerse cargo de los problemas emocionales y rela-
cionales de las nuevas generaciones de estudiantes y de formarlos en ámbitos 
que van más allá de las asignaturas tradicionales como formación ciudadana 
y Tecnologías de Información y Comunicación (TIC). Esta preocupación se 
explica en la medida en que, para los directivos y profesores de los estableci-
mientos, la escuela no es solo un espacio orientado a la formación académica, 
sino también valórica de los alumnos. 

Un tercer foco de apoyo tiene relación con el trabajo colaborativo entre 
docentes y otros actores del sistema escolar. De los datos recogidos, se pudo 
establecer que el trabajo colaborativo entre docentes se desarrolla tanto a 
nivel de cada comuna como al interior de los establecimientos. En Pudahuel, 
el trabajo colaborativo se ha dado en talleres de articulación entre kínder y 
primero, que han permitido a las educadoras de párvulo discutir ciertos li-
neamientos pensando en los futuros Servicios Locales de Educación. El resto 
de los profesores se juntan con sus pares de otros establecimientos cuando 
existen capacitaciones o cursos.

Por su parte, en el territorio de anticipación de Huasco existen redes por 
disciplina, algunas de ellas más activas, como las de inglés y matemáticas que 
se reúnen mensualmente, y otras que se juntan con una periodicidad bimen-
sual o trimestral. Sin embargo, no todas las comunas tienen la posibilidad de 
participar en dichas redes. Un ejemplo es el caso de Alto del Carmen, donde 
los establecimientos se encuentran bastantes distanciados unos de otros: 
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“Por las distancias, por ejemplo, la red funciona aquí en Vallenar. 
Está la red de inglés; ellos se juntan a las dos de la tarde, están dos, 
tres horas [en] la red de inglés, pero el profesor para ir esas dos, 
tres horas en la tarde, se tiene que ir en la mañana por el tema de 
la locomoción, por lo tanto, para nosotros es el día completo” (jefe 
del DAEM, Alto del Carmen).

En el Territorio de Anticipación de Andalién Sur, los entrevistados des-
tacan como instancias donde se desarrolla el trabajo colaborativo las redes 
de liceos municipales y de inglés, y los talleres de articulación entre kínder 
y primero básico. Además, se menciona la experiencia particular de visitas 
entre establecimientos, las cuales han permitido a los docentes compartir 
formas de trabajo e incluso planificar futuras actividades.

Por otra parte, al interior de los establecimientos existen experiencias 
diferenciadas con relación al trabajo colaborativo. La mayor parte de los co-
legios cuentan con Consejos de Reflexión que se realizan una vez a la semana 
y donde se tratan temas pedagógicos y administrativos. Sin embargo, algunos 
docentes los consideran una instancia más informativa que de colaboración 
o derechamente no cuentan con dicho espacio, lo que se da específicamente 
en establecimientos que poseen doble jornada. Estas escuelas han buscado 
nuevos horarios para reunirse como, por ejemplo, el de colación. 

Además de los Consejos de Reflexión, tres establecimientos comprendidos 
en el estudio, pertenecientes a las comunas de Pudahuel, Huasco, Alto del 
Carmen y Concepción, realizan trabajo de articulación, ya sea entre profeso-
res de kínder y primero, entre docentes y psicopedagogos o entre profesores 
de diferentes asignaturas:

“Lo otro que hacemos era el año pasado, ya más organizado es el 
proceso de articulación entre kínder y primer año para así tener una 
comunicación clara con la colega de las parvularias porque ahí hay, 
había como una desinformación. Había quedado un como un vacío 
entre los estudiantes que pasaban a primer año, e incluso la metodo-
logía que se usaba no era para seguir una continuidad, porque se les 
cortaba ahí” (grupo focal profesores, Alto del Carmen).

En general, estas instancias de colaboración son valoradas por las autori-
dades de los DAEM, los directivos y los docentes, debido al intercambio de 
experiencias y recursos que se da entre los profesores. Incluso, en los Territo-
rios de Anticipación de Huasco y Andalién Sur, los entrevistados manifiestan 
que faltan más espacios de trabajo colaborativo, ya sea al interior del estable-
cimiento como entre profesores de distintas escuelas.
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2. Estructura del modelo de apoyo

Los resultados se presentan por medio de los aspectos que contempla el mo-
delo de apoyo: diagnóstico, focos de apoyo –que ya han sido abordados en 
el apartado anterior– y la metodología de formación para los docentes. Cada 
uno de estos aspectos se ha desarrollado por medio de evidencias clave que 
hemos recogido de las tres zonas de anticipación.

2.1 Diagnóstico

Con el propósito de recoger las necesidades de formación continua de los 
docentes de las comunas de Pudahuel y de los Territorios de Anticipación de 
Huasco y Andalién Sur, las autoridades han implementado durante el último 
año distintos procesos de diagnóstico. Dentro de estos, destacan la aplicación 
de una encuesta a casi todos los profesores de los respectivos territorios –en 
Huasco, algunos docentes dan a conocer que no fueron consultados– y el 
cruce de la información obtenida a través de esta consulta con insumos como 
la Evaluación Docente, lo que se da en todas las comunas a excepción de 
Chiguayante. La siguiente cita ilustra este proceso de entrecruzamiento de 
distintas fuentes de información:

“Entonces hicimos un diagnóstico donde era una encuesta en que se 
le preguntaba a los docentes cuáles eran sus necesidades, de acuerdo 
a lo que ellos detectaban, de capacitación, de formación. También 
tomamos en cuenta otra fuente que es “Voces”, que es un informe que 
salió este año, en que se les preguntaba a los docentes, y está dividido 
por provinciales, así que era bien fácil ver en qué sector… Y de hecho 
ese estudio está más dividido porque habla del Territorio Las Barran-
cas. [...] Sacamos información de ahí. Y sacamos información de la 
evaluación docente. O sea, cuáles eran los indicadores más destaca-
dos en ese sentido en el portafolio comunal” (jefa técnica, Pudahuel).

Sin embargo, pese a que los docentes valoran que se les haya consultado 
sobre sus demandas, consideran que aún existen falencias. Específicamente, 
los profesores de algunos establecimientos de los tres territorios plantean que 
aún faltan instancias de consulta sobre sus necesidades de formación. En la 
misma línea, sugieren que los cursos o talleres a implementarse en el futuro 
deberían estar en mayor correspondencia con sus peticiones. De acuerdo a lo 
manifestado por un profesor de la comuna de Huasco: 

“Claro, al final queda como en el papel no más, se realizó una capa-
citación, pero muchas veces el contenido no era lo que tú necesita-
bas o lo que tú esperabas. En base a las exigencias de que ya estás 
en el ámbito profesional, laboral, estás trabajando, y se supone que 
para eso te preparaste en la universidad. Hay muchos aspectos que 
no se abordan” (profesor, Huasco).
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En este sentido, el proceso de consulta es un aspecto relevante para los 
entrevistados, especialmente para los profesores, al momento de determinar 
los temas a abordar en las diferentes instancias de formación continua.

A nivel de cada establecimiento, tanto los directores como los docentes 
de Pudahuel, Freirina y Chiguayante señalan como una de las principales 
instancias donde pueden expresar sus necesidades los Consejos de Reflexión 
o en algunos establecimientos los Consejos de Profesores:

“Los miércoles. Son cuatro al mes. De esas cuatro tenemos tres 
Reflexiones y un Consejo de Profesores. En esas Reflexiones obvia-
mente se trabaja el tema pedagógico pensando e involucrando a to-
dos los miembros de la comunidad en un proceso que va netamente 
de apoyo al proceso de aprendizaje de los niños. Y eso también 
involucra al docente porque van naciendo necesidades de ellos [...]. 
Y hay un día que es el de Consejo de Profesores en donde a través 
de ese consejo, los profesores plantean sus necesidades pensando 
desde las capacitaciones” (directora, Pudahuel).

En el Territorio de Anticipación de Andalién Sur, los entrevistados ade-
más identifican como instancia de diagnóstico al interior de sus estableci-
mientos aquella que se da en el marco del Plan de Mejoramiento Escolar. En 
palabras de un profesor de un establecimiento de Concepción: 

“Se hace un diagnóstico de escuela, se evalúan diferentes ítems, no 
sé, tanto de infraestructura, de liderazgo, de gestión pedagógica, en 
esas áreas, y anualmente estamos haciendo un diagnóstico para 
después esos datos, se basa en eso el plan de mejoramiento” (pro-
fesor, Concepción).

Entonces, estos datos permiten a los directivos de los establecimientos 
tomar diversas acciones para cumplir con los objetivos del PME. A diferencia 
de lo ocurrido con la información obtenida a partir de los diagnósticos rea-
lizados por los DAEM o corporaciones, la capacidad de dar respuesta a las 
demandas expresadas en los Consejos de Reflexión o en los diagnósticos del 
PME queda principalmente sujeta a los recursos con los que cuenta cada es-
tablecimiento. En este sentido, un caso particular es el de un establecimiento 
de Concepción donde se ha dado la posibilidad de implementar capacitacio-
nes en temas como la planificación y la inclusión. 

De acuerdo a la evidencia presentada, uno de los aspectos que debería 
considerar cualquier modelo de apoyo para el desarrollo docente es la gene-
ración de procesos de diagnóstico que contemplen una variedad de fuentes 
tales como el uso de información secundaria proveniente de la Evaluación 
Docente, el SIMCE y la PSU, informes de la Agencia de Calidad, CPEIP, entre 
otros; aplicación de instrumentos por parte del Servicio Local de Educación o 
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DAEM a los distintos actores del establecimientos para establecer los reque-
rimientos; y sistematizar información proveniente de las distintas instancias 
de reunión de los establecimientos como el Consejo de Reflexión.

Por otra parte, la estrategia metodológica aplicada en este proyecto para 
seleccionar establecimientos puede ser utilizada para diagnosticar cuáles 
pueden requerir más apoyo en la relación entre la retroalimentación docente, 
con los niveles de logro en el SIMCE y en autoestima y convivencia, como 
también identificar qué colegios tienen mejores resultados en estos factores, 
para así recabar información y experiencia de estas instituciones, datos que 
pueden ser transferidos a otros establecimientos del mismo SLE con niveles 
más bajos. Este diagnóstico puede ser aplicado, por ejemplo, por la Agencia 
de Calidad o por el centro de estudios que puedan tener un SLE.

2.2 Metodologías de formación

Respecto de la estrategia de formación docente, una de las metodologías más 
destacadas por los entrevistados fue el acompañamiento de un par, el cual es 
valorado porque se trata de un proceso de largo plazo, que permite ir corri-
giendo al docente a partir de su trabajo en el aula e ir observando in situ los 
cambios que realiza a partir de dicha retroalimentación:

“Yo creo que hay diferentes, hay capacitaciones que tú puedes dar 
porque hay temas que son comunes y que deberían capacitarlos, 
pero si una capacitación no tiene acompañamiento, no sirve. La 
verdad es que tú puedes capacitar, lo que decía el director, si uno 
mira el currículum aquí es fantástico, aquí no deberíamos tener 
ninguna falla porque es tal la preparación académica de los pro-
fesores, pero cuando llegas a la sala [con] un acompañamiento es 
para ver en qué estamos, cuánto estamos aplicando, cuánto de lo 
que estamos aplicando nos sirve, entonces aquí está la capacita-
ción, el acompañamiento” (director y jefe de la UTP, Chiguayante).

Otras características deseables de la metodología de formación continua 
que fueron enfatizadas en los distintos territorios son: su orientación práctica, 
su incorporación dentro del horario de los docentes y su extensión en el tiem-
po, ya que la mayor parte de las capacitaciones que reciben los entrevistados 
se limitan solo a un par de sesiones. 

Por una parte, existen algunos entrevistados que valoran la metodolo-
gía de acompañamiento, porque les permite a los profesores ir corrigiendo 
ciertas estrategias utilizadas en la sala de clases. Sin embargo, otro grupo 
de entrevistados, de los cuales todos son docentes, presentan ciertos reparos 
frente al acompañamiento, manifestando que este debería darse bajo una 
serie de condiciones. De acuerdo a lo manifestado por un profesor experto 
de Concepción:
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“Porque ellos vienen una hora a la semana, conversan con ellos, 
se comprometen a hacer distintos tipos de evaluación, se compro-
meten a cambiar el currículum, se comprometen a cambiar cierta 
estructura de clase, pero en el tiempo mientras el que está acom-
pañando no ingrese a la sala con él, va a quedar en nada po’. Así 
lo veo yo, a lo mejor depende, quizás eso es una isla, no es algo 
que genere realidad, pero he visto acompañamientos de dos años, 
donde han venido docentes a trabajar con los docentes de aula y no 
pasa nada” (profesor, Concepción).

Dentro de las características que debería tener todo acompañamiento, 
según los entrevistados de los tres territorios, se encuentra su extensión en el 
tiempo para generar los cambios necesarios, lo cual no es de extrañar consi-
derando que tal aspecto también se menciona al preguntar por las caracterís-
ticas ideales de una metodología de formación continua dirigida a los docen-
tes. Además, los entrevistados, principalmente de Pudahuel y del Territorio 
de Anticipación de Andalién Sur, manifiestan que el acompañamiento puede 
ser tanto individual como grupal, dependiendo de la especificidad del tema 
o propósito del acompañamiento. Por último, los distintos actores plantearon 
como propuesta un acompañamiento que podría desarrollarse internamente 
dentro de cada establecimiento, donde los directivos y profesores pueden 
asesorar a otros docentes.

Esta última idea se sustenta en las experiencias de acompañamiento que 
han sido implementadas en los establecimientos de los diferentes territorios. 
En todas las escuelas se han estado llevando a cabo procesos de acompaña-
miento con visitas mensuales por parte de los directivos. Incluso, en algunos 
establecimientos de Pudahuel y Huasco, han ido más allá y han generado el 
acompañamiento por parte de un par aunque sea de manera informal:

“Y luego nosotros instauramos las evaluaciones entre pares. Que 
también tienen la perspectiva de mirar la clase porque nosotros 
es lo que vivimos a diario. Y la hicimos también así. Tratamos de 
hacerlo… la […] profesora (de una asignatura) de primer ciclo 
miraba a la profesora de lenguaje de primer ciclo. El profesor de 
matemática de primer ciclo, con el de matemática de segundo ci-
clo. Y después cualquiera podía observar al de cualquier clase. Ese 
acompañamiento también se hizo” (profesor destacado, Pudahuel).

Por otra parte, el profesor que acompaña al par debe contar fundamen-
talmente con tres características: amplia experiencia en el trabajo de aula, lo 
que le otorga una validación ante sus pares; vasto manejo de conocimientos 
disciplinares y pedagógicos, los que pueden ser acreditados mediante un pos-
título; y posesión de habilidades blandas, que le permitan al asesor relacio-
narse de buena manera con el profesor que tiene a su cargo. En el Territorio 
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de Anticipación de Huasco, se agrega como cuarta característica del asesor 
su conocimiento del contexto en el que va a trabajar, lo que se explica porque 
en dicha zona las escuelas tienen ciertas particularidades como, por ejemplo, 
ubicarse en sectores rurales y ser multigrado y unidocentes.

En cuanto a las competencias del asesor para realizar el acompañamiento, 
los entrevistados enfatizan principalmente tres: monitoreo, retroalimentación 
y modelamiento. Las competencias de monitoreo y retroalimentación son las 
más nombradas en Pudahuel, Huasco y Andalién. En segundo lugar, aparece 
el modelamiento, el cual es destacado principalmente en Pudahuel y en el 
Territorio de Anticipación de Andalién Sur. Varios entrevistados interpretan 
las tres competencias nombradas como etapas de acompañamiento en el mis-
mo orden presentado. En palabras de una profesora destacada de Pudahuel: 

“Yo creo que sería que viniera, nos observara, y nos dijera qué le 
parece. Y después, hiciera una clase al curso, al mismo curso donde 
nos observó, para que él también se enfrente a lo que nosotros nos 
enfrentamos a diario” (profesor destacado, Pudahuel).

Además, se hace mención a una etapa previa al acompañamiento, consis-
tente en una conversación inicial, lo cual es planteado por los entrevistados 
de Pudahuel, Huasco y Freirina. 

En síntesis, una posible secuencia de etapas de acompañamiento que se 
interpreta de los entrevistados corresponde a: una conversación inicial don-
de el asesor explica al docente los propósitos de su visita e idealmente se 
busca generar un vínculo entre ambas partes; a eso le sigue una etapa de 
monitoreo, en la cual el monitor observa las clases del profesor e identifica 
los puntos críticos para realizar la posterior retroalimentación; finalmente, el 
profesor que acompaña al docente puede dar una clase donde muestre sus 
conocimientos y capacidades, y dé a conocer nuevas estrategias a las que 
puede recurrir su colega.

3. Discusión de los resultados

A continuación se discuten los resultados respecto del marco teórico que se 
ha utilizado de referencia, en relación con los procesos de diagnóstico, los 
focos de apoyo, la metodología de formación y las competencias de acompa-
ñamiento. 

En cuanto a los procesos de diagnóstico, las experiencias internacionales 
destacan la importancia de posicionar al profesor en el centro de un traba-
jo reflexivo y colaborativo. Casos como el de Ontario (Darling-Hammond, 
2017) y el de Colombia (Vezub, 2007) destacan, en primer lugar, que la etapa 
de diagnóstico puede fundarse en el trabajo colaborativo entre escuelas, de 
modo de identificar las necesidades educativas en el contexto específico en el 
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que están situadas y, luego, trabajar en conjunto para abordar la problemática 
identificada. Esto implica, además, posicionar a la escuela no solo como un 
espacio valioso para el aprendizaje de los profesores, sino que permite una 
identificación más precisa de las necesidades.

Los casos estudiados parecen ir en esa dirección, aunque aún queda mu-
cho por hacer. Los resultados dan cuenta de que durante los últimos años 
se han implementado distintos procesos de diagnóstico, los que han logrado 
identificar las principales necesidades de formación de los docentes. Del mis-
mo modo, los Consejos de Reflexión parecen ser una instancia clave.

Ahora bien, no basta con que los focos de apoyo se funden en un proceso 
de diagnóstico reflexivo, también es necesario que sean de alto impacto. En 
la literatura se destaca que las actividades de formación continua suelen ser 
muy heterogéneas, fragmentadas e ineficientes (Schwille & Dembélé, 2007; 
OECD, 2009), y esto mismo es declarado por los profesores, quienes sos-
tienen que la formación debe extenderse en el tiempo (en contraste de los 
cursos cortos y aislados), tener una orientación práctica (más que teórica), 
ser flexible y adaptada al contexto. Así, los docentes abogan por instancias 
de aprendizaje continuas e integradas, focalizadas en la práctica más que en 
la teoría, y que posibiliten instancias para aprender con otros y compartir 
experiencias que podrían enriquecer el trabajo.

Particularmente, los distintos actores señalan tres grandes temas de apoyo 
para los docentes. En primer lugar, apoyo en Conocimiento Pedagógico del 
Contenido (CPC), tales como estrategias de enseñanza en disciplinas como 
Matemáticas o Lenguaje, planificación, gestión de la clase y métodos de eva-
luación. Si bien ha existido tradicionalmente en la formación en los profesores, 
este es uno de los focos cuyo impacto depende en gran parte de la metodo-
logía de formación y no solo del CPC en juego (Solar, Ortiz & Ulloa, 2016). 
Experiencias internacionales y nacionales han evidenciado que esta formación 
debe situarse en la práctica (An & Peter-Koop, 2015) y, en particular, en la 
propia práctica docente (Solar, Ortiz & Ulloa, 2016), en que el uso de videos 
es un recurso metodológico significativo que permite desarrollar la mirada 
profesional del profesor (Sánchez-Matamoros, Fernández & Llinares, 2015).

Una segunda demanda, reportada especialmente por los docentes, tiene 
relación con el desarrollo integral en los estudiantes. En particular, se deman-
dan prácticas pedagógicas en contextos de inclusión, ya que los docentes se 
sienten con escasas herramientas para aplicar sus dominios en estos ámbitos 
en contextos de diversidad en el aula, tal como se ha reportado en contextos 
internacionales (Jack & Lobovsky, 2016). Estos requerimientos se condicen 
con el desafío de desarrollar habilidades del siglo XXI en los estudiantes (Tan 
& Low, 2016).
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Una tercera demanda tiene relación con el trabajo colaborativo entre pro-
fesores y otros profesionales educativos. Tal como señala la literatura (Scho-
enfeld, 2011; Goodchild, 2014), los datos muestran que la colaboración entre 
establecimientos y profesores es relevante en todas las experiencias de forma-
ción de estos últimos. No obstante, existen experiencias diferenciadas en las 
tres zonas de anticipación con relación al trabajo colaborativo. Es por ello que 
el modelo de apoyo para los SLE debe ser suficientemente flexible, para con-
siderar las realidades de los distintos contextos. Con el fin de lograr que los 
docentes participen en los diagnósticos u otras instancias, se requiere generar 
una cultura colaborativa y, por ello, es de vital importancia ser consciente 
de que los temas de apoyo que se quieran promover en un establecimiento 
se aprovechen para también fortalecer la colaboración entre docentes y con 
otros colegas. Por ejemplo, el docente con el educador diferencial.

Respecto de la metodología de formación, tal como reporta la literatura, 
si bien el acompañamiento es mucho mejor valorado por los docentes que 
la capacitación, debe ser utilizado con dos condiciones importantes: que sea 
prolongado en el tiempo y el conocimiento del contexto de la escuela, que se 
asocia a un real involucramiento del asesor en los establecimientos.

Para lograr este tipo de involucramiento que es demandado por los distin-
tos actores del sistema escolar, más que poner el foco en asesorías externas, 
se pueden aprovechar las propias capacidades instaladas en los estableci-
mientos para la organización del acompañamiento en distintos focos de apo-
yo a los docentes, convirtiéndolos así en lugares valiosos para el desarrollo 
profesional de los profesores (Musset, 2010). El modelo de apoyo que presen-
taremos en el siguiente apartado cuenta con este principio para la organiza-
ción del desarrollo profesional docente.

En referencia a las competencias de acompañamiento que puede tener un 
asesor, es interesante señalar una tendencia en valorarlo por la experiencia 
y reconocimiento de sus pares, y no solo por las certificaciones que puede 
mostrar (especialización, desempeño destacado). En este sentido, cobra rele-
vancia el principio que un asesor, además de poseer certificaciones, sea parte 
de un contexto local.

Monitorear (Dinham, 2007; Shapira-Lishchinsky & Levy-Gazenfrantz, 
2015), retroalimentar (Ritchie, Mackay & Rigano, 2006) y modelar prácticas 
docentes (Rhodes & Brundrett, 2009) son las tres competencias pedagógicas 
fundamentales de quienes asumen el rol de liderar a sus pares, reconocidas 
por los distintos actores del sistema. Si bien las más connotadas son las de 
monitorear y retroalimentar, los docentes muestran una especial disposición 
para que el asesor pueda modelar prácticas docentes. El uso del video de 
clases es un buen recurso de los asesores para incentivar esta práctica, ya 
que ha mostrado un impacto directo en las concepciones de los docentes 



97

Modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente para estructuras 
 de gobierno municipal y Servicios Locales de Educación (SLE)

| HORACIO SOLAR | ERNESTO TREVIÑO | ERNESTO SAN MARTÍN | PAMELA AYALA

(Lipowsky, 2004). Estas competencias pueden interpretarse como etapa de 
acompañamiento. Si bien los entrevistados reconocen una secuencia de mo-
nitorear, retroalimentar y modelar, para el caso de práctica en que no están 
instaladas en los establecimientos o en el docente, consideramos que puede 
iniciarse con una etapa de modelar prácticas de profesores mediante videos, 
para luego monitorear y retroalimentar en base a un marco de referencia, 
tal como es el caso de modelos de formación que inician el acompañamiento 
analizando la práctica de otros (Solar & Deulofeu, 2016).

Presentación de la propuesta
A partir del análisis y discusión de los resultados, en este apartado presen-
taremos el modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente para los 
Servicios Locales de Educación (SLE). Los dos objetivos de investigación han 
permitido fundamentar la propuesta con evidencia por parte de distintos acto-
res del sistema escolar, el primer objetivo con los focos de apoyo y el segundo 
objetivo con el propio modelo. En primer lugar, se presentarán los principios 
que lo sustentan para luego describir las tres dimensiones del modelo de apoyo.

1. Principios del modelo de apoyo desarrollo profesional docente para 
SLE

A partir de la literatura revisada y de la sistematización de las ideas clave 
para lo que serían las necesidades de los SLE, se han definido tres principios 
básicos para generar un modelo de apoyo:

Colaboración entre establecimientos adscritos a un SLE: de las experien-
cias internacionales (Darling-Hammond, 2017), y que la propia Ley de Carre-
ra Docente recoge, uno de los pilares de la mejora docente es por medio de la 
colaboración entre escuelas y docentes.

Participación de los docentes en la detección de necesidades: el proceso de 
desarrollo docente incorpora al docente en la detección de necesidades en el 
establecimiento (Musset, 2010), idea que se puede extender a las necesidades 
del Servicio Local de Educación.

Profesores destacados asumen rol de asesores: quienes hayan tenido un 
desempeño destacado o incluso competente en la Evaluación Docente, pue-
den asumir roles de asesor de otros profesores en el SLE, además debería 
considerarse otros elementos, tales como experiencia en los establecimientos 
del SLE (para así cautelar aspectos como conocimiento del medio local y 
reconocimiento por parte de los pares).

2. Modelo de apoyo desarrollo profesional docente para SLE

En base a los principios, se consideran tres dimensiones para generar un 
modelo de apoyo: un diagnóstico de las necesidades de las escuelas, esta-
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blecimiento de los focos de apoyo y determinación de una metodología del 
acompañamiento por parte de los profesores que tomen un rol de asesor.

2.1 Diagnóstico 

Es habitual que entidades externas establezcan diagnósticos de las escue-
las por medio de instrumentos para observar el aula y, a partir del análisis 
de las prácticas docentes, focalizar en temas de formación; por ejemplo, 
CLASS (Classroom Assessment Scoring System). Para hacer partícipe al 
docente de los diagnósticos se debe generar un protocolo que considere 
las necesidades que ellos mismos detectan y relacionarlas con las reque-
ridas por el equipo directivo del establecimiento y el equipo pedagógico 
del Servicio Local de Educación, además de las detectadas por los instru-
mentos de observación.

Para apoyar en la detección de necesidades se pueden poner sobre la mesa 
temas relevantes para la formación de los docentes, tales como: retroalimen-
tación docente; gestión de la clase con relación a la enseñanza y aprendiza-
je de los contenidos; atención a la diversidad, conocimiento pedagógico del 
contenido. La focalización en algunos de estos temas contribuye a robustecer 
la formación continua con temas que de antemano se pueden tener en una 
propuesta de acompañamiento.

2.2 Focos de apoyo

Es común que asesorías externas a los establecimientos se centren en focos 
de apoyo. Muchas veces esos temas de formación, que pueden ser muy rele-
vantes, se presentan en un formato de capacitación, que, si bien los docentes 
evalúan de una manera satisfactoria, tienen poco impacto en su práctica. Por 
otra parte, tal como se ha descrito en el transcurso de este informe, un for-
mato de acompañamiento tiene un mayor impacto en los docentes y debe ser 
el idóneo para su desarrollo profesional. Generalmente, el acompañamiento 
que realiza un asesor es uno a uno con el docente y no tiene un foco de apoyo 
concreto, dando una respuesta a la práctica observada o a los requerimientos 
del docente. Consideramos que los acompañamientos deben ser grupales y 
tener focos de formación, lo que permitiría lograr un impacto más específico 
y profundo en el desarrollo profesional docente. Los temas de formación 
pueden ser similares a los detectados en el diagnóstico u otros, dependiendo 
de los objetivos acordados entre los docentes, el establecimiento y el Servicio 
Local de Educación.

2.3 Metodologías de acompañamiento

Finalmente, es necesario generar una metodología para el asesoramiento al 
docente. Para ello se recogen las tres competencias clave de la literatura, que 
han sido también descritas por los distintos actores del sistema escolar: mo-
nitorear, retroalimentar y modelar prácticas docentes.



99

Modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente para estructuras 
 de gobierno municipal y Servicios Locales de Educación (SLE)

| HORACIO SOLAR | ERNESTO TREVIÑO | ERNESTO SAN MARTÍN | PAMELA AYALA

Respecto de la retroalimentación que realiza el asesor al docente, es clave 
que suscite la práctica. Más que evaluar, debe incentivar al profesor a que sea 
él mismo quien reconozca y valore su desempeño.

El monitoreo y el modelar son competencias que pueden ir de la mano; el 
asesor puede, en primer lugar, monitorear el docente para diagnosticar sobre 
una práctica, por ejemplo, la retroalimentación a los estudiantes, para luego 
modelar de manera eficaz cómo se podría mejorar. De manera inversa, en pri-
mer lugar, el asesor puede modelar una práctica que quiere promover en los 
docentes, para luego monitorearlos. Para modelar de manera grupal, el uso de 
videos es clave, dado que el asesor puede llevar a los docentes su propia prác-
tica grabada o la de otros profesores, para analizarla desde el punto de vista 
del foco de apoyo. Como se ha descrito en el transcurso del informe, el uso de 
videos para la formación de profesores es cada vez más frecuente y ha demos-
trado impactar en sus prácticas y concepciones (Solar, Ortiz, & Ulloa, 2016).

3. Orientaciones para la implementación

La Ley del Sistema de Desarrollo Profesional Docente (SDPD) establece una 
serie de opciones que impulsan y reconocen el trabajo colaborativo en las 
escuelas y entre redes de escuelas. Esta situación, además, se fortalece con la 
reciente aprobación de la Ley de Nueva Educación Pública, la cual promueve 
el trabajo en red entre establecimientos.

Ahora bien, los procesos de trabajo colaborativo y retroalimentación re-
quieren de métodos probados de creación de capacidades en las escuelas y 
territorios. Esto quiere decir que no debe asumirse que, en el sistema escolar, 
existen capacidades instaladas para diseñar, implementar y evaluar procesos 
de retroalimentación y colaboración efectivos en términos de cambiar las 
prácticas docentes, mejorar la enseñanza y, a la postre, impactar en el apren-
dizaje y desarrollo de los estudiantes.

En este sentido, es factible que las instituciones escolares y sostenedores 
contraten servicios de asesoría para instalar estos procesos, lo cual puede 
lograrse a través de los recursos de la Subvención Escolar Preferencial des-
tinados a este propósito y que se adjudican a través de licitaciones públicas.

Será necesario, también, que el SDPD provea de los instrumentos y finan-
ciamiento para llevar a cabo este tipo de iniciativas, pues existe una inercia 
en el sistema escolar público de encapsular la formación en cursos cortos 
durante el receso de verano e invierno. Los procesos de asesoría y acompaña-
miento in situ, como el propuesto acá, deberían ser sujetos de reconocimiento 
y financiamiento en el reglamento que emane del SDPD.

Otro aspecto a considerar son las funciones de la Unidad Técnico-Peda-
gógica de los SLE. En la Ley de Nueva Educación Pública, el inciso e) del 
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artículo 18 da cuenta de que una de las funciones del SLE es “implementar 
iniciativas de desarrollo profesional para los equipos directivos, docentes y 
asistentes de la educación de los establecimientos educacionales de su depen-
dencia”. Se entiende que esta condición implica que se contará con equipo 
técnico pedagógico encargado de la formación de los docentes. Asimismo, los 
Servicios Locales tendrán recursos para la contratación de apoyos externos 
con el propósito de construir capacidades. Si bien la ley del SDPD apunta a 
promover el trabajo colaborativo y las labores de mentoría por parte de pro-
fesores destacados, es necesario contemplar planes para que estos docentes 
–junto a jefes de UTP y directores destacados– puedan formar parte integral 
de una red de aprendizaje para la mejora continua en cada servicio local.

Para concluir, es indispensable sumar a otros profesionales (no solamen-
te a los profesores) en los procesos formativos y de retroalimentación. Esto 
cobra especial relevancia para los procesos de inclusión que requieren de la 
colaboración multidisciplinaria de aquellos que apoyan los procesos pedagó-
gicos en las escuelas.

4. Disponibilidad de la información y secreto estadístico

El sistema de información propuesto requiere que los SLE cuenten con la 
información de cada establecimiento educacional en lo referente a los porcen-
tajes de estudiantes por nivel de logro en las pruebas SIMCE, los indicadores 
de autoestima y clima escolar, además de los tres indicadores de retroalimen-
tación. Dado que un establecimiento educacional es una persona jurídica, esta 
información resulta sensible y, por tanto, cabe preguntarse si se transgreden en 
algún sentido las disposiciones legales concernientes a la protección de infor-
mación personal, como consta en la Ley 19.628. Más aún, en el trámite legisla-
tivo de la nueva normativa que regulará al Instituto Nacional de Estadística, en 
su artículo 31, se establece: “prohibición de revelar los hechos que se refieran a 
personas naturales o jurídicas determinadas, de los que hayan tomado conoci-
miento de manera directa o indirecta en el desempeño de sus actividades”. Por 
otro lado, la Ley 20.529 sobre el Sistema Nacional de Aseguramiento de la 
Calidad establece que las individualizaciones de datos no están permitidas (ver 
artículo 11, letra h; y artículo 20), y cabe preguntarse si estas normas protegen 
la identidad de un establecimiento educacional. Además, el artículo 30 de la 
Ley 20.529 permite revelar la identidad de establecimientos educacionales en 
cartas dirigidas a padres y a apoderados bajo una circunstancia especial, a sa-
ber que un establecimiento educacional haya cesado sus funciones de acuerdo 
a la misma Ley. Por lo tanto, es válido cuestionarse si enviar la información 
sensible que el sistema de monitoreo propuesto en este proyecto transgrede o 
no el secreto estadístico, o si, por el contrario, está permitido por ley identificar 
a cada establecimiento educacional con toda la información referente a su 
calidad, de manera que cualquier usuario tenga acceso a ella.



101

Modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente para estructuras 
 de gobierno municipal y Servicios Locales de Educación (SLE)

| HORACIO SOLAR | ERNESTO TREVIÑO | ERNESTO SAN MARTÍN | PAMELA AYALA

5. Posibles estudios futuros y otras implicancias de política pública

Este proyecto es una primera propuesta con foco en la organización del de-
sarrollo profesional de los docentes en una nueva estructura de los SLE. La 
aplicación de este modelo en un SLE puede tener grandes implicancias en 
los establecimientos, que contemplan desde aspectos netamente pedagógicos 
–como una nueva manera de organizar la formación de profesores– hasta 
otros administrativos –como una nueva organización en los fondos para de-
sarrollo profesional. En particular, se destaca la contribución en diversificar 
el rol del profesor, ya no centrado solo en su práctica pedagógica de aula con 
estudiantes, sino en un actor que participa en los procesos de diagnóstico de 
los establecimientos y que puede participar activamente en la formación de 
otros profesores del SLE. Esta diversificación de roles fortalece la profesión 
del docente y está en consonancia con fortalecer la colaboración entre las 
escuelas que busca la Ley de Sistema de Educación Pública.

En caso de la aplicación de este modelo en un SLE, es necesario realizar 
estudios longitudinales que puedan dar evidencia de cómo un profesor desta-
cado se transforma en asesor de otros adscritos a un SLE.

Referencias 
Agencia de Calidad de la Educación, 2015. Informe Técnico SIMCE 2013.

An, S. & Peter-Koop, A., 2015. In-Service Education, Professional Development 
of Mathematics Teachers, in Cho, S. (ed.) The Proceedings of the 12th Interna-
tional Congress on Mathematical Education. Intellectual and Attitudinal Challen-
ges. Heidelberg New York Dordrecht London: Open, Springer, pp. 513–516.

Bennett, N., 2003. Assessing the impact on practice of professional development 
activities. London: Sage Publications.

Boerr, I., 2010. Acompañar los primeros pasos de los docentes. Edited by I. Boe-
rr. Santiago: Organización de Estado Iberoamericanos para la Educación. 
Available at: http://www.oei.es/idie/chile03.pdf.

Buchberger, F. et al., 2000. Green Paper on Teacher Education in Europ. Umea: 
Fakultetsnamnden for lararubidning.

Darling-Hammond, L., 2017. European Journal of Teacher Education Tea-
cher education around the world: What can we learn from international 
practice?, European Journal of Teacher Education, 40(3), pp. 291–309. doi: 
10.1080/02619768.2017.1315399.

Dickinson, D.K., 2011. Teachers Language Practices and Academic Outcomes 
of Preschool Children, Science, (333), pp. 964–967. doi: 10.1126/scien-
ce.1204526.

Dinham, S., 2007. The secondary Head of Department and the achievement of 
exceptional student outcomes, Journal of Educational Administration, 45(1), 
pp. 62–79. doi: 10.1108/09578230710722458.



102

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2017

Goodchild, S., 2014. Mathematics teaching development: Learning from deve-
lopmental research in Norway, ZDM - International Journal on Mathematics 
Education, (46), pp. 305–316. doi: 10.1007/s11858-013-0567-6.

Gopinathan, S. et al., 2008. Transforming Teacher Education Redefined Profes-
sionals for 21st Century Schools, Education.

Irvine, P. & Brundrett, M., 2016. Middle leadership and its challenges, Manage-
ment in Education, 30(2), pp. 86–92. doi: 10.1177/0892020616643158.

Jack, D. & Lobovsky, R., 2016. Mentoring aspiring racialized leaders, Inter-
national Journal of Mentoring and Coaching in Education. Edited by L. J. 
Searby and Denise Armstrong. Emerald Group Publishing Limited , 5(3), 
pp. 170–186. doi: 10.1108/IJMCE-03-2016-0022.

Jarvis, A., 2008. Leadership lost: A case study in three selective se-
condary schools, Management in Education, 22(1), pp. 24–30. doi: 
10.1177/0892020607085627.

Lave, J. & Wenger, E., 1991. Situated learning: Legitimate peripheral participa-
tion, Situated Learning Legitimate Peripheral Participation. Cambridge Uni-
versity Press.

Linek, W. et al., 2003. Mentoring Literacy Researchers, Journal of Literacy 
Research, 35(4), pp. xi–xiv.

Lipowsky, F., 2004. Was macht Fortbildungen für Lehrkräfte erfolgreich?, Die 
Deutsche Schule, (96), pp. 462–479.

Musset, P., 2010. Initial teacher education and continuing training policies 
in a comparative perspective, OECD Education Working Papers, (48). doi: 
10.1787/5kmbphh7s47h-en.

OECD, 2009. Creating Effective Teaching and Learning Environments: 
First Results from TALIS, Learning. Paris: OECD Publishing. doi: 
10.1787/9789264072992-en.

OECD, 2015. Reformulando la carrera docente en Chile. Evidencia internacional 
seleccionada. Available at: http://www.oecd.org/chile/Reformulando-la-ca-
rrera-docente-en-chile.pdf.

Rhodes, C. & Brundrett, M., 2009. Growing the leadership talent pool: per-
ceptions of heads, middle leaders and classroom teachers about profes-
sional development and leadership succession planning within their own 
schools, Professional Development in Education, 35(3), pp. 381–398. doi: 
10.1080/19415250902987122.

Ritchie, S.M., Mackay, G. & Rigano, D.L., 2006. Individual and collective lea-
dership in school science departments, Research in Science Education, 36(3), 
pp. 141–161. doi: 10.1007/s11165-005-9001-6.

Robinson, V., Hohepa, M. & Lloyd, C., 2009. School Leadership and Student 
Outcomes: Identifying What Works and Why.



103

Modelo de apoyo para el desarrollo profesional docente para estructuras 
 de gobierno municipal y Servicios Locales de Educación (SLE)

| HORACIO SOLAR | ERNESTO TREVIÑO | ERNESTO SAN MARTÍN | PAMELA AYALA

Roesken, B., University of B., 2011. Hidden Dimensions in the Professional 
Development of Mathematics Teachers, Sense Publishers. Rotterdam: Sense Pu-
blishers. doi: 10.1007/s13398-014-0173-7.2.

Sánchez-Matamoros, G., Fernández, C. & Llinares, S., 2015. Developing 
pre-service teachers’ noticing of students’ understanding of the derivative 
concept, International Journal of Science and Mathematics Education. doi: 
10.1007/s10763-014-9544-y.

Schoenfeld, A.H., 2011. Toward professional development for teachers groun-
ded in a theory of decision making, ZDM Mathematics Education, (43), pp. 
457–469. doi: 10.1007/s11858-011-0307-8.

Schwille, J. & Dembélé, M., 2007. Global Perspective on teacher learning: 
improving policy and practice. Paris.

Shapira-Lishchinsky, O. & Levy-Gazenfrantz, T., 2015. Authentic leadership 
strategies in support of mentoring processes, School Leadership & Manage-
ment, 35(2), pp. 183–201. doi: 10.1080/13632434.2014.992777.

Sherin, G.M. & van Es, E.A., 2009. Effects of Video Club Participation on Tea-
chers’ Professional Vision, Journal of Teacher Education, 60(1), pp. 20–37. 
doi: 10.1177/0022487108328155.

Sherin, M. G., Jacobs, V.R. & Phillip, R.A., 2011. Situating the study of teacher 
noticing’, in Sherin, M.G., Jacobs, V.R., & Philipp, R.A. (eds) Mathematics tea-
cher noticing: Seeing through teachers’ eyes. New York: Routledge, pp. 3–13. 
doi: 10.1080/13632434.2014.992777.

Shulman, L., 1986. Those who understand: knowdge growth in teaching, Edu-
cational Researcher, 15(2), pp. 4–14.

Solar, H. & Deulofeu, J., 2016. Condiciones para promover el desarro-
llo de la competencia de argumentación en el aula de matemáticas, Bo-
lema - Mathematics Education Bulletin, 30(56), pp. 1092–1112. doi: 
10.1590/1980-4415v30n56a13.

Solar, H., Ortiz, A. & Ulloa, R., 2016. MED: In-service instructional model for 
mathematics teachers based on experience, Estudios Pedagógicos, 42(4), pp. 
281–298. doi: 10.4067/S0718-07052016000500016.

Tan, O. & Low, E., 2016. Singapore’s Systemic Approach to Teaching and 
Learning Twenty-First-Centry Competencies, in Press., H. E. (ed.) Teaching 
and learning for the Twenty-First Century: Educational Goals, Policies and Cu-
rricula From Six Nations, pp. 25–68.

Taylor, R. T. & Karcinski, L., 2016. Mentoring & Tutoring : Partnership in 
Learning Science and Mathematics Mentees and Mentors : Who Bene-
fits the Most?, Mentoring & Tutoring: Partnership in Learning. Routledge, 
1267(October), pp. 1–15. doi: 10.1080/13611267.2016.1222813.

Treviño, E. et al., 2018. Cachapoal: el camino de la Mejora y la consolidación 
de UBC, in Treviño, E., Aguirre, E., & Varela, C. (eds) Un buen comienzo para 
los niños de Chile. Santiago: Ediciones Universidad Diego Portales.



104

Propuestas para Chile Concurso Políticas Públicas 2017

Vezub, L.F., 2007. La formación y el desarrollo profesional docente frente 
a los nuevos desafíos de la escolaridad, Profesorado, Revista de currículum 
y formación del profesorado, 11(1). doi: http://www.ugr.es/local/recfpro/re-
v111ART2.pdf.

Villegas-Reimers, E., 2003. Teacher Professional Development: an Internatio-
nal Review of The Literature, UNESCO: International Institute for Educatio-
nal Planning.

Wong, N.-Y. et al., 2010. The Mathematical Knowledge of Elementary School 
Teachers A Comparative Perspective-NY Wong.pdf, Journal of the Korean So-
ciety of Mathematical Education Series D: Research in Mathematical Education, 
14(2), pp. 173–194.

Anexo

Bases de datos

La información fue recolectada a partir de 11 bases de datos provistas por la 
Agencia de Calidad de la Educación:

• Cuestionarios del SIMCE cuarto básico, aplicado en 2014.

• Base de puntajes del SIMCE Matemática y Lenguaje cuarto básico 2014.

• Cuestionarios estudiantes del SIMCE cuarto básico, aplicado en 2015.

• Base de puntajes del SIMCE Matemática y Lenguaje cuarto básico 2015.

• Cuestionarios estudiantes del SIMCE sexto básico, aplicado en 2014.

• Base de puntajes del SIMCE Matemática y Lenguaje sexto básico 2014.

• Cuestionarios estudiantes del SIMCE sexto básico, aplicado en 2015.

• Base de puntajes del SIMCE Matemática y Lenguaje, sexto básico 2015.

• Base de datos con los Indicadores de Desarrollo Personal y Social, informa-
ción proporcionada a nivel de establecimiento educacional.

• Base de datos de evaluación docente 2014.

• Base de datos evaluación docente 2015.
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Resumen1

El Sistema de Justicia Juvenil chileno, a través de la Ley 20.084 de Res-
ponsabilidad Penal Adolescente (LRPA), dentro de sus múltiples fines, busca 
que la privación de libertad sea la última opción a utilizar y además que la 
determinación de la misma se base en un proceso libre de cualquier tipo de 
discriminación arbitraria. No obstante lo anterior, la evidencia comparada 
muestra que los procesos de toma de decisión en los sistemas de justicia 
no están libres de sesgos y que esto se vuelve más complejo en el contexto 
de la Justicia Juvenil. En efecto, los factores extralegales, es decir, aquellas 
variables que miran al futuro y al presente del infractor, resultarían más im-
portantes al momento de dictar una sentencia que en la justicia para adultos. 
Esto abre un mayor espacio de discreción para quien decide, con lo que las 
posibilidades de obtener decisiones arbitrarias y discriminatorias aumentan.

Con el objetivo de dar luces respecto de lo anterior para el caso chileno es 
que la presente investigación buscó explorar si existen sesgos implícitos en el 
proceso de determinación de las sanciones. Para ello, se aplicó una encuesta 
factorial a 202 jueces de garantía y de tribunales orales penales, que abordó 
una caracterización de los jueces y una serie de factores legales y extralegales 
a través de viñetas o escenarios hipotéticos.

1 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas UC, 
realizado el 3 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas: Andrés Mahnke, 
defensor nacional de la Defensoría Nacional Pública; Anuar Quesille, oficial de protección de 
UNICEF; y Alejandra Mera, directora de la Escuela de Derecho de la Universidad Diego Portales.
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El análisis realizado dio cuenta que, si bien los factores legales son deci-
sivos sobre la toma de decisiones judiciales, este proceso no se basa en ellos 
de forma exclusiva. De hecho, cuando la información judicial se ve conjugada 
con ciertos factores extralegales (como consumo de drogas, escolarización, 
redes de apoyo, género, entre otras) se puede comprender de mejor manera 
la decisión de dictar una sanción privativa de libertad por parte de los jueces. 
Al mismo tiempo, los “lentes” desde los cuales los jueces interpretan cada 
caso– sean éstos constituidos por concepciones particulares de justicia, del 
sistema judicial, o bien de la delincuencia– también cumplirían un rol en sus 
dictámenes. Así, este estudio aporta las primeras luces de este proceso cog-
nitivo que ha demostrado ser selectivo y complejo y en donde las decisiones 
judiciales parecen estar lejos de ser indiferentes a factores extralegales y a las 
características individuales de los jueces. Esto tiene importantes implicancias 
en el ámbito de las políticas en el ámbito de la Justicia Juvenil que son discu-
tidas en profundidad.

Introducción
En Chile, conforme al último Anuario Estadístico (2016) publicado por el 
Servicio Nacional de Menores (Sename), en 2015 existían 2.100 casos2 de 
niños, niñas y adolescentes (NNA) privados de libertad, tanto en régimen ce-
rrado como semicerrado. Si bien esto corresponde al 10% del total de pobla-
ción cumpliendo condena en el Sistema de Justicia Juvenil, no obsta el hecho 
de que la privación de libertad puede tener un gran impacto en la vida de un 
NNA, configurándose como un punto de inflexión en el desarrollo de su vida 
y de su carrera delictual (McAra & McVie, 2007). En efecto, una sentencia 
de culpabilidad certifica jurídicamente a un adolescente como delincuente, 
trayendo el estigma social y la potencial autoidentificación como tal (y con-
siguientemente la desviación secundaria), factores de riesgo para continuar 
la carrera criminal (Lemert, 1951). Junto a eso, una sentencia privativa de 
libertad trae consigo efectos indeseados: eventual victimización, interrupción 
de experiencias normativas, pérdida de oportunidades de aprendizaje, de de-
sarrollo de capital humano y social (Mulvey & Schubert, 2012).

En este sentido, la Ley Nº20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente 
(LRPA) dentro de sus diversos objetivos busca favorecer la desjudicialización, 
a través del uso de las alternativas a la sanción penal y la preferencia por las 
sanciones en el medio libre. Además, busca que el proceso de toma de deci-
siones asegure la no discriminación arbitraria. De esta manera, no solo se es-
pera que la privación de libertad sea la última opción a utilizar, sino además 

2 Como se explica en el Anuario Estadístico, “se contabiliza la totalidad de casos ingresados (egresa-
dos) durante el período, lo que implica considerar a los/as jóvenes en cada programa (de medida 
y/o sanciones), independiente de si estos se repiten o no” (Sename, 2015, pp. 142).
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que la determinación de la misma se base en un proceso libre de cualquier 
tipo de discriminación arbitraria. 

No obstante lo anterior, la evidencia comparada muestra que los procesos 
de toma de decisión en los sistemas de justicia no están libres de sesgos y que 
esto se vuelve más complejo en el contexto de la Justicia Juvenil. Esto es así 
en la medida en que el fundamento y lógica del sistema de Justicia Juvenil 
dice menos relación con una lógica retributiva del castigo y más con una mi-
rada puesta en la rehabilitación (Applegate et al., 2000; Bishop et al., 2010). 
En efecto, los factores extralegales, es decir, aquellas variables que miran al 
futuro y al presente del infractor, resultarían más importantes al momento 
de hacer que una sentencia se ajuste a las necesidades del joven infractor que 
en la justicia para adultos. Esto abre un mayor espacio de discreción para 
quien decide, con lo que las posibilidades de obtener decisiones arbitrarias y 
discriminatorias aumentan.

Esta investigación busca explorar si existen sesgos implícitos en el proceso 
de determinación de las sanciones que faciliten o dificulten que la sanción 
privativa de libertad sea la última opción y que se asegure la no discrimina-
ción arbitraria en el actual Sistema de Justicia Juvenil chileno. Para ello, es 
relevante conocer si las características de los jueces en la determinación de 
las sanciones privativas de libertad juegan un rol y en qué medida influyen 
los factores legales y extralegales en la toma de decisiones. Lo anterior, con 
la finalidad de realizar propuestas de política pública pertinentes, que ilumi-
nen la actual discusión del Proyecto de Ley que crea el Servicio Nacional de 
Reinserción Social Juvenil3. 

Antecedentes

1. ¿Cómo deciden los jueces?

Existe una vasta literatura comparada que intenta dilucidar los mecanismos 
que motivan las decisiones en contextos judiciales. El inicio de esta literatura 
viene dado por la Teoría de la Estructura Organizacional (Simon & March, 
1958). Conforme a esta –proveniente de la administración y no del dere-
cho– los tomadores de decisión rara vez cuentan con información completa 
para decidir. Esta falta genera al mismo tiempo incertidumbre respecto de la 
corrección de la decisión, ante lo cual se intenta confiar en una racionalidad 
producto de los hábitos, la estructura social del entorno y arreglos institucio-
nales como procedimientos, divisiones del trabajo, jerarquías, canales forma-
les de comunicación, entrenamiento profesional y adoctrinamiento.

3 Boletín N° 11.174-07, que, a la fecha de impresión de este libro, se encuentra en primer trámite 
constitucional en el Senado. 
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Lo anterior resulta en una “racionalidad limitada”, donde las decisiones se 
basan en experiencias pasadas, estereotipos, prejuicios y estímulos actuales. 
Parte de esta racionalidad es el desarrollo de “patrones de respuesta”, que 
permiten evitar o reducir la incertidumbre. 

Conforme a esta teoría, existen dos dimensiones sobre las que se actúa 
para reducir incertidumbre. Por un lado, se descansa en creencias sobre rela-
ciones de causa–efecto. Por el otro, se establecen preferencias sobre posibles 
resultados, lo que una teoría posterior llama focal concerns o preocupaciones 
centrales o focales (Steffensmeier et al., 1998; Hartley et al., 2007). Según 
ello, los jueces al decidir se ven influidos por tres preocupaciones centrales.

En primer lugar, se toma en cuenta la culpabilidad y el daño provocado 
a la víctima. Este grupo de consideraciones tiene la mayor influencia en los 
procesos judiciales de adolescentes. Generalmente, se mide a través de la 
gravedad del delito, el factor legal por antonomasia. Con todo, otros factores 
permiten configurar la culpabilidad: los antecedentes criminales, la victimi-
zación previa, el rol del ofensor en el delito, su madurez.

En segundo lugar, los jueces toman sus decisiones guiados también por 
la búsqueda por proteger a la comunidad que, en términos simples, implica 
la intención de evitar la reincidencia del ofensor. De aquí se toma en cuenta, 
por tanto, el riesgo que importa el sujeto, lo que en general se hace en función 
de la naturaleza del delito cometido, esto es, si fue más o menos violento y 
las circunstancias en que se llevó a cabo. Este componente implica el análisis 
de información relativa al ofensor: su eventual dependencia a las drogas, su 
educación y su historial de empleo y familiar.

Finalmente, en tercer lugar, existe al momento de decidir una preocupa-
ción por las consecuencias prácticas de la decisión. Estas pueden ser a nivel 
organizacional, por ejemplo, asegurar un flujo de casos o el hacinamiento de 
las cárceles o, a nivel individual, como las condiciones de salud o el quiebre 
de vínculos sociales o familiares.

En línea con la teoría previamente mencionada, la literatura muestra que, 
en la medida que los jueces generalmente cuentan con poca información, acu-
den a recursos o “atajos” cognitivos, a fin de hacer más eficiente el proceso de 
toma de decisiones (perceptual shorthands, Hawkins, 1981) y reducir incer-
tidumbre respecto del caso (“¿es una persona peligrosa?”, “¿está realmente 
arrepentido?”). El problema es que, al acudir a estos recursos cognitivos, se 
recurre al mismo tiempo a atribuciones vinculadas a la raza, el género, la 
edad, el nivel socioeconómico, entre otros tantos factores no precisamente 
legales.

En función de esta teoría, Bridges & Steen (1998) encontraron que los 
actores del sistema criminal era más propensos a atribuir los crímenes come-
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tidos por afroamericanos a características negativas internas, mientras que 
los delitos cometidos por blancos a rasgos negativos externos. Lo relevante 
es que, de esta forma, estas atribuciones causales permitían confirmar la 
creencia respecto de que los ofensores de minorías eran más agresivos, lo que 
exigía penas más severas (Bridges & Steen, 1998).

Estos planteamientos muestran la dimensión objetiva (las preocupaciones 
de los jueces, las normas que guían la decisión) y subjetiva (las atribuciones 
en base a estereotipos) del proceso de tomas de decisiones. Toda decisión, ya 
sea para definir la culpabilidad o para determinar la pena concreta, se confi-
gura a partir de una mezcla de consideraciones objetivas, así como de sesgos 
más o menos implícitos.

2. ¿Qué variables influyen?

La literatura en esta materia ha mostrado relaciones significativas, aunque 
débiles, entre las decisiones judiciales y consideraciones legales, aspectos ad-
ministrativos y variables sociales (Spohn, 2009). Sin embargo, estas variables 
resultan ser relevantes no por sí solas, sino porque interactúan entre ellas. 
De ahí que la pregunta central no sea si estas variables son significativas, 
sino cuándo resultan serlo. Así, si bien es posible pensar que los antecedentes 
penales juegan un rol esencial, lo relevante es dilucidar, por ejemplo, si tienen 
el mismo peso tratándose de un adolescente vulnerable sin apoyo familiar en 
comparación con un adolescente con oportunidades, que cuenta con apoyo 
familiar.

Las variables que pueden tener un efecto en la toma de decisiones en 
contexto de procesos judiciales se agrupan en distintas categorías. Para los 
fines del presente estudio, se consideran tres: los factores legales, los factores 
extralegales y las características del juez.

Los principales factores legales dicen relación con la gravedad del delito 
y antecedentes previos (Spohn, 2009). La gravedad de delito se determina 
a través del hecho mismo, sus circunstancias y mediante otros indicadores, 
como el uso de armas o si se trataba de una víctima conocida (Spohn, 2009). 
Por su parte, los antecedentes criminales son determinantes dependiendo de 
los tipos de delitos previos, esto es, si son más o menos violentos, si existe una 
progresión en la gravedad de los delitos o si estaba con algún tipo de benefi-
cio al momento de cometer el delito (Spohn, 2009).

Los factores extralegales se refieren fundamentalmente a las característi-
cas del ofensor. Dentro de estas, podemos distinguir aquellas demográficas, 
como el género, la edad o la raza (Bridges & Steen, 1998; Pickett et al., 2014); 
aquellas relativas al estatus socioeconómico, como la educación, los ingre-
sos (Thornberry, 1973); y aquellas variables que la literatura (Spohn, 2009) 
ha llamado de estabilidad social, entre las cuales se cuentan el historial de 
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empleo, el estatus marital, el hecho de tener niños a cargo o el consumo 
problemático de drogas o alcohol. En relación con este conjunto de variables, 
por ejemplo, se ha señalado que los hombres adultos jóvenes desempleados 
tienden a ser más severamente castigados, al igual que aquellas personas con 
menores niveles de estabilidad social. Al respecto, si bien es difícil encontrar 
una racionalidad para tomar en cuenta la raza o el género legítimamente, sí 
es posible pensar la legitimidad práctica para considerar la estabilidad social 
como un factor a considerar, sobre todo pensando en las posibilidades de 
reinserción o, de otra manera, tomarlos en cuenta como factores protectores 
para evitar la reincidencia. Con todo, como se ha dicho, tomar estas variables 
puede traer consigo una gran disparidad en las sentencias, generando venta-
jas para quienes, por ejemplo, tienen hijos o han tenido más oportunidades 
laborales (Spohn, 2009).

La literatura sobre decisiones judiciales se encuentra dividida respecto 
de la influencia que ejercen las características particulares del juez en ellas 
(Grasmick & Macgill, 1994). En conformidad con lo dicho, ya sabemos que al 
menos en Chile, las decisiones en el marco de un proceso dependen también 
de otros actores, especialmente los fiscales. Aún así, existen dos posiciones 
respecto de la influencia de estas variables. Una señala que los diversos 
backgrounds de los jueces no hacen la diferencia, en la medida que el proceso 
de selección judicial excluye a aquellas personas menos convencionales. En 
este sentido, además, la cultura judicial impondría una socialización que iría 
haciendo menos relevante estas características, junto con lo cual serían pocas 
las instancias del proceso judicial para desplegarlas. La posición contraria 
señala que estas características sí serían relevantes. Así, una variable central 
la constituiría el género. En efecto, dice una variante de esta posición, la 
racionalidad de la mujer es distinta a la del hombre, más sensible a las 
necesidades y a la ética del cuidado (Gilligan, 1982). Además, tanto mujeres 
como minorías llevarían sus experiencias consigo al proceso, por lo cual 
existirían distintos niveles de sensibilidad sobre ciertos grupos de delitos, 
como frente a delitos sexuales en el caso de mujeres.

A pesar de lo dicho, características como la religión, el partido político y 
la experiencia previa (más o menos tiempo como juez, por ejemplo) han mos-
trado no tener efecto o tener uno muy débil en las decisiones judiciales. De 
esta manera, si bien hay evidencia sobre las diferencias en la severidad de las 
sentencias entre jueces de minorías y de distintos géneros, esta es más bien 
débil, lo que sugiere que los jueces guían sus decisiones fundamentalmente 
por otros factores, como la gravedad del delito y los antecedentes criminales, 
de lo cual es posible deducir una influencia importante del entrenamiento 
judicial y socialización legal.
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3.  El proceso de determinación de las sanciones en el Sistema de Justi-
cia Juvenil chileno

El Sistema de Justicia Juvenil chileno se encuentra regulado en la Ley  
N° 20.084 de Responsabilidad Penal Adolescente, promulgada en el año 
2005 y vigente desde junio de 2007. Esta ley surgió con la finalidad de 
modificar, de forma sustancial, los principios y normas que regían para los 
jóvenes infractores de ley, los cuales no se diferenciaban sustantivamente de 
los que se aplicaban a la población adulta.

Para la LRPA, la finalidad de las sanciones es lograr la responsabilización 
de los adolescentes por los hechos cometidos, formando parte de una inter-
vención socioeducativa amplia y orientada a la plena integración social (Ar-
tículo 20). De ahí que la intervención para la integración social, promovida 
por la ley, pueda ser comprendida en un sentido preventivo, entendiendo pre-
vención como la reducción de la probabilidad de que los jóvenes infractores 
continúen trayectorias delictuales en la edad adulta.

La LRPA se estructura a partir de múltiples objetivos que están fuera del 
alcance del presente artículo. No obstante, es posible distinguir dos objetivos 
y exigencias clave para los fines de este estudio:

a. La desjudicialización, las alternativas a la sanción penal y la preferencia 
por las sanciones en el medio libre. Se debe propiciar el no contacto del 
adolescente con la justicia juvenil y en el caso de que esto no sea posible, se 
debe buscar un término rápido al proceso penal a través de las salidas al-
ternativas al juicio o la aplicación de las sanciones no privativas de libertad 
(Berrios, 2011). 

b. Asegurar la igualdad y la no discriminación arbitraria (Artículo 4, Decreto 
1378). Se establece que no deben existir diferencias de trato fundadas en: 
el nacimiento, origen étnico, nacionalidad, sexo, orientación sexual, opi-
nión política, creencia religiosa, condición socioeconómica, circunstancias 
personales de los padres, familiares o personas que tengan a su cuidado 
al adolescente, u otras que tengan por objeto menoscabar el ejercicio, en 
condiciones de igualdad, de sus derechos. 

Estos dos elementos plantean exigencias relevantes al proceso de toma de 
decisiones de los actores del Sistema de Justicia Juvenil. En primer lugar, se 
hace presente que la sanción privativa de libertad debe ser el último recurso. 
En segundo lugar, se establece que no puede existir discriminación arbitra-
ria en base a las circunstancias personales del joven. Sin embargo, no existe 
información disponible actualmente, en Chile, que dé cuenta de cómo opera 
lo anterior en el proceso de determinación de sanciones. Tal como se men-
cionó anteriormente, la evidencia muestra que aunque los factores legales 
son aquellos que más influyen el proceso de toma de decisiones judiciales, 
los factores extralegales también juegan un rol relevante y no existe claridad 
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respecto del peso relativo que jugarían las características de los jueces en 
dicho proceso.

Dadas estas exigencias de la LRPA –la decidida preferencia por sanciones 
en el medio libre y la prohibición de tomar en cuenta factores que puedan 
menoscabar el ejercicio igualitario de los derechos del adolescente– resulta 
fundamental preguntarse por la forma en que se decide en casos de justicia 
juvenil, los eventuales sesgos que existen y las características de los jueces 
que pueden influir a la hora de determinar sanciones privativas de libertad.

Objetivos
El estudio tiene como objetivo general analizar la influencia de factores lega-
les, extralegales y las características de los jueces en sus decisiones respecto 
de la determinación de sanciones privativas de libertad en el Sistema de 
Justicia Juvenil.

Sus objetivos específicos son los siguientes:

1. Analizar aquellos factores legales y extralegales que operan en la toma 
de decisiones de los jueces, respecto de sanciones privativas de libertad 
en el delito de robo con violencia4. 

2. Explorar cómo influyen las características de los jueces en la determina-
ción de sanciones privativas de libertad para adolescentes, en el delito 
de robo con violencia.

3. Proponer estrategias judiciales, a fin de promover procesos de determi-
nación de penas y decisiones judiciales coherentes con los objetivos de 
la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente.

Metodología
El estudio utiliza una metodología cuantitativa, basada en la aplicación de 
una Encuesta de Justicia Juvenil dirigida a jueces, que contó con la colabora-
ción del Poder Judicial y Políticas Públicas UC. Esta encuesta fue de carácter 
autoadministrada y web, enviada a todos los jueces de Garantía y de tribu-
nales de Juicio Oral en lo Penal (TJOP), con alrededor de 900 casos, de los 
cuales 202 contestaron la encuesta. Cabe destacar que uno de los módulos 
de la encuesta fue diseñado bajo el método factorial, que se describe a con-
tinuación.

1. Método de encuesta factorial

Uno de los pilares metodológicos del estudio es el método de encuesta fac-

4 Se eligió el delito de robo con violencia, ya que este tipo de delito tiene una alta prevalencia en el 
Sistema de Justicia Juvenil y es considerado, dentro de la lógica del sistema, un delito grave, dando 
pie a la posibilidad de recibir una pena privativa de libertad.
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torial, que permite iluminar la “caja negra” en que se desarrolla la toma de 
decisiones por parte de jueces, pues facilita la comprensión de la elabora-
ción de juicios sociales normativos complejos y permite develar su contenido 
(Auspurg & Hinz, 2014). Este método ha sido elogiado porque constituye 
una técnica “híbrida”, que permite alcanzar tanto la validez externa de una 
encuesta convencional –en la medida que puede aplicarse a una muestra 
representativa– como la validez interna propia de un estudio experimental, 
ya que contempla una intervención controlada, a raíz de una estrategia activa 
de medición (Wallander, 2009).

Este método, llamado también “metodología experimental de viñetas”, 
consiste en presentar a los participantes escenarios realistas, con el objetivo 
de estudiar variables dependientes –que pueden ser intenciones, actitudes, 
opiniones, juicios y toma de decisiones– mediante la manipulación, control y 
variación sistemática de las variables independientes o factores explicativos 
que se suponen relevantes.

Como otras metodologías, esta aproximación contempla algunos supues-
tos básicos que es pertinente explicitar. Primero, asume que los respondien-
tes seleccionarán un número acotado de factores para basar sus juicios o 
evaluaciones y, también, que estos siguen reglas o criterios relativamente 
consistentes al momento de evaluar. Al mismo tiempo, se presume que en los 
juicios opera un componente social, además de un componente idiosincrático 
(a nivel individual), donde ambos juegan un rol conjunto en la toma de deci-
siones (Hox, Kreft, & Hermkens, 1991).

El componente principal de este método es la viñeta, esto es, una breve 
descripción hipotética o ficticia de un “objeto social” (persona, situación, etc.) 
que presenta una combinación sistemática de características (Atzmüller & 
Steiner, 2010; Wallander, 2009). De esta manera, las viñetas contempladas 
en esta investigación giran en torno a la descripción de adolescentes (ficticios) 
imputados por infracciones a la ley, casos ante los cuales los jueces deben 
determinar su postura. Dichos casos contemplan diferentes variables que 
se consideran teóricamente relevantes para la toma de decisiones de jueces 
(antecedentes delictuales, nivel socioeconómico, escolaridad, consumo de 
drogas, entre otros), y que pueden tomar distintas categorías o niveles. Así, 
por ejemplo, la variable “consumo de drogas del adolescente” puede tomar 
los niveles “consumo problemático de drogas” y “no consume drogas”. Para 
una idea más acabada de lo que constituye una viñeta, se puede revisar la 
Tabla 1, en la que se expone un modelo y en el que se subrayan los niveles 
que representan las distintas variables consideradas.

En el Anexo 1, se presenta la operacionalización, indicando todas las di-
mensiones, variables y niveles que se contemplan en esta investigación, para 
abordar la toma de decisiones en materia de justicia juvenil.
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TABLA 1. Modelo de viñeta (dirigida a jueces)

Marcela es una menor de edad extranjera que vive en un campamen-
to y ha sido acusada de cometer un delito de robo con violencia. Se 
presenta a la audiencia en compañía de su madre. Marcela no tiene 
antecedentes de delitos previos y durante su infancia estuvo en un Cen-
tro de Protección del Sename. La joven no consume drogas y asiste al 
colegio.

Rating Task: En una escala de 1 a 100, ¿qué tan probable es que Ud. le 
imponga a Marcela una sanción privativa de libertad?

Fuente: elaboración propia.

Respecto de las variables consideradas en las viñetas, es preciso realizar 
algunos alcances. Primero, la variable dependiente propuesta en la viñeta 
dirigida a jueces se tradujo en una postura frente al caso (rating task), a tra-
vés de la estimación de la probabilidad (subjetiva) de decretar una sanción 
privativa de libertad para el adolescente imputado. Luego, se debe destacar 
que todos los escenarios compartieron la salvedad de que los adolescentes 
descritos son imputados por cometer un delito de robo con violencia, de ma-
nera que este no es un elemento variable en la descripción, ya que se buscó 
la comparabilidad entre los casos, dada una infracción común y/o constante.

Como se ha adelantado, además del componente social en la toma de de-
cisiones, las encuestas factoriales también permiten abordar el componente 
idiosincrático, toda vez que no pierden de vista el rol que juegan las caracte-
rísticas personales de los jueces en el proceso de formación de juicio. Así, en 
esta investigación se consideraron diversas variables de caracterización indi-
vidual, que buscaron develar la importancia de tener en cuenta “los lentes” 
de quien realiza la toma de decisiones judiciales. Estas variables individuales 
se recopilaron en el módulo de caracterización de la encuesta online, y se 
orientaron puntualmente a caracterizar perfil sociodemográfico, formación 
académica, posición política y percepciones sobre el sistema de justicia juve-
nil en Chile, tal como se detalla en el Anexo 2.

La principal ventaja5 del método de encuestas factoriales es que logra la 
“ortogonalidad de los factores”. Esto dice relación con una perfecta no-asocia-

5 Además, este método tiene otras ventajas. Primero, la técnica de presentar a los entrevistados 
distintas descripciones, con factores que varían aleatoriamente, conforma una manera de pre-
guntar que puede estar en menos riesgo de una respuesta acorde a la deseabilidad social, ya que 
no es evidente para los participantes el foco del instrumento. Otro aspecto a considerar es que 
las personas no siempre están conscientes de la influencia de ciertos factores sobre sus propios 
juicios y/o toma de decisiones (Auspurg & Hinz, 2014; Wallander, 2009), resultando usualmente 
complejo explicitarlos frente a una pregunta directa (de encuestas convencionales), por lo que el 
enfoque factorial parece lo más apropiado cuando se quiere estudiar fenómenos complejos, como 
los factores determinantes en la toma de decisiones judiciales.



115

Estudio sobre los factores que influyen en las decisiones judiciales de la justicia juvenil en Chile
| CATALINA DROPPELMANN | PABLO CARVACHO | MARIEL MATEO | EDUARDO VALENZUELA

ción entre las variables de estudio, lo que es propio de un diseño experimen-
tal, pero que puede ser obtenido bajo este método utilizando procedimientos 
muestrales de encuestas convencionales (Wallander, 2009). Esto es relevante 
en la medida que la realidad social cuenta con una “multicolinealidad” que 
es difícil de evitar puesto que, por ejemplo, “antecedentes criminales” es una 
variable que está estrechamente asociada con el “estatus socioeconómico” 
en muchas sociedades, pareciendo imposible separarlas. Sin embargo, las en-
cuestas factoriales contemplan un diseño que genera que los factores (o “va-
riables”) en una viñeta se conjuguen con absoluta aleatoriedad. Lo anterior 
hace posible que variables correlacionadas en la vida real no lo estén, gracias 
a este diseño factorial que construye una realidad experimental y controlada, 
permitiendo a los cientistas sociales observar los efectos de cada uno de los 
factores “descontaminados” de la usual superposición de efectos que se pro-
duce en el mundo real.

En contrapartida, este método también presenta algunas limitaciones que 
es posible anticipar. Se ha criticado el realismo de los resultados obtenidos, 
debido a que no necesariamente los individuos juzgan las situaciones hipo-
téticas de la manera en que lo harían en una situación real. No obstante, los 
defensores de esta metodología señalan que son justamente las situaciones 
más críticas e incluso las irreales donde pueden descubrirse los principios 
“reales” detrás del juicio de los respondientes (Wallander, 2009). Con todo, 
pese al salto que existe entre un juicio sobre una persona ficticia y una real, 
hasta ahora no existe una metodología que permita estudiar los fenómenos 
sociales sin “apartar” a las personas de su cotidianidad, por lo que este punto 
debe entenderse como un problema propio de las ciencias sociales. 

Luego, puesto que el diseño de las viñetas debe priorizar que los par-
ticipantes no se fatiguen, se debe optar por un rango limitado de factores 
predictores de la toma de decisiones, dejando de lado algunas variables (na-
cionalidad, salud mental, entre otras) que podrían aportar al análisis. Final-
mente, y tal como se ha señalado antes, es preciso considerar que este méto-
do informaría sobre una etapa implicada en el complejo proceso de toma de 
decisiones del sistema de justicia juvenil que no solo involucra a jueces (Bi-
shop & Leiber, 2012), lo que puede ocultar ciertas desventajas cumulativas, 
generadas dentro del proceso judicial (Applegate et al., 2000; Baumer, 2013).

2. Estrategia de análisis

Debido a que cada juez debe evaluar un conjunto de viñetas, la estructura 
resultante de los datos de una encuesta factorial es, por definición, jerárquica 
(Hox et al., 1991). Si observamos la Figura 1, queda claro que las viñetas (v 
= 12) están anidadas dentro del criterio y contexto personal de cada uno de 
los jueces. De esta manera, las unidades de nivel 1 corresponden a las viñetas 
indicadas por el término vji, mientras que las unidades de agrupación, de 
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nivel 2, están constituidas por los jueces indicados en la expresión ei, donde 
j (j= 1,2,…,12) corresponde a cada viñeta que ha sido evaluada por el juez 
‘i’ (i=1,2,…,i).

FIGURA 1. Estructura jerárquica de los datos

Nivel 1

Nivel 2

ei

v2i ... v12iv1i

Existe bastante consenso en la literatura de que el análisis multinivel es 
la estrategia más apropiada y eficiente para analizar datos con estructura 
jerárquica (Bryk & Raudenbusch, 1992; Goldstein, 1986; Hox et al., 1991; 
Jasso, 2006). 

La principal utilidad de los modelos multinivel es que –al considerar dis-
tintos niveles de análisis– permite estudiar de forma simultánea tanto el 
impacto de los factores mencionados en las viñetas (asociados al componente 
social), como la importancia de las características de los individuos (com-
ponente idiosincrático) sobre los juicios. Al mismo tiempo que posibilita el 
examen de las relaciones entre variables dentro de cada nivel y entre los 
niveles de análisis, abriendo paso a un estudio que puede alcanzar una gran 
complejidad. 

Ahora bien, dado que la variable dependiente (rating task) de interés es 
numérica (1 a 10), se realizará un análisis lineal multinivel. Esta estrategia 
propone modelos con dos ecuaciones de regresión: una modela los efectos 
de la viñeta dentro de cada respondiente y la otra modela los efectos de las 
características personales de los jueces sobre el efecto de cada uno de los 
factores que conforman la toma de decisiones. De este modo, los factores 
mencionados en las viñetas corresponderán a las variables independientes de 
los modelos estadísticos, en el primer nivel (ver Tabla 4 para tener en cuenta 
cada variable considerada). En un segundo nivel, dichos factores serán consi-
derados variables dependientes, introduciendo las características asociadas a 
los individuos (jueces, definidas en la Tabla 2) como variables independientes 
que explicarán el efecto de cada factor sobre la variable de respuesta.
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Resultados
Los resultados del estudio se presentan en tres etapas. En primer lugar, se 
describe a los jueces que conformaron la muestra en torno a variables rele-
vantes para el análisis. En segundo lugar, se reporta la importancia de las 
características asociadas a los jóvenes infractores (capturadas a partir de las 
viñetas), así como las de los jueces sobre la probabilidad de dictar una sen-
tencia privativa de libertad, en base a modelos multinivel. Finalmente, se re-
porta la interacción entre los factores involucrados en la toma de decisiones, 
es decir, la forma en que los criterios legales y extralegales actúan de forma 
conjunta sobre los juicios.

1. Descriptivos de los jueces encuestados

La Tabla 2 expone datos de caracterización de los jueces. De los 202 jue-
ces que, a lo largo del país, respondieron el cuestionario, 196 entregaron 
información para la totalidad de las preguntas analizadas, sobre los cuales 
se realizaron los modelos estadísticos. Alrededor de la mitad de los partici-
pantes fueron mujeres, en promedio de 47 años de edad. La gran mayoría de 
los jueces (98,5%) declaró no tener dedicación exclusiva a casos de justicia 
juvenil y más de un 30% de éstos indicó que es “nada” o “poco relevante” su 
dedicación a esta materia dentro de su jornada laboral.

TABLA 2. Caracterización de los jueces

Frecuencia % Columna Media

Sexo
Femenino 102 50,5%  

Masculino 100 49,5%

Edad 46,7

Dedicación exclusiva a casos de 
justicia juvenil

No 199 98,5%

Sí 3 1,5%

Relevancia de la dedicación 
a casos de justicia juvenil, en 
términos de jornada laboral

Nada relevante 19 9,4%

Poco relevante 42 20,8%

Medianamente relevante 83 41,1%

Relevante 29 14,4%

Totalmente relevante 29 14,4%

Experticia, tratando casos de 
justicia juvenil

Muy buena 17 8,4%

Buena 93 46,0%

Regular 75 37,1%

Mala 12 5,9%

Muy mala 5 2,5%
 
Fuente: elaboración propia. 
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Debido a que la instalación de la LRPA busca brindar una respuesta es-
pecializada a la población infractora juvenil, el estudio atendió al nivel de 
experticia de los jueces en la temática. Los datos –expuestos en el Gráfico 
1– arrojaron que la mayoría (80%) de los jueces declara tener algún tipo de 
formación en la materia; no obstante, esta se basa principalmente en cursos 
breves más que en programas, como diplomados o magíster. Es probable que 
lo anterior se relacione con la baja percepción de autoeficacia de los jueces en 
este ámbito, puesto que casi la mitad (45,5%) consideró que su experticia tra-
tando casos de justicia juvenil, es “regular”, “mala” e incluso “muy mala”. Con 
todo, debido a que la información sobre especialización en justicia juvenil 
se considera central en el análisis, se decidió incorporar este aspecto en los 
modelos de regresión a través de una variable continua, donde 0 es ningún 
tipo de formación y 4, el grado de magíster en la materia. 

GRÁFICO 1. Especialización en justicia juvenil

 

Total

Cursos

Diplomado

Magíster

80,2%

75,2%

6,4%

2,5%

19,8%

24,8%

93,6%

97,5%

Sí No

N=202
Fuente: elaboración propia. 

Otros elementos relevantes para el análisis fueron, por una parte, las per-
cepciones de los jueces acerca de la efectividad del sistema cerrado, ya que 
justamente se evaluó la decisión de dictar una medida privativa de libertad. 
De esta manera, se consultó a los jueces cuán efectiva consideraban la in-
ternación en el régimen cerrado, en términos de lograr la plena integración 
social de los adolescentes. Frente a ello, un 32% declaró que le parecía “com-
pletamente inefectiva” o “inefectiva”. Por otra parte, se levantó información 
sobre la percepción de los jueces respecto de la delincuencia ocurrida en el 
último año6, ya que podría jugar un rol sobre sus decisiones judiciales. Esto 
fue capturado a través del nivel de acuerdo (en un rango de 1 a 5, desde 
“muy en desacuerdo” a “muy de acuerdo”) frente a la afirmación “A mi juicio, 
la delincuencia ha aumentado en los últimos 12 meses”. Casi un tercio de los 
entrevistados manifestó estar “de acuerdo” o “muy de acuerdo” (Tabla 3). 

6 Esta variable fue tratada en los modelos estadísticos como variable continua.
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TABLA 3. Percepciones de los jueces

Frecuencia % Columna

Efectividad del  
régimen cerrado

Completamente inefectivo 21 10,4%

Inefectivo 44 21,8%

Ni efectivo ni inefectivo 63 31,2%

Efectivo 67 33,2%

Completamente efectivo 7 3,5%

A mi juicio, la 
delincuencia ha 
aumentado en los 
últimos 12 meses

Muy en desacuerdo 23 11,4%

En desacuerdo 49 24,3%

Ni de acuerdo ni en desacuerdo 72 35,6%

De acuerdo 38 18,8%

Muy de acuerdo 20 9,9%

Fuente: elaboración propia. 

Además, siguiendo lo expuesto en el Gráfico 2, la mayoría (71%) de los 
jueces consideró que la principal función de la sanción penal es “brindar 
la oportunidad de reinserción al delincuente”. Más atrás se ubican quienes 
afirmaron que corresponde a “mandar un mensaje a la población y evitar la 
comisión de delitos a futuro” (16%) y en tercer lugar quienes la asociaron 
con “hacer pagar por el delito cometido” (11%). En base a esta información, 
se construyó un indicador dicotómico de la valoración otorgada por los jue-
ces, que buscó agrupar a los que optaron por otras funciones distintas a la 
reinserción del delincuente y a quienes efectivamente eligieron esta función 
como la principal, con el objetivo de incluir este aspecto en los modelos es-
tadísticos. 

GRÁFICO 2. Principal función de la sanción penal

Brindar la oportunidad de reinserción al delincuente

Mandar un mensaje a la población y evitar que cometa 
delitos a futuro

Hacer pagar por el delito cometido

Restaurar a la vítima en el daño sufrido

Aislar al delincuente de la sociedad

70,8%

15,8%

10,9%

1,5%

1,0%

N=202
Fuente: elaboración propia. 
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Por último, se recogió información acerca del apego de los jueces a la 
justicia procedimental, entendida como el nivel de acuerdo –de 1 a 5, donde 
1 es “completamente en desacuerdo” y 5, “completamente en acuerdo”– con 
diversas afirmaciones expuestas en el Gráfico 3, que denotaron el recono-
cimiento otorgado al debido proceso. Los resultados muestran que la gran 
mayoría de los jueces se ve representado por las distintas afirmaciones que 
capturan el apego a la justicia procedimental. Según esta información, se 
construyó un indicador sumativo simple de la valoración otorgada, con el 
objetivo de incluir este factor en los modelos de regresión. Este indicador pre-
sentó un alpha de 0,717, lo que sugiere una buena fiabilidad de constructo.

GRÁFICO 3. Apego a la justicia procedimental por parte de los jueces  
(% Muy de acuerdo y De acuerdo)
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Al final de la audiencia se debe explicar al joven 
imputado lo ocurrido durante la misma

98,0%

94,6%

91,6%

83,2%

78,2%

N=202
Fuente: elaboración propia. 

2. Características de los jóvenes infractores y de los jueces asociadas a 
la probabilidad de dictar una sentencia privativa de libertad

Los factores legales y extralegales se indagaron a través de la evaluación de 
viñetas. Considerando que cada juez evaluó 12 descripciones ficticias de jó-
venes, se contemplaron un total de 2.352 viñetas. Como se detalló en el apar-
tado metodológico, cada una de ellas se orientó a capturar la probabilidad 
declarada por los jueces de dictar una sentencia privativa de libertad basada 
en las características de jóvenes hipotéticos descritos por cada viñeta. El ob-
jetivo de este ejercicio fue comprender el rol de los factores legales y extra-
legales, así como las características de los jueces, en las decisiones judiciales.
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El Gráfico 4 presenta el nivel de variación de las respuestas para cada 
uno de los jueces. Esto es, el porcentaje de encuestados para las distintas 
desviaciones de respuestas, respecto de su media. Menos de un 10% de los 
jueces presentó un nivel mínimo de variación en sus juicios al leer cada 
una de las viñetas, por lo que los participantes en el estudio reaccionaron 
de forma diversa ante las descripciones de casos judiciales hipotéticos. Esto 
evidencia que, por un lado, prestaron atención a los distintos escenarios y, 
por otro, que ponderaron de forma diferente la información entregada sobre 
las características de los jóvenes, por lo que es preciso estudiar este proceso 
de toma de decisiones.

GRÁFICO 4. Variación de respuestas a las viñetas
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Fuente: elaboración propia.

El primer modelo de interés es el modelo nulo, también llamado “no con-
dicional”, ya que no posee variables explicativas. Este modelo se estimó para 
complementar el análisis anterior y confirmar si existió variabilidad signifi-
cativa entre los jueces acerca de las decisiones judiciales. De otro modo, la 
homogeneidad en los juicios no justificaría el uso de una estrategia multinivel. 
Los resultados indican que un 45% de variación en los juicios de las viñetas 
se debió a características de los jueces, por lo que un modelo de dos niveles se 
justificaba, dado que una varianza importante en los juicios pudo explicarse 
por variables de nivel dos (características de los respondientes). 
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La Tabla 4 reporta dos modelos iniciales para el análisis. El modelo 1 
indicó el efecto de cada una de las dimensiones de las viñetas, esto es, las 
variables legales y extralegales del ofensor sobre los juicios, acerca de la 
probabilidad de imponer una sanción privativa de libertad al caso descrito. 
El segundo modelo incorporó al primero las variables de nivel 2, relevantes 
para el estudio, es decir, aquellas propias de los jueces, con el fin de compren-
der el rol de su perfil. Un 52% de la varianza de nivel 1 se explicó por las 
dimensiones de las viñetas, mientras que las variables de nivel 2 incluidas 
explicaron un 17% de la varianza a nivel de jueces.

TABLA 4. Modelo multinivel para características de la viñeta y jueces

 (1) (2)

β β

Características viñeta

Ref.: Sin antecedentes

Robo en lugar no habitado 18,997***
(0,933)

18,997***
(0,933)

Robo con violencia 30,634***
(0,933)

30,634***
(0,933)

Homicidio 39,523***
(0,934)

39,523***
(0,934)

Mujer (Ref.: hombre) -0,284
(0,659)

-0,284
(0,659)

Chileno/a (Ref.: extranjero) 0,974
(0,660)

0,974
(0,660)

Ref.: Barrio acomodado

Villa -0,606
(0,810)

-0,606
(0,810)

Campamento -1,551
(0,812)

-1,551
(0,812)

Sin compañía (Ref.: acompañado) 0,553
(0,661)

0,553
(0,661)

Sin infancia en Sename (Ref.: infancia en el Sename) 0,272
(0,660)

0,272
(0,660)

No consume drogas (Ref.: consume) -6,048***
(0,660)

-6,048***
(0,660)

No asiste al colegio (Ref.: asiste) 3,672***
(0,660)

3,672***
(0,660)
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Características de los jueces

Edad -0,164
(0,166)

Mujer (Ref.: hombre) -3,957
(2,730)

Función reinserción de la pena (Ref.: otras funciones) -7,362*
(3,007)

Nivel de especialización 1,203
(2,363)

Nivel de efectividad percibido del sistema cerrado 6,055***
(1,354)

Índice de justicia procedimental -0,995
(0,555)

Temor al delito 2,798*
(1,309)

Constante 26,873***
(1,886)

13,640*
(6,919)

Bryk/Raudenbush R-squared Level 1 0,5026 0,5026

Bryk/Raudenbush R-squared Level 2 -0,0524 0,1663

Viñetas 2.352 2.352

Jueces 196 196

Nota: Errores estándar entre paréntesis. *** p<0,001 ** p<0,01 * p<0,05. Edad centrada a la media. El tama-
ño muestral se obtiene luego de listwise deletion.
Fuente: elaboración propia.

De esta forma, el modelo 1, que dio cuenta de las variables del ofensor, 
permitió un primer acercamiento a la forma en que los jueces ponderaron 
los factores legales y extralegales en la toma de decisiones. De acuerdo a este 
modelo, los factores legales, capturados a partir de la información sobre los 
antecedentes penales de los jóvenes, fueron los que tuvieron un peso más 
importante. 

Así, a medida que aumenta la gravedad de los antecedentes, se vuelve 
más probable que los jueces decreten una sentencia privativa de libertad. En 
concreto, los jóvenes con antecedentes de robo en lugar no habitado tienen 
19% más de probabilidades de recibir una sentencia privativa de libertad que 
un joven sin antecedentes penales, mientras que los antecedentes de “robo 
con violencia” y “homicidio” aumentan en 30% y 39%, respectivamente, 
dicha probabilidad cuando se contrasta con jóvenes sin antecedentes. Esto es 
interesante, ya que aunque exista de-escalamiento, esto es, la disminución de 
la gravedad del delito cometido con posterioridad a otro, los antecedentes pe-
nales aumentan las probabilidades de una sanción privativa de libertad. Esto 
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varía positivamente en la medida en que la gravedad de los delitos anteriores 
aumenta, convirtiendo a este factor en uno primordial a la hora de decretar 
una medida privativa de libertad. 

Luego, los resultados arrojaron que existen ciertos factores extralegales 
con un efecto significativo en la toma de decisiones judiciales. Esto, porque 
cuando los jueces manejaron la información de que el sujeto imputado no 
consumía drogas, disminuyó en un 6% la probabilidad de decretar una me-
dida privativa de libertad, en comparación con quienes presentaron un con-
sumo problemático de drogas, controlando por todos los factores relevantes. 
Del mismo modo, la adherencia escolar apareció como un elemento disuasivo 
para decretar una medida privativa de libertad, ya que el hecho de que los 
jóvenes no asistieran al colegio aumentó en un 3,7% la probabilidad de dic-
tar dicha sentencia versus quienes sí lo hacían. No obstante lo anterior, otros 
elementos asociados a las características del joven, como su género, nacio-
nalidad, nivel socioeconómico (proxy: “barrio de residencia”) y las redes de 
apoyo con las que contaba (“compañía familiar al momento de la audiencia” y 
“pasar por un centro de protección del Sename” no mostraron tener un efecto 
significativo en la toma de decisiones por parte de los magistrados.

El modelo 2, que incluyó las características de los jueces, buscó responder 
cómo estas impactan sobre la sentencia. Los resultados mostraron que el fac-
tor más determinante fue su concepción sobre la finalidad de la pena, ya que, 
quienes consideraron que se asocia a brindar una oportunidad de reinserción 
al delincuente, tuvieron un 7% menos de probabilidad de dictar una senten-
cia privativa de libertad que quienes se apegaron a otras funciones, como 
aquellas retributivas o preventivas generales. Luego, otro factor relevante fue 
la percepción de los jueces sobre la efectividad del régimen cerrado, ya que, a 
medida que fue más positiva, aumentó en cerca de un 6% la probabilidad de 
dictar una sentencia privativa de libertad, lo que hizo evidente que los jueces 
están más dispuestos a dictar este tipo de sanciones cuando perciben que és-
tas son más efectivas en términos de reinserción social. En tercer lugar, el he-
cho de que los magistrados declararan que la delincuencia ha aumentado el 
último año, aumentó en un 2,7% la probabilidad de dictar una sanción priva-
tiva de libertad en comparación con quienes no manifestaron esta aprensión. 

Otras características de los jueces, como su edad, sexo, nivel de especiali-
zación en justicia juvenil y el apego a la justicia procedimental, no aparecie-
ron como factores implicados en la toma de decisiones judiciales.

3. Interacción entre los factores involucrados en la toma de decisiones

El análisis anterior puede profundizarse considerando otros elementos. Dado 
que la formación del juicio es un proceso cognitivo complejo, no solo opera 
la información sobre distintos factores de forma independiente, sino que la 
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conjugación de elementos puede modificar (potenciando o mitigando) las de-
cisiones judiciales. De ahí que es relevante estudiar de qué manera las inte-
racciones (o conjugación) entre las características de los adolescentes afectan 
la probabilidad de que los jueces dicten una medida privativa de libertad. 

La Tabla 5 muestra las interacciones significativas entre dimensiones o 
características de las viñetas que describieron a los jóvenes sujetos de sen-
tencia. De esta forma, se observan interacciones entre criterios tanto legales 
como extralegales, evidenciando que el efecto de los antecedentes penales 
sobre los juicios se ve afectado cuando se cuenta con cierta información ex-
trajudicial sobre los casos imputados. En primer lugar, el hecho de no contar 
con redes de apoyo (asistir sin compañía a la audiencia) potencia el efecto 
de presentar antecedentes menos graves (en este caso, de robo en lugar no 
habitado). Así, cuando esta información apareció en conjunto, es decir, el 
adolescente presentaba antecedentes por un delito menos grave al actual-
mente cometido y asistía a la audiencia sin compañía de familiares, existió un 
4% más de probabilidad de que los jueces dictaran una sentencia privativa 
de libertad en comparación con si el joven asiste acompañado. En la misma 
línea, la información sobre el consumo de drogas tendría un efecto atenuante 
en la sentencia, ya que cuando los jueces tuvieron información de que el im-
putado presentaba antecedentes de un delito previo más grave (en este caso, 
homicidio), pero no consumía drogas, disminuyeron significativamente las 
probabilidades (5,6%) de que dictaran una sentencia privativa de libertad, 
en comparación con los casos que –dado el mismo antecedente penal– pre-
sentaron un consumo problemático de drogas.

Además, llama la atención que, aunque el género en el primer modelo 
no resultó significativo, al momento de presentarse con otra información ex-
tralegal, como nivel socioeconómico, redes de apoyo, adherencia escolar y 
nacionalidad, se dio una combinación que generó un efecto sobre la toma de 
decisiones judiciales. Más específicamente, pareciera que ante información 
que daba cuenta de la vulnerabilidad de mujeres imputadas, se mitigó la 
decisión de dictar una sentencia privativa de libertad por parte de los jueces. 
Esto porque cuando las imputadas eran mujeres y vivían en villas (proxy de 
nivel socioeconómico medio) disminuyó significativamente (en alrededor de 
un 4%) la probabilidad de dictar una sanción privativa de libertad en compa-
ración con aquellas que vivían en barrios acomodados. Algo similar ocurre 
ante casos de mujeres que asistieron sin compañía a la audiencia, quienes 
tuvieron casi un 3% menos de probabilidad de recibir una sentencia privativa 
de libertad que quienes se presentaron con compañía a esta instancia. Lue-
go, ante casos de mujeres imputadas que se encontraban desescolarizadas, 
disminuyó la probabilidad en un 3% de dictar una sentencia privativa de 
libertad en comparación con quienes sí lo estaban. Por último, se advirtió 
que ser mujer y chilena se asoció a menores probabilidades (3%) de recibir 
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una pena privativa de libertad en comparación con quienes son extranjeras. 
Estos resultados dieron cuenta de que, al contrario de lo que ocurrió con los 
hombres, la vulnerabilidad es de alguna manera “menos castigada” en el caso 
de las mujeres. 

TABLA 5. Interacciones entre características de las viñetas a partir de modelos 
multinivel

(3) (4) (5) (6) (7) (8)

β β β β β β

Homicidio#Sin 
compañía

3,890
(2,027)

Robo con 
violencias#Sin 
compañía

2,855
(1,988)

Robo en lugar 
no habitado#Sin 
compañía

4,048*
(1,982)

Homicidio#No 
consume drogas

-5,607**
(2,099)

Robo con 
violencias#No 
consume drogas

-1,970
(1,985)

Robo en lugar 
no habitado#No 
consume drogas

0,383
(2,023)

Mujer#Villa -3,891*
(1,766)

Mujer#Campa-
mento

-0,848
(1,754)

Mujer#Sin 
compañía

-2,952*
(1,387)

Mujer#No asiste 
al colegio

-3,098*
(1,480)

Mujer#Chilena -3,198*
(1,446)

Constante 29,036***
(6,524)

27,080***
(6,496)

26,427***
(6,537)

26,871***
(6,501)

27,318***
(6,491)

26,358***
(6,510)

Nota: Errores estándar entre paréntesis; *** p<0,001 ** p<0,01 * p<0,05. En cada modelo se han incluido las 
dimensiones de las viñetas y las variables de nivel de jueces del modelo anterior. Los modelos solo reportan 
betas para las interacciones significativas.
Fuente: elaboración propia.
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Implicancias de política pública
A partir de los resultados obtenidos es posible plantear implicancias en tres 
puntos centrales. Un primer punto dice relación con la información disponi-
ble en los escenarios judiciales. En la medida en que, según los resultados, 
algunos factores extralegales juegan un rol y matizan el efecto de los ante-
cedentes penales, los jueces deberían contar con información respecto de la 
situación actual del joven, en cuanto a su nivel de exclusión social, participa-
ción en la escuela, consumo de sustancias, etc. Sin embargo, esta exigencia 
de mayor información se debe hacer asegurando la igualdad ante la ley, lo 
que se traduce en que si cierta información se considera necesaria, debe estar 
disponible para todos los casos. 

En el mismo sentido, si bien es necesario contar con la información que 
se cree relevante para poder juzgar adecuadamente a un adolescente, es ne-
cesario también excluir aquella información que puede operar en un sentido 
discriminatorio y que, por tanto, no debiese ser parte de un juicio. Con esto 
se busca evitar que se criminalice la pobreza o que, en otras palabras, ciertas 
características, mayormente presentes en grupos desaventajados, operen dis-
criminatoriamente sobre ellos. Así, por ejemplo, si bien el apoyo familiar es 
un factor que puede operar positivamente para los procesos de reinserción y 
desistimiento, no puede usarse como un elemento que promueva la privación 
de libertad de un adolescente.

Lo anterior da cuenta de por qué la línea que divide aquella información 
necesaria de la que no se quiere tomar en cuenta en juicio, es algo altamente 
discutido. Como se expuso más arriba, existe información que, usada para 
fines de reinserción, puede generar resultados injustos. De ahí que una políti-
ca al respecto debería responder inicialmente a la pregunta sobre qué infor-
mación hacer disponible, en qué medida y sobre todo quién puede acceder 
a ella. 

Esta discusión es atingente a la importancia que se le dará a los informes 
técnicos propuestos en el Proyecto de Ley que crea el Servicio Nacional de 
Reinserción Juvenil. Cuánto de reporte y cuánto de pronóstico tendrán; para 
qué fines serán usados; si serán conocidos luego de decretada la sentencia 
de culpabilidad o previo a ello; y si existirá algo similar a los pre-sentence 
investigation que operan en el sistema anglosajón, son preguntas que una 
política al respecto debiese responder. En este sentido, se debe ser cuidadoso 
y se debieran incorporar también factores protectores, asociados a posibles 
procesos de desistimiento, de manera que no solo jueguen un rol aquellos 
factores retrospectivos (y, por lo tanto, estáticos) que ya operaron en la vida 
de los jóvenes. 
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Un segundo aspecto que se desprende de los resultados es la capacita-
ción o necesidades de especialización funcional y orgánica del sistema. En 
cuanto a la especialización orgánica, no solo se traduce en la posibilidad de 
una mayor dedicación o exclusividad de tribunales para tratar materias de 
adolescentes, de manera que se haga efectiva una lógica diferente a la del 
sistema penal adulto. Si bien esto está en la base de las necesidades de es-
pecialización, también deberían tomarse en cuenta un conjunto de políticas 
relativas a la modificación de ciertas prácticas organizacionales y reducción 
de los factores de stress en el proceso de toma de decisión (Casey et al., 2013). 

Por su parte, en cuanto a la especialización funcional, los resultados mues-
tran que las creencias y orientaciones respecto de la justicia sí juegan un rol 
relevante en las determinaciones judiciales. Tal es el caso de la percepción 
de los jueces respecto de la eficacia de las medidas y sanciones privativas de 
libertad. Sin embargo, esta constatación respecto de la percepción de los jue-
ces no se encuentra fundamentada en datos estadísticos objetivos, por lo que 
urge que el Sename –o futuro servicio– sea capaz de desplegar evaluaciones 
de desempeño (resultados e impacto) de los distintos tipos de medidas (en 
el medio libre) y sanciones para informar pertinentemente la toma de deci-
siones judiciales. En efecto, debieran extremarse los esfuerzos por levantar 
estudios sobre medidas alternativas a la privación de libertad, con el objetivo 
de reforzar que sea el último recurso, entre una gama de opciones. 

Además, como muestran los hallazgos del estudio, los jueces se encuen-
tran escasamente capacitados en la materia, a la vez que sostienen una baja 
percepción de autoeficacia en el manejo de la LRPA. En este sentido, a diez 
años de vigencia de la Ley RPA, es evidente que la promesa de la especializa-
ción del sistema de RPA no ha sido cumplida y que gran parte del desempeño 
de los operadores viene dado por una capacitación guiada por intereses e in-
centivos propios de cada institución, fomentado la idea de la responsabilidad 
penal juvenil como un “no-sistema”, dada su falta de articulación. De ahí que 
se ha señalado como necesaria una política unitaria mínima de capacitación 
y formación para todos los operadores del sistema de justicia (Glaser et al., 
2014). En este sentido, es posible plantear un currículo, no exclusivo, pero 
con contenidos mínimos entregado a los actores del sistema. Este currículo 
debiese ofrecer una mirada mínimamente unitaria y fundamentada en la 
evidencia sobre la delincuencia juvenil y sus vías de superación. 

Finalmente, se encuentra una serie de medidas, que buscan generar pro-
cesos y controles ex post de las decisiones de los actores del sistema. Sobre 
ello, se han planteado políticas de monitoreo y evaluación de decisiones judi-
ciales (Rachlinski et al., 2009), las cuales, por ejemplo, podrían ser relevantes 
para verificar su concordancia con la Convención de los Derechos del Niño y 
el espíritu de la Ley de RPA. Este monitoreo puede ayudar además a evitar 
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sesgos y arbitrariedades, lo cual es de especial relevancia en un sistema que 
opera con escasa información y en espacios decisionales de mayor discreción, 
como ocurre –por ejemplo– con la solicitud de internación provisoria. En la 
misma línea, se ha propuesto dar una retroalimentación a los jueces de las 
decisiones que toman (Casey, 2012) a fin de que tomen conciencia y puedan 
evaluar la consistencia de sus decisiones.

Conclusiones
Antes de entregar las conclusiones es necesario señalar que la determinación 
de una sanción privativa de libertad no es por sí misma negativa. De hecho, 
las mismas finalidades del sistema de justicia juvenil, en cuanto a la respon-
sabilización del adolescente y la preocupación por la víctima, exigen que 
ciertos casos tengan como forma de término una sentencia condenatoria con 
privación de libertad. Con todo, dado que el sistema de responsabilidad penal 
adolescente tiene fines que buscan alejar lo más posible a niños, niñas y ado-
lescentes del sistema judicial y penitenciario y que, además, prohíbe hacer un 
uso arbitrario de ciertos factores que pueden inhibir el ejercicio igualitario 
de los derechos de los adolescentes, es necesario que la determinación de una 
sanción privativa de libertad esté libre de sesgos y se ajuste sustantivamente 
al derecho penal juvenil.

Luego, el presente estudio tuvo como objetivo indagar en el rol que juegan 
los factores legales, extralegales y las características de los jueces en el proce-
so de determinación de una sanción privativa de libertad. 

El análisis realizado da cuenta de que, si bien los factores legales son deci-
sivos sobre la toma de decisiones judiciales, este proceso no se basa de forma 
exclusiva en ellos. En efecto, cuando la información judicial se ve conjugada 
con ciertos factores extralegales (como consumo de drogas, escolarización, 
redes de apoyo, género, entre otras) se puede comprender de mejor manera 
la decisión de dictar una sanción privativa de libertad por parte de los jueces. 
Al mismo tiempo, los “lentes” desde los cuales los jueces interpretan cada 
caso –sean constituidos por concepciones particulares de justicia, del sistema 
judicial o bien de la delincuencia–, también cumplirían un rol en sus dictáme-
nes. Así, este estudio aporta las primeras luces de este proceso cognitivo que 
ha demostrado ser selectivo y complejo y en donde las decisiones judiciales 
parecen estar lejos de ser indiferentes a factores extralegales y a las caracte-
rísticas individuales de los jueces. 

En primer lugar, se debe concluir que los resultados obtenidos van en la 
línea de lo señalado por las investigaciones previas, en cuanto a que los jue-
ces se orientan principalmente por tres grupos de elementos esenciales en el 
proceso de toma de decisiones: (1) factores que permiten configurar la culpa-
bilidad; (2) la búsqueda de proteger a la comunidad en cuanto a la reducción 
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de la reincidencia; y (3) la preocupación por las consecuencias prácticas de la 
decisión. En este sentido, respecto del primer grupo de factores, fue posible 
constatar que los antecedentes criminales son el factor mayormente asociado 
a la determinación de una pena privativa de libertad. De hecho, el tener ante-
cedentes penales aumenta la probabilidad de determinar una sanción priva-
tiva de libertad en 20% o 40% dependiendo de la menor o mayor gravedad 
del delito cometido anteriormente. De esta forma, el peso de este factor es 
tan relevante, que el de-escalamiento, entendido como el hecho de que el 
delito actual sea menos grave que el delito anterior cometido, no disminuye la 
probabilidad de decretar una sanción privativa de libertad. A medida que au-
menta la gravedad de los antecedentes, se vuelve más probable que los jueces 
decreten una sentencia privativa de libertad, independiente del delito actual. 

Sin embargo, se constata que el peso relativo de los antecedentes penales 
se ve afectado cuando se cuenta con información extralegal. Esto es lo que 
ocurre frente al caso de un consumo problemático de drogas y de no contar 
con apoyo familiar, factores que –de estar presentes– aumentan el efecto 
de los antecedentes penales en la determinación de la sanción privativa de 
libertad. En términos simples, jóvenes con los mismos antecedentes penales y 
características, pero que consumen drogas y no tienen apoyo familiar, tienen 
más probabilidades de recibir una pena privativa de libertad. Con todo, este 
elemento tiene un sesgo de género, ya que se observó que en las mujeres esto 
operaría en el sentido contrario; a mayor presencia de factores relativos a su 
vulnerabilidad como ausentismo escolar, falta de apoyo familiar o nivel so-
cioeconómico, menor es la probabilidad de ser sancionadas con una medida 
privativa de libertad, lo que daría cuenta de cómo los jueces asumen estereo-
tipos de género en la toma de decisiones.

Así, no solo cierta información extralegal se vuelve relevante en los pro-
cesos decisorios de los jueces, también sus propias características afectan 
los resultados finales. En efecto, las características individuales de los jueces 
explican un 48% de la varianza, a diferencia de otros factores legales o ex-
tralegales (52%). En este sentido, tal como muestra la evidencia, la religión 
y edad de los jueces no resultan significativas en el proceso de toma de deci-
siones, pero ciertas orientaciones respecto del Sistema de Justicia, en general, 
sí resultan significativas. Tal es el caso de la orientación hacia los fines de 
reinserción de la pena, la percepción de aumento del delito y la percepción 
de eficacia del sistema cerrado. Estos descubrimientos no permiten afirmar 
la literatura que da cuenta del proceso homogeneizador de la cultura judicial. 
Si bien esta pareciera hacer irrelevante el sexo, edad, posición política y reli-
giosa del juez, no borra las diferencias y visiones que en cuanto al sistema ju-
dicial mismo pueden tener los jueces. En otras palabras, esta cultura judicial 
haría irrelevante las características y visiones personales de los jueces, pero 
no lograría erradicar las percepciones que surgen del sistema en que operan. 
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No obstante, más que señalar esto como una falla o imparcialidad por parte 
de los jueces, su visibilización permite guiar hacia dónde debieran ir dirigidos 
los esfuerzos, con el objetivo de entregar herramientas que faciliten la toma 
de decisiones judiciales en el contexto de la Justicia Juvenil. 
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Anexo

1. Operacionalización de las decisiones en materia de justicia juvenil

Concepto Dimensión Variables Niveles

Factores legales Caracterización 
del delito

1.  Antecedentes  
criminales

- Robo con violencia

- Hurto simple

- Delito con intimidación

Factores  
extralegales

Factores  
individuales

1. Sexo
- Hombre

- Mujer

2. Edad
- 14 a 16

- 16 a 18

3. Consumo de drogas

-  Consumo problemático de 
drogas

- No consumo de drogas

Factores sociales

1. Lugar de residencia7

- Campamento

- Villa

- Condominio

2. Apoyo familiar

-  Se presenta al juicio con la 
madre

- Se presenta al juicio solo/a

3. Escolaridad
- Asiste al colegio

- No asiste al colegio

4. Antecedentes Sename

-  Durante su infancia estuvo 
en un Centro de Protección 
de Sename

-  No presenta antecedentes de 
haber estado en un Centro 
de Protección de Sename

7 Proxy de nivel socioeconómico.
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2. Variables de caracterización individual

Concepto Dimensión Variables

Caracterización 
sociodemográfica

Características sociodemográficas - Sexo

- Edad

- Zona geográfica

- Religión 

- Nivel socioeconómico

Caracterización 
ideológica

Formación académica - Universidad

- Año de egreso de la universidad

-  Formación de postgrado (programa 
y ámbito)

- Formación en justicia juvenil

-  Experiencia en justicia juvenil previo 
a la Ley Nº 20.084

Posición política -  Nivel de conservadurismo (Escala de 
1 a 10)

Percepciones sobre el sistema de 
Justicia Juvenil en Chile 

-  Evaluación de su rol como actor en la 
toma de decisiones

-  Confianza en medidas y sanciones de 
la Ley Nº 20.084

- Percepción delincuencia

- Punitividad

-  Importancia rehabilitación /integra-
ción social
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Resumen2

La proporción de personas mayores, de 60 años o más, está aumentando más 
que cualquier otro grupo de edad en casi todos los países del mundo. Por su 
parte, Chile presenta un envejecimiento acelerado y avanzado, por lo que se 
le debe considerar como uno de los ejes de las políticas públicas de este siglo, 
en las cuales las PM participen activamente de su cuidado y sean capaces de 
ejercer sus derechos.

Una de las estrategias a nivel nacional es la creación en el año 2013 del 
programa de Centros de Día para el Adulto Mayor (Cediam). Este se enmarca 
en la Política Integral del Envejecimiento Activo, impulsada por el Servicio 
Nacional del Adulto Mayor (Senama), cuyo objetivo es mantener a las PM en 
su entorno familiar y social, fortaleciendo y promoviendo su autonomía e 
independencia, y realizando acciones de apoyo familiar preventivo. Ello para 
contribuir a retrasar la pérdida de funcionalidad, por medio del desarrollo y 
entrega de prestaciones biopsicosociales.

1 Las autoras agradecen a los profesionales de la Unidad de Desarrollo, Análisis y Evaluación de 
Programas del Servicio Nacional de Adulto Mayor (Romina Rioja y Marcela Vargas), al encarga-
do del Centro de Día para el Adulto Mayor (Cediam) a nivel nacional (Juan Pablo Romero) y la 
encargada de Cediam Región Metropolitana (Paz Osses), por su excelente disposición al trabajo 
colaborativo con las investigadoras, actuando como facilitadores del proceso. También se agrade-
ce a los coordinadores de los Cediam que aceptaron participar de este proyecto. 

2 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas 
UC realizado el 2 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas Romy Álamo, 
directora de Desarrollo Comunitario de la Municipalidad de Renca; Octavio Vergara, director eje-
cutivo de Fundación Oportunidad Mayor; y Romina Rioja, profesional de la Unidad de Desarrollo, 
Análisis y Evaluación, del Servicio Nacional del Adulto Mayor.
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El presente estudio tiene por objetivo analizar críticamente la implemen-
tación y funcionamiento de estos centros y proponer acciones de mejoramien-
to, para asegurar la calidad del servicio entregado, aumentando la funciona-
lidad y calidad de vida de las PM que asisten a estos. A través de diversas 
metodologías, fue posible establecer las fortalezas y aspectos por mejorar en 
la implementación de los Cediam y plantear una propuesta estructurada, en 
torno a cuatro elementos: adecuación del plan de ejecución y funcionamiento 
de los Cediam contenido en la Guía de Operaciones de Centros Diurnos; 
formación y capacitación del equipo profesional; aseguramiento del finan-
ciamiento; y el plan de mejora de la gestión y coordinación entre Senama y 
Cediam. Finalmente, los Cediam se visualizan como un excelente dispositivo 
para impactar en la funcionalidad y la calidad de las PM, mostrando ser pro-
gramas beneficiosos. Sin embargo, a nivel nacional se debe avanzar en socia-
bilizar y difundir los resultados y logros, algo muy necesario para gestionar 
de manera más eficiente los recursos.

Introducción
Los avances tecnológicos y las mejores condiciones sociosanitarias de los 
últimos cincuenta años han provocado un aumento de la esperanza de vida, 
incrementando de forma importante la población de personas mayores (PM) 
(personas con 60 años y más). Las proyecciones demográficas a nivel mun-
dial predicen que en el año 2025 esta población habrá pasado de 542 millo-
nes, en 1995, a cerca de 1.200 millones (Organización Mundial de la Salud 
[OMS], 2002). 

A nivel de Latinoamérica y del Caribe ocurre el mismo fenómeno. La 
región envejece rápidamente, aunque bajo condiciones distintas. Se proyecta 
que en 2050 uno de cada cuatro latinoamericanos y caribeños tendrá 60 
años y más. A diferencia de otros continentes, este envejecimiento ocurre 
en un entorno de desigualdad, pobreza, vulnerabilidad, limitada protección 
social y sobrecarga de las familias en sus funciones de seguridad y protección 
(Comisión Económica para América Latina y el Caribe [CEPAL], 2008).

Chile presenta un proceso de envejecimiento acelerado y avanzado, pro-
vocado por la disminución sostenida de las tasas de natalidad y mortalidad, 
así como también por el aumento de la esperanza de vida, siendo actualmen-
te alrededor de 80 años para ambos sexos (Instituto Nacional de Estadísticas 
[INE], 2014). Este envejecimiento provoca repercusiones en la sociedad y 
en ámbitos específicos de las políticas públicas, como la cohesión social, los 
derechos humanos y el papel del Estado (CEPAL, 2008).

Ello repercute en el incremento de la cantidad de personas con mayor 
deterioro del organismo que conlleva la vejez, aumentando el nivel de depen-
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dencia y los requerimientos de apoyo y servicios de cuidado. Esto trae una se-
rie de desafíos, entre ellos, responder de manera adecuada a las necesidades 
y demandas de las PM y sus familias, a través de la disponibilidad de servicios 
sociales y de salud que los apoyen de manera oportuna y satisfactoria.

En el año 2013, el Servicio Nacional del Adulto Mayor (Senama) imple-
mentó el programa de Centros de Día, el cual se encuentra dirigido a las 
personas de 60 años o más, con dependencia leve y que pertenezcan al 60% 
de los hogares más vulnerables o de menores ingresos de acuerdo al Registro 
Social de Hogares (Senama, 2016). Su objetivo principal es mantener a las PM 
en su entorno familiar y social, fortaleciendo y promoviendo su autonomía e 
independencia y realizando acciones de apoyo familiar preventivo, para así 
contribuir a retrasar la pérdida de funcionalidad; por medio del desarrollo y 
entrega de prestaciones biopsicosociales (Senama, 2013). Actualmente exis-
ten 27 Cediam en funcionamiento.

Considerando todo lo señalado, el objetivo general de este estudio fue 
analizar críticamente la implementación y funcionamiento del programa de 
Cediam del Senama, a tres años desde su inicio, y proponer acciones de 
mejora para asegurar la calidad del servicio entregado como una forma de 
mejorar la funcionalidad y así impactar positivamente la calidad de vida de 
las personas mayores que asisten. Dentro de los objetivos específicos se en-
cuentran: analizar la implementación y el funcionamiento de los Cediam, 
basándose en los lineamientos entregados por el Senama; conocer la realidad 
nacional e internacional en relación con los Cediam, con énfasis en las inno-
vaciones que se han generado en los últimos años; establecer las debilidades, 
fortalezas y aspectos a mejorar desde la mirada de actores relevantes de los 
Cediam (jefe de la División de Planificación, Desarrollo y Control del Senama, 
profesionales de la Unidad de Desarrollo, Análisis y Evaluación de Progra-
mas del Senama, encargado Cediam nivel nacional y encargada de Cediam 
Región Metropolitana); y elaborar recomendaciones de implementación y se-
guimiento adecuadas a la realidad local, considerando los recursos humanos 
y materiales.

Antecedentes y diagnóstico
El envejecimiento de la población es un fenómeno mundial. La proporción de 
personas mayores de 60 años está aumentando más rápidamente que cual-
quier otro grupo etario en casi todo el mundo (UC, 2011).

El aumento de la expectativa de vida trae aparejadas múltiples necesi-
dades para las PM y, también, para su entorno. A nivel internacional, varias 
iniciativas gubernamentales han surgido para poder enfrentar estas diversas 
demandas, tales como los cuidados permanentes en hospitales o centros ge-
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riátricos donde viven los adultos mayores con mayor grado de dependencia. 
También se encuentran los servicios domiciliarios, que implican que profe-
sionales de diversas disciplinas visiten a la PM dependiente en su hogar. Por 
último, se encuentran los centros de día (Cediam), que permiten que aquellas 
PM con dependencia leve residan en su hogar, pero durante el día pueda ir a 
realizar múltiples actividades (Jarrott & Ogletree, 2016).

En varios países, los Cediam surgen enfocados en mejorar el bienestar 
físico, psíquico y social de las PM y, de manera tangencial, para mejorar 
la calidad de vida de los cuidadores, permitiéndoles descanso y la posibili-
dad de tener un trabajo remunerado. Su función es ser parte del entrama-
do asistencial, evitando la necesidad de institucionalización de las personas, 
prescindiendo de alejarlos de su hogar (Jarrott & Ogletree, 2016; Anderson, 
Dabelko-Schoeny & Tarrant, 2012). En la mayoría de estos centros, se refuer-
za la idea de funcionalidad y autonomía de las PM con el propósito de pre-
venir su deterioro y que permanezcan el mayor tiempo posible autovalentes. 
Por otro lado, las actividades e interacciones sociales también impactan de 
manera positiva el bienestar del usuario, trayendo consigo un mejor estado 
anímico y psíquico.

Sin embargo, a pesar de los puntos comunes que poseen estos centros en 
varios países, hay algunas características diferentes, tales como las prestacio-
nes y condiciones realizadas debido a la variedad de servicios que otorgan.

En Europa existe una diversidad de realidades respecto de las PM. Varios 
países del norte, tales como Suiza, Holanda, Noruega y Suecia, poseen siste-
mas de protección social que otorgan múltiples servicios a la tercera edad, 
entre ellos, los Cediam. Por otro lado, en algunos países con menos recursos 
como España se comenzaron a implementar estos centros diurnos en la déca-
da de 1980 y en la actualidad ya poseen dos subdivisiones entre la atención 
a personas que deseen fomentar su autonomía física y la para personas con 
Alzheimer y otras demencias (Prado González, 2013).

En América del Norte, el concepto de los centros de día difiere según el 
país en que se enmarca. Por ejemplo, en México, el concepto es “clubes para 
adultos mayores”, que se encuentran cumpliendo un rol similar a los centros 
de Chile, en donde los usuarios tienen actividades recreativas, de aprendizaje, 
activación física e interacciones sociales. Por otra parte, en Estados Unidos, 
existen al menos tres modalidades de centros de día: un diseño cercano al 
hospital de día basado en un modelo médico; un modelo médico-social, simi-
lar al centro diurno; y, por último, un centro diurno centrado en lo social, que 
se acerca a la idea de los clubes recreacionales para adultos mayores (Torrado 
Ramos et al., 2014).
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Esta realidad se contradice con lo que sucede en Latinoamérica, en donde 
la tasa de envejecimiento es vertiginosa. En Argentina, por ejemplo, se en-
cuentra el Programa Centro de Día que cubre esta necesidad, pero no existen 
investigaciones que respalden su efectividad (Torrado Ramos et al., 2014).

A nivel nacional, el proceso de envejecimiento es acelerado y avanzado. 
Según información del INE, en 2014 los mayores de 60 años sobrepasaban 
los dos millones de personas y representaban alrededor del 15% de la po-
blación del país. Para 2020, se espera que sean cerca de 3,2 millones de 
personas (20% de la población).

Este creciente aumento refleja el éxito de las políticas y el desarrollo so-
cioeconómico, pero también constituye un reto para la sociedad, que debe 
adaptarse para mejorar al máximo la capacidad funcional de las PM, así 
como su participación social y su seguridad (OMS, 2012). Por lo tanto, el en-
vejecimiento debe ser uno de los ejes de las políticas públicas de este siglo, lo 
que hace apremiante emprender todos los esfuerzos necesarios para avanzar 
en la construcción de una sociedad más inclusiva y cohesionada (CEPAL, 
2008), en la que las PM participen activamente de su cuidado y sean capaces 
de ejercer sus derechos.

Una de las estrategias para lograr lo mencionado es el desarrollo a nivel 
nacional del modelo de atención de Centros de Día para el Adulto Mayor 
(Cediam), enmarcado en la Política Integral del Envejecimiento Activo, im-
pulsada por el Senama. Este servicio social se encuentra en el paradigma del 
envejecimiento activo, definido como “el proceso de optimizar las oportuni-
dades de salud, participación y seguridad, a fin de mejorar la calidad de vida 
a medida que las personas envejecen” (OMS, 2002), siendo un factor que 
contribuye directamente al mantenimiento de la capacidad funcional de las 
personas, con todas las ventajas que esto involucra, tanto a nivel personal 
como familiar o social. 

Los Cediam son aquellos espacios físicos que cuentan con las condiciones 
de habitabilidad específica para el trabajo con PM, donde se entregan servi-
cios sociosanitarios y de apoyo familiar, a través de la prevención y promo-
ción de las actividades básicas e instrumentales de la vida diaria (Senama, 
2016). Su objetivo principal es mantener a las PM en su entorno familiar y 
social, fortaleciendo y promoviendo su autonomía e independencia y reali-
zando acciones de apoyo familiar preventivo, para así contribuir a retrasar la 
pérdida de funcionalidad; esto por medio del desarrollo y entrega de presta-
ciones biopsicosociales (Senama, 2013). El proceso de intervención tiene una 
duración de entre seis meses y un año, donde la PM cuenta con herramientas 
necesarias para vincularse a otros espacios, que permitan continuar con su 
inclusión social.
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Una investigación realizada con el objetivo de evaluar la aceptabilidad so-
cial de este servicio encontró que las PM reconocieron una serie de beneficios 
de asistir al Cediam, como la mejoría en la funcionalidad, empoderamiento y 
mayor inserción social (Araya, Rubio & Herrera, 2016). Además, se ha descri-
to un impacto positivo en el bienestar subjetivo y satisfacción de los usuarios.

Los Cediam pueden estar a cargo de instituciones públicas, incluidas las 
municipalidades y sus corporaciones, como también privadas sin fines de 
lucro que se encuentren inscritas en el Registro de Prestadores de Servicios 
Remunerados o No a adultos mayores, que administren uno o más centros 
diurnos o que acrediten experiencia en atención de personas mayores en 
situación de dependencia leve. Estos organismos ejecutores pueden acceder 
a un fondo especial entregado por el Senama destinado a financiamiento, 
por un monto de subvención per cápita de $51.124, previa presentación y 
aceptación de un proyecto. Además, cuentan con la asesoría y orientación 
técnica por parte de Senama. En el año 2017, 26 de los 27 ejecutores de los 
Cediam correspondían a municipalidades y solo uno es una fundación sin 
fines de lucro.

Para el funcionamiento de los Cediam se cuenta con la Guía de Operacio-
nes de Centros Diurnos del Senama, actualizada anualmente. Sin embargo, la 
manera de su implementación varía dependiendo del organismo ejecutor, lo 
cual puede generar discrepancias en la calidad del servicio entregado. Ade-
más, si bien técnicamente se debiera supervisar de manera mensual a cada 
organismo ejecutor, esto se ha realizado con menos frecuencia y, por lo tanto, 
se hace necesario poder indagar con mayor profundidad en los aspectos de 
implementación y funcionamiento de estos centros, identificando sus fortale-
zas y aspectos de mejora.

Es por esta razón que se plantea crear una propuesta actualizada en re-
lación con la implementación, funcionamiento y evaluación de los Cediam, 
de modo de abordar esta problemática desde una perspectiva holística, que 
asegure la entrega de un servicio de calidad para las PM. La finalidad es per-
feccionar la prestación y aumentar la eficacia del programa, impactando en 
la funcionalidad y calidad de vida de las PM y sus familias.

Metodología
1. Revisión sistemática de la literatura: con el fin de evaluar el efecto 
de los centros de día tanto en las PM como en sus familiares, entre los años 
2012-2017. Se analizó un total de 17 estudios que cumplieron con los crite-
rios de inclusión, los cuales proveían información sobre 17 intervenciones o 
estrategias distintas. Los criterios de inclusión fueron los siguientes: 
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Tipo de estudio. Se incluyen estudios clínicos, ensayos clínicos controlados, 
estudios multicentro, estudios comparativos controlados, cuasiexperimenta-
les y cualitativos.
Población. Edad: estudios con PM de edad superior a los 60 años. De incluir 
pacientes de menor edad, que la edad media de la muestra supere el mismo 
umbral. Diagnósticos: se excluyen muestras con deterioro cognitivo o demen-
cia, discapacidad intelectual, dependencia moderada a grave, depresión grave 
o cualquier trastorno psiquiátrico grave.
Intervención. Solo se incluyen intervenciones sociosanitarias que ocurran 
dentro de planeamiento directo de centros de día o similares. 
Resultados. Efectividad y/o beneficios obtenidos de los centros de día, en-
tendidos como cualquier efecto positivo que satisfaga una o más necesidades 
para la persona adulto mayor o para sus familiares o cuidador(es).

2. Revisión de la documentación existente y reuniones con actores cla-
ve: se revisaron todos los documentos existentes relacionados con el funcio-
namiento de los Cediam: guías de operaciones, protocolos, guías de habilita-
ción, entre otros. Junto a esto, se realizaron reuniones de trabajo con actores 
relevantes del Senama: 

• Jefe de la División de Planificación, Desarrollo y Control.

• Profesionales de la Unidad de Desarrollo, Análisis y Evaluación de Progra-
mas.

• Encargado del Cediam a nivel nacional.

• Encargado del Cediam de la Región Metropolitana.
Toda la información recolectada de los procesos anteriores dio los lineamien-
tos para construir las guías de entrevistas, con un conjunto de preguntas 
preestablecidas (entrevistas semiestructuradas) para la realización de la in-
vestigación, utilizando una metodología cualitativa. 

3. Realización de grupo focal y entrevistas a coordinadores de Cediam: 
se realizó un grupo focal con cinco coordinadores de los Cediam de la Región 
Metropolitana y nueve entrevistas semiestructuradas a los coordinadores de 
otras regiones del país. La información recopilada fue grabada previa auto-
rización de los participantes y transcrita textualmente. Para el proceso de 
análisis, se utilizó el modelo de análisis de contenido, identificándose los 
principales hallazgos, agrupándolos en categorías y subcategorías.
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Resultados

1. Comparación internacional 

La mayor parte de los artículos seleccionados proviene de Asia (Corea del 
Sur, Japón, Taiwán, Malasia) y Europa (Portugal y España). Las demás áreas 
fueron Norteamérica (Canadá y Estados Unidos) y Medio Oriente (Israel e 
Irán). De las intervenciones abordadas, menos de la mitad incluyeron grupos 
control o de comparación (n=7). Cinco de los estudios consideraron dentro 
de su intervención actividad física o ejercicio, y uno buscó mejorar equilibrio 
y estabilidad. Cinco de los estudios incluyeron una intervención de tipo psico-
lógica (estimulación cognitiva, de memoria, o que buscaba mejorar estado de 
ánimo) y uno se centró en la adherencia a tratamientos. Tres de los estudios 
implicaron la introducción del uso de tecnologías (para el centro o para los 
usuarios). En cuatro casos, la intervención era asistir a los centros de día, 
y cuatro intervenciones implicaban el despliegue de paquetes complejos de 
actividades recreativas, físicas y psicológicas.

Los estudios encontrados en la revisión sistemática se pueden subdividir 
en dos: estudios que evalúan la implementación de diversos programas en 
los centros de día y, en menor medida, estudios que evalúan los efectos de los 
servicios ya otorgados por los centros de día. 

1.1 Efecto de la implementación de programas 

Salud física. Hay cinco investigaciones que incluyen programas de ejercicios 
para adultos mayores, ya sea de manera específica o incluida dentro de un set 
de intervenciones. Se implementaron programas enfocados principalmente a 
fortalecer la musculatura física y mejorar el equilibrio de los adultos mayores 
los cuales tuvieron resultados positivos (Fujita et al., 2016; Lin et al., 2015; 
Motalebi et al., 2014; Nakano et al., 2013; Shahbazi et al., 2016).

Salud mental. Se desarrollaron programas para estimulación cognitiva y/o 
mejorar la salud mental de las personas. Destacan en su mayoría interven-
ciones enfocadas en mejorar aspectos cognitivos sin resultados significativos 
(Alves Apóstolo et al., 2016; Fujita et al., 2016). En cuanto a los aspectos 
psicológicos, el foco fue medir depresión, sentimiento de soledad, calidad de 
vida, satisfacción, autoconcepto y desesperanza. En este punto, la estimu-
lación cognitiva tuvo un efecto a corto plazo en disminuir sintomatología 
depresiva (Alves Apóstolo et al., 2016). Asimismo, la intervención grupal de 
resignificación vital solo disminuyó la desesperanza, sin afectar satisfacción o 
calidad de vida (Avia et al., 2012). Por el contrario, el estudio relacionado con 
el involucramiento familiar sí tuvo resultados positivos, aumentado la salud 
percibida y mayor satisfacción para los cuidadores (Chang et al., 2015). Final-
mente, algunos estudios que involucraron tecnología aumentaron bienestar 
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y calidad de vida, pero no mejoraron el autoconcepto (Ferreira et al., 2015; 
Fernández et al., 2017). Respecto del sentimiento de soledad medido en el 
estudio de Israel, no se realizó una intervención para mejorar o disminuir su 
presencia (Iecovich & Biderman, 2012). 

Uso de nuevas tecnologías. Se utilizaron nuevas tecnologías de diversas 
maneras, ya sea para la evaluación del funcionamiento de centros de día 
como para la medición de ciertas características psicológicas tales como des-
esperanza, calidad de vida y satisfacción. No hubo resultados significativos, 
excepto levemente para la sensación de desesperanza, que disminuyó tras el 
uso de esta tecnología (Jarrott & Ogletree, 2016; Ferreira et al., 2015). En 
un caso, se usaron tecnologías de visualización y comunicación para mejorar 
la interacción social entre adultos mayores con sus pares y familiares, con 
buenos resultados, aumentando el bienestar y la sociabilidad (Fernández et 
al., 2017). 

1.2 Efecto de los centros de día como servicios

Destacan las investigaciones que consideran el funcionamiento de manera 
global y sus implicancias, tales como el estudio cuasiexperimental canadien-
se que investiga la relación entre la frecuencia de uso de los centros de día 
y la prolongación del tiempo que demora un adulto mayor en ser internado 
para recibir cuidados permanentes en residenciales. Allí se encontró que, a 
mayor frecuencia de uso de los centros de día, más tiempo demora un adulto 
mayor en ser internado para recibir cuidados permanentes en residenciales 
(Kelly, Puurveen & Gill, 2016). Sin embargo, se debe analizar el ámbito de-
sarrollado en estos centros de día, ya que los estudios realizados en Israel no 
presentan resultados positivos acerca de la sensación de soledad o aumentar 
las consultas médicas de los adultos mayores (Iecovich & Biderman, 2012). 
También resalta el estudio que busca implementar tecnología para generar 
datos y analizar la situación de los centros de día respecto de las áreas de 
mejor desarrollo, además de incorporar a los cuidadores y familiares de ma-
nera más activa durante la permanencia de los adultos mayores en los centros 
de día (Jarrott & Ogletree, 2016). Finalmente, destaca el estudio realizado en 
Irán sobre la implementación de un paquete de servicios (cognitivos, físicos, 
educativos y recreacionales) con resultados significativos al disminuir disca-
pacidad o dependencia (Shahbazi et al., 2016).

2. Origen y condiciones de implementación de los Cediam

A continuación, se muestra la situación actual de los Cediam, entregando el 
contexto desde donde surge este servicio sociosanitario. Luego, se presenta 
una síntesis de la información recopilada a través de la revisión de la do-
cumentación existente para su implementación y funcionamiento (guías de 
operaciones, protocolos, guías de habilitación, entre otros) y entrevistas con 
actores relevantes del Senama.
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A nivel internacional, en el año 2002, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas aprobó la “Declaración Política” y el “Plan de Acción Internacio-
nal de Madrid sobre el Envejecimiento”. Ambos documentos reconocen tres 
prioridades para la acción: las PM y el desarrollo, el fomento de la salud y el 
bienestar en la vejez, y la creación de un entorno propicio y favorable para 
las PM (OMS, 2015). Además, ese mismo año la OMS dio a conocer el docu-
mento “Envejecimiento activo: un marco político”, el cual hace énfasis en la 
necesidad de actuar en múltiples sectores, con el objetivo de asegurar que 
las PM sigan siendo un recurso para sus familias, comunidades y economías. 
Propone cuatro lineamientos, dos de las cuales se relacionan con los Cediam: 
desarrollar una continuidad de servicios sociales y de salud que sean asequi-
bles, accesibles, de gran calidad y respetuosos con la edad, y que tengan en 
cuenta las necesidades y los derechos de las personas a medida que enveje-
cen; y, proporcionar formación y educación a los cuidadores (OMS, 2002). 

En Chile se generó en el año 2012 la Política Pública Integral para Perso-
nas Mayores, cuyo propósito es lograr que las PM permanezcan autovalentes 
el mayor tiempo posible, vivan con sus familias y que el menor número po-
sible necesite ingresar a un Establecimiento de Larga Estadía para Adultos 
Mayores (ELEAM). Se desarrolló a partir de un trabajo colaborativo de un 
comité interministerial, con participación del Ministerio de Desarrollo Social, 
el Comité Técnico Interministerial, la Comisión Especial del Adulto Mayor de 
la Cámara de Diputados, el Comité Consultivo y el Comité Ejecutivo de Se-
nama, 1.530 dirigentes PM, 100 colaboradores directos en mesas de trabajo 
y 11 organizaciones no gubernamentales que prestan servicios a 31.960 PM.

En este marco se encuentra la creación de los Cediam el año 2013, como 
un proyecto piloto con enfoque preventivo y con subvención per cápita de 
$51.124 para la atención de 1.200 PM. Ese mismo año iniciaron su funcio-
namiento seis Cediam, cinco de ellos en la Región Metropolitana. Actual-
mente, existen 27 Cediam en funcionamiento (ver Anexo), de los cuales 11 
se encuentran en la Región Metropolitana. Cabe mencionar que no existen 
Cediam en regiones al norte del país (Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofa-
gasta y Atacama). 

Para la implementación de un Cediam que reciba subvención del Senama, 
se debe presentar un proyecto que considere una serie de aspectos; una vez 
aprobado por la contraparte técnica de este organismo, se firma un convenio 
de operación que considera aspectos como: resultados esperados, mecanis-
mos que el Senama empleará para evaluar su cumplimiento, contraparte 
técnica, forma de la entrega de los recursos financieros, rendición de cuentas, 
informes técnicos relacionados con la ejecución del proyecto, entre otros. Es 
así como en la implementación y funcionamiento, el Senama realiza tanto 
un acompañamiento técnico como también un rol supervisor. El objetivo de 
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la supervisión es el monitoreo del avance de los procesos, actividades y pro-
ductos logrados durante la ejecución del proyecto, a fin de mejorar la gestión, 
calidad y resultados, tanto técnicos como financieros (Senama, 2016).

Todos los aspectos mencionados anteriormente se encuentran contenidos 
en la Guía de Operaciones, la cual es actualizada anualmente, donde además 
se detallan las prestaciones, antecedentes y variables.

A continuación, se mencionan algunos elementos en relación con la im-
plementación y funcionamiento de estos centros organizados en dos tópicos: 
ciclo del Cediam y recursos. 

2.1 Ciclo del Cediam 

Los criterios para ingresar a un Cediam (perfil de ingreso) son:

• Edad: 60 años o más.

• Grado de funcionalidad: dependencia leve, medido a través del índice de 
Barthel. Este evalúa las Actividades Básicas de la Vida Diaria (ABVD) que 
hacen referencia a aquellas que permiten al sujeto ser independiente en su 
domicilio: bañarse, vestirse, usar el W.C., transferirse, controlar esfínter y 
alimentarse. La aplicación de dicho instrumento es realizada por alguno de 
los profesionales que trabajan en el Cediam.

• Nivel socioeconómico: pertenecer a los quintiles I, II y III, según Ficha de 
Protección Social.

Una vez que el usuario ingresa se le realiza una evaluación inicial multi-
dimensional que incluye las siguientes áreas: ABVD e instrumentales, equi-
librio y marcha, cognitiva, afectiva y redes. Luego de esto se plantea que se 
debe elaborar un plan de atención individual, incorporando las áreas que la 
PM le interese trabajar (Guía de Operaciones 2017, Senama).

Existen talleres que son obligatorios, los cuales deben ser realizados en 
todos los Cediam: Habilidades personales: estimulación cognitiva, actividad 
física y prevención de caídas, y taller de “historia de vida”; habilidades socia-
les: resolución de conflicto, habilidades de autonomía y autogestión comuni-
taria, y habilidades comunitarias (PM y cuidador): participación comunitaria, 
cuidado del cuidador y buen trato. Además, se encuentran talleres sugeridos 
como: Habilidades Sociales, Derribando Mitos, Manejo de Trastornos Con-
ductuales y de Prestaciones Sociales. Los talleres se encuentran detallados en 
un anexo contenido en la Guía de Operaciones, con la finalidad de unificar 
su forma de realización. 

Una vez que la PM ha concluido el proceso de intervención (de seis meses 
a un año), debe egresar del Cediam. Este momento de la desvinculación re-
sulta crítico tanto desde el punto de vista de los profesionales como de las PM. 
El egreso se transforma entonces en una fuente de ansiedad y temor para las 
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PM, quienes mencionan que no existe oferta de participación para ellos fuera 
de las actividades del Centro de Día. De esta manera, una vez que termina 
la participación en el Cediam, las personas no tienen actividades en la misma 
dinámica que las ofrecidas por el Centro a las que puedan integrarse, lo que 
eventualmente podría llevar al olvido de las habilidades conseguidas (Araya, 
Rubio & Herrera, 2016). Para ayudar a que este proceso sea más favorable se 
realizaba un taller de desvinculación; sin embargo, el solo nombre provocaba 
en las PM una visión negativa por lo que en el año 2017 se modificó a taller 
“Autoestima, autonomía y autogestión comunitaria”.

2.2 Recursos 

Cada Cediam debe contar con un equipo multidisciplinario: coordinador 
(profesional área sociosanitaria), trabajador social, kinesiólogo, terapeuta ocu-
pacional y psicólogo, quienes son los encargados de realizar los diagnósticos, 
los planes de atención, los talleres y las evaluaciones. El organismo ejecutor 
además puede contratar algún otro profesional que considere necesario. Si 
bien no existen requisitos de formación o capacitación formal para ingresar 
a trabajar a los Cediam, sí se describen ciertas competencias generales para 
facilitar el trabajo en equipo y la atención de los usuarios3. 

El proceso de entrega de recursos económicos por el Senama, hasta el año 
2016, era en la modalidad de tres cuotas, supeditada a la entrega de infor-
mes, lo cual dificultaba el pago de servicios y honorarios. Actualmente, es en 
una sola cuota a los municipios o universidades (100% del total de recursos) 
y para organismos privados (corporaciones, fundaciones) en dos cuotas de 
80% y 20%. Para conseguir este financiamiento se requiere de postulación 
de forma anual, el cual se realiza a inicio de cada año. 

El ingreso per cápita es de $51.124, el cual no ha sido modificado en 
los tres años de ejecución. Anualmente es discutido el presupuesto de los 
Cediam. Además, de este monto cada ejecutor puede aportar los recursos 
financieros que considere conveniente, por lo que existen diferencias en los 
presupuestos con los que opera cada Cediam. 

El año 2013 ingresó a la Cámara de Diputados un proyecto de ley que 
crea un fondo concursable de apoyo al adulto mayor (Boletín N° 9156-32), 
que permitiría el financiamiento de servicios de apoyo para los centros diur-
nos. Sin embargo, esta iniciativa se encuentra actualmente en segundo trámi-
te constitucional en el Senado, sin actividad desde octubre de 2015. 

3 En 2013, se realizó una evaluación piloto por la Comisión Permanente de la Red Interguberna-
mental Iberoamericana de Cooperación Técnica que mostró una gran preocupación en la Di-
rección del Senama por la formación de los profesionales que trabajan en los Cediam. Por dicho 
motivo los expertos entregaron toda la información existente en España sobre cualificaciones pro-
fesionales, títulos de formación profesional y certificados de acreditación, relativos a las distintas 
áreas de intervención social y sociosanitaria.
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3. Evaluación crítica de los Cediam desde la mirada de los coordinado-
res: fortalezas, dificultades y sugerencias de mejora 

Este apartado muestra una síntesis del análisis cualitativo de las entrevistas 
realizadas a los coordinadores de los Cediam a nivel nacional. 

3.1 Fortalezas percibidas en los Cediam

3.1.1 Resultados y logros 

Percepción de un impacto positivo de los Cediam en el bienestar de 
las PM. Estaría sustentada en la mejora de los indicadores de bienestar de 
la población atendida, a partir del apoyo y ayuda brindada en los centros. 
Esta mejora, vinculada a la estadía de los PM en estos Centros Diurnos, se 
observaría en tres niveles:

• Bienestar físico y salud: se observan mejoras o mantención en los niveles 
de funcionalidad de los PM y en otros ámbitos de su salud (tales como 
incrementos en indicadores de salud cardiovascular, reducción de “polifar-
macia”, entre otros).

• Bienestar psicológico y emocional: mejora en el bienestar subjetivo, con 
avances en ámbitos más anímicos y de calidad de vida.

• Bienestar social: se evidencia en los usuarios mejoras en el ámbito de la 
inclusión y adaptación social, mostrándose los PM más dispuestos a inte-
ractuar en contextos sociales y a participar de la oferta programática de 
las diversas instancias comunales (no solo en los talleres de los Cediam); 
superando en muchos casos experiencias de aislamiento social y empobre-
cimiento de redes.

Reconocimiento de una alta calidad en el servicio entregado a las PM. 
Se enfatiza en torno a la percepción de la entrega de un servicio de calidad, 
una imagen bastante positiva de sí mismos como equipos intervinientes, re-
conociendo un nivel de compromiso y dedicación al trabajo con PM, que esta-
ría influyendo en la “alta” calidad del servicio entregado. Aparece en algunos 
un importante compromiso ético y vínculo emocional con la población de 
PM que atiende, lo que se manifiesta en preocupación por su bienestar, en la 
búsqueda activa para favorecer su integración a redes de apoyo comunal, en 
actividades de seguimiento y capacitación, entre otras.

Favorable recepción y evaluación desde las PM hacia los Cediam. Se 
expresa una alta valoración de los mismos. La positiva demanda, participa-
ción y deseo de dar continuidad a su estadía en los Cediam, por parte de sus 
usuarios, también sería un indicador de los buenos resultados alcanzados por 
estos programas. 
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3.1.2 Trabajo en red. Visibilidad y reconocimiento de los Cediam a nivel comunal

Adicionalmente, se destaca como una fortaleza en el funcionamiento e imple-
mentación de los Cediam el contacto y articulación que han ido generando 
en sus trayectorias con otras instancias y servicios comunales. Esta estrategia 
activa por parte de los coordinadores y equipos profesionales, se visualiza 
como clave para aumentar, mejorar e incorporar nuevos recursos (humanos 
y materiales) en la atención con las PM. Esto se hace clave en la medida que 
los consultados reconocen importantes limitaciones financieras en los presu-
puestos para el funcionamiento de los centros.

Se identifican tres variables que han ido contribuyendo a que los Cediam 
se vayan instalando como un actor y referente en la red comunal de aten-
ción a la PM: (i) la pertenencia o estrecha relación a la red de salud comunal 
y a otros servicios de atención municipal en cada comuna donde están los 
Cediam, (ii) la ubicación estratégica que en general tienen los Cediam en sus 
comunas, generalmente cercanos o “adosados” a otros servicios comunales 
relevantes (centro “cívico” comunal: municipalidad, Cesfam, CCR, hospitales, 
carabineros, etc., y (iii) la apertura y trabajo a nivel comunitario de los Ce-
diam, prestando servicios de apoyo y capacitación en temáticas relacionadas 
con PM, ayudando a reforzar su presencia y valoración a nivel de redes co-
munales.

3.1.3 Recursos humanos: dotación y perfil

Si bien no es un ámbito que emerge espontáneamente como fortaleza, al 
indagar en esta dimensión evaluativa, la mayoría de los entrevistados dan 
cuenta de una mirada favorable, destacando dos ámbitos en relación a los 
recursos humanos que trabajan en los Cediam:

Dotación o cantidad adecuada de profesionales. De modo de atender 
las necesidades de los usuarios, considerando para ello la existencia de un 
equipo “base” (mínimo), desde lo exigido por Senama. Tras esta percepción, 
hay que tener en cuenta que la evaluación de estos consultados se basa en 
una mirada con “criterio de realidad” en cuanto a las posibilidades presu-
puestarias con las que se cuenta para la contratación de profesionales: con los 
recursos financieros que se tienen, se logra articular un equipo “suficiente” 
para atender a las PM. Se suma a ello, el hecho de que algunos coordinadores 
también señalan que la dotación actual de profesionales es mayor a lo que se 
puede financiar desde los fondos Senama, pero que logran sumar esas horas 
profesionales a partir del apoyo financiero y de recursos humanos que brin-
dan a sus centros otras instancias de la red comunal (facilitado muchas veces 
por su codependencia institucional).
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Perfil de equipos profesionales adecuados a las necesidades de salud 
y psicosociales de las PM. Se destaca una formación profesional-universi-
taria en la mayoría del personal, adecuada a las necesidades de la población 
que se atiende. En algunos casos, se destaca un entrenamiento adicional en 
temáticas particulares vinculadas a la etapa de la adultez mayor (atención 
gerontológica, gerontología social) y/o experiencia previa de trabajo con este 
grupo. En este contexto, en la mayoría de los coordinadores consultados, se 
reconocen instancias de capacitación al recurso profesional que trabaja en los 
Cediam, siendo principalmente “autogestionadas” desde los mismos centros. 
Por último, en cuanto a actividades de autocuidado, no aparecen como una 
fortaleza en el funcionamiento de los equipos actuales.

3.1.4 Infraestructura y equipamiento

Si bien no es un ámbito que surja espontáneamente como una fortaleza, 
al consultar por esta dimensión, se levanta una evaluación favorable, reco-
nociendo un nivel de equipamiento físico y capacidad espacial adecuados 
para atender los requerimientos de las PM en sus centros. Básicamente, se 
destacan: espacios de buen tamaño y con cantidad suficiente de salones para 
prestar todos los servicios y realizar los talleres, equipamiento confortable, 
atractivo, y espacios acondicionados al perfil de las PM que se atiende.

3.1.5 Diversidad de enfoques de trabajo en los Cediam

Como un aspecto más puntual dentro de las fortalezas observadas en el 
funcionamiento e implementación de los Cediam, los profesionales destacan 
particularmente dos enfoques de trabajo. Por una parte el enfoque clínico, 
donde todas las acciones y actividades dirigidas a las PM buscan documentar 
los resultados clínicos para demostrar, a nivel central (Senama), los cambios 
y mejoras experimentados, dando cuenta también con ello que, desde esta 
estrategia de trabajo en su equipo, los Cediam pueden incluso disminuir los 
costos a la red de salud que significan las múltiples atenciones dirigidas a 
esta población. Por su parte, el enfoque comunitario señala la relevancia de 
la vinculación afectiva entre el centro y sus usuarios, transformándose en un 
espacio de encuentro entre PM, en un ambiente de acogida desde los profe-
sionales que allí trabajan. Es así como se visualiza al centro no solo como una 
oferta de talleres, sino también como un lugar de socialización.

3.2 Dificultades percibidas en los Cediam 

Desde el análisis, se identifica un gran ámbito de cuestionamiento transver-
sal relativo al actual vínculo y coordinación entre los Cediam y Senama, lo 
que redunda en dos ámbitos de dificultades relevantes para el funcionamien-
to e implementación: 
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3.2.1 Falta de continuidad y estabilidad en el funcionamiento de los Cediam 

Este fenómeno se genera producto del modelo de financiamiento desde Sena-
ma (vía postulación por períodos acotados y firma de convenios periódica). 
Esto surge como una de las barreras más relevantes para la continuidad de 
los equipos profesionales y de los procesos de atención. Se cuestionan princi-
palmente tres aspectos en torno a esta categoría: 

El modelo de financiamiento. La vía de postulación y renovación periódica 
de convenios obliga a la repostulación permanente.

La inestabilidad de los equipos de trabajo y otras condiciones labora-
les. La ausencia de contratos a mediano o largo plazo (renovación de con-
venios) genera situaciones de discontinuidad en el funcionamiento de los 
centros, como períodos en que deben dejar de funcionar en espera de la 
aprobación de los recursos. Esto conlleva en ocasiones a la desvinculación 
de profesionales, o bien instala climas profesionales de alta desmotivación 
(trabajar sin recibir ingresos, solo motivados por el compromiso personal con 
sus centros), lo que repercute en la partida de los mismos.

La inestabilidad en los procesos de atención e intervención. Dada la 
falta de continuidad en el funcionamiento de los centros en espera de la re-
novación de los convenios con Senama. Se reconoce aquí, transversalmente, 
un impacto desfavorable para los usuarios, dado que ya han construido un 
vínculo y cierto grado de dependencia o “demanda” con el Cediam, lo cual, 
en ocasiones, es abruptamente interrumpido.

3.2.2 Gestión y coordinación desde nivel central de Senama 

Al respecto, se muestra una mirada bastante crítica hacia la vinculación y 
dependencia con este organismo en tres niveles: 

A nivel de coordinación y vínculo entre Senama y equipos profesiona-
les de los Cediam. Aquí emerge una crítica, de alto contenido emocional 
en el discurso, referida a la percepción actual de que Senama plantea una 
exigencia percibida como unilateral de cumplimiento de formalidades y com-
promisos desde los Cediam. Ello, además, en un contexto de percepción de 
trato poco amable hacia los equipos de los Cediam.

A nivel de manejo de información. Los profesionales dan cuenta de ba-
rreras en la “bajada” de información desde el nivel central hacia los Cediam, 
y en la “subida” de retroalimentación desde estos hacia el nivel central. Por 
ejemplo, se señala desconocer, como equipos profesionales, la utilidad o uso 
posterior de los informes solicitados y enviados a Senama, las sugerencias 
técnicas que se plantean en instancias de encuentro regional o nacional, y el 
no poder acceder a la información global, por ejemplo, sobre los indicadores 
de resultados de la red de Cediam, entre otros.
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A nivel de definiciones conceptuales o criterios. Se percibe una diferen-
cia de criterios entre el nivel central versus el local. Básicamente, aparecen 
cuestionamientos a ciertas definiciones y lineamientos conceptuales en cuan-
to a los criterios de ingreso, egreso y puntualmente de tiempo de permanen-
cia en los Cediam.

En cuanto a los criterios de ingreso de adultos mayores, se plantean inade-
cuaciones a dos niveles, entre criterios Senama y experiencia local, respecto 
de la evaluación del grado de dependencia de la PM, aspecto determinante 
para decidir su ingreso o no como usuaria:

• Se considera una dependencia netamente funcional o física versus contem-
plar otros aspectos referidos al grado de dependencia o estado emocional 
de las PM. 

• Algunos agregan también la ausencia actual de un criterio más preventivo 
en la definición de ingreso, incorporando como potencial usuaria a un per-
fil de PM en estado previo a la dependencia leve (“autovalente con riesgo 
de…”).

• También dan cuenta de cierta inadecuación percibida entre los resultados 
de las escalas o pruebas (de origen o acuerdo internacional) aplicadas para 
determinar el grado de dependencia de la PM versus otros criterios de 
evaluación de orden psicosocial, que consideran factores contextuales más 
locales.

• Adicionalmente a esta percepción de inadecuación entre criterios Senama y 
de Cediam, algunos coordinadores plantean la dificultad para lograr captar 
a PM con este perfil de dependencia leve, dada su ubicación más lejana de 
los centros cívicos de sus zonas o su menor antigüedad de funcionamiento, 
tendiendo a captar una mayor demanda de PM autovalentes. Para poder 
lograrlo surge la necesidad de activar redes comunales (red de salud).

Por su parte, se cuestionan los criterios de egreso de los Cediam, proto-
colizados también desde el nivel central, pues no se perciben acorde con las 
características vitales ni del desarrollo del segmento de PM. Algunos profe-
sionales consultados declaran trabajar con un segmento de la población que 
presenta características del desarrollo que no hacen claramente definible el 
concepto de “egreso”, dadas dos consideraciones de esta etapa de la vida:

• En general, las PM que ya presentan niveles de dependencia leve se vin-
culan a rangos etarios donde el deterioro comienza a ser progresivo (“sin 
vuelta atrás”), requiriendo una atención desde los Cediam permanente en 
el tiempo, una vez que ya ingresaron. 

• Para estos consultados, eventualmente la PM puede superar o mejorar su 
dependencia leve inicial, pero han ido construyendo un vínculo con los 
Cediam que los harían personas emocionalmente más sensibles a la depen-
dencia de este tipo de oferta y contexto programáticos.
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Finalmente algunos coordinadores ponen foco en el criterio actual de 
permanencia de seis meses en los Cediam, percibido como un lapso temporal 
muy breve para la intervención y mejora que se busca en esta población. 
Durante ese período de tiempo de atención, no sería posible entonces lograr 
evidenciar y/o cuantificar resultados.

3.2.3 Infraestructura y equipamiento

No surge como un ámbito de dificultad relevante, a diferencia de los dos ejes 
anteriores. Sin embargo, frente a la consulta por esta dimensión de la imple-
mentación y funcionamiento de los Cediam, aluden a dos problemas: diferen-
cias en la calidad y tamaño de las dependencias de los Cediam; y escasez de 
transporte vehicular para usuarios, sobre todo en ámbitos rurales.

3.3 Sugerencias de mejora desde la mirada de los coordinadores de los 
Cediam 

3.3.1 Sobre los equipos profesionales de los Cediam (RR.HH.)

Formación y capacitación. Se releva la necesidad de generar instancias y 
recursos para capacitar a los equipos en temáticas claves, con el fin de com-
prender e intervenir con la población de PM (por ejemplo, Gerontología). Si 
bien se reconocen buenos resultados en el trabajo con PM desde los Cediam, 
se plantea como una mejora y optimización del recurso profesional el poder 
formarse específicamente en aspectos importantes para trabajar con PM, con 
más conocimientos y herramientas, formando equipos con una mirada socio-
sanitaria y ampliando la oferta de intervenciones.

Gestión del autocuidado. Si bien es un ámbito que no surge como necesidad 
espontánea entre los consultados, al indagar sí se reconoce la importancia de 
incorporar espacios u horas programáticas para acciones de autocuidado de 
los equipos en cada centro. Esto cobra especial interés a juicio de algunos 
profesionales, dado el vínculo emocional y afectivo que tiende a construirse 
con los usuarios, y el enfrentamiento constante de procesos de pérdida y due-
lo por el fallecimiento de los mismos. Al respecto, se sugieren iniciativas de 
capacitación e instancias de trabajo en equipo, como ejemplos de actividades 
de autocuidado que podrían implementarse.

Incorporar o aumentar horas de algunas especialidades profesionales. 
Sugerencia referida por algunos coordinadores que expresan la necesidad 
actual en sus equipos de contar con más horas de profesionales de áreas 
relevantes para el quehacer y atención integral en los centros. Se menciona 
el incorporar o aumentar horas de psicólogo, enfermeros, fonoaudiólogo y 
terapeuta ocupacional, los que van más allá de los equipos “base”. 
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3.3.2 Visibilización de los Cediam, sus logros y resultados 

Algunos profesionales proponen como un rol del Senama visibilizar a nivel 
nacional el trabajo, aporte y resultados de los Cediam.

4. Síntesis de resultados

Se puede observar que el perfil de ingreso, principalmente, se encuentra en-
focado en la funcionalidad física y no considera una visión más integral, dado 
que no incluye aspectos afectivos, cognitivos, sociales (relaciones sociales y 
participación) ni de bienestar subjetivo o calidad de vida. En una reunión 
sostenida con los profesionales del Senama, una dificultad mencionada es 
que han pesquisado una falta parcial de cumplimiento del perfil de ingreso, 
principalmente en el criterio de la dependencia, es decir, los beneficiarios 
son autovalentes en las ABVD. Al indagar sobre este tema en las entrevistas 
realizadas a los coordinadores de los Cediam, señalan inadecuada la conside-
ración de una dependencia netamente funcional o física versus otros aspectos 
referidos al grado de dependencia o estado emocional de los adultos mayores. 
Agregaron, también, la ausencia de un criterio más preventivo en la defini-
ción de ingreso.

Del mismo modo, la mayor parte de los talleres tanto obligatorios como 
sugeridos tienen un enfoque más bien psicosocial; solo en uno su foco es la 
funcionalidad física (actividad física y prevención de caídas). Por lo tanto, se 
puede decir que el perfil de ingreso se encuentra en discordancia con los ta-
lleres que se realizan. Esto podría explicar el impacto positivo que han tenido 
los Cediam en las PM en cuanto a su bienestar subjetivo, empoderamiento 
y mayor inserción social, referido por los profesionales que trabajan en este 
programa tanto a nivel del Senama como ejecutores, y por la única investiga-
ción realizada en un centro de día en Chile (Araya, Rubio & Herrera, 2016). 
Además, en este mismo estudio no se encontró ningún cambio en el grado de 
funcionalidad al egreso, medido a través del índice de Barthel. 

Otro punto crítico manifestado por los profesionales del Senama es que, 
a pesar de contar con algunos lineamientos en relación con el enfoque de 
trabajo, no todos los Cediam presentan el mismo. Sin embargo, esta diferen-
cia es referida por los coordinadores, como una fortaleza, mencionando dos 
enfoques de trabajo: enfoque clínico, donde todas las acciones y actividades 
dirigidas a las PM tienen por objetivo mostrar cambios y mejoras en los usua-
rios, documentando esta información a nivel central (Senama); y enfoque 
comunitario, con una mirada más relacional, donde el centro se transforma 
en un espacio de encuentro entre PM, no solo como una oferta de talleres sino 
también como un lugar de socialización.
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En las entrevistas realizadas a los coordinadores, surgió la preocupación 
por la permanencia de seis meses, ya que lo consideraron como un tiempo 
muy breve para la intervención y, por ende, insuficiente para evidenciar el 
impacto en la PM. A lo anterior, se agrega que algunos profesionales cues-
tionaron los criterios actuales de egreso de los Cediam, pues se perciben no 
acordes con las características vitales y del desarrollo del segmento de PM. Es 
así, como el egreso es un momento crítico, tanto desde el punto de vista de los 
profesionales como de las PM, potenciado por la inexistencia de un trabajo en 
red de derivación de ingreso ni de egreso con los servicios de salud, servicios 
comunales u otros ofrecidos.

Referente al equipo profesional, cada Cediam debe contar con un equipo 
multidisciplinario. En general, se desprende desde la información recolecta-
da con los profesionales del Senama y los coordinadores, esta formación de 
equipo es adecuada para atender las necesidades de las PM, teniendo en con-
sideración la limitación en los recursos para incluir otros profesionales, como 
enfermera o fonoaudiólogo. Junto con ello, algunos expresaron la necesidad 
de contar con más horas de algunos profesionales, por ejemplo, el psicólogo. 
Respecto de la formación de los profesionales, no existen requisitos de for-
mación o capacitación formal para ingresar a trabajar a los Cediam. Así tam-
bién, una vez que forman parte del equipo interdisciplinario, los coordinado-
res entrevistados señalaron que no existen capacitaciones ni actualizaciones 
como requisito para el trabajo con las PM. Sin embargo, Senama organiza 
Jornadas de Buenas Prácticas como instancia de capacitación, aunque estas 
no son visualizadas de ese modo por los profesionales. Por último, en cuanto 
a actividades de autocuidado, en las entrevistas no aparecieron con fuerza 
como una fortaleza en el funcionamiento de los equipos actuales. Además, se 
mencionó que no se dispone de presupuesto para este aspecto.
El financiamiento de los Cediam, considerando el proceso de asignación y 
entrega de recursos por el Senama, es un tema muy importante y recurrente 
en las entrevistas realizadas a los coordinadores de los centros. Surge como 
una dificultad para la continuidad de los equipos profesionales y los procesos 
de intervención con los usuarios, generando inestabilidad laboral, meses sin 
pago de sueldos mientras se espera la aprobación de los recursos, lo que pro-
voca en ocasiones la renuncia de los profesionales, generando debilitamiento 
de los equipos y consecuentemente inestabilidad en los procesos de interven-
ción con las PM.

Propuestas e implicancias de política pública 

Propuesta 1: Adecuación del plan de ejecución y funcionamiento de los 
Cediam contenido en la Guía de Operaciones de Centros Diurnos

A pesar de que el término funcionalidad se utiliza más comúnmente dentro 



155

Centros diurnos para personas mayores, Servicio Nacional del Adulto Mayor:  
realidad y desafíos a tres años de su implementación 

| MIRIAM RUBIO | CLAUDIA MIRANDA

de la esfera física, restringido a identificar el grado de independencia o auto-
nomía en la realización de las actividades de la vida diaria (AVBD), es nece-
sario tener presente que la capacidad funcional no solo está influenciada por 
esta esfera, sino también por su capacidad cognitiva y afectiva, y su entorno 
social. Por ejemplo, para que la PM pueda realizar una tarea sencilla, va a 
requerir un mínimo de capacidad física, cognitiva y afectiva o emotiva, ade-
más de un entorno que lo permita. Si cualquiera de estos componentes falla, 
la realización de la tarea será más difícil, alterándose la capacidad funcional.
Como ya se mencionó en apartados anteriores, actualmente los Cediam con-
sideran un perfil de ingreso principalmente basado en la funcionalidad desde 
la esfera física. Sin embargo, se observa que la naturaleza actual de la oferta 
programática de los talleres impartidos en los centros tiene una orientación 
más bien psicosocial. Por lo tanto, resulta necesario reformular los criterios 
de ingreso, con el fin de avanzar a una visión multidimensional (biopsicoso-
cial) de los participantes que no excluya a PM que podrían beneficiarse de 
su asistencia al Cediam. Para el logro de esto, se plantea la modificación del 
perfil de ingreso.

Se sugiere que el ingreso de estas al Cediam provenga o sea derivado 
desde la Atención Primaria de Salud (APS), específicamente, por lo pesquisa-
do en el Examen Médico Preventivo del Adulto Mayor (EMPAM), desde dos 
condiciones:

1. Diagnóstico Funcional del Adulto Mayor (EFAM): es un elemento predictor 
de la pérdida de funcionalidad de la PM, permitiendo detectar de forma 
integral los factores de riesgo de la PM que vive en la comunidad. Serían 
prioritarias de ingreso al Cediam, las PM categorizadas como “en riesgo de 
dependencia” y, en segunda opción, “autovalentes con riesgo”. La incorpo-
ración de este segundo grupo agrega un enfoque preventivo a este servicio 
sociosanitario, lo que podría idealmente detener el proceso de deterioro 
funcional, disminuyendo el número de PM con dependencia leve, dado que 
serían abordados en los Cediam en etapas anteriores.

2. En caso de personas que puedan presentar una discapacidad, por ejemplo, 
usuarios de sillas de rueda con secuelas de un accidente cerebro vascular 
o personas ciegas, se debe aplicar el índice de Barthel. Se derivarán al Ce-
diam las PM con dependencia leve. Sin embargo, es necesario considerar 
la evaluación del estado cognitivo, ya que un criterio de exclusión para el 
ingreso es obtener un puntaje compatible con signos sugerentes de demen-
cia o un deterioro cognitivo. 

En su implementación, esto no generaría mayores recursos económicos, 
pero requiere de la incorporación de un trabajo articulado y en red entre 
los Centros de Salud Familiar (Cesfam) y los Cediam, lo cual es factible de 
realizar, debido a que gran parte de sus ejecutores son municipalidades. Por 
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lo tanto, solo se requeriría una coordinación a nivel local. Además, es im-
portante sensibilizar a los profesionales de salud de los Centros de Salud 
Familiar (Cesfam) sobre la existencia de los Cediam, cuál es su objetivo y 
quiénes pertenecen a la población beneficiaria de este dispositivo, a través de 
la difusión a nivel local.

Así también, en la línea de los talleres incluidos, se considera que pre-
sentan una orientación adecuada. Sin embargo, sería importante incorporar 
uno a dos talleres referidos a la esfera física de la funcionalidad, nuevamente 
para tener una visión más integral de esta, considerando los factores que la 
impactan. A continuación, se mencionan dos posibles talleres o temáticas: 

1. Estilos de vida saludable y automanejo de las condiciones crónicas de sa-
lud: si se quiere impactar en la funcionalidad de las PM, es importante con-
siderar que existen factores que influyen en esta, descritos en múltiples in-
vestigaciones, como la presencia de enfermedades crónicas, la polifarmacia 
y la autopercepción del estado de salud. Consecuentemente, es necesario 
incluir al menos un taller que aborde estas temáticas, que apoyen y poten-
cien el trabajo realizado en la APS con personas con patologías crónicas, 
provocando una sinergia positiva.

2. Fortalecimiento en las Actividades Instrumentales de la Vida Diaria (AIVB): 
estas actividades le permiten a la PM más independencia y autonomía, 
participando activamente en la sociedad. Se debe potenciar la capacidad 
para hacer compras y el manejo del dinero, preparar la comida, usar los 
medios de transporte, el teléfono o celular y la responsabilidad respecto a 
su medicación.

Un aspecto positivo de los talleres actuales y que es necesario mantener 
se refiere a los lineamientos para la ejecución en cada Cediam, que incluyen 
para cada taller los siguientes aspectos: objetivo, población objetivo, ejecutor, 
rendimiento y frecuencia, periodo, número de participantes y contenidos y 
prestaciones generales. Se sugiere trabajar fuertemente en la estandarización 
de la forma en que se llevan a cabo, considerando dos aspectos esenciales: la 
experiencia de los equipos que los realizan y la evidencia científica disponible 
respecto del tema. 

Las modificaciones a los talleres no requieren de recursos económicos 
extras. Los profesionales del Senama tendrían la tarea de crear los lineamien-
tos para los nuevos talleres y los equipos de los Cediam –en conjunto con el 
Senama– podrían trabajar en la estandarización de la mejor forma operativa 
de realizarlos.

Referente a la diferencia de enfoques del trabajo en los Cediam que sur-
gió de la información entregada por los coordinadores de los centros, ambos 



157

Centros diurnos para personas mayores, Servicio Nacional del Adulto Mayor:  
realidad y desafíos a tres años de su implementación 

| MIRIAM RUBIO | CLAUDIA MIRANDA

tienen que conjugarse para mantener su propósito y objetivo, siguiendo la 
misma visión planteada en esta propuesta: avanzar hacia una mirada más 
integral de las PM.

En relación con el tiempo de intervención con las PM en los Cediam, la 
literatura describe que para que una intervención sociosanitaria tenga algún 
impacto debe ser de al menos seis meses, lo cual en este caso se cumple. Sin 
embargo, es necesario considerar las particularidades de las PM que asisten, 
por ejemplo, aquellas de zonas rurales solo asisten una vez a la semana, en 
contraparte con las de zonas urbanas que lo hacen tres veces a la semana. Por 
lo tanto, el periodo disponible para participar de las distintas actividades del 
centro no es el mismo y el efecto o impacto, tampoco. Además, es importante 
considerar que, durante este tiempo, la PM podría presentar episodios de en-
fermedad o incluso hospitalización. Es así como se debe seguir considerando 
un periodo no menor a seis meses e, idealmente, un año. 

Finalmente, el egreso emergió como un momento crítico en los Cediam. 
Es preciso contar con un programa de desvinculación asistida, que entregue 
herramientas que permitan a las PM integrarse a la comunidad y que favo-
rezca la articulación con otros servicios, con la finalidad de potenciar o man-
tener lo desarrollado durante el periodo de intervención. Esto se encuentra 
sustentado en evidencia científica, ya que se ha descrito que la participación 
social se asocia con una mejor funcionalidad y calidad de vida. Se plantea 
desarrollar algunos elementos que podrían favorecer este proceso de egreso:

1. Creación de un protocolo de egreso con etapas definidas, que vaya prepa-
rando a la PM para su egreso. Es importante que este también considere 
aspectos psicológicos de la desvinculación de los profesionales hacia las PM.

2. Continuar el taller “Autoestima, autonomía y autogestión comunitaria”, in-
corporado desde este año, que prepara a la PM para su egreso y para co-
nectarla con la comunidad. Además, realizar una evaluación a corto plazo 
que permita identificar si se produce algún cambio en la forma de enfrentar 
el egreso por parte de las PM.

3. Conocer los servicios disponibles para las PM a nivel local, incluyendo una 
lista de estos con sus respectivos encargados, que les permita saber cuál es 
la oferta y cómo pueden acceder a ella.

Es muy importante mencionar que algunas de estas modificaciones han 
sido consideradas para el funcionamiento actual y futuro de los Cediam, ya 
que el inicio de este proyecto coincidió con una etapa de autoevaluación 
desde el Senama.
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Propuesta 2: Formación y capacitación del equipo profesional

Una de las fortalezas actuales de los Cediam radica en la interdisciplinarie-
dad de los profesionales que conforman el equipo de trabajo. Esto permite 
una mirada de las PM desde un enfoque biopsicosocial, entregando a la vez 
un servicio que integra distintas áreas para responder a las necesidades de 
los usuarios. 

En este sentido, sería prudente evaluar la posibilidad de incorporar otros 
profesionales como enfermeros o fonoaudiólogos; esto apoyado en la expe-
riencia internacional4 y en lo recabado en las entrevistas a los coordinadores. 

Ahora bien, dada las características particulares del grupo etario con el 
cual se trabaja, la interdisciplina, si bien es necesaria, no es suficiente. Al 
respecto, se requiere que todos los profesionales que trabajan en un Cediam 
tengan una visión y formación especializada en aspectos gerontológicos, con 
la finalidad de asegurar cuidados de alto estándar a las PM y sus cuidadores. 
La falta de capacitación puede llevar a incurrir en errores en las intervencio-
nes o cuidados entregados. Como mecanismo compensatorio a esta capacita-
ción formal para ingresar a trabajar en un Cediam, se debe solicitar al menos 
un año de experiencia con PM y considerar el periodo de formación durante 
en los primeros 12 meses de trabajo. Para financiar esta capacitación, lo 
ideal sería contar con un apoyo económico para el profesional, ya sea desde 
Senama –a través de la postulación a un fondo que aporte un porcentaje de 
subvención (por ejemplo, un 20 %)– o desde el mismo organismo ejecutor. 
De esta manera, además se lograría asemejar, en este punto, la dotación de 
profesionales que entregan atención a las PM en los Cediam.

Otro aspecto importante que surge desde los hallazgos de la investigación 
cualitativa realizada es la necesidad de crear instancias de capacitación para 
el autocuidado del equipo profesional. Estas pueden ser variadas, tales como: 

1. Jornadas sobre estrategias generales de autocuidado: manejo del estrés, re-
laciones sociales y conflictos, recreación y manejo del tiempo libre, ejercicio 
y alimentación saludable, entre otros. Estas debieran tener una duración de 
al menos medio día.

2. Instancias para conversar y reflexionar, dentro del equipo, en un ambiente 
protegido, sobre las vivencias y emociones que genera trabajar con PM, ya 
que, el contacto a diario con dicho grupo etario, inevitablemente moviliza 
la concepción y proyección del propio envejecimiento. 

4 La Sociedad Americana de Geriatría apoya el cuidado interdisciplinario de las PM por las si-
guientes razones: la complejidad de cuidados de las PM, ya que presentan necesidades médicas, 
sociales, psicológicas y funcionales diferentes a los adultos jóvenes y medios; la mejora del proceso 
de salud y los resultados en los síndromes geriátricos, que pueden observarse en los distintos 
servicios sociosanitarios; y la disminución de la utilización de servicios y, con ello, el costo sanita.
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3. Aumentar el número de encuentros nacionales de los profesionales que 
trabajan en los Cediam, con el fin de compartir experiencias, dificultades, 
desafíos y recursos que han resultado exitosos. 

Esta propuesta de capacitación cobra mayor sentido –y tiene más probabi-
lidades de ser fructífera– si se ofrece en un contexto donde el financiamiento 
de los Cediam esté garantizado por un período más prolongado, que procure 
una disminución de la rotación del recurso humano.

Propuesta 3: Asegurar el financiamiento

Un tema transcendental para que este programa de Cediam siga funcionando 
de forma exitosa es resurgir el proyecto de ley que crea un fondo concursa-
ble de apoyo directo al adulto mayor (Boletín N° 9156-32), que asegure los 
recursos financieros para un adecuado funcionamiento. Sin embargo, es ne-
cesario remirar los montos solicitados en este fondo, debido al tiempo trans-
currido y considerando la experiencia de estos años de trabajo de los Cediam. 
Contar con este recurso financiero de manera permanente facilitaría dar 
mayor continuidad a la ejecución de los proyectos, al estar apoyados por una 
estructura administrativa y financiera mayor, asumiendo con ello una mayor 
disponibilidad y distribución de recursos a nivel nacional.

Un estudio realizado por la consultora Zagreb en el año 2016, encargado 
por el Ministerio de Desarrollo Social, mostró que el mayor gasto para fun-
cionamiento de los Cediam es el recurso humano, asignándose un 68,6% 
del gasto total. Los otros costos informados son gastos recurrentes (17,1%), 
infraestructura (11,5%) y equipamiento (2,8%). Además, el costo promedio 
por usuario fue de $283.410 por mes.

Es importante no perder de vista que desde sus inicios los Cediam fueron 
pensados a través de una subvención y resulta imposible –por el gran gasto 
que significaría– subvencionar la totalidad. Por lo tanto, se plantea como un 
mecanismo de asegurar la calidad del servicio entregado, que la subvención 
del Senama asegure el recurso financiero para la contratación de los profe-
sionales. Esta iniciativa es una idea que surgió en las reuniones con el encar-
gado de los Cediam a nivel nacional, quien menciona que se está evaluando 
la posibilidad de crear un fondo concursable para este aporte financiero. 
En esta figura, el organismo ejecutor asumiría los otros costos asociados al 
funcionamiento. 

Así también, las autoras de este proyecto plantean que esta asignación de 
recursos tenga una duración de al menos dos años, obviamente con evalua-
ciones periódicas del funcionamiento, tal como se solicita actualmente. Esto 
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permitiría la continuidad del proyecto, mayor estabilidad laboral, contar con 
los profesionales capacitados para atender a las PM y, finalmente, asegurar la 
calidad del servicio, ya que es lo mínimo necesario.

Un último punto a mencionar, si bien se conoce que los recursos son 
limitados, si se desea que toda la población mayor que podría participar de 
los Cediam, pueda hacerlo, es necesario considerar la implementación de un 
aporte diferenciado para las zonas rurales que asegure que las PM de estas 
zonas con difícil acceso a los CEDIAM se beneficien de este dispositivo.

Propuesta 4: Plan de mejora de la gestión y coordinación: Senama y 
Cediam 

Los resultados muestran dificultades percibidas a nivel de gestión o adminis-
tración, coordinación o relación, e información y lineamientos conceptuales. 
En toda organización, el clima organizacional tiene directa relación con la 
motivación, satisfacción y, finalmente, con el desempeño de los trabajadores. 
De allí la importancia de que exista una política explícita para mejorar este 
aspecto. Al respecto, se sugiere lo siguiente:

1. Mejorar la comunicación desde nivel central hacia los Cediam y viceversa. 
Para ello, se propone, por ejemplo, implementar reuniones cortas, regula-
res y semanales dentro de cada Cediam, para discutir, en un ambiente de 
acogida, aspectos como: objetivos de la semana, revisar los de la semana 
previa, proyectos, desafíos, problemas y soluciones. Los aspectos centrales 
que resulten de estas reuniones debieran ser comunicados por los coor-
dinadores a las autoridades de nivel central, directamente en reuniones 
planificadas (al menos cada dos meses), en las que se construyan soluciones 
colaborativas y consensuadas. Esas instancias permitirían, por una parte, 
que los trabajadores comprendan el propósito de los cambios a implemen-
tar y por otra, que se sientan considerados e incluidos en las decisiones que 
involucran el desarrollo de los Cediam.

 Así también, continuar manteniendo una reunión nacional de Cediam al 
menos una vez al año, donde el Senama presente los resultados cuantitati-
vos, objetivados a través de la aplicación de instrumentos de VGI que se les 
solicita al ingreso y egreso de las PM, y donde los profesionales tengan un 
espacio de retroalimentación de resultados y aprendizaje de buenas prácti-
cas.

2. Mejorar la claridad de los aspectos administrativos. Ello implica comunicar 
de manera clara y oportuna los tiempos de espera de resoluciones admi-
nistrativas, las dificultades que se presentan en los procesos de gestión, etc. 
Además, se deben establecer reglas claras respecto de temas que influyen 
en la carga de trabajo, por ejemplo, el número máximo de PM por profesio-
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nales existentes en los Cediam o la cantidad de documentación requerida. 
Finalmente, aspectos más simples deben ser regulados, como el tiempo de 
aviso para coordinar reuniones o asistir a eventos, solicitudes por e-mail 
durante los fines de semana, entre otros.

3. Mejorar el sistema de apoyo y acompañamiento a los profesionales de los 
Cediam. Además de la formación de los profesionales, es necesario que, en 
las reuniones periódicas de Senama y coordinadores, se explicite la exis-
tencia limitada de recursos y se exploren en conjunto formas de optimizar 
los existentes o buscar adicionales en las redes locales, y se reconozcan las 
contribuciones y experticias individuales de los profesionales y de cada 
Cediam (como grupo) dentro del objetivo común de mejorar la calidad de 
vida de las PM (por ejemplo, a través de diplomas, ceremonias).

Esta propuesta solo puede concretarse en la medida que se implemente en 
conjunto con una política que permita una mayor estabilidad en las contrata-
ciones de los profesionales de los Cediam.

Conclusiones y proyecciones 
En este estudio se evaluó de manera crítica la implementación y funciona-
miento del programa de Cediam del Senama a tres años desde su inicio, 
identificando fortalezas y aspectos por mejorar. Asimismo, se propusieron 
acciones de mejora que a futuro permitirían asegurar el estándar del servicio 
entregado, como una forma de aumentar la funcionalidad y, así, impactar 
positivamente en la calidad de vida de las personas mayores que asisten. 

La revisión de los documentos existentes sobre el funcionamiento de los 
Cediam permitió dar cuenta de la discrepancia entre el perfil de ingreso (que 
apunta a la evaluación de la dependencia física) y los talleres obligatorios 
realizados (enfocados mayoritariamente en aspectos psicosociales). También 
fue posible mirar otros ámbitos como, por ejemplo, el egreso de las PM, la 
conformación de los equipos profesionales y el financiamiento.

De la revisión de la experiencia internacional, se destaca el efecto posi-
tivo que se ha encontrado en la salud física de las personas mayores de los 
programas de ejercicios ofrecidos en los centros de día, existiendo resultados 
disímiles en cuanto a variables como desempeño cognitivo, calidad de vida 
e institucionalización.

La utilización de una metodología cualitativa permitió develar las forta-
lezas y debilidades desde la perspectiva de los coordinadores de los Cediam. 
Las fortalezas radican principalmente en el impacto positivo observado en 
las PM, el reconocimiento de la entrega de un servicio de calidad, el posi-
cionamiento como parte de la red comunal de atención a este grupo etario, 
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la infraestructura y la dotación de profesionales apropiadas e idóneas, y la 
existencia de diversidad en los enfoques de trabajo (clínico y comunitario). 
En cuanto a las debilidades, se señalan la falta de continuidad y estabilidad 
en el funcionamiento de los Cediam (producto del modelo de financiamiento 
que los regula) y la falta de coordinación entre el Senama y los Cediam, en 
los criterios conceptuales y gestión, propiamente tal.

Todo este proceso de recolección de información entregó una mirada 
completa y exhaustiva del actual funcionamiento de los Cediam, lo cual per-
mitió formular la propuesta para su ejecución y seguimiento, adecuada a la 
realidad local, considerando los recursos humanos y materiales. 

Finalmente, se puede concluir que, tal como se muestra a nivel internacio-
nal y a nivel nacional, los Cediam se visualizan como un excelente dispositivo 
para impactar en la funcionalidad y la calidad de las PM, mostrando ser pro-
gramas beneficiosos desde la perspectiva de los profesionales y de las PM que 
asisten a ellos. A nivel nacional, se debe avanzar en sociabilizar y difundir 
los resultados y logros desde el inicio hasta hoy (cuatro años), lo que es muy 
necesario para gestionar de manera más eficiente los fondos y presupuestos, 
y evitar altos costos.

La inversión en este dispositivo y otros se justifica, principalmente, por 
el carácter de necesidad, dado el aumento progresivo de la población de PM 
en Chile, y por la conveniencia económica que podría tener para el Sistema 
de Salud, bajando los costos asociados a las atenciones en las PM, debido al 
enfoque preventivo de los Cediam.

Si bien los Cediam son una excelente estrategia, no se debe olvidar que 
solo está dirigida a un grupo restringido de PM, por lo tanto, se debe avanzar 
hacia la creación de una nueva política pública que plantee la instalación pro-
gresiva de un Modelo de Cuidado Integral para las PM, considerando todas 
las necesidades de estas personas y sus cuidadores, y que, además, asegure 
el acceso universal a las prestaciones requeridas. Este modelo, a partir de los 
grados de dependencia, derivaría a la PM a la prestación más adecuada:

• Personas autovalentes sin riesgo: trabajo directo en los Centros de Salud de 
Atención Primaria a través de la inclusión al programa “Más Adultos Mayo-
res Autovalentes”. Valoración constante a través del EMPAM y manejo de 
sus patologías crónicas de base.

• Personas autovalentes sin riesgo, en riesgo de dependencia o dependencia 
leve: derivación a los Cediam. Valoración constante a través del EMPAM y 
manejo de sus patologías crónicas de base en su Centros de Salud de Aten-
ción Primaria.



163

Centros diurnos para personas mayores, Servicio Nacional del Adulto Mayor:  
realidad y desafíos a tres años de su implementación 

| MIRIAM RUBIO | CLAUDIA MIRANDA

• Personas con dependencia moderada: centros de día referenciales del Sena-
ma, derivación a programa de atención domiciliaria de los Centros de Salud 
de Atención Primaria, entre otros. 

•  Personas con dependencia severa: derivación a programa de atención do-
miciliaria de los Centros de Salud de Atención Primaria, cuidados domici-
liarios del Senama o ELEAM, en caso necesario.

• Personas con demencia: prestaciones entregadas por el plan de demencia 
impulsado por el Ministerio de Salud desde junio de 2017.

La creación de dicha política pública debiese ser un trabajo colaborativo 
de los organismos involucrados en el cuidado de las PM, como Senama, Mi-
nisterio de Desarrollo Social y Ministerio de Salud.

Este modelo permitiría entregar un cuidado integral, de acuerdo a los 
grados de dependencia y el deterioro cognitivo con su correcta derivación, 
con intervenciones que potencien la mantención de la autonomía, moderen el 
avance de la pérdida de la capacidad funcional y mejoren la calidad de vida, 
tanto de las PM como de sus familias.
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Anexo

TABLA 1. Cediam en funcionamiento al año 2017

Región Comuna Cupos  
(usuarios/centros)

Estado

Coquimbo La Serena 60 Desde 2014

Valparaíso
El Quisco 50 Desde 2015

San Felipe 50 Desde 2014

O’Higgins
Quinta de Tilcoco 45 Desde 2015

Peumo 40 Desde 2015

Maule San Clemente 90 Desde 2014

Bío Bío Tucapel 50 Desde 2013

Araucanía

Curarrehue 50 Desde 2014

Padre las Casas 90 Desde 2014

Victoria 26 Desde 2014

Loncoche 60 Desde 2016

Los Ríos La Unión 50 Desde 2014

Los Lagos

Hualaihué 50 Desde 2015

Los Muermos 63 Desde 2014

Frutillar 80 Desde 2014
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Región Comuna Cupos  
(usuarios/centros)

Estado

Magallanes Punta Arenas 63 Desde 2015

Metropolitana

Quinta Normal 50 Desde 2014

San Miguel 66 Desde 2014

Recoleta 63 Desde 2015

La Reina 100 Desde 2013

Renca 72 Desde 2014

Puente Alto 90 Desde 2013

Independencia 90 Desde 2014

Melipilla 90 Desde 2014

Cerro Navia 90 Desde 2014

Huechuraba 63 Desde 2014

La Granja 90 Desde 2014

Fuente: elaboración propia.
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Resumen
El presente trabajo investiga la implementación de la institucionalidad am-
biental en Chile, en específico el actual marco de fiscalización, sanción y 
control asociado a la Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) y los tri-
bunales ambientales, identificando algunas oportunidades de mejora y re-
comendaciones que podrían ser implementadas en el futuro. El análisis se 
realiza desde el punto de vista de la institucionalidad pública, en relación con 
las dimensiones de gobernabilidad, planificación y gestión. Se centra en las 
funciones de fiscalización y sanción ejercida por la SMA, y de control jurisdic-
cional sobre estas funciones por parte de los tribunales ambientales. Para el 
desarrollo de este trabajo, se aplicaron técnicas cualitativas de investigación, 
dada la escasez de información inicial y lo exploratorio del tema.

Dentro de los resultados más relevantes, se pudo detectar: excesivo celo 
sancionador por sobre mecanismos de incentivo al cumplimiento; proble-

1 Los autores de este artículo desean agradecer al Centro de Políticas Públicas UC por su apoyo 
en la materialización de este artículo, los seminarios organizados para mostrar avances y sus 
resultados. En específico, se agradece a Ignacio Irarrázaval, Elisa Piña y Magdalena Letelier. 
Adicionalmente, se desea agradecer a Ximena Insunza, Cristián Franz y Ricardo Katz por sus co-
mentarios respecto del texto, que permitieron mejorar la versión definitiva. Finalmente, el equipo 
agradece a Fernando Narváez, por su colaboración en la coordinación y edición, así como a José 
A. Hernández, por sus aportes en las revisiones del texto.
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mas de articulación con el Servicio de Evaluación Ambiental; implemen-
tación inadecuada de entidades técnicas de fiscalización ambiental (ETFA) 
y de certificación ambiental (ETCA); controversias entre organismos fiscali-
zadores del Estado por la interpretación del art. 2° de la Ley Orgánica de la 
Superintendencia del Medio Ambiente; excesivo esfuerzo que requiere el pro-
cedimiento sancionatorio; desconocimiento de criterios en procedimientos 
de sanción; plazos excesivos de análisis de casos en tribunales ambientales; 
problemas de autonomía política real en SMA y tribunales ambientales.

En general las propuestas apuntan a mantener el modelo existente, per-
feccionando algunos cuerpos legales y normativos, pero colocando fuerte 
énfasis en la gestión de temas que deben ser implementados.

Introducción2  
El 5 de junio de 2008, la Presidenta Bachelet ingresó al Congreso Nacional 
el proyecto de ley para crear el Ministerio del Medio Ambiente (MMA), el 
Servicio de Evaluación Ambiental (SEA) y la Superintendencia del Medio 
Ambiente (SMA). Esta propuesta legislativa, entre otros diagnósticos de la 
institucionalidad entonces vigente, consideraba “necesario contar con una 
autoridad que unifique los criterios, procedimientos e incentivos de las nor-
mativas ambientales” y que se carecía “de la definición de adecuados progra-
mas de fiscalización, de metodologías públicamente conocidas, con énfasis 
en la sanción y en la fiscalización en terreno, sin modelos de integración, ni 
siquiera para los instrumentos de expresión multisectorial” (BCN, 2010). El 
proyecto era innovador en fiscalización ambiental, pues buscaba crear un or-
ganismo especializado en dicha tarea, en contraste con organismos sectoria-
les que, dentro de objetivos diversos, también incluían esas labores. Además, 
la iniciativa buscaba promover el cumplimiento de la legislación y, particu-
larmente, que existiera una sola entidad encargada de aplicar sanciones a 
infractores de los instrumentos de gestión ambiental.

Su tramitación fue objeto de diversas indicaciones relacionadas con la 
concentración de la fiscalización y sanción en un solo organismo, y con sus 
excesivas atribuciones sin contrapesos. Frente a ello, se acordó situar las 
atribuciones interpretativas propuestas para la SMA en otras instituciones 
y generar una instancia de revisión judicial que permitiera ejercer control 
especializado sobre sus decisiones sancionatorias. Así, surgieron las leyes: 
N° 20.417, que creó el MMA, el SEA y la SMA; y N° 20.600, que dio origen 
a los tribunales ambientales (Segundo Tribunal Ambiental, 2017). El 28 de 

2 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas 
UC realizado el 7 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas Cristián Franz, 
superintendente del Medio Ambiente, Ximena Insunza, ministra suplente del Tribunal Ambiental 
de Santiago, y Ricardo Katz, director de Gestión Ambiental Consultores.
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diciembre de 2012, con la constitución del Tribunal Ambiental de Santiago, 
se inició una nueva etapa en la institucionalidad ambiental de Chile. 

Estos nuevos organismos han ejercido sus atribuciones con distintos énfa-
sis o niveles de desarrollo, tanto por causas propias como ajenas. Por ello, es 
importante evaluar la implementación de la institucionalidad ambiental, en 
específico del actual marco de fiscalización, sanción y control, a la luz de los 
objetivos que se tuvieron a la vista para su establecimiento y de la gestión de-
sarrollada con este nuevo marco legal, identificando algunas oportunidades 
de mejora o recomendaciones que podrían ser implementadas en el futuro.

Bases conceptuales
El presente trabajo realiza un análisis desde el punto de vista de la institu-
cionalidad pública y aplica el enfoque propuesto por Orellana (2013), con 
relación a tres aspectos institucionales, que corresponden a gobernabilidad, 
planificación y gestión. Además, se centra en las funciones de fiscalización y 
sanción ejercidas por la SMA, y de control jurisdiccional sobre estas funcio-
nes por parte de los tribunales ambientales. Es importante destacar que se 
decidió utilizar este enfoque, adaptándolo al contexto del estudio, pues per-
mite abordar el análisis institucional desde una perspectiva global, por sobre 
los estudios de caso o situaciones específicas, y permite, además, enfrentar 
perspectivas escalares o territoriales, de interés para los autores.

La gobernabilidad puede ser definida como la cualidad general de go-
bernanza de cualquier sistema social, que se evalúa dinámicamente desde la 
perspectiva de los administradores, los administrados y sus interacciones, y 
que se encuentra en un continuo cambio, según las respuestas a los desafíos 
internos y externos, y a las decisiones de administración (Edelenbos & Van 
Meerkerk, 2006, p. 32). A partir de dicha definición –y considerando ade-
más las de Orellana (2013); Orellana (2017); Bobbio, Matteucci, & Pasquino 
(1997); Kaufmann, Kraay, & Zoido-Lobatón (2000); y Bagatella (2012)–, en 
esta investigación será definida como: la capacidad que tienen las institucio-
nes en relación con sus facultades legales y en un contexto político, para 
incidir en el ámbito público y privado, permitiendo el cumplimiento de sus 
funciones.

Por otra parte, la planificación es la actividad deliberada de una orga-
nización para desarrollar una estrategia óptima, que permita alcanzar un 
conjunto de metas, con la intención de comprometer recursos y de actuar 
para implementar la estrategia escogida (Alexander, 1992, p. 73). Conside-
rando dicha conceptualización –así como las descritas por Iracheta (1997); 
Departamento de Planeación Regional (2014); Garza (1989); Lira (2006); y 
Orellana (2013)–, en esta investigación será definida como: herramientas 
que tienen las instituciones para llevar a cabo un proceso integral, parti-
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cipativo, técnico y regulado de coordinación de acciones para alcanzar los 
fines institucionales establecidos.

Finalmente, la gestión es un proceso continuo, que consiste en coordinar 
recursos humanos y materiales para alcanzar un conjunto de metas (Muru-
gan, 2008, p. 6). En esta investigación –a partir de la cita y considerando 
además la de Suárez (2009); Centro Latinoamericano de Administración 
para el Desarrollo (1998); Orellana, (2013); y Orellana, Allard, Néspolo, & 
Mercado, (2012)– será definida como: capacidad que tienen las institucio-
nes, con los recursos disponibles, para ejecutar sus funciones y cumplir 
sus objetivos, a través de acciones coordinadas, eficientes y efectivas.

Adicionalmente a las definiciones anteriores, es importante comprender 
qué se entiende por fiscalización, sanción y control. La fiscalización es un 
proceso continuo, que desarrolla la Administración, para comprobar el cum-
plimiento normativo de una actividad, a través de diversas técnicas de obten-
ción de información; mientras que la sanción es la consecuencia jurídica de la 
detección del incumplimiento. De la forma en que se configura la legislación 
chilena, la SMA tiene como función principal la fiscalización y sanción de 
ciertos instrumentos de gestión ambiental, de resoluciones de calificación 
ambiental, así como de normativa especial, como impuestos a emisiones de 
fuentes estacionarias, las metas de recolección y valorización de residuos, y 
del funcionamiento del sistema de gestión. Por otra parte, el control jurisdic-
cional –sintetizado en este trabajo simplemente como control– es un proceso 
no continuo que desarrollan los tribunales ambientales, siempre que así lo re-
quiera un administrado que considera ha sido afectado ilícitamente por una 
decisión administrativa de la SMA, por ejemplo, en relación con la aplicación 
de sanciones frente a infracciones. La diferencia entre proceso continuo y no 
continuo hace que la gestión de la fiscalización y sanción sea distinta a la de 
control, pero en ningún caso significa que sea inexistente.

Aspectos metodológicos
Para el desarrollo de este trabajo, se aplicaron técnicas cualitativas de inves-
tigación, dada la escasez de información inicial y lo exploratorio del tema. El 
enfoque utilizado se basa en la recolección de datos no estandarizados, consis-
tente en obtener perspectivas de diversos actores tales como experiencias, sig-
nificados y otros aspectos subjetivos, para, desde una perspectiva interpretativa, 
centrarse en el entendimiento de diversas problemáticas (Hernández, 2006). 

En específico, se utilizó un abordaje de tres niveles, correspondiente a la 
revisión de fuentes primarias y secundarias de información, la revisión de ex-
periencias y casos internacionales, y finalmente la realización de entrevistas 
semiestructuradas, como fuente fundamental para el análisis y comprensión 
de la situación actual y de la proposición de soluciones. 
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Se analizó el marco legal y reglamentario que norma el sistema de fis-
calización, sanción y control ambiental, y el rol que tiene la ciudadanía, sus 
organizaciones y sus actores. También se sistematizó la información conte-
nida en fuentes primarias, a través de documentos oficiales y de entrevistas 
semiestructuradas realizadas a actores del sistema; y en fuentes secundarias, 
por medio de la revisión de literatura especializada en la materia y datos 
estadísticos de fuentes oficiales. 

Posteriormente, la información se procesó a través de un cuestionario de 
revisión y se estableció una pauta de entrevistas semiestructuradas. Ambos 
consideraron variables establecidas a partir de las dimensiones de goberna-
bilidad, planificación y gestión, tal como se muestra en la Tabla 1.

Con todo lo anterior, se hizo un diagnóstico del estado actual de las ins-
tituciones involucradas en el sistema de fiscalización, sanción y control am-
biental, identificando los puntos críticos que presenta.

TABLA 1. Variables por dimensión

Dimensión Variable Definición

G
ob

er
na

bi
lid

ad

Empoderamiento Nivel de fortaleza de las facultades normativas para ejercer sus 
atribuciones.

Institucionalidad Existencia de un marco legal, que regula y permite el funciona-
miento de las instituciones.

Nivel de desarrollo Cobertura o alcance territorial de la institución.

Alianzas Definidas por convenios de cooperación con otras entidades 
del Estado.

Pactos Definidas por convenios de cooperación con otras entidades 
privadas.

Pl
an

ifi
ca

ci
ón

Objetivos Metas que permitan el funcionamiento efectivo en el marco 
legal asociado.

Estrategias y linea-
mientos

Existencia de una planificación estratégica pública para cumplir 
las metas institucionales

Acciones Existencia de instrumentos y mecanismos para materializar las 
estrategias y lineamientos institucionales.

Indicadores Existencia y pertinencia de métrica.

G
es

tió
n

Liderazgos Habilidades y capacidades específicas para desempeñar la 
función y el rol entregados en el mandato legal.

Recursos humanos Dotación disponible, perfil profesional y estructura orgánica. 

Medios tecnoló-
gicos

Equipamiento (hardware y software) disponible para la ejecu-
ción de actividades.

Apoyos externos Tipo y nivel de cooperación con otras entidades gubernamenta-
les nacionales e intergubernamentales.

Autonomía Subordinación o dependencia de algún otro poder del Estado.

Fuente: elaboración propia con base en Orellana (2016).
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La revisión documental consideró 45 escritos y entregó una primera vi-
sión respecto de las labores que se realizan en el sistema de fiscalización, san-
ción y control, así como de aquellos temas donde existe una amplia densidad 
de discusión, en desmedro de otros ámbitos. 

Se realizaron 15 entrevistas semiestructuradas, donde la selección de la 
muestra fue cualitativa no aleatoria, delimitada a partir de los actores involu-
crados directamente con el quehacer de la SMA y de los tribunales ambienta-
les, que corresponden a: (1) instituciones en estudio (funcionarios de la SMA 
o tribunales ambientales), (2) Estado (funcionarios de otras instituciones del 
Estado), (3) empresas (representante de los gremios o las empresas), (4) con-
sultores o abogados (especialistas en trabajos vinculados con las instituciones 
en estudio), (5) ciudadanía (denunciantes u organizaciones no gubernamen-
tales vinculadas con las instituciones en estudio) y (6) academia (académicos 
o representantes de centros de pensamiento con interés en las instituciones 
en estudio). Todos los entrevistados se identifican anónimamente a partir de 
un código establecido para estos fines, correspondientes a IEE, EST, EMP, 
CYA, CIU y ACA, respectivamente.

Por último, a partir de la revisión de toda la información y en función 
de los hallazgos identificados, se elaboraron propuestas generales de ajustes 
institucionales, clasificadas en sugerencias normativas, que requieren de trá-
mite legislativo y, por tanto, mayor plazo y de gestión, que precisan solo de 
decisiones institucionales y mecanismos presupuestarios. Para la generación 
de las propuestas, se consideró el análisis de referentes internacionales, como 
inspiración de elementos que puedan ser replicados y adaptados a la realidad 
nacional. 

Antecedentes
Para una mejor comprensión del marco institucional, a continuación, se expli-
ca la evolución reciente que han tenido los modelos de fiscalización, sanción 
y control ambiental en Chile, que esencialmente se refiere a una etapa previa 
y otra posterior a la reforma introducida por la Ley N° 20.417, de 2010.

Etapa 1994-2012, modelo coordinador, fiscalización sectorial y sanción 
descentralizada, control jurisdiccional por juez de competencia general.

Desde el punto de vista de la gobernabilidad, el modelo de fiscaliza-
ción y sanción ambiental que estableció la Ley N° 19.300, de 1994, fue 
uno coordinador y sectorial. La fiscalización de los instrumentos de gestión 
ambiental –en particular, las normas de emisión y los planes de prevención y 
descontaminación, y de las resoluciones de calificación ambiental– era com-
pletamente sectorial. 
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Sin embargo, para estas últimas se configuró más acabadamente un mo-
delo coordinador, pues el Consejo Directivo de la Comisión Nacional del Me-
dio Ambiente (Conama) implementó los comités operativos de fiscalización 
(COF) a nivel de las comisiones regionales del Medio Ambiente (Corema), 
instancia de coordinación horizontal donde concurrían los organismos del 
Estado que, en uso de sus facultades legales, participaban en el Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental (SEIA). De esta manera, si los citados or-
ganismos detectaban infracciones, según el artículo 64 debían solicitar la 
imposición de sanciones a la Conama o a las Corema, según correspondiera, 
en una lógica descentralizada. 

En el caso de los planes de descontaminación, según el artículo 56, las 
municipalidades y los organismos del Estado competentes debían solicitar la 
imposición de sanciones al juez de Letras en lo civil, aunque en la práctica 
estas infracciones fueron sancionadas administrativamente por estos mismos 
organismos. 

En cuanto al control de la actividad sancionadora por infracciones a re-
soluciones de calificación ambiental, este era ejercido también por el juez 
de Letras en lo civil. En términos generales, y tal como lo reconoce el autor 
Mario Galindo, este “sistema de control jurisdiccional de la actividad admi-
nistrativa en materia ambiental (…) ha demostrado altos niveles de ineficien-
cia” (Galindo, 2006, p. 17). Este diseño era transversal en la Ley N° 19.300, 
pues su propio mensaje indicaba que se debía “reconocer las competencias 
ambientales de los distintos ministerios y servicios, involucrándolos en los 
temas ambientales en que, por sus respectivas esferas de competencia, les 
corresponde conocer”, pero “generando una capacidad de coordinación al 
interior del poder Ejecutivo” (BCN, 1994, p. 12).

Este modelo trajo problemas de gestión. Incluso la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE) lo examinó y concluyó que 
“una política de fiscalización de la normativa ambiental sobre la base de la 
coordinación de los órganos sectoriales de supervisión y control no es la 
solución institucional más eficaz para asegurar su cumplimiento”, y que “la 
Conama tiene escaso control sobre el nivel de cumplimiento y fiscalización de 
la normativa ambiental por parte de las entidades sectoriales”, pues respecto 
de estas “sus actividades de supervisión relacionadas con el medio ambiente 
se pueden ver opacadas por otras labores y prioridades” (OCDE, 2005). Ade-
más, existió un nivel de fraccionamiento a nivel sancionatorio, ya que cada 
Corema tenía una integración política y contaba con grados cuestionables de 
autonomía respecto de la Conama.

Desde el punto de vista de la planificación de la fiscalización y sanción, el 
sistema era básicamente voluntarista. No existían lineamientos y estrategias 
a nivel nacional, salvo los esfuerzos regionales que se hicieron para tales efec-
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tos a través de los COF, y la inclusión eventual de indicadores. Ello llevaba 
a una fiscalización fragmentada y sin procedimientos conocidos, que signi-
ficaba importantes costos para el Estado y que no permitía cumplir con las 
finalidades de mejorar el cumplimiento ambiental (Lamas & Chávez, 2007). 
La labor coordinadora de la Conama quedaba radicada en un mero facilita-
dor logístico, que no actuaba en forma empoderada, por lo que nunca tuvo un 
desarrollo propiamente tal ni tampoco pudo generar alianzas institucionales. 
A nivel de sanción, operaba más bien el “caso a caso” por parte de las Core-
ma, que además actuaban en forma descoordinada, dada la inexistencia de 
criterios reconocidos y uniformes. 

En cuanto a la gestión, la falta de planificación llevó a que la fiscalización 
y procedimientos sancionatorios fueran básicamente reactivos, con escasos 
recursos, medios tecnológicos y falta de apoyos externos. Respecto del resto 
de los instrumentos, la gestión de la fiscalización sectorial dependía de los 
distintos servicios, la que muchas veces no era priorizada dado que competía 
con el giro principal de cada uno. 

Etapa 2012 hoy, modelo centralizador, fiscalización, rectoría técnica y san-
ción centralizada, control jurisdiccional por juez de competencia especial.

Una vez promulgada la reforma y desde el punto de vista de la goberna-
bilidad, se instauró un modelo centralizado, fundado en el monopolio fiscali-
zador y sancionador sobre determinados instrumentos de gestión ambiental 
y de resoluciones de calificación ambiental, tal como indica en el artículo 2°, 
inciso 2°, en concordancia con el artículo 35, ambos de la Ley Orgánica de 
la SMA. De esta forma, los organismos sectoriales son incompetentes para 
fiscalizar los instrumentos de gestión ambiental fiscalizables por la SMA; 
no obstante, sectorialmente se mantiene dicha acción bajo un sistema de 
programación y subprogramación, así como en la administración del Sistema 
Nacional de Información de Fiscalización Ambiental (Snifa). 

Respecto del procedimiento sancionatorio, el artículo 35 de la Ley Orgá-
nica de la SMA lo radicó exclusivamente en esa Superintendencia, aunque 
su letra c) contiene la frase “cuando corresponda” que, como se verá, ha sido 
usada para resquebrajar el nuevo diseño de ciertas normas de emisión y de 
los planes de prevención y descontaminación. Si bien la instrucción del pro-
cedimiento sancionatorio quedó radicada en fiscales instructores, la potestad 
sancionatoria fue radicada de forma indelegable en el superintendente. Ade-
más, el artículo 3°, letras c) y p), del mismo cuerpo legal, imponen a la SMA 
la obligación de administrar un sistema de entidades técnicas de fiscalización 
ambiental (ETFA) y de certificación ambiental (ETCA) que, en el primer caso, 
permite el ejercicio de la función fiscalizadora a través del sector privado y, 
en el segundo, permite agilizar la evaluación ambiental de ciertos proyectos.
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En cuanto al control judicial, el nuevo diseño incorporó a los tribunales 
ambientales, de carácter colegiado, especializado y de integración mixta, ju-
rídica y científica.

Desde la mirada de la planificación, esta se aprecia fundamentalmente 
en la fiscalización, que adquiere un procedimiento de programación y sub-
programación, permitiendo establecer prioridades por actividades y zonas, 
además de la estrategia de fiscalización publicada (SMA, 2013b) y sus cuen-
tas públicas anuales (SMA, 2014a; SMA, 2015; SMA, 2016a; y SMA, 2017). 
Como se señaló, el mecanismo de programación y subprogramación permite 
incorporar a los organismos sectoriales en la fiscalización, pero bajo la rec-
toría técnica de la SMA, que tiene la decisión última sobre la priorización. 

En cuanto a los procedimientos sancionatorios, la planificación se mate-
rializa en la oportunidad para la formulación de cargos, pues dentro del plazo 
de prescripción es posible manejar el momento en que se hará, priorizando 
algunos infractores sobre otros; pero el alto número de reporte de infraccio-
nes por seguimiento exige tremendamente a la SMA, debiendo gestionar el 
déficit de personal. 

En relación con la gestión, el modelo centralizador trasladó a la SMA una 
enorme carga laboral, para lo cual tiene una dotación funcionaria reducida, 
que entre el año 2013 y 2018 ha crecido en la siguiente progresión: 107, 
128, 152, 183 y 200 funcionarios. No obstante, el hecho de que la subpro-
gramación de los servicios sectoriales, en el caso de la fiscalización, permita 
un despliegue territorial de la SMA, incluyendo sus 11 oficinas regionales 
(SMA, 2017), esta mayor capacidad de detección no ha sido acompañada con 
el mismo potencial de procesamiento de infractores. Asimismo, ha adquirido 
equipamiento de punta y cuenta con apoyos externos expresados en diversos 
convenios suscritos (Monckeberg, Bergamini & Pérez, 2015). 

Funcionalmente y en términos de autonomía, en sus actividades de fiscali-
zación y sanción, la SMA está sometida a la supervigilancia del Presidente de 
la República a través del MMA. Por su parte, la designación de los ministros 
de los tribunales ambientales contempla la participación de la Alta Dirección 
Pública, la Corte Suprema, la Presidencia y el Senado.

Resultados

1. Gobernabilidad

Respecto del nivel de fortaleza de las facultades normativas para ejercer sus 
atribuciones, la totalidad de los grupos entrevistados manifiesta que ha exis-
tido un cambio positivo en comparación al modelo anterior, destacando que 
los estándares de fiscalización son mejores, que el aumento de la cuantía de 
multas ha hecho que la temática adquiera más importancia para las empresas 
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y que los tribunales ambientales han actuado en su función de control. En 
resumen: “Han contribuido a una mejora de la institucionalidad ambiental en 
el país, han contribuido positivamente a que exista una mayor preocupación” 
(EMP-1). Esto es consistente con los resultados de la encuesta MIDE-UC, que 
fue aplicada a 389 empresas el año 2013, donde se establece que el 94% de 
estas estaban “más preocupadas” del cumplimiento de la normativa ambien-
tal, tras la entrada en vigencia de la SMA (Cuenta Pública SMA, 2013). 

No obstante, se manifiesta como relevante que estas instituciones están 
aún en fase de desarrollo de sus facultades, que existen limitaciones para la 
adopción de medidas provisionales y, sobre todo, que el diseño institucional 
se orienta a grandes empresas y casos. A esto se añade la inadecuada provi-
sión de recursos humanos y materiales. En síntesis: “Falta empoderamiento 
de la institucionalidad ambiental y es algo crónico en el Estado Chileno, que 
la institucionalidad ambiental nunca ha sido vista ni considerada en la rele-
vancia que tiene” (IEE-4). Por su parte, salvo para los entrevistados de las 
organizaciones no gubernamentales, se percibe un aumento en la burocracia 
por la existencia de varias instituciones, un excesivo celo sancionador por 
sobre los mecanismos de incentivos y una escasa jurisprudencia de los tribu-
nales ambientales.

Por otro lado, la revisión bibliográfica ha permitido constatar un tema de 
particular interés, que se refiere a las controversias entre organismos de la 
Administración en relación con sus competencias ambientales fiscalizado-
ras y a la coordinación entre ellos, dirimidas en la Contraloría General de 
la República, como denotan los dictámenes N° 25248/2012, 25081/2013, 
298/2014, 6190/2014, 17953/2014, 20018/2015 y 28047/2015. En este 
sentido, destacan las discusiones de competencia entre la SMA y la Superin-
tendencia de Servicios Sanitarios, relacionadas con la fiscalización y sanción 
de normas de emisión de residuos industriales líquidos (riles), tanto en su 
carácter de normas como cuando estas regulaciones se insertan en las resolu-
ciones de calificación ambiental; también entre la SMA y la Subsecretaría de 
Salud, respecto de las competencias que conservaría esta última tras la refor-
ma; e incluso entre la SMA y el MMA, en relación con la potestad normativa 
para determinar las metodologías de control de normas de calidad y de emi-
sión. A pesar de lo resuelto, algunos de estos problemas siguen tensionando 
la operación del sistema. 

En cuanto al marco legal que regula y permite el funcionamiento de las 
instituciones, este ha sido ampliamente analizado por diversos autores, quie-
nes abordan el tema transversalmente, es decir, incluyen aspectos de fiscali-
zación y sanción, o de sanción y control. La perspectiva predominante es de 
descripción y explicación del marco normativo, como lo realizan Cannoni, 
Osorio & Riesco (2015), Mallea (2014), Riquelme, Medina & Bustos (2011) 
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y Bermúdez (2013). En tanto, en menor medida, analizan su aplicación ope-
rativa en el ámbito de fiscalización, como lo efectúan Bergamini & Pérez 
(2015) y Hernández (2017). Sin embargo, hay otros que lo discuten desde 
una perspectiva general, como Leal (2016), en el ámbito de fiscalización, y 
Cordero & Tapia (2015) y Hunter (2015), en el ámbito del control. Los dic-
támenes de la Contraloría antes citados también demuestran divergencias 
interpretativas en el diseño institucional, síntoma de que tiene expresiones 
equívocas o ambiguas. 

En referencia a los entrevistados, los elementos que se destacan en el 
actuar de la SMA tratan del trabajo en conjunto con organismos sectoriales 
en fiscalización, la diferencia en el estándar del procedimiento sancionatorio 
en relación con el que ejecutan organismos sectoriales y la preocupación por 
hacerse cargo de las denuncias. Estas han tenido un crecimiento sostenido, 
pasando de 1.484 –desde su entrada en funcionamiento– a 1.574, en 2016 
(Cuenta Pública SMA 2016). Adicionalmente, se menciona que los programas 
de cumplimiento han sido un buen instrumento. 

No obstante, quienes representan a las empresas y consultores abogados 
señalan que el foco está puesto sobremanera en la sanción, faltando mayor 
comunicación con los regulados, afirmando: “Los regulados generalmente 
tienen temor de hacer consultas a las SMA, porque puede sentir que puede 
haber una autodenuncia que se puede autogenerar” (EMP-2). 

En el mismo sentido, distintos actores se refieren al excesivo plazo y es-
fuerzo que requiere el procedimiento sancionatorio, expresando: “Hay defi-
ciencias en la resolución de ciertos requerimientos en los plazos estipulados, 
que muchas veces se pueden fundar con temas no técnicos” (ACA-1).

La ciudadanía percibe que es muy complejo entender el marco regulatorio, 
que su competencia se limite a instrumentos de gestión ambiental y que tenga 
amplia discrecionalidad: “Incluso para los expertos es difícil entender los ins-
trumentos de gestión, para una persona es muy difícil entender” (CIU-1). 

En estos aspectos, Hernández (2017) ha señalado que el diseño regu-
latorio es ambiguo y que la interpretación de la exclusividad fiscalizadora 
provoca ineficiencias: “Si es ineficiente que dos o más servicios actúen des-
coordinadamente de forma contradictoria o sucesiva, más ineficiente es que 
estén en pasividad recíproca y no actúen… es necesaria una racionalización 
y adaptación urgente de las reglamentaciones ambientales y sectoriales, no 
solo actualizando su redacción a la nueva institucionalidad, sino a una inter-
pretación que normalice las capacidades de todos los organismos involucra-
dos” (Hernández, 2017, p. 32).

Se añade, también, lo que indica Rojas (2014) en cuanto a que la protec-
ción ambiental no depende solo de adecuados instrumentos normativos, sino 
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que también del control de su cumplimiento. Esto reconduce los mecanismos 
de fiscalización, incluso con la alternativa de mecanismos de certificación 
ambiental que la Administración externaliza en terceros, velando únicamen-
te porque tengan la competencia técnica, independencia e idoneidad moral 
para dicha función. Este mecanismo es concebido en la reforma bajo el siste-
ma de ETFA y ETCA, aunque, como señala Leal (2016), no es una modalidad 
exclusiva de esta área. No obstante, la implementación de este sistema ha 
sufrido demoras y dificultades. 

En relación con los tribunales ambientales, los entrevistados de las or-
ganizaciones no gubernamentales perciben que hay problemas de excesivo 
formalismo; en cambio, los académicos e investigadores apuntan a la comple-
jidad y demora de los nombramientos de los ministros.

Respecto del nivel de desarrollo, que se refiere a la cobertura o alcance 
territorial de las instituciones, se establece que para la SMA la presencia re-
gional aún es baja y, en cuanto a los tribunales ambientales, existe consenso 
en que la distribución es adecuada para el país. Resulta relevante ver cómo 
se discute si la fiscalización de cierta normativa ambiental debiese tener otro 
arreglo de acuerdo a la escala territorial, por ejemplo, en materias de ruido: 
“Asumiendo que este problema tiene una dimensión muy local, se estima que 
sería mucho más eficiente por ejemplo si este asunto fuese controlado a nivel 
local por las municipalidades que se vinculan mucho más directamente con 
el territorio que administran” (Bergamini, Irarrázabal, Monckeberg, & Pérez, 
2017, p. 8). 

Adicionalmente, Bergamini & Irarrázabal (2016) verifican cómo hay pro-
blemáticas ambientales que se asocian a una escala metropolitana, que para 
abordarlas de manera efectiva, requieren de una institucionalidad adecuada, 
que incluye la fiscalización. Lo anterior, además, permite verificar la dificul-
tad que se presenta en la fiscalización de instrumentos de gestión ambiental 
que no corresponden al SEIA, sino que a normas de emisión que no han sido 
objeto de estudio alguno (como, por ejemplo, aquella correspondiente a vehí-
culos motorizados), y de planes de prevención y descontaminación. 

Una de las recomendaciones de la OCDE (2005) previo a la reforma fue: 
“El papel fiscalizador asignado a las administraciones sectoriales debería in-
crementarse en el ámbito regional, donde los costos de transacción y los 
conflictos de interés son bajos en comparación con los niveles central y local” 
(OCDE, 2005, p. 145). Aquello lo constataron Bergamini & Pérez (2015), 
ya que como la Ley N° 20.417 tiene una impronta centralista en la toma de 
decisiones, las oficinas regionales de la SMA dependen íntegramente del nivel 
central y no se define ninguna competencia de fiscalización en los gobiernos 
regionales. Lo anterior se enlaza con lo dicho por los entrevistados de las 
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instituciones en estudios, quienes argumentaron que se debiese avanzar en 
la descentralización de la fiscalización y la sanción.

Respecto de las alianzas, que se refieren a los convenios de cooperación 
con otras entidades del Estado, la fiscalización de la SMA –mediante el me-
canismo de subprogramación– la obliga a tener vinculación con organismos 
con competencia en fiscalización ambiental. En ese contexto, Monckeberg, 
Bergamini y Pérez (2015) señalan que, previo a la entrada en funcionamiento 
de la SMA, se tuvieron más de 150 reuniones con estas instituciones, fir-
mando una serie de convenios de encomendación de acciones. Todos estos, 
salvo el celebrado con la Superintendencia de Servicios Sanitarios, han sido 
derogados y hoy están siendo articulados a través de la denominada Red 
Nacional de Fiscalización Ambiental (RENFA), originada el año 2014 con la 
finalidad de fortalecer el modelo de fiscalización ambiental creado por la Ley 
N° 20.417, curiosamente bajo una aproximación que enfatiza la coordinación 
sobre el monopolio. A pesar de lo anterior, la mayoría de los entrevistados 
percibe que han existido problemas de comunicación con los servicios públi-
cos, lo que ya identificó Hernández (2017), pero sobre todo con el SEA. 

Un hallazgo interesante en las entrevistas fue la divergencia de opiniones 
respecto de la relación entre la SMA y los tribunales ambientales. Mientras 
desde las empresas y las instituciones en estudio indicaron que la relación 
que existe como apropiada, y desde la ciudadanía y la academia vieron una 
vinculación fluida y constructiva, los consultores y abogados aseguraron que 
los tribunales ambientales debieran constituir una barrera para la SMA y 
que, por tanto, debían guardarse distancias, sosteniendo que “parece con-
traproducente que exista coordinación. Se requiere distancia. Lo contrario, 
es decir, que conversen y se pongan de acuerdo, sería en mi opinión muy 
preocupante” (CYA-3). 

En relación con los pactos, entendidos como los convenios de coopera-
ción con otras entidades privadas, Hernández (2017), Leal (2016), Rojas 
(2014) y Bermúdez (2010) hacen referencia a las obligaciones legales que 
tiene la SMA con las ETFA y ETCA. A la fecha, se ha implementado la 
ETFA. Los problemas debido a su cobertura territorial llevó a la SMA a 
dictar la Resolución Exenta 1024 de 2017, donde establece excepciones 
de aplicación en algunas ocasiones. Estas son relevadas en las entrevistas, 
donde se indica que “tenemos 53 laboratorios certificados, pero no en todos 
los parámetros… Todos los que han querido mantenerse en el negocio de 
los análisis fisicoquímicos han hecho el recorrido… pero no pueden ir más 
rápido de lo que da el sistema” (IEE-4). 

Por su parte, las ETCA aún no presentan un nivel de avance que permita 
analizarlas, siendo una de las tareas pendientes. Esto conlleva que la evalua-
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ción ambiental rápida, de los artículos 18 ter y 18 quater de la Ley 19.300, 
esté sin aplicación. En cuanto a los tribunales ambientales, no se observa 
este tipo de convenios, aunque es dudoso que realmente tenga capacidad 
para abordar la amplia gama de temáticas ambientales con dos ministros 
científicos.

2. Planificación

En primer lugar, considerando objetivos, entendidos como el establecimiento 
de metas que permitan el funcionamiento efectivo en el marco legal asocia-
do, estos se han visto reflejados desde la perspectiva de la fiscalización, en la 
publicación anual de los programas y subprogramas al respecto establecidos 
en la ley. No obstante, si bien se explicita la necesidad de dar cuenta pública 
de esta atribución, la revisión de las cuentas públicas de 2013, 2014, 2015 y 
2016 (SMA, 2013a, 2014a, 2015, 2016a) no permite evaluar para los últimos 
cuatro años la implementación efectiva de estos. Adicionalmente, los distintos 
grupos de entrevistados manifestaron en su mayoría desconocer los progra-
mas y subprogramas de fiscalización, así como la metodología utilizada y su 
fundamentación o, al menos, un conocimiento muy básico.

Con relación a los tribunales ambientales, se desconoce la existencia de 
instrumentos que permitan establecer metas institucionales y, aunque se tie-
ne en cuenta que su funcionamiento es radicalmente distinto al de un servi-
cio público, eso no obsta al establecimiento de planificación, especialmente 
para tramitar con agilidad los procedimientos contenciosoadministrativos.

En cuanto a la existencia de una planificación estratégica pública para 
cumplir las metas institucionales, solo se conoce –por parte de la SMA– un 
documento que la estableció para el periodo 2014-2018 (SMA, 2014b). Adi-
cional a lo anterior, se puede citar el documento “Estrategia de Fiscalización 
2013”, el que da cuenta de los ámbitos que van a direccionar los programas 
y subprogramas de fiscalización de dichos años. Posteriormente, no se ha pu-
blicado ninguna otra estrategia de fiscalización. En todo caso, las entrevistas 
revelan que los procesos de fiscalización se perciben como transparentes, 
aunque desde las empresas se pide objetivar más los criterios de sanción, 
afirmando que “hay que buscar la objetivización de los criterios de sanción y 
definir de manera más virtuosa los roles que tienen que jugar estas institucio-
nes” (EMP-1). En el contexto anterior, se destaca que la estrategia de sanción 
ha estado puesta en fomentar el cumplimiento y que la fiscalización ha ido 
ampliando su acción hacia otros instrumentos de gestión ambiental como, 
por ejemplo, normas de emisión y medidas de los planes, cuando tradicional-
mente se ha centrado en las resoluciones de calificación ambiental. 

Respecto de las acciones, que corresponden a la existencia de instrumen-
tos y mecanismos para materializar las estrategias y lineamientos institu-
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cionales, resulta interesante lo que distintos entrevistados manifiestan en 
referencia a la aplicación de los programas y subprogramas de fiscalización. 
Desde la empresa se percibe que, finalmente, son las denuncias más que la 
planificación establecida las que van condicionando las acciones de la SMA, 
así como la severa restricción presupuestaria que tiene la fiscalización. Lo 
anterior es identificado también por los académicos y confirmado por los 
entrevistados funcionarios de estas instituciones. 

Lo académicos destacan que las acciones de los procedimientos san-
cionatorios son desconocidas, mientras que tanto los consultores como los 
abogados y funcionarios apuntan que transcurren plazos excesivos entre las 
actividades de fiscalización y el inicio de tales procedimientos: “(Hay) plazos 
de años para saber resultados desde el acta son excesivos” (CYA-3), e inclu-
so que “tengo la impresión de que los regulados saben la incapacidad de la 
SMA… y se permiten ciertas licencias” (ACA-3). 

Respecto del tribunal ambiental, los entrevistados coinciden en que los 
plazos que se toman para analizar los casos son excesivos, aseverando que 
hay “tiempos de resolución bastante de fuera de lo común, porque el tribunal 
ambiental, que tiene un número acotado de causas se demore muchos meses 
o años, me parece extraño” (CIU-1).

La mayor parte de los encuestados dice desconocer los indicadores, referi-
dos a la existencia y pertinencia de métricas. La carencia de esta información 
es muy relevante, pues resulta fundamental para hacer una gestión eficiente 
y efectiva. En cuanto a ello, se ha identificado que “el total de actividades 
de inspección ambiental, que se refiere a la ejecución de labores en terreno, 
presenta diferencias de hasta 127 veces entre la región que más ejecutó (Me-
tropolitana de Santiago) con la que menos lo hizo (Tarapacá). Si el total de 
actividades es normalizado por el total de población por región estimado a 
2014, existe un diferencial de 38 veces entre la región que mejor indicador 
tiene (O’Higgins) y la peor aspectada (Biobío)” (Bergamini & Pérez, 2015, 
p. 270). Lo anterior muestra que utilizar el dato de actividades por sí solo 
puede presentar distorsiones si no se normaliza en función de algún criterio. 
Resulta relevante, entonces, la cifra dada por uno de los entrevistados de las 
instituciones en estudio, que indica que han detectado cerca de un 80% de 
incumplimientos.

Otro elemento de máxima relevancia en relación con esta variable es 
aquel señalado por Bergamini & Pérez (2015), que se refiere a la incorpora-
ción de indicadores de desempeño en fiscalización ambiental por parte de 
organismos sectoriales “previsto en los artículos 17 y 23 (de la Ley Orgánica 
de la SMA), no ha ocurrido de acuerdo con lo normado, tanto porque no es 
prioridad para el servicio sectorial, por lo indicado previamente, como por 
el hecho de que tampoco se encuentra dentro de las prioridades de la Di-
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rección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda (Dipres), dejándose en 
indicadores de menor importancia, que impiden un adecuado compromiso 
por parte de dichos organismos” (Bergamini & Pérez, 2015, p. 272). Este 
problema también ha sido identificado por Hernández (2017), quien lo impu-
ta a una interpretación que concentra competencias en la SMA, en lugar de 
coordinarlas directivamente. En relación con esto, uno de los actores de las 
instituciones en estudio indica que “no ha habido cómo amarrar la asignación 
presupuestaria de los servicios sectoriales a la fiscalización ambiental y eso 
en la práctica ha ido significando una disminución de las actividades de los 
organismos sectoriales” (IEE-4).

3. Gestión

En primer lugar, referidos a liderazgos, que tratan de las habilidades y ca-
pacidades específicas para desempeñar la función y el rol entregados en el 
mandato legal, las entrevistas muestran el amplio espectro de percepciones. 
Están aquellos que consideran que el liderazgo es absoluto, como algunos 
consultores y parte de funcionarios de estas instituciones, que indican “SMA 
sí ejerce un liderazgo (…) una imagen a la que todos le tienen miedo” (CYA-
2). Algunos académicos creen que se ha diluido, expresando “yo creo que 
el liderazgo lo tuvo en un principio... en la actualidad yo diría que no tiene 
un liderazgo” (ACA-1). El extremo lo ocupan empresas y organizaciones no 
gubernamentales que consideran que nunca ha existido tal liderazgo, ma-
nifestando: “no le veo mayor liderazgo ni en el establecimiento de criterios 
ni en la búsqueda de acuerdos, ni tampoco en la elaboración de normativa” 
(EMP-1), o “yo diría que no. La comunidad espera que la respuesta sea rápida. 
Se entiende que la fiscalización y lo legal demoren, pero el actuar debe ser 
inmediato” (CIU-1). Como elementos relevantes que influyen en la ausencia 
del liderazgo, los entrevistados perciben que se debe a la dificultad de imple-
mentación de medidas provisionales, que las obligaciones de cumplimiento 
son poco claras y que existen excesivas demoras entre fiscalización y sanción.

Adicionalmente, es importante la divergencia de mirada respecto de la 
RENFA como muestra de liderazgo, entre las instituciones en estudio y las 
empresas. Las primeras la destacan como ejemplo, indicando que “yo creo 
que sí (ejerce liderazgo) y la RENFA es la mejor prueba de eso, que sin tener 
obligación los servicios participan de la RENFA” (IEE-3). Mientras, el sector 
privado plantea dudas, aseverando que “sigue existiendo fiscalización de los 
distintos ministerios, no sé si es un liderazgo absoluto. Me queda la duda que 
otros reporten a la SMA” (EMP-3).
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Respecto de los tribunales ambientales, también existe una diversidad de 
percepciones: las empresas consideran que han ejercido liderazgo y sentado 
doctrina; los académicos, que se han legitimado frente a la desconfianza de 
la Corte Suprema; mientras que consultores y abogados, que le ha faltado 
liderazgo.

En cuanto a la dotación disponible por parte de la SMA, existe una una-
nimidad en los entrevistados en indicar que existe baja cantidad de funcio-
narios, explicando que “aún existen limitaciones en cuanto a los recursos que 
tiene la SMA para efectuar esta tarea de manera óptima y plena” (ACA-1). 
Complementando lo anterior, se puede agregar lo señalado por el informe de 
desempeño de la OCDE de 2016: “La reforma institucional ha conducido a 
un aumento considerable de la asignación presupuestaria otorgada a las au-
toridades ambientales nacionales: mientras que en 2006 el presupuesto total 
de la Conama fue de 22,5 millones de dólares, el presupuesto combinado del 
MMA y sus órganos subsidiarios en 2011 alcanzó los 61,8 millones. Entre 
2011 y 2015, los presupuestos del MMA, el Servicio de Evaluación de Impac-
to Ambiental y la SMA se incrementaron (en términos nominales) un 51%, 
un 31% y un 156%, respectivamente. Sin embargo, es preciso aumentar el 
personal, sobre todo, de la SMA, que actualmente dispone de pocos inspecto-
res sobre el terreno” (OCDE & CEPAL, 2016, p. 113).

En el Oficio Ordinario 1288/2015 de la SMA dirigido al MMA, se hace 
presente que, al comparar el presupuesto asignado a la SMA con otras su-
perintendencias, es posible comprobar que esta cuenta con la menor asig-
nación de recursos, en circunstancias que tiene bajo su responsabilidad el 
mayor universo de sujetos regulados. A modo de ejemplo, la SBIF3 tiene un 
presupuesto de $47.000 millones, mientras que la SMA tiene uno de $6.100 
millones. La posición relativa de la SMA frente a sus homólogos da cuenta de 
la difícil situación que enfrenta al momento de dar cumplimiento a las fun-
ciones para las que fue creada, especialmente considerando que el universo 
de regulados aumenta cada año con la elaboración de nuevas regulaciones 
ambientales y nuevas resoluciones de calificación ambiental.

3 Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.
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TABLA 2. Comparación de presupuestos entre el Ministerio del Medio Ambiente, 
el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia de Medio 
Ambiente (en millones de pesos)

Años MMA SEA SMA

2014 20.997 (57,6%) 10.291 (28,2%) 5.186 (14,2%)

2015 27.153 (61,2%) 11.161 (25,2%) 6.047 (13,6%)

2016 28.659 (58,5%) 13.047 (26,7%) 7.233 (14,8%)

2017 29.351 (56,7%) 13.538 (26,2%) 8.860 (17,1%)

2018 30.132 (55,8%) 13.844 (25,7%) 9.946 (18,5%)

Fuente: elaboración propia en base a la Ley del Presupuesto de los años indicados.

TABLA 3.  Comparación de recursos humanos entre el Ministerio del Medio Am-
biente, el Servicio de Evaluación Ambiental y la Superintendencia de 
Medio Ambiente 

Años MMA SEA SMA

2014 405 296 107

2015 441 311 128

2016 444 311 152

2017 510 317 183

2018 513 339 200

Fuente: elaboración propia en base a la Ley del Presupuesto de los años indicados.

También, pero de forma más específica respecto de la función sanciona-
dora, Bergamini & Pérez (2015) señalan (a propósito de las responsabilida-
des fiscalizadoras de la SMA) que “si bien existe un plan para aumentar la 
dotación de fiscales instructores de procedimientos sancionatorios en el año 
2015, se hace necesario perfeccionamientos en la ley que permitan estable-
cer trámites más expeditos o estandarizados para ciertas infracciones tipo 
(por ejemplo, aquellas derivadas de Normas de Emisión) o establecer una 
capacidad sancionadora regional, dejando el nivel central como una instancia 
de apelación interna del organismo” (Bergamini & Pérez, 2015, p. 274). 

Caso contrario ocurre con los tribunales ambientales, donde también 
existe acuerdo de los entrevistados en indicar que cuentan con una dotación 
más que adecuada y amplia para la cantidad de causas que tramitan.
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En relación con los medios tecnológicos, si bien no hay artículos específicos 
del tema, existen publicaciones disponibles en el sitio web de la SMA, donde 
se destaca el avance en percepción remota (SMA, 2016b) o el desarrollo de 
sistemas de fiscalización (Sistema de Organismos Sectoriales). Los entrevista-
dos de las instituciones en estudio consideran que se están lanzando sistemas 
nuevos para mejorar la gestión, y que el Snifa se encuentra desactualizado. 
La escasez de recursos económicos institucionales ha provocado el traspaso 
de equipamiento, como es el caso de un robot de inspección submarina que 
fue enviado al Servicio Nacional de Pesca y Acuicultura (Sernapesca) para 
su utilización (SMA, 2017). En relación con esto último, entrevistados de la 
academia y de la ciudadanía señalan este elemento como clave: “Hace falta 
equipo físico, hay equipos de fiscalización que no tiene el equipo necesario” 
(CIU-1); “Los recursos como yo lo veo no son solo personas o equipos (…) 
Capacidad de información, sistemas de monitoreo, tecnología, laboratorios” 
(ACA-3).

En referencia a los tribunales ambientales, hay un amplio consenso de 
su liderazgo en la materia, en relación con los expedientes electrónicos, las 
visualizaciones de las audiencias vía streaming y la transparencia que eso 
provoca. De acuerdo a la información de la Cuenta Pública, durante 2015 se 
transmitieron vía streaming 23 audiencias de alegatos, las cuales alcanzaron 
un total de 6.083 vistas.

En cuanto a apoyos externos, entendidos como la cooperación con otras 
entidades gubernamentales nacionales e intergubernamentales, Monckeberg, 
Bergamini y Pérez (2015) se refieren al trabajo liderado por la SMA con la 
Agencia de Protección Ambiental de Estados Unidos, el Centro de Experticia 
en Análisis Ambiental de Quebec, el Consejo Canadiense de Normalización, 
el Organismo de Evaluación y Fiscalización Ambiental de Perú y la participa-
ción de fiscalizadores en cursos de entrenamiento en Tailandia, China y Es-
tados Unidos. Los mismos autores declaran la importancia de la creación en 
2013 de la Red Sudamericana de Fiscalización de Cumplimiento Ambiental, 
cuyo objetivo es mejorar la fiscalización y el cumplimiento ambiental de toda 
Sudamérica, ratificando el compromiso de avanzar en la labor de protección 
del ambiente de la región. Actualmente, esta red está integrada por institu-
ciones públicas que ejercen funciones de fiscalización ambiental en los países 
de Argentina, Brasil, Chile, Colombia, Ecuador, Paraguay y Perú y es parte 
de la Asociación Internacional de la Red Internacional para el Cumplimiento 
y Control Ambiental (INECE por sus siglas en inglés).

En la cuenta pública del año 2014 y 2015, se establece que los tribunales 
ambientales poseen una serie de convenios con distintos planteles de educa-
ción superior del país (EULA, CDA, Academia Judicial, entre otros).
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Finalmente, respecto de la autonomía, entendida como relación a la subor-
dinación o dependencia de algún otro poder del Estado, la mayoría de los 
entrevistados plantea que la SMA no es una institución autónoma, ya que es 
susceptible a influencias políticas en la toma de decisiones. Así, se señala que 
“no es una institución autónoma en cuanto a presión política. Si es autónoma 
en cuanto a presiones ciudadanas” (IEE-4); “la SMA no es autónoma, depen-
de bastante del Ministerio y de la Presidencia” (CIU-1); “no considero que 
sean totalmente autónomos. Las personas que deben tomar las decisiones 
claramente siguen una dirección política” (EMP-2); “desconozco si responde 
a presiones económicas, pero sí me consta que responde a presiones políticas, 
que no sé si son suficientes en el caso de la SMA como para hacer de estos 
casos particulares una generalidad” (ACA-1); “yo creo que es utópico pensar 
que hay instituciones totalmente autónomas. Sería bueno que esta institución 
no dependiera del gobierno de turno, pero yo partiría por el SEA” (CYA-2).

En cuanto a lo anterior, Guiloff (2010), en forma previa a la promulgación 
de la Ley Nº 20.417, indicaba: “Donde existe mayor consenso es en la nece-
sidad de que el organismo fiscalizador tenga una cierta autonomía frente a 
la autoridad central” (p. 46). Por su parte, Bergamini y Pérez señalan que 
“para avanzar en mayor autonomía respecto del nivel central, de forma de 
establecer una independencia del organismo medioambiental respecto de los 
gobiernos de turno, se debe regular el nombramiento del superintendente 
del Medio Ambiente, de forma similar a como se formaliza el de Contralor 
General de la República o del Fiscal Nacional Económico. Hoy en día, la 
alta rotación de profesionales en el aparato medioambiental asociada a los 
cambios de gobierno aparece como un importante problema” (Bergamini & 
Pérez, 2015, p. 275).

Los tribunales ambientales son vistos de dos maneras, pues se indica que 
“los tribunales ambientales son autónomos, son independientes de la presión” 
(CIU-1), pero que “están manchados por un pecado original, que es la defini-
ción política de sus integrantes, esa definición ensucia la independencia de los 
tribunales” (ACA-1), cuestionando la forma de designación de los ministros.

A continuación, en la Tabla 4, se realiza una síntesis de las principales 
problemáticas detectadas a partir de las entrevistas y de la revisión biblio-
gráfica, clasificadas en aquellas cuyo énfasis está puesto en la administración 
(es decir, propias de la gestión) y aquellas que corresponden a aspectos regla-
mentarios o legales.
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TABLA 4.  Problemáticas de fiscalización, sanción o control identificadas

Dimensión Variable
Problemática

Administración Reglamentarios o legales

G
ob

er
na

bi
lid

ad

a. Empoderamiento a.1. Excesivo celo 
sancionador por 
sobre mecanismos 
de incentivo al 
cumplimiento.

a.2 Escasa 
jurisprudencia de los 
tribunales ambientales.

a.3 Aumento en la burocracia por 
nuevas instituciones en desmedro de 
la “ventanilla única”.
a.4 Controversias entre organismos 
fiscalizadores del Estado por la 
interpretación del artículo 2° de la Ley 
Orgánica de la Superintendencia del 
Medio Ambiente.
a.5 Diseño institucional pensado en 
grandes empresas y casos.

b. Institucionalidad b.1 Falta mayor 
comunicación con los 
regulados.
b.2 Excesivo plazo 
para el procedimiento 
sancionatorio.
b.3 Excesivo forma-
lismo por parte de los 
tribunales ambientales.
b.4 Marco regulatorio 
muy complejo de 
entender y excesiva 
discrecionalidad.

b.5 Foco puesto de sobremanera en 
la sanción.
b.6 Divergencias interpretativas en el 
diseño institucional.
b.7 Excesivo esfuerzo para el 
procedimiento sancionatorio.
b.8 Problema en nombramiento de 
ministros.
b.9 Imposibilidad de ver situaciones 
que están fuera del Sistema de 
Evaluación de Impacto Ambiental 
(SEIA) y que no puede ver estos 
organismos.
b.10 Competencia residual ambiental.

c. Nivel de desa-
rrollo

c.1 Apertura de 
oficinas en todas las 
regiones.

c.2 Falta de competencias 
fiscalizadoras para escalas regionales 
y comunales

d. Alianzas d.1 Problemas de 
articulación con el 
Servicio de Evaluación 
Ambiental.
d.2 Problemas de 
articulación con 
municipalidades.

d.3 Dudas respecto de la 
encomendación de acciones si es 
obligatoria o debe ser voluntaria

e. Pactos e.1 Implementación 
adecuada de 
Entidades Técnicas de 
Fiscalización Ambiental 
y de Certificación 
Ambiental.
e.2 Limitada capacidad 
técnica de tribunales 
ambientales.

N/A
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Dimensión Variable
Problemática

Administración Reglamentarios o legales

Pl
an

ifi
ca

ci
ón

f. Objetivos f.1 Desconocimien-
to de programas y 
subprogramas de 
fiscalización

N/A

g. Estrategias y 
lineamientos

g.1 Desconocimiento 
en el avance de la 
planificación estraté-
gica institucional, en 
la Superintendencia 
del Medio Ambiente, 
o existencia de esta, 
en los tribunales 
ambientales.

g.2 Desconocimiento 
de los criterios en los 
procedimientos de 
sanción.

N/A

h. Acciones h.1 Dudas respecto 
de la implementación 
efectiva de los progra-
mas y subprogramas 
de fiscalización.

h.2 Desconocimiento 
de los criterios para 
procedimientos san-
cionatorios.

h.3 Excesivos plazos 
de análisis de casos 
en los tribunales 
ambientales.

N/A

i. Indicadores i.1 Ausencia o desco-
nocimiento de métricas 
estandarizadas.

i.2 Problemas en la efectividad real 
de implementar indicadores de 
desempeño por parte de organismos 
sectoriales.
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Dimensión Variable
Problemática

Administración Reglamentarios o legales
G

es
tió

n

j. Liderazgos j.1 Dudas respecto del 
real liderazgo institu-
cional.

j.2 Exceso de tiempos 
de respuesta en fiscali-
zación y sanción.

j.3 Restricciones para la implementa-
ción de medidas provisionales.

j.4 Obligaciones de cumplimiento 
poco claras.

k. Recursos 
humanos

k.1 Baja dotación de 
funcionarios en la 
Superintendencia del 
Medio Ambiente.

k.2 Dotación pre-
supuestaria baja en 
relación con otras 
superintendencias.

k.3 Exceso de tiempo 
dedicado a actividades 
complementarias a 
la labor de tribunal 
ambiental.

l. Medios tecnoló-
gicos

l.1 Escasez de recur-
sos para administrar 
tecnología propia para 
fiscalización.

N/A

m. Apoyos exter-
nos

m.1 Ausencia de cen-
tros de referencia en 
materias ambientales.

N/A

n. Autonomía N/A n.1 Problemas de autonomía política 
real en la Superintendencia del Medio 
Ambiente y en los tribunales ambien-
tales.
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Propuestas4

A continuación, se presentan propuestas de política pública, para implemen-
tar como mejoras a las actividades de fiscalización, sanción y control ambien-
tal en Chile. Con este fin, se ha decidido tabular la problemática detectada y 
su clasificación en legales o normativas y de gestión:

1. Propuestas legales o normativas 

Gobernabilidad

Problemática Propuesta

a.4 Controversias entre 
organismos fiscalizadores del 
Estado. 

b.6 Divergencias interpretati-
vas en el diseño institucional.

d.3 Dudas respecto de la 
encomendación de acciones: 
¿es obligatoria o debe ser 
voluntaria?

P.L.1. Superar las ambigüedades en materia de fiscalización, a tra-
vés de: una mejor redacción de la Ley Nº 20.417; y modificaciones 
a las leyes sectoriales, estableciéndose expresamente que en los 
instrumentos de gestión ambiental –en particular algunas normas 
de emisión, medidas como el  Plan de Prevención y Descontami-
nación Atmosférica (PPDA) y leyes especiales (Ley de Responsa-
bilidad Extendida del Productor (REP), impuestos verdes, etc.)– se 
deberá indicar qué organismo ejecutará las acciones de fiscaliza-
ción (servicios sectoriales, gobiernos regionales o municipalida-
des). La Superintendencia del Medio Ambiente seguirá a cargo 
de la fiscalización general de los instrumentos indicados más las 
resoluciones de calificación ambiental (RCA), y la ejecución de la 
fiscalización de esta última.

P.L.2. Modificación legal que permita operativizar y vincular los 
presupuestos ambientales sectoriales descritos en el artículo 
70 de la Ley Nº 19.300, con los programas y subprogramas de 
fiscalización del artículo 16 de la Ley Nº 20.417. Adicionalmente, 
será responsabilidad de Dirección de Presupuestos requerir la 
información para su materialización.

P.L.3. En relación con las normas de calidad, se sugiere generar 
una modificación legal que elimine la sanción como figura, dejando 
a la Superintendencia del Medio Ambiente como responsable del 
seguimiento ambiental del instrumento, informando de ello en la 
cuenta pública y a la Contraloría General de la República.

a.5 Diseño institucional 
pensado en grandes empresas 
y casos.

P.L.4. En el procedimiento de dictación de normas del Ministerio 
del Medio Ambiente (D.S.38/2013 y D.S.39/2013, entre otros), se 
deberá incorporar la obligación de hacer un análisis de la escala 
de la problemática abordada y el organismo sectorial más idóneo 
para hacerse cargo de la ejecución de acciones de fiscalización, así 
como un análisis riguroso de la carga en presupuesto y personal 
en que incurrirá el organismo fiscalizador. Una vez hecho el análi-
sis, se deberá incorporar la referencia en el anteproyecto y norma 
definitiva. En las RCA, la competencia de fiscalización será siempre 
de la Superintendencia del Medio Ambiente, no modificando el 
escenario actual. 

4 P.L.: Propuesta legal, P.G.: Propuesta de gestión.
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Problemática Propuesta

b.7 Excesivo esfuerzo para el 
procedimiento sancionatorio.

P.L.5. Establecer legalmente dos tipos de procedimientos: a) uno 
general, para las situaciones más complejas y de mayor entidad 
(fiscalización y sanción), típicamente casos del Sistema de Evalua-
ción de Impacto Ambiental (SEIA) y algunas normas, sin modificar 
lo actualmente vigente; y b) uno monitorio y abreviado, para 
medidas de planes y algunas normas específicas, que quedaría en 
manos de los organismos sectoriales que ejecuten la fiscalización 
y la sanción en poder de los juzgados de Policía Local. Todas las 
reclamaciones serán conocidas por los tribunales ambientales.

b.8 Problema en nombramien-
to de ministros.

P.L.6. Mejorar el complejo mecanismo de designación de 
ministros de la Ley Nº 20.600, evitando la designación del Poder 
Ejecutivo. El Consejo de Alta Dirección Pública elegiría una quina 
para cada cargo; luego, la Corte Suprema designaría directamente 
a los ministros.

b.9 Imposibilidad de abordar 
situaciones que están fuera 
del Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental (SEIA) 
y que no pueden ver estos 
organismos

P.L.7 Avanzar en la implementación legal del concepto Unidad Fis-
calizable. Así, la Superintendencia del Medio Ambiente tendría una 
facultad fiscalizadora sobre este objeto, incorporando a la totalidad 
de las instalaciones que están fuera del margen de la evaluación 
ambiental previo a 1997 y obligando a la autoridad a generar RCA 
refundidas.

b.10 Competencia residual 
ambiental.

P.L.8 Entregar a los tribunales ambientales mayores competencias 
en relación con la reclamación de actos administrativos de carácter 
ambiental.

c.2 Falta de competencias 
fiscalizadoras para escalas 
regionales y comunales.

Ver medidas P.L.1, P.L.2, P.L.4 y P.L.5.

a.3 Aumento en la burocracia 
por nuevas instituciones en 
desmedro de la “ventanilla 
única”.

P.L.9. Fortalecer el Registro de Emisiones y Transferencias de 
Contaminantes como mecanismo de ventanilla única, para la reali-
zación de todos los trámites ambientales o de carácter ambiental, 
y su traspaso a la Superintendencia del Medio Ambiente para su 
administración.

b.5 Foco puesto de sobrema-
nera en la sanción.

P.L.10. Modificación de la Ley Nº 20.417 respecto del proce-
dimiento sancionatorio frente a: a) La posibilidad de presentar 
Programa de Cumplimiento (PdC) y descargos frente a una 
formulación de cargos, superando la indivisibilidad del PdC; b) 
Simplificar el estándar y los requisitos para la autodenuncia; c) 
Incorporar mecanismos de compensación en los PdC y planes 
de reparación, para aquellos casos donde no es factible volver al 
cumplimiento de las condiciones establecidas en el instrumento de 
gestión ambiental o el daño es de carácter irreparable.
Ver Medida P.L.13.
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Planificación

Problemática Propuesta

i.2 Problemas en la efectividad real de 
implementar indicadores de desempe-
ño por parte de organismos sectoriales.

Ver medidas P.L.2.

Gestión

Problemática Propuesta

n.1 Problemas de autonomía política 
real en la Superintendencia del Medio 
Ambiente y en los tribunales ambien-
tales.

P.L.11. Modificar la Ley Nº 20.417, en cuanto a que la re-
moción se asimile al artículo 33 del D.L. 301 de la Fiscalía 
Nacional Económica, en términos de que concurra otro 
poder del Estado. Ver medida P.L.6.

j.3 Restricciones para la implementa-
ción de medidas provisionales.

P.L.12. Establecer criterios simplificados de consulta a 
los tribunales ambientales, respecto de la solicitud de 
medidas, eliminando la restricción legal de 30 días, pero 
manteniendo su transitoriedad. 

k.3 Obligaciones de cumplimiento poco 
claras.

P.L.13. Modificar legalmente el Sistema de Evaluación 
de Impacto Ambiental (SEIA), de tal manera que las RCA 
reflejen lo relevante desde un punto de vista del riesgo 
ambiental y que ello se pueda reflejar en su contenido a 
nivel reglamentario.
Ver medida P.L.7.

2. Propuestas de gestión

Gobernabilidad

Problemática Propuesta

a.1. Excesivo celo sancionador por 
sobre mecanismos de incentivo al 
cumplimiento.

P.G.1. Fortalecer los mecanismos de incentivo al cumpli-
miento con mayor información respecto del beneficio de 
estos y los resultados en el sistema. 
P.G.2. Mejorar en claridad respecto de los mecanismos 
de incentivo al cumplimiento mediante simplificación de 
formatos y guías de aplicación. 

P.G.3. Capacitación de funcionarios del área de sanciones 
de la Superintendencia del Medio Ambiente, respecto de 
las fases de construcción, operación y cierre de las tipolo-
gías de proyectos a cargo, para generar mayor compren-
sión de situaciones específicas por sobre las generales.

a.2 Escasa jurisprudencia de los tribu-
nales ambientales.

b.3 Excesivo formalismo por parte de 
tribunales ambientales.

P.G.4. Generar una instancia de discusión de los tres 
tribunales ambientales (seminarios internos), respecto de 
las problemáticas que se enfrentan. 
P.G.5. Incorporar mayor análisis técnico en la fundamen-
tación de los fallos, recurriendo a una mayor cantidad de 
peritajes o implementando un Centro de Técnico Ambien-
tal, que preste servicio exclusivamente a los tribunales 
ambientales.

b.1 Falta de cercanía con los regulados. P.G.6. Fortalecer las actividades a realizar con los gremios 
o interesados, estableciendo un calendario anual de 
reuniones bilaterales y multilaterales, abiertas y transpa-
rentes.
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Problemática Propuesta

b.2 Excesivo plazo para el procedimien-
to sancionatorio.

j.2 Exceso de tiempos de respuesta en 
fiscalización y sanción.

P.G.7. Establecimiento de indicadores para los proce-
dimientos realizados por la Superintendencia del Medio 
Ambiente, y medición anual de estos con entrega pública 
a la comunidad, como una forma de incentivar mejoras en 
la gestión de plazos.

c.1 Apertura de oficinas en todas las 
regiones.

P.G.8. Continuar con la política de apertura, para, una vez 
alcanzado el despliegue nacional, pasar a una etapa de 
consolidación de capacidades de los equipos regionales.

d.1 Problemas de articulación con el 
Servicio de Evaluación Ambiental.

P.G.9. Establecer una comisión permanente de trabajo 
con el Servicio de Evaluación Ambiental y el Ministerio del 
Medio Ambiente, que permita mejorar la articulación entre 
los dos organismos y la aplicación de los Instrumentos de 
Gestión Ambiental, simplificándolos y, por ende, facilitan-
do su cumplimiento y fiscalización, con un plan de trabajo 
y actas públicas para medir su avance.

d.2 Problemas de articulación con 
municipalidades.

P.G.10. Generar convenios con las asociaciones de mu-
nicipalidades, para el apoyo en el diseño de ordenanzas y 
capacitaciones de funcionarios en materias de fiscaliza-
ción y sanción ambiental.

e.1 Implementación adecuada de 
Entidades Técnicas de Fiscalización Am-
biental y de Certificación Ambiental.

P.G.11. Mayor gradualidad en la implementación de las 
ETFAS, obligando a su cumplimiento en aquellos alcances 
donde existan condiciones de mercado, mientras en 
aquellos de escaso desarrollo incentivar la instalación de 
nuevos oferentes de servicios. 

P.G.12. Impulsar la Certificación de Conformidad como 
parte de la agenda de trabajo del P.G.9.

e.2 Capacidad técnica de tribunales 
ambientales.

P.G.13. Implementar un Centro Técnico Ambiental que 
preste servicio exclusivo a los tres tribunales ambientales.

b.4 Marco regulatorio muy complejo de 
entender y excesiva discrecionalidad.

P.G.14. Hacer un catastro de normativa ambiental, para 
posteriormente refundir o derogar aquellos que presenten 
duplicidades o hayan perdido vigencia. 

Planificación

Problemática Propuesta

f.1 Desconocimiento de programas y 
subprogramas de fiscalización.

P.G.15. De conformidad a la obligación legal de la 
cuenta anual, transparentar la planificación, estrategias y 
acciones de fiscalización, midiendo la efectividad de los 
programas y subprogramas, y el efecto de las actividades 
iniciadas por autodenuncia, denuncia u oficio.

h.1 Dudas respecto de la implemen-
tación efectiva de los programas y 
subprogramas de fiscalización.

P.G. 16. Obligación de presentar una estrategia de fiscali-
zación anual, que articule los Programas y Subprogramas 
de fiscalización.

g.1 Desconocimiento en el avance de la 
planificación estratégica institucional, en 
la Superintendencia del Medio Ambien-
te, o existencia de esta, en los tribunales 
ambientales.

P.G.17. Publicación en sitio web de las instituciones 
sobre la existencia o no de estos documentos, con sus 
periodos de aplicación, además del avance en su imple-
mentación de forma anual.
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Problemática Propuesta

g.2 Desconocimiento de los criterios en 
los procedimientos de sanción.

h.2 Desconocimiento de los criterios 
para procedimientos sancionatorios.

P.G.18. Transparentar la estrategia de sanción, especial-
mente con relación a la aplicación de los artículos 36 y 
siguiente de la Ley Nº 20.417 (clasificación infracciones) 
y artículo 40 (determinación específica de la sanción).

h.3 Excesivos plazos de análisis de 
casos en los tribunales ambientales.

P.G.19. De forma similar a lo planteado en la medida 
P.G.7., establecer indicadores para los tiempos para 
dictar sentencias por parte de los tribunales ambienta-
les. Medición anual de estos con entrega pública a la 
comunidad, como una forma de incentivar mejoras en la 
gestión de plazos.

i.1 Ausencia o desconocimiento de 
métricas estandarizadas.

P.G.20. Definición de indicadores de interés público, por 
parte de la Superintendencia del Medio Ambiente, que 
incluya mecanismos de participación ciudadana, para ser 
incorporados en la Cuenta Pública anual.

Gestión

Problemática Propuesta

j.1 Dudas respecto del real liderazgo 
institucional.

P.G.21. Implementación de un sistema de acreditación 
de los fiscalizadores, sean de la Superintendencia del 
Medio Ambiente, de organismos subprogramados o de 
terceros acreditados.
Ver medida P.G.20.

k.1 Baja dotación de funcionarios en 
Superintendencia del Medio Ambiente. 

k.2 Dotación presupuestaria baja en 
relación con otras superintendencias.

P.G.22. Traspaso de recursos y funcionarios de otras 
instituciones del Estado fiscalizadoras o ambientales a la 
Superintendencia del Medio Ambiente.

Ver medida P.L.2.

l.1 Escasez de recursos para administrar 
tecnología propia para fiscalización.

P.G.23. Implementar una estrategia firme que avance en 
la idea de “Next Generation Compliance”, para incorporar 
con más fuerza el uso de tecnologías y herramientas de 
información en la fiscalización.

m.1 Ausencia de centros de referencia 
en materias ambientales.

P.G.24. Establecimiento de un centro de referencia en 
materias ambientales, que dé garantías de independencia 
y de alta excelencia técnica.

k.3 Exceso de tiempo dedicado a acti-
vidades complementarias a la labor de 
tribunal ambiental.

P.G.25. Rendir cuenta pública acerca del tiempo de los 
ministros dedicado a actividades principales versus 
actividades complementarias, con relación a la totalidad 
de tiempo disponible en el año para el desempeño de sus 
funciones.
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Reflexiones finales
Luego de entrevistar a diferentes actores con diversos niveles de relación 
con la materia, fue relevante y preocupante la coincidencia de dos de ellos, 
supuestamente antagónicos, en una idea central, respecto de la preocupación 
por la calidad ambiental del país:

“Los conflictos socioambientales no son prioridades de la agenda, 
pero creo yo que han aumentado mucho y que existe una preocupa-
ción por la población” (CIU-1).

“No existe una preocupación real del medio ambiente, hay más 
bien una preocupación por estar en el Acuerdo de París y por sa-
carse la foto en la OCDE con una buena auditoría” (EMP-1).

Así, el énfasis que se le ha intentado dar a esta investigación por parte de 
los autores va más allá de solo proponer una ruta de navegación para el ám-
bito de fiscalización, sanción y control ambiental, sino que existe la firme con-
vicción de que un fortalecimiento institucional o normativo, necesariamente, 
tendrá un efecto en la calidad ambiental, en la confianza de los ciudadanos 
en sus organizaciones y, por lo tanto, en una mejor calidad de vida para todos 
los habitantes del país.

Lo anterior, para evitar situaciones como las acontecidas en algunos 
países tales como Austria, Bahamas, China, Finlandia, Hungría, Holanda y 
Sudáfrica, donde cortes o tribunales ambientales han sido “descontinuados” 
producto de, entre otros, cambios en los compromisos y liderazgos políticos, 
falta de financiamiento, presión adversa desde grupos de interés, oposición 
judicial, carga insuficiente de casos o amalgamiento de varios de ellos en uno 
más grande sin especialización (UNEP, 2016). 

Finalmente, recoger las buenas experiencias internacionales, tanto de paí-
ses con sistemas legales similares o aquellos con estructuras diferentes, sobre 
temas específicos, puede ayudar a comprender los desafíos enfrentados y fa-
cilitar la implementación de medidas que permitan fortalecer las actividades 
de fiscalización, sanción y control ambiental en Chile. 
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Resumen1

Los proyectos de infraestructura pública suponen grandes inversiones a los 
Estados, que se encuentran en la obligación de gestionarlos cada vez mejor, 
potenciando su productividad y sustentabilidad. Sin embargo, a diferencia 
de la industria privada, la gestión pública enfrenta condicionantes, como el 
marco regulatorio o la falta de incentivos para la mejora y la innovación. Ello 
hace que los procesos del ciclo de vida de un proyecto de infraestructura 
sean complejos y, por otra parte, que su desarrollo esté limitado normati-
vamente al método tradicional denominado diseño-licitación-construcción 
(Design-Bid-Build).

Países como Estados Unidos, Reino Unido o Finlandia han generado un 
cambio en la forma en que desarrollan sus proyectos de infraestructura, 
para que sean más eficaces y efectivos, utilizando filosofía y técnicas Lean; 
asimismo, aplican modos alternativos de desarrollo de proyectos como Di-
seño-Construcción (Design-Build), Administrador de Construcción (Cons-
truction Management) o Formas Integradas de Desarrollo de Proyectos (Inte-
grated Project Delivery Methods). En Chile, los proyectos de infraestructura 
vial interurbana no concesionada son gestionados a través del método tradi-
cional Diseño-Licitación-Construcción y, según un estudio realizado en el año 
2016 por el Ministerio de Obras Públicas denominado “Informe de gestión de 
proyectos terminados”, un 55% de estos presenta incrementos presupuesta-
rios y un 71%, incrementos de plazo.
1 Esta propuesta fue presentada en un seminario organizado por el Centro de Políticas Públicas 

UC realizado el 3 de noviembre de 2017, en el que participaron como panelistas: Juan Manuel 
Sánchez, director general de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas; Clemente Pérez, 
exsubsecretario de Obras Públicas; y Jorge Letelier, presidente del Comité de Infraestructura 
Pública de la Cámara Chilena de la Construcción.
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El presente estudio explora los motivos que generan estas modificaciones 
de costos y de plazos en proyectos de vialidad interurbana, a través de un 
cuestionario Delphi realizado a expertos en el área. También identifica, por 
medio de la herramienta Lean –consistente en cuestionarios de pérdidas y 
valor–, los posibles focos de mejora en el proceso administrativo de tramita-
ción de modificaciones de obra.

Como resultado, se han determinado, por un lado, factores asociados a 
las fases de diseño, licitación y construcción que influyen en la generación de 
sobrecostos e incrementos de plazo en obra y, por otro, pérdidas presentes en 
el proceso de tramitación de modificaciones de obra. En base a esta informa-
ción, se proponen medidas de mejora aplicables al ciclo diseño-construcción 
de los proyectos y al proceso administrativo de modificaciones de obra, en un 
corto, medio y largo plazo.

Introducción

1. Presentación del problema de política pública

Los proyectos de infraestructura pública suponen grandes inversiones a los 
Estados, que se encuentran en la obligación de gestionarlas cada vez mejor, 
potenciando su productividad y sustentabilidad. Sin embargo, a diferencia 
de la industria privada, la gestión pública presenta condicionantes, como el 
marco regulatorio (Umstot et al., 2014) o la falta de incentivos para la mejora 
y la innovación (Bhatia & Drew, 2006). Estos factores causan que los proce-
sos del ciclo de vida de un proyecto de infraestructura sean complejos y, por 
otra parte, que se limite el método de desarrollo de los proyectos al método 
tradicional, denominado Diseño-Licitación-Construcción (Design-Bid-Build). 
Lo anterior, a pesar de que el método mencionado no es necesariamente la 
forma más eficiente y efectiva de lograr los resultados buscados en términos 
de costos, plazos y de valor del producto final.

En la búsqueda de mejorar las formas de desarrollar proyectos, son ya 
numerosos los países cuyos organismos públicos competentes en materia de 
carreteras han ido introduciendo modos de gestión diferentes a los tradicio-
nales. Así, están obteniendo mejoras en términos de costos, plazos y calidad 
en los proyectos de infraestructura desarrollados. Es el caso, por ejemplo: de 
Australia y Finlandia, con el método de gestión Alliancing; del Reino Unido, 
con la implementación de la filosofía Lean, como forma de funcionamiento 
en Highways England y en su cadena de suministro a través de Halmat (HAś 
Lean Madurity Assessment Tool); o de Estados Unidos, donde se recurre 
más comúnmente a métodos alternativos como Diseño-Construcción (De-
sign-Build, D-B) o Construction Management (CM).
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En Chile, la gestión de infraestructura vial interurbana no concesionada 
es llevada a cabo por el Ministerio de Obras Públicas a través de su Dirección 
de Vialidad, cuya forma de desarrollo de proyectos habitual es el tradicional 
Diseño-Licitación-Construcción D-B-B (Design-Bid-Build). El principal marco 
regulador para llevar a cabo la gestión de la construcción de los proyectos se 
encuentra constituido por el Reglamento para Contratos de Obras Públicas 
(Decreto Nº 75, de diciembre de 2004) y el Reglamento de Montos de Con-
trato de Obra Pública (Decreto Nº 1093, de noviembre de 2003)2.

Los requerimientos de inversión en infraestructura para el desarrollo, en 
el periodo 2014-2023, se estiman en US$ 112.588 millones, de los cuales el 
57% se financiaría a través del sector público, correspondiendo un 23% a la 
vialidad interurbana (Cámara Chilena de la Construcción, 2014).

En el año 2016, la División de Infraestructura y Regulación de la Con-
traloría General de la República realizó un estudio sobre observaciones y 
recomendaciones en la ejecución de contratos de obra pública. Su objetivo 
era identificar las principales anomalías que afectan la ejecución de dichos 
contratos, sus tendencias, orígenes, casos significativos y recomendaciones 
sobre la base de las fiscalizaciones realizadas por el órgano contralor entre 
los años 2012 y 2015. Entre las observaciones más relevantes se encuentran 
las irregularidades asociadas a modificaciones de contratos de obra, defi-
niendo como irregularidad el hecho de que no sean debidamente justificadas 
de acuerdo a la normativa o que podrían haber sido evitadas (División de 
Infraestructura y Regulación. Contraloría General de la República, 2016).

Por otra parte, también en 2016, el Ministerio de Obras Públicas presentó 
su agenda “Papel MOP”, la que incluía una lista de nueve medidas de mejo-
ramiento a corto, medio y largo plazo, tendientes a incrementar la eficiencia, 
modernización y trasparencia de esta Secretaría de Estado, junto a otros mi-
nisterios. Estas medidas se resumen en: registro en línea, licitación por Mer-
cado Público, información para la construcción y operación (BIM), comuni-
cación de emergencias, información georreferenciada para la transparencia, 
Observatorio de Prevención de Riesgos, optimización de la administración de 
contratos, libro de obra digital y herramientas de trabajo colaborativo.

Considerando dichos antecedentes, se ha estimado relevante realizar un 
estudio que permita explorar las oportunidades de mejoramiento en la ges-
tión de los proyectos de infraestructura vial al interior de la Dirección de 
Vialidad, de tal forma que este trabajo pueda ser extensible a otros servicios 
gestores de infraestructura. 

2 En el caso de proyectos cuyo financiamiento se realiza a través de concesiones público-privadas, 
el organismo responsable es la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas , cuyo marco de 
actuación lo definen la Ley de Concesiones de Obras Públicas (DFL N° 164, de 1991, y sus modi-
ficaciones) y el Reglamento de Concesiones (D.S. MOP Nº 956, de 1997).
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Estas oportunidades de mejoramiento se orientan al estudio de los proce-
sos relacionados con la generación y tramitación de modificaciones de con-
tratos de obra, en circunstancias que, por lo general, traen consigo aumentos 
de costo y tiempos de ejecución de dichos contratos. 

En consecuencia, se espera que los resultados obtenidos al finalizar la in-
vestigación, en forma de propuestas, permitan reducir las modificaciones de 
obra y mejorar, en términos de efectividad y eficiencia, los procesos internos 
necesarios para llevar a cabo una tramitación de este tipo. Se estima que 
estas recomendaciones sobre la mejora operacional de los procesos podrían 
ser de utilidad para otros similares dentro de los servicios gestores de infraes-
tructura vial pública.

2. Objetivos del estudio

2.1 Objetivo general

Detectar las causas de las modificaciones de obra en los proyectos de infraes-
tructura vial y proponer medidas para minimizarlas y optimizar los procesos 
asociados a ellas, en términos de costos y plazos.

2.2 Objetivos específicos

• Comprender las motivaciones que producen las modificaciones en los con-
tratos de construcción.

• Comprender los procesos necesarios para llevar a cabo dichas modificacio-
nes.

• Proponer cómo minimizar las modificaciones de obra.

• Proponer cómo mejorar los procesos de tramitación de dichas modificacio-
nes.

3. Metodología 

3.1 Cuestionarios Delphi3

El método Delphi tiene como finalidad poner de manifiesto convergencias 
de opinión y hacer emerger ciertos consensos en torno a temas precisos, 
mediante preguntas a expertos por medio de cuestionarios sucesivos (Godet, 
2007). Para este estudio, se utilizó con el fin de explorar los motivos que 
generan aumento de costo y de plazo en los proyectos de infraestructura vial.

Esta encuesta se envió a 66 actores involucrados en el proceso de cons-
trucción de infraestructura vial y sus modificaciones, pertenecientes tanto al 
ámbito público como privado.

3 Para más detalle sobre esta metodología, revisar el Anexo 1. 
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La primera ronda de la encuesta se desarrolló entre los días 22 y 27 de 
septiembre de 2017 y fue contestada por 41 personas (un 62% de participa-
ción). Tenían en promedio 17 años de experiencia laboral, y correspondían 
en un 51% al sector público y en un 49% al sector privado. La segunda 
ronda de la encuesta se llevó a cabo entre el 19 y 30 de octubre de 2017 y 
se envió a 64 de los expertos anteriores, alcanzando 30 respuestas (un 48% 
de participación). La experiencia media de los participantes fue de 17,7 años; 
47% pertenecía al ámbito público y un 53% al ámbito privado.

Las contestaciones obtenidas de los cuestionarios se han categorizado y 
clasificado usando una codificación que ha permitido establecer un orden 
de prioridad entre los motivos expuestos por los expertos. Los resultados 
obtenidos de este análisis constituyen los principales motivos que originan 
las modificaciones de obra y se incluyen en el primer acápite del apartado 
de resultados.

3.2 Entrevistas

Con el objetivo de identificar el flujo de actividades que son necesarias para 
llevar la tramitación de la solicitud de modificación, se realizaron entrevis-
tas con profesionales pertenecientes a departamentos relevantes dentro del 
proceso, como son:

• Jefatura de la División General de Obras Públicas (DGOP).

• Jefatura del Departamento de Fiscalización de Contratos de la Dirección 
General de Obras Públicas.

• Departamento de Planificación de Inversiones de la Dirección de Planea-
miento.

• Departamento de Fiscalización de Contratos de Obra y Consultorías de la 
DGOP.

• La Subdirección de Construcción de Vialidad.

• El Departamento de Administración y Gestión de Contratos de la Subdirec-
ción de Construcción de Vialidad.

• La Subdirección de Presupuesto y Finanzas de Vialidad.

• La Subdirección de Desarrollo de Vialidad.

La información obtenida de las entrevistas permitió la generación de un 
diagrama de flujo del proceso de tramitación de una modificación de obra, 
que se representa en forma de tabla y se incluye en el Anexo 2. Esta tabla 
muestra las interacciones que existen con otros servicios externos al proceso 
y también determina, en base a la información dada por los entrevistados, los 
puntos en donde la información presenta paralizaciones debido a iteraciones. 
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El conocimiento del proceso a través de su diagrama permite identificar a los 
actores del proceso, cuya participación en la encuesta de detección de valor 
y pérdidas es relevante.

3.3 Encuestas de detección de pérdidas y valor

Se elaboraron cuatro tipos de encuestas para identificar y determinar la fre-
cuencia de las causas de las pérdidas y de la generación de valor. Las encues-
tas analizan el proceso de tramitación de las solicitudes de modificación de 
obra. Los conceptos de pérdida y valor son los establecidos en el marco de la 
filosofía Lean, descritos más adelante.

Las encuestas se administraron en un taller celebrado el día 4 de octu-
bre de 2017, al que asistieron 11 profesionales involucrados en el proceso 
de gestión de las modificaciones dentro de la Dirección de Vialidad y de la 
Dirección General de Obras Públicas, y de los cuales contestaron 10. El ta-
ller tuvo una duración de dos horas, en donde primeramente se realizó una 
introducción a los principios Lean: valor, mapeo de valor, flujo de valor, pull 
y perfección. 

La información obtenida a través de las encuestas de identificación de 
pérdidas y valor corresponde a la segunda parte del apartado de resultados y 
se muestra, por un lado, a través de diagramas de Pareto, con el propósito de 
determinar los factores que con mayor frecuencia son citados. Por otro lado, 
a través de tablas, en donde se representa el grado de ponderación con que 
los encuestados dan sus respuestas. 

Antecedentes y diagnóstico
Considerando que la administración pública se encuentra ante el desafío de 
gestionar grandes inversiones y, a la vez, optimizar sus procesos para tratar 
de hacer “más con menos”, son ya numerosos los países los que están introdu-
ciendo formas de gestión diferentes a las tradicionales, con las que han obte-
nido resultados de mejora en los proyectos de infraestructura desarrollados. 

1. Filosofía Lean

El término “Lean Production” se acuñó para describir el sistema de produc-
ción utilizado por Toyota en 1980, a partir de una investigación realizada 
por un equipo del Massachusetts Institute of Technology (MIT), encabezado 
por el Doctor Jim Womack.

La idea central de la filosofía Lean es maximizar el valor que se entrega 
al cliente y minimizar las pérdidas que se producen, en el proceso necesario 
para desarrollar dicho valor. El cliente puede interpretarse como el receptor 
final del producto que se genera, pero también, pueden considerarse como 
tal, los receptores intermedios dentro del proceso, de modo que cada paso 
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que forma parte del flujo global debe maximizar el valor que entrega a su 
siguiente paso (cliente intermedio). Para conseguir esto, el pensamiento Lean 
cambia el foco de la gestión de la optimización local de departamentos o 
tecnologías por sí solas a la optimización del flujo que los productos o ser-
vicios siguen desde que se inician hasta que se llega al resultado final. Es 
decir, busca la optimización del flujo desde de un punto de vista del proceso 
globalmente considerado.

La conceptualización de la filosofía, tecnologías y cultura que trae con-
sigo el pensamiento Lean ha llevado a su aplicación en prácticamente todos 
los ámbitos de la gestión, como la manufactura, la construcción, la salud, el 
gobierno, entre otros, donde hoy se habla en forma genérica de “Lean Ma-
nagement”.

1.1 Principios

La implementación de la filosofía Lean en cualquier proceso debe apoyarse 
en los siguientes cinco principios: 1) Especificar el valor que se quiere entre-
gar como resultado del proceso; 2) Identificar todos los pasos que integran el 
proceso para llegar al resultado definido, eliminando aquellos que no apor-
tan valor; 3) Garantizar el flujo continuo del valor, es decir, que la creación 
de valor a través de los distintos pasos se realice mediante una secuencia 
continua, eliminando los motivos que puedan pararlo, iterarlo o retrocederlo; 
4) El ritmo del flujo debe seguir una dinámica “pull” y no “push”, o sea, que 
no acumule trabajo a la espera de que el paso siguiente lo reclame, sino que 
los pasos siguientes solicitan y el trabajo se le da en ese momento y no antes; 
5) El proceso está en continua dinámica de mejora, con el objetivo de lograr 
la perfección, para lo que los pasos anteriores son revisados y mejorados 
continuamente.

1.2 Experiencia internacional

Países como Estados Unidos, Reino Unido y Canadá ya han generado un 
cambio en la forma en que sus gobiernos desarrollan sus proyectos de in-
fraestructuras, para lograr procesos más eficaces y efectivos. Así, por ejem-
plo, la Agencia de Autopistas del Reino Unido inició la introducción de Lean 
en su organización en el año 2009. Esta agencia se encarga de la operación, 
mantenimiento y mejora de 7.000 kilómetros de carreteras y, también, a 
través de un departamento concreto, desarrolla nuevos proyectos de infraes-
tructura. En su plan estratégico 2010/11 tuvo como objetivo conseguir £114 
millones de ahorro (eficiencias), para lo que se creó una División Lean, en-
cargada de monitorear la implementación de la metodología en varios pro-
yectos (Drysdale, 2013). 

Junto con Reino Unido, varias organizaciones gubernamentales estadou-
nidenses (en los estados de Colorado, New Hampshire, Ohio, Washington y 
Wisconsin) y canadienses (en la provincia de Saskatchewan), que operan con 
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sistemas de autopistas y carreteras, son parte del foro de transporte Lean, a 
través del cual intercambian información, ideas y recursos para conseguir los 
objetivos de mejora y eficiencia (Colorado, s.f.). 

2. Métodos de desarrollo de proyectos

Maximizar el valor y disminuir las pérdidas en un proyecto es difícil cuando 
la estructura contractual inhibe la coordinación, no facilita la cooperación y 
solo establece reconocimientos a un nivel local y no global (Matthews, 2012).

Además del marco contractual que se establezca para el desarrollo de 
un proyecto de construcción, uno de los factores asociados a una mayor pro-
ductividad es la forma de gestión que se lleve a cabo en el proyecto. Plan-
teándolo de otra forma, se consideran como condicionantes que influyen en 
la productividad de un proyecto, a nivel macro: las leyes gubernamentales, 
regulaciones, formas contractuales, legislación laboral y organización del tra-
bajo; y a un nivel micro, los aspectos relativos a la gestión y las operaciones 
del proyecto en la zona de trabajo (Nasir et al., 2015).

2.1 Desarrollo tradicional de proyectos

Como se ha indicado, el desarrollo de los proyectos de carreteras por parte 
de la Dirección de Vialidad sigue el esquema Diseño-Licitación-Construcción 
(Design-Bid-Build), que es el método tradicional en este ámbito. De acuerdo 
a ello, en primer lugar, se desarrolla el diseño, posteriormente se licita y la 
empresa adjudicataria construye el proyecto, sobre el cual no tiene ninguna 
responsabilidad en cuanto al diseño ni en cuanto a los posibles errores u 
omisiones existentes en el mismo. Por tanto, esto puede ser un posible foco 
de generación de incrementos de costo.

Por otra parte, el carácter secuencial del desarrollo del proyecto y el nú-
mero de departamentos y responsables implicados en cada una de las fases 
de diseño, licitación y construcción hace que pueda transcurrir un largo pe-
riodo desde que el proyecto se ha diseñado, hasta que se inicia su ejecución. 
El paso del tiempo entre el diseño y la construcción y su total desvinculación 
puede ser también un factor generador de modificaciones de obra.

En este sentido, en los últimos años, la gestión de la infraestructura vial 
ha desarrollado otras formas de llevar a cabo los proyectos de carreteras, 
que han mostrado en algunos casos repercutir en una mejora en los plazos y 
también en los costos de los mismos.

2.2  Formas alternativas de desarrollo de proyectos (alternative project delivery 
methods)

Design-Build (D-B): se contrata a una única empresa que desarrolla el diseño 
y la construcción, en un diseño básico. De esta forma, se combina el diseño 
y la construcción en un único contrato. Se consigue que el diseño y la cons-
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trucción estén más integrados, pero no se traspasa ningún riesgo en cuanto a 
financiamiento al diseñador-constructor.

Construction Manager/General Contractor (CM/GC): este método está 
ganando interés en Estados Unidos. La administración contrata separada-
mente al diseñador y al constructor. Pero en este caso, se contrata un má-
nager de construcción que desarrolla servicios de asesoría en construcción 
durante la etapa del diseño y, posteriormente, desempeña las funciones de 
general contractor en la construcción del proyecto. De acuerdo a este modelo, 
el contrato que la administración celebra con el construction manager/general 
contractor será a riesgo, asociado al costo y tiempo final de la construcción 
(Molenaar et al., 2014).

Existen otras formas de desarrollo de proyectos, como Public-Priva-
te-Partnership o Alliancing, que no se explican por considerarse más ade-
cuadas a proyectos de mayor envergadura, como son los que lleva a cabo la 
Coordinadora de Concesiones dentro del Ministerio de Obras Públicas, que 
no es objeto de la presente investigación.

2.3 Experiencia internacional

En Estados Unidos, se han efectuado numerosos estudios con el fin de ana-
lizar los distintos modelos de desarrollo de proyectos en el ámbito de la 
infraestructura vial. En Use and Performance of Alternative Contracting Me-
thods on Small Highway Construction Projects, se estudian proyectos viales 
completados entre 2004 y 2015, cuyo costo de inversión fue menor de 20 
millones de dólares, llevados a cabo con formas alternativas de desarrollo de 
proyectos, diferentes a D-B-B, sugiriendo mejoras en los tiempos sin impactos 
negativos en costos (Alleman et al., 2016).

El Guidebook for Selecting Alternative Contracting Methods for Roadway 
Projects fue preparado por la Universidad de Colorado, en 2014, para apoyar 
a los funcionarios públicos a tomar la decisión de qué método es más adecua-
do para el desarrollo de los proyectos. En este estudio, se exponen los distin-
tos métodos, los procedimientos de contratación y las formas de pago que se 
han venido utilizando para cada modelo. A la vista de todas las estrategias 
propuestas, es posible decidir cuál conviene, según las características de los 
proyectos y los objetivos establecidos.

También es importante destacar el caso de Finlandia, país cuya agencia 
gubernamental de la carretera viene estudiando a través de distintos infor-
mes desde el año 2002 las alternativas existentes para el desarrollo de los 
proyectos viales, con el propósito principal de optimizar tiempos y costos. 
Dentro de sus estudios, y partiendo con principios y herramientas Lean y el 
concepto de Desarrollo Integrado de Proyectos (Integrated Project Delivery), 
se encuentra actualmente llevando a cabo proyectos públicos a través de 
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Alliance, tipología que analizó a partir de la experiencia australiana y que 
tuvo que adaptar a la normativa europea. Este método se basa en relaciones 
de colaboración, en que los riesgos y las ganancias se comparten y, por tanto, 
existe un alto interés por parte de todos los involucrados en conseguir los 
mejores resultados.

3. Situación en Chile: diagnóstico preliminar 

En base al resumen histórico (desde 1995 hasta 2016) de iniciativas de in-
versión de la Dirección de Planeamiento del Ministerio de Obras Públicas4, 
que incluye las realizadas por las distintas direcciones y departamentos de 
esta cartera, el presupuesto que se invierte en la Dirección de Vialidad repre-
senta –en promedio del periodo histórico– un 62% del presupuesto total del 
Ministerio (Dirección de Planeamiento, 2017).

En el año 2015 se realizó un estudio en donde se analizaban 669 con-
tratos de ejecución de obra (se excluye conservación) llevados a cabo por el 
Ministerio de Obras Públicas a través de sus diferentes servicios, en el perio-
do 2005 y 2015. Ahí, se evidencia que un 77% de la muestra tomada para 
el análisis presentaba una desviación de plazo y el 98% una desviación en el 
costo (Tala González, 2015).

En el año 2016, el Ministerio de Obras Públicas desarrolló un informe 
resumen sobre los resultados obtenidos en los contratos terminados en el 
año 2016, donde se muestra que el 55% de los contratos efectuados por la 
Dirección de Vialidad presentan, al finalizar, un incremento de presupuesto. 
Este corresponde a un 11,46% del monto oficial, lo que ha supuesto un so-
brecosto de $1.412.756.277, en el conjunto de todos los proyectos (Ministerio 
de Obras Públicas, 2016).

En relación con los plazos, el 71% de los contratos de la Dirección de 
Vialidad finalizados en 2016 sufrieron incrementos de plazos, respecto de lo 
establecido inicialmente. Los proyectos, en término medio, han aumentado 
su plazo de término en un 22% (Ministerio de Obras Públicas, 2016).

4. Cambio de paradigma hacia proyectos integrados: aspectos jurídicos

Como se señaló precedentemente, son ya varios los países en los que se han 
ido introduciendo paulatinamente nuevos modelos de gestión de proyectos 
de infraestructura pública, los cuales, desde la perspectiva de su reglamenta-
ción contractual y más allá de las diferencias accidentales entre unos y otros, 
pueden ser reunidos en la categoría de contratos integrados (integrated agree-
ments). Esencialmente, se trata de desarrollar un modelo contractual basado 
en la gestión colaborativa entre los distintos actores del proyecto (propietario, 

4 http://www.dirplan.cl/InformaciondePresupuestoMOP/inversion_historica/Paginas/default.aspx
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diseñador, constructor), que optimice la ejecución del mismo como un todo, 
no por partes, y donde cada actor se involucre activamente en las distintas 
etapas del proceso, con la consiguiente distribución de los riesgos asociados.

Cabe hacer presente que el ordenamiento jurídico chileno no reconoce un 
contrato de construcción propiamente tal, sino que se encuentra configurado 
como contrato de arrendamiento de obra, regulado en los artículos 1996 y 
siguientes del Código Civil, aunque solo dos de ellos (artículos 2003 y 2004) 
se refieren específicamente a la construcción de edificios. 

No obstante, la tendencia actual es considerar al contrato de construcción 
como una categoría más o menos autónoma, puesto que presenta una serie 
de particularidades que no hacen conveniente tratarlo conjuntamente con 
otras especies de contrato de arrendamiento de obra, como pueden ser la 
confección de una prenda de vestir a medida o de un mueble (cf. Prado Puga, 
2014; Molina & Ríos, 2016).

Entre las principales características de este contrato, se encuentra que 
es oneroso-conmutativo, lo que significa que tiene por objeto la utilidad de 
ambas partes, gravándose cada una en beneficio de la otra, y donde cada 
una de ellas se obliga a dar o hacer una cosa que se mira como equivalente 
o lo que la otra parte debe dar o hacer a su vez. Lo dicho trae consigo que 
ante cualquier conflicto jurídico entre las partes –por ejemplo, a raíz de cir-
cunstancias imprevistas o sobrevinientes que encarecen sustancialmente la 
ejecución del proyecto, tornándolo excesivamente oneroso para el construc-
tor– el juez debe considerar la necesidad de conservar la equivalencia de las 
prestaciones, esto es, que ninguna de las partes reporte un beneficio excesivo 
a costa del detrimento de la otra, ya que ello atentaría contra la naturaleza 
misma del contrato y el principio de la buena fe contractual.

Si bien esta puede parecer una consideración muy abstracta, es de enorme 
relevancia práctica y guarda directa relación con el modelo de gestión de 
proyectos tradicional, puesto que es muy común que en los contratos de cons-
trucción (que se caracterizan por ser de larga duración), durante el período 
de ejecución se presenten circunstancias imprevistas o sobrevinientes, que 
hagan que el estricto apego al tenor literal del contrato suponga la lesión del 
interés económico de una de las partes. Aquí, de lo que se trata en definitiva 
es de una tensión entre el principio de fuerza obligatoria de los contratos5 

(todo contrato es una “ley” para las partes, y como tal, debe ser observado) 
y la buena fe6, principio según el cual las partes deben comportarse leal, 
honestamente y de acuerdo a un espíritu de mutua cooperación en el ejerci-
cio de los derechos y el cumplimiento de las obligaciones que les impone el 
contrato. Esto último significa que en muchos casos el juez deberá “integrar” 
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el contrato, esto es, otorgar derechos, imponer obligaciones o eximir de res-
ponsabilidades que van más allá del tenor literal de sus cláusulas, en aras de 
conservar (o restablecer) el equilibrio económico.

Lo anterior cobra especial relevancia cuando se distingue entre los así 
llamados contratos de construcción “a suma alzada” y los “a serie de precios 
unitarios”. Corresponden al primer grupo aquellos en virtud de los cuales el 
contratista ejecuta las obras encomendadas hasta su total terminación, por 
un precio cierto, global y único. Su contrapartida es el contrato a precios uni-
tarios, en el cual el contratista efectúa un detallado catálogo de conceptos por 
unidad de obra y, por tanto, el precio total del proyecto es la suma de los pre-
cios contenidos en las cubicaciones. El régimen de ajuste de precio por modi-
ficaciones al proyecto o circunstancias imprevistas es distinto para cada tipo 
de contrato, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 2003 del Código Civil, 
relativo a la construcción de edificios7. Cabe hacer presente que el concepto 
“edificio” ha recibido de parte de nuestros tribunales una interpretación am-
plia, aplicable a toda estructura creada por el hombre que se encuentre sobre 
el suelo, como es el caso de, por ejemplo, obras viales (Cf. Sutherland, 2014).

En Chile, gran parte de los litigios de construcción que se substancian tan-
to ante tribunales ordinarios como arbitrales tienen por causa que, por mo-
dificaciones sobrevinientes al proyecto o por la aparición de circunstancias 
imprevistas, los trabajos se encarecen considerablemente, al punto que su 
ejecución se torna excesivamente onerosa para el contratista. Suele suceder 
que ello obedece a dificultades que solo son notadas por el contratista una 
vez iniciada la ejecución de las obras y cuando están bastante avanzadas, con 
el consiguiente retraso (o incluso paralización) de las mismas. Lo dicho vale 
tanto para obras privadas como públicas. 

En lo que respecta al objeto del presente artículo, es dable asumir que ta-
les contingencias podrían reducirse considerablemente si hubiera una mayor 

5 El artículo 1.545 del Código Civil dispone lo siguiente: “Todo contrato legalmente celebrado es 
una ley para los contratantes, y no puede ser invalidado sino por su consentimiento mutuo o por 
causas legales”.

6 El artículo 1.546 del Código Civil dispone lo siguiente: “Los contratos deben ejecutarse de buena 
fe, y por consiguiente obligan no sólo a lo que en ellos se expresa, sino a todas las cosas que ema-
nan precisamente de la naturaleza de la obligación, o que por la ley o la costumbre pertenecen a 
ella”.

7 El artículo 2.003 del Código Civil dispone, en sus reglas primera y segunda, lo siguiente: “Los 
contratos para construcción de edificios, celebrados con un empresario, que se encarga de toda la 
obra por un precio único prefijado, se sujetan además a las reglas siguientes:

 1a. El empresario no podrá pedir aumento de precio, a pretexto de haber encarecido los jornales 
o los materiales, o de haberse hecho agregaciones o modificaciones en el plan primitivo; salvo que 
se haya ajustado un precio particular por dichas agregaciones o modificaciones.

 2a. Si circunstancias desconocidas, como un vicio oculto del suelo, ocasionaren costos que no 
pudieron preverse, deberá el empresario hacerse autorizar para ellos por el dueño; y si éste rehú-
sa, podrá ocurrir al juez para que decida si ha debido o no preverse el recargo de obra, y fije el 
aumento de precio que por esta razón corresponda”.
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coordinación entre los distintos actores en las sucesivas etapas del proyecto, 
vale decir, entre los organismos estatales competentes en materia de obras 
públicas, el diseñador del proyecto y el constructor. Hoy, lo que ocurre es 
que cada uno de los involucrados (Estado, diseñador y constructor) buscan 
–legítimamente– endosar el riesgo por defectos en el proyecto, necesidad de 
modificaciones o circunstancias imprevistas, a su contraparte, de acuerdo a 
un paradigma tradicional que ve en las partes de un contrato personas que 
únicamente pretenden satisfacer su propio interés y poco dadas a buscar el 
interés común, lo que requiere mutua cooperación. No hay, pues, que olvidar 
que, no habiéndose expresado una voluntad contraria por las partes, corres-
ponde integrar la intención de los contratantes según los motivos objetivos 
del contrato, entre los que se encuentra la conservación del equilibrio econó-
mico inicialmente previsto (Cf. Lyon Puelma, 2017, p. 177).

Si el paradigma descrito puede ser hasta cierto punto aceptable tratándo-
se de intereses puramente privados, deja de serlo cuando lo que está en juego 
es el interés colectivo, como ocurre con proyectos de obra pública con alta 
rentabilidad social, respecto de los cuales cualquier modificación, aumento 
de precio o retraso tiene consecuencias que exceden con creces el proble-
ma de la equivalencia de las prestaciones en un contrato entre particulares, 
afectando el patrimonio del Estado, el interés público y la confianza en las 
instituciones.

En este orden de cosas, la transición desde el modelo tradicional, carac-
terizado por una segmentación del proyecto en tres etapas (diseño, licitación, 
construcción) y, consecuencialmente, en tres contratos distintos e indepen-
dientes entre sí, hacia un modelo de contratos integrados, de acuerdo a los 
principios de la así llamada filosofía Lean, no supone necesariamente una 
mole de modificaciones legislativas, sino que esencialmente (y he aquí el 
desafío) un cambio de paradigma, incluso cultural, en la estructura contrac-
tual de los proyectos de construcción de obras públicas. Algo similar existe 
actualmente en el caso de la modalidad del contrato “llave en mano”, en el 
cual se fusionan en el contratista las etapas de elaboración del proyecto y 
la ejecución de la obra, para entregar finalmente “las llaves” del proyecto 
terminado al mandante (Prado Puga, 2014). Con todo, esta estructura se 
ve muy difícil en el caso de proyectos de obra pública, toda vez que implica 
una pérdida de control del mandante sobre el proyecto, problema que no se 
aprecia en los principios Lean.
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En síntesis: se trata de articular contractualmente la gestión de proyectos 
de obra pública de acuerdo a las siguientes ideas fundamentales (cf. Lichtig, 
2006):

1) Desarrollar un modelo de gestión colaborativa, que incremente y enriquez-
ca una relación de mutua cooperación entre todos los partícipes en el pro-
yecto (Estado, diseñador, constructor).

2) Optimizar la ejecución del proyecto en su conjunto, no por partes. Esto 
implica que cada uno de los actores se involucre más activamente en las 
distintas etapas de desarrollo del proyecto, con la consiguiente distribución 
más equitativa y eficiente de los riesgos asociados al mismo.

Resultados de la investigación 
Los incrementos de costo y de plazo presentes al final del proceso de diseño, 
licitación y construcción de una infraestructura vial, son el resultado del 
desarrollo y la gestión de cada una de estas fases. Por ello, se ha considerado 
pertinente explorar cómo cada una de ellas impacta en este resultado final, 
qué importancia relativa tienen unas respecto de otras, qué importancia tiene 
el tiempo que transcurre entre ellas y qué aspectos específicos presenta cada 
una que tengan una especial relevancia en cuanto a su influencia en resulta-
dos finales más costos o más largos en el tiempo.

1. Sobre los motivos que originan modificaciones de obra: influencia 
de las fases del ciclo de vida de infraestructura

1.1 Influencia de las fases en las modificaciones de obra con incremento de 
costo 

En una primera consulta a través de preguntas cerradas, los encuestados 
indicaron que las modificaciones con aumento de costo en los proyectos de 
infraestructura vial se ven influenciadas en un 57% por la fase de diseño, en 
un 28% por la de construcción y en un 20% por la de licitación. 

Posteriormente, a partir de una pregunta abierta por los motivos especí-
ficos de las modificaciones (al menos tres), se categorizaron estas respuestas 
en las fases de diseño, construcción y licitación, dando lugar a dos niveles de 
análisis. 

A nivel global, emergió una fase adicional, denominada “interfase”, que 
hace referencia al tiempo que transcurre entre la fase de diseño y la fase de 
construcción. Los nuevos porcentajes de la relevancia de cada fase en cuanto 
a su impacto en las modificaciones fueron de un 78% la fase de diseño, un 
29% la de construcción, un 7% la interfase y un 1% la de licitación. Se obser-
va así, que al preguntarse de forma específica sobre los motivos que implican 
incremento de costo, se eleva la presencia de razones asociadas a la fase de 
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diseño. Por otro lado, la fase de licitación pierde relevancia en pro de la in-
terfase. En esta última categoría se engloba el excesivo tiempo transcurrido 
desde que se realiza un diseño hasta que se licita la obra.

A nivel específico, las principales causas particulares para el aumento de 
costos que fueron identificadas por los participantes son:

i. Un 50% de las contestaciones apuntó a razones asociadas a deficiencias del 
proyecto como causa de las modificaciones. Estas deficiencias incluyen, por 
un lado, aspectos asociados a la fase de ingeniería básica, como falencias 
en la topografía, en la mecánica de suelos o en catastros de elementos en el 
área de estudio y, por otro lado, errores o ausencia de cantidades de obra 
necesarias. 

ii. Un 10% afirma que los motivos están relacionados con el equipo, incluyén-
dose en este grupo los de: 

• Ingeniería. Considera que los equipos que desarrollan el diseño no tie-
nen experiencia, que no se dota al diseño de recursos suficientes y que 
los diseños teóricos no se ajustan a la necesidad real.

• Revisor de proyecto. En referencia a que los equipos que, por parte de 
la administración, supervisan el desarrollo del diseño son inflexibles y 
en muchos casos carecen de argumentos técnicos para llevar a cabo una 
correcta supervisión.

• Constructor. En relación con el equipo constructor de la obra, conside-
rando que se realiza una mala gestión y que se actúa para conseguir un 
aprovechamiento económico.

• Inspección técnica. Relativa al equipo de inspección técnica en terreno 
que, por parte de la administración, presenta deficiencias técnicas, no 
está presente en el desarrollo del trabajo y se considera inadecuado para 
el objetivo que persigue.

iii. Con un 7%, se agrupan respuestas asociadas al tiempo, que de forma gene-
ral se refieren al tiempo transcurrido entre el diseño y la construcción. Se 
identifica este motivo como “interfase”. 

iv. Un 6% se refiere a imprevistos, los cuales hacen referencia a imprevisto 
humanos o que se generan en terreno.

A modo de conclusión de este primer apartado, se establece que la fase de 
diseño es la que mayor relevancia tiene en la presencia de modificaciones con 
aumento de costo del proyecto. Apuntándose, como motivos más concretos, 
las falencias del proyecto en las partes de ingeniería básica y de cantidades 
de obra dentro del presupuesto. También se hace referencia a características 
del equipo de diseño, por un lado, del diseñador (indicando inexperiencia, 
diseño demasiado teórico o la falta de recursos) y, por otro lado, del revisor 
(señalando inflexibilidad o falta de argumentos técnicos).
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Se destaca la importancia del tiempo transcurrido entre el diseño y la 
construcción (interfase), como un motivo que incide en los sobrecostos del 
proyecto. Este factor, si bien no está asociado directamente con la fase de 
diseño, sí afecta a que los proyectos tengan falencias en el momento de cons-
truir, dado que hace que estén desactualizados.

1.2 Influencia de las fases en las modificaciones de obra con incremento de 
plazo

A través de una pregunta abierta, se consultó por los motivos (al menos tres) 
que producían modificaciones con aumento de plazo en la fase de construc-
ción. El 80% de las respuestas se agruparon según las siguientes categorías:

i. En un 18,5%, se indicaron las deficiencias de proyecto, haciendo referencia 
a problemas en la ingeniería básica y en cantidades de obra, de forma ge-
neral.

ii. De igual forma, con un 18,5%, se hace referencia al plazo proporcional que 
se requiere cuando se realiza una modificación. Es decir, cualquier cambio, 
independientemente del motivo que le haya producido, en general requiere 
un tiempo proporcional y a este es al que se hace referencia en este grupo 
de contestaciones.

iii. En un 12,3%, se hace referencia a retrasos o problemas asociados la repo-
sición de los servicios afectados. 

iv. En un 9,2%, se hace referencia a retrasos por la falta de disposición de los 
terrenos para la ejecución de los trabajos, es decir, problemas en el proceso 
expropiatorio.

v. En un 7,7%, se mencionan aspectos relativos a la programación, en donde 
se hace referencia a aspectos tales como que la programación presentada 
por el contratista es deficiente, que debe adaptarse a exigencias de organis-
mos públicos o municipios, que los plazos no son realistas o que no consi-
dera las condiciones climáticas.

vi. Por último, incluido en este grupo de principales motivos, se encuentra  
–con un 7,7%– la categoría de Equipos, que hace referencia a los de:

• Constructor. En relación con que el equipo de construcción no presenta 
una logística adecuada para desarrollar la obra, que es ineficiente, que 
presenta errores de ejecución, que lleva a cabo métodos constructivos 
lentos y que adaptan el proyecto a conveniencia de su empresa.

• Inspección técnica. Referido a que los equipos que llevan a cabo la ins-
pección técnica en construcción no tienen experiencia, desarrollan un 
control ineficiente o generan aumentos de plazo favoreciendo su interés.

Tomando los factores descritos y asociándolos a la fase a la que corres-
ponderían, la relevancia de las fases sobre los incrementos de plazo presenta 
la distribución que muestra el Gráfico 1.
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GRÁFICO 1. Influencia de fases en incrementos de plazo
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Fuente: elaboración propia.

Por tanto, puede observarse que la mayor parte de los motivos que gene-
ran incrementos de plazo se encuentran en la fase de diseño. A diferencia de 
lo que ocurría con los incrementos de costo, la fase de diseño disminuye su 
porcentaje de relevancia y la fase de construcción y de licitación aumenta. 
Esto se debe a que, por un lado, hay aspectos (como la expropiación, que se 
ha incluido en la etapa de licitación) que deben estar resueltos antes del inicio 
de la construcción, para evitar paralizaciones por falta de disponibilidad de 
terrenos; y, por otro, también hay aspectos propios de la fase de construcción, 
como pueden ser los retrasos por parte de las empresas en llevar a cabo la 
reposición de los servicios, programaciones de obra irreales o que no se cum-
plen, o aspectos relacionados con el equipo en sí de construcción.

1.3 Relación entre los motivos que generan incrementos de costo y los motivos 
que generan incremento de plazo

Según los resultados expuestos en el apartado anterior, los principales moti-
vos que generan incrementos de plazo están asociados a modificaciones que 
generan aumentos de costo.

El incremento de plazo, además, tiene factores específicos como son fa-
lencias en la tramitación de expropiaciones, retrasos provocados por la re-
posición de los servicios afectados, falencia en el programa del contratista o 
problemas de avance derivados del propio equipo de construcción.

En relación con los motivos que generan incrementos de plazo, se reali-
zó una pregunta adicional en donde se pedía ordenar prioritariamente las 
siguientes opciones, según su incidencia en la presencia de incrementos de 
plazo:

Opción 1: modificaciones que implican también incrementos de costo.

Opción 2: procesos administrativos, exceso de revisiones.

Opción 3: otros. Especificar.
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La opción número 1 se identificó en el primer lugar, en el 72% de las res-
puestas. Un 15% indicó la opción 3, haciendo referencia a que las obras no se 
licitan en el momento adecuado para su óptima construcción, a paralización 
por comunidades en conflicto, a gestiones medioambientales, a problemas 
propios de la empresa constructora y a retrasos asociados a traslado de ser-
vicios.

Por tanto, los incrementos de plazo pueden asociarse en un alto porcen-
taje a las modificaciones que implican incremento de costo, pero, además, se 
debe tener en consideración aspectos específicos como la tramitación de ex-
propiaciones, cuyo trámite debiera quedar resuelto posteriormente a la fase 
de diseño y antes de la adjudicación de la obra, la programación y el equipo 
de construcción.

1.4 Tiempo interfase: impacto en los sobrecostos e incrementos de plazo

Se consultó a los expertos sobre el tiempo global que se destina al proceso 
Diseño-Licitación-Construcción; como media, los encuestados encuentran 
que es largo, pero que se podría mejorar. Con carácter general, se hace re-
ferencia explícita al tiempo que transcurre entre el diseño y la construcción 
indicándose que los motivos por los que se produce un prolongado tiempo 
interfase tienen que ver con asuntos que tienen periodicidad anual, como es 
la postulación al sistema nacional de inversiones y los decretos de recursos. 
Este proceso puede prolongarse en el tiempo en función de la disposición de 
antecedentes y/o la gestión del sectorialista. A su vez, cuando este tiempo 
es excesivo, los proyectos se desactualizan, lo que implica modificaciones en 
obra.

Posibles soluciones: 

i. Licitar proyectos y obras en conjunto, usando un anteproyecto acabado como 
objeto de licitación. 

ii. Definir dos etapas de construcción: obra básica y obra definitiva. 

iii. Asignación inmediata de recursos una vez se acaba el diseño. 

iv. Revisar los proyectos antes de ejecutar para actualizarlos.

Por otra parte, también se preguntó cómo pensaban que esto afectaba 
la presencia de mayores modificaciones de obra con incrementos de costo. 
Los encuestados indicaron que el hecho de que el proceso Diseño-Licita-
ción-Construcción fuera largo, era un factor que influía en las modificaciones 
con aumento de costo, pero que no era el más relevante.
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Por tanto, el tiempo interfase sí es un factor que afecta la presencia de 
incrementos de costos y de plazos, aunque no es el más importante. Haciendo 
que este tiempo fuera menor o que los proyectos fueran revisados y actuali-
zados antes su ejecución, se conseguiría disminuir modificaciones en terreno.

1.5 Aspectos específicos de cada fase que influyen en la generación de incre-
mentos de costos

El cuestionario incluyó tres preguntas específicas para que los expertos res-
pondieran sobre los factores asociados a la fase de diseño, licitación y cons-
trucción, que repercutían en mayores modificaciones de obra. Los resultados 
de cada pregunta se incluyen en los siguientes apartados: 

1.5.1 Factores presentes en la fase de diseño que generan incrementos de costos 

Se obtuvieron dos tipos de información. Por un lado, las causas dentro del 
proceso de diseño que generan falencias del proyecto y repercuten en modifi-
caciones y, por otro lado, se identificaron las partes concretas del proyecto de 
diseño en donde, con mayor frecuencia, se dan estas falencias.

GRÁFICO 2. Causas que generan sobrecostos en la fase de diseño
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Fuente: elaboración propia.

A través de la segunda ronda del cuestionario, se solicitó ordenar los mo-
tivos anteriormente levantados, en orden de mayor a menor influencia en la 
generación de falencias en el diseño, obteniéndose los factores de la Tabla 1 
como los que, con mayor porcentaje, se situaron en primer lugar.
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TABLA 1. Principales factores generadores de falencias en el diseño

Factores a ordenar por los encuestados en ronda 2 % veces ubicada en 
primer puesto

Diseñador. Equipo de diseño: inexperiencia, poco conocimiento de la 
realidad local, etc.

33%

Alcances. Mala definición de los alcances del proyecto. 13%

Rentabilidad. Limitaciones en diseño por consideraciones de 
rentabilidad.

13%

Inspecciones fiscales de diseño. Características de los responsables de 
los contratos y su aprobación.

10%

Plazos. Plazos cortos para los estudios 10%

Fuente: elaboración propia.

En la primera y segunda ronda se coincide en señalar al diseñador como 
la causa más importante de que se produzcan falencias en el diseño.

En la primera ronda se levantaron los siguientes aspectos específicos del 
diseñador, que inciden en la generación de falencias, encontrando: inexpe-
riencia (26%), falta de profesionales (22%), desconocimiento de la realidad 
local (22%), falta de criterio (13%), falta de coordinación entre disciplinas 
(9%) y falta de interacción con conocimiento constructivo (9%).

Estas características fueron ordenadas por los encuestados en la segunda 
ronda, como se señala en la Tabla 2.

TABLA 2. Principales características del diseñador, motivo de falencias en el 
diseño

Características a ordenar por los encuestados en ronda 2 % veces ubicada en 
primer puesto

Inexperiencia del diseñador  37%

Falta de coordinación entre disciplinas 23%

Desconocimiento de la realidad local 20%

Falta de interacción con conocimiento constructivo 17%

Falta de profesionales 3%

Fuente: elaboración propia.
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Además del diseñador, otras causas de falencias en los proyectos levanta-
das en la ronda 1, con un 9% de presencia cada una, fueron los profesionales 
MOP y la falta de claridad en la especificación de los alcances del diseño.

En relación con las características de los profesionales MOP, en la ronda 
2 se solicitó ordenar su influencia en la generación de falencias en la fase de 
diseño, obteniéndose los datos de la Tabla 3.

TABLA 3. Principales características de profesionales MOP, motivo de falencias en 
el diseño

Características a ordenar por los encuestados en ronda 2 % veces ubicada en 
primer puesto

Poca claridad en la toma de decisiones 24%

Departamento de diseño desconectado del departamento de construcción 21%

Poca experiencia 17%

Falta de profesionales 17%

Fuente: elaboración propia.

1.5.2 Contenidos de los proyectos de diseño que suelen presentar falencias, que inciden en 
modificaciones de obra con incremento de costo

Se exponen a continuación los documentos o áreas del proyecto que se han 
mencionado con más frecuencia como objeto de falencia en los proyectos.
Los aspectos que engloban el 80% de las falencias son:

• 32% Ingeniería básica. No se encuentra convenientemente estudiada y re-
flejada: topografía, mecánica de suelos, catastros, línea base territorial.

•  21% Presupuestos. Contienen errores en cantidades de obra y precios.

•  11 % Mala definición. Falta de detalle en la definición del diseño.

•  8% Geometría. Abordar el diseño de una forma local, sin tener en cuenta 
el contexto ni la globalidad del proyecto.

•  6% Saneamiento. No consideración de soluciones de drenaje adecuadas 
que deben ser modificadas. 

• 6% Análisis constructivo. Poco análisis de las alternativas constructivas u 
omisión de las operaciones requeridas para la realización de la obra.

•  5% PAC. No haber realizado acciones de participación ciudadana o haberlo 
hecho de manera incompleta.
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1.5.3 Factores presentes en la fase de licitación

En relación con la fase de licitación, el 80% de los motivos que se manifesta-
ron como respuesta a la pregunta 12 fueron:

•  29% Bases inadecuadas. Presencia de errores, incongruencias, falta de cla-
ridad en la definición del alcance, ambigüedad y especificaciones técnicas 
incompletas, poco claras.

•  13% Plazo licitación corto. No existe suficiente tiempo para preparar una 
buena oferta, considerando que en muchos casos no se dispone de toda la 
información clara desde el principio.

•  10% Proceso de licitación mejorable. Se destina más tiempo a la revisión 
de aspectos administrativos que técnicos, la alta ponderación de la parte 
económica en relación con la técnica y las demoras en la adjudicación del 
contrato.

•  8% Aclaratorias. Falta de respuesta o respuesta deficiente a consultas rele-
vantes y a la presencia de interlocutores para contestar con bajo dominio 
de lo que desean contratar. 

•  8% Mala selección del contratista. Empresas no son aptas para abordar las 
exigencias.

•  6% Falta de antecedentes. Eliminación de parte de los antecedentes que se 
generan en fase de diseño y a la licitación de proyectos no actualizados.

1.5.4 Factores presentes en la fase de construcción

En relación con la fase de construcción, el 80% de los motivos que se mani-
festaron como respuesta a la pregunta 13 fueron:

•  24% Contratista no adecuado. El contratista es indiferente, inexperto: no 
se anticipa a los problemas de obras, presenta malas prácticas constructivas 
que generan rehacer obras, mala gestión, falta de equipos de trabajo o tien-
de a obtener más beneficios.

•  19% Peticiones en terreno. Necesidad de mejorar espacios con otros usos 
que no son los principales de terreno; solicitudes de la comunidad o políti-
cas, o cambio de criterio respecto del establecido en diseño.

•  10% Medio ambiente. Aspectos arqueológicos, planes de manejo y obliga-
ciones derivadas de la Resolución de Calificación Ambiental.

•  8% Afecciones a terceros. Problemas derivados de las afecciones con per-
sonas colindantes al proyecto.

•  6% Imprevistos. Condiciones de terreno alteradas, inestabilidad de taludes 
y obras extraordinarias. 

•  6% Procesos constructivos. Presencia de problemas en la metodología y 
secuencia constructiva utilizada. 
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•  6% Programación. Programación deficiente y permisividad en ejecución de 
itemizado para lograr mayor caja. 

•  6% Tramitación administrativa. Insuficiente coordinación de contratos, tra-
mitaciones administrativas y exceso de burocracia en la toma de decisiones.

En resumen, la fase que mayor incidencia tiene en la ocurrencia de mo-
dificaciones de obra es la fase de diseño. Esto es coherente en otros estudios 
realizados, en donde se concluyó, por ejemplo, que un 42,5% de las causas 
de sobrecostos estaban asociadas a motivos asociados a proyecto (Rosenfeld, 
2014), o en donde se encontró que “los errores de diseño y omisiones” eran 
la causa más frecuente de cambios que han generado más costo (Bordat et 
al., 2004).

En el marco del diseño, las causas más frecuentemente mencionadas tie-
nen que ver con los equipos de profesionales; en primer lugar y con mayor 
relevancia, 43% señala al equipo de diseño y, en segundo lugar, 9%, a ins-
pectores fiscales y equipo MOP.

Los aspectos de los proyectos de diseño, que presentan mayores falencias 
con incidencia en sobrecostos, son los relativos a la ingeniería básica (32%): 
topografía, mecánica de suelos, catastros y línea base territorial, y a los pre-
supuestos (21%), considerando errores o incorrecta definición, tanto en la 
parte de cubicaciones como en los precios.

El tiempo entre diseño y construcción también es un factor que influye 
en la presencia de falencias en el diseño, que inducen sobrecostos. Algunas 
soluciones que se plantearon en la propia encuesta en relación con este as-
pecto fueron: licitar proyectos y obras en conjunto usando un anteproyecto 
acabado como objeto de licitación; definir dos etapas de construcción: obra 
básica y obra definitiva; asignación inmediata de recursos una vez se acaba el 
diseño; y revisar los proyectos antes de ejecutar para actualizarlos. 

La fase de construcción presenta, después del diseño, el mayor número de 
motivos asociados a los sobrecostos, considerándose como razón, en primer 
lugar (24%), a los contratistas inadecuados, seguido de peticiones de terreno 
(19%).

Por último, y en la fase de licitación, los principales aspectos mencionados 
como motivos de modificaciones de obra han sido la presencia de bases in-
adecuadas (29%) y plazo de licitación corto (13%).

La mayor parte de los incrementos de plazo van asociados a modificacio-
nes que implican aumentos de costo, pero también existen ciertos aspectos 
específicos como la tramitación de las expropiaciones, trámites medioam-
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bientales, traslado de servicios o programaciones inadecuadas que pueden 
ser focos generadores de incrementos de plazo por sí mismos.

A continuación, se recoge resumen de los datos expuestos en el apartado.

TABLA 4. Resumen de factores que influyen en la presencia de sobrecostos e 
incrementos de plazo

Causas de diseño Causas en licitación Causas en construcción

DISEÑADOR 43% PROCESO. EN 
LICITACIÓN 39% EXTERNO 45%

Inexperiencia del 
diseñador 11% Plazo de la licitación 

corto 11% Peticiones en terreno 19%

Falta de profesionales 9% Proceso de licitación 
mejorable 9% Medio ambiente 9%

Desconocimiento de la 
realidad local 9% Aclaratorias 7% Afecciones a terceros 8%

Falta de criterio 6% Procesos 
administrativos 4% Cambios imprevistos 6%

Falta de interacción 
constructor 4% Recorte presupuestario 4% Clima 4%

Falta de coordinación 
entre disciplinas 4% Contraloría 2%

Corrupción 2%

ALCANCES 9% DOCUMENTOS 31% CONTRATISTA 40%

IF PROFESIONALES 
MOP 9% Bases inadecuadas 26% Contratista no adecuado 25%

TIEMPO INTERFASE 9% Falta de antecedentes 6% Procesos constructivos 6%

PLAZOS 6% PROCESO. ANTES 
LICITAR 15% Programación 6%

RESTRICCIONES NOR-
MATIVAS 6% Falta visita terreno 4% Errores constructivos 2%

RECURSOS 4% Periodo licitación 
inadecuado 4% Corrupción 2%

RENTABILIDAD 4% Atención consultas 
ambientales 2% IF/SUPERVISIÓN 15%

COSTO 4% Coordinación servicios 2% Tramitación 
administrativa 6%

REVISORES 4% Expropiaciones 2% Supervisión deficiente 4%

PROCESOS 2% Tiempo entre diseño y 
licitación largo 2% Corrupción 2%
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Causas de diseño Causas en licitación Causas en construcción

Calidad 2% Proceso. Resultado 
licitación 15% IF sin experiencia 2%

Mala selección 
contratista 7% Inspección sin 

experiencia 2%

Plazos no acordes con 
realidad 4%

 
Presupuestos sobre 
oficial 4%

Nota: se desglosan las categorías sobre 10%. IF: Inspección Fiscal.  
Fuente: elaboración propia.

2. Sobre el proceso de tramitación de las modificaciones de obra

En primer lugar, se identificó el diagrama de flujo de las modificaciones de 
obra en el Departamento de Vialidad, a través de las entrevistas realizadas a 
los actores relevantes del proceso. 

El análisis del proceso de las modificaciones de obra se enfrentó a través 
de la herramienta Lean, consistente en encuestas de detección de pérdidas 
y valor. Para ello, se rellenaron cuatro tipos de encuestas: dos asociadas al 
valor y dos asociadas a las pérdidas8. 

2.1 Encuesta de identificación de valor 

Los conceptos que se considera aportan más o menos valor al proceso, se 
clasificaron del 1 al 5, según el encuestado. En el Gráfico 3, se muestran los 
motivos que fueron nombrados con mayor frecuencia y, en la tabla, se incluye 
la puntuación dada según importancia sobre agregar valor. “Cumplir el paso 
asignado” y “Cumplir el plazo global del proyecto” son los aspectos identifica-
dos como valor del proceso.

8 Estos instrumentos se han creado en base a la metodología establecida en el documento “Identi-
ficación y reducción de pérdidas en construcción” (Alarcón Cárdenas, 2001), que se ha adaptado 
para el caso de la tramitación administrativa. En base a la metodología establecida, que define las 
encuestas de pérdidas, se ha determinado también la encuesta de generación de valor.
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GRÁFICO 3. Identificación de valor 
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 2 Pasos sin errores             3
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Ranking de importancia, 
entre 1 y 5

Fuente: elaboración propia.
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2.2 Encuesta sobre aspectos que pueden incidir en la generación de valor 

Cada aspecto se cataloga como frecuente, ocasional o rara vez, en función 
de su efecto sobre la generación de valor. En el Gráfico 4, se muestran las 
actividades que se considera que “frecuentemente” inciden en la generación 
de valor en el proceso.

GRÁFICO 4. Actividades que originan valor
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 2.3 Encuesta de identificación de pérdidas 

En el Gráfico 5, se clasifican del 1 al 5 las pérdidas más relevantes, según el 
encuestado.

GRÁFICO 5. Detección de pérdidas
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Ranking de importancia, 
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Fuente: elaboración propia.
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2.4 Encuesta sobre aspectos que pueden incidir en la disminución de pérdidas
Cada aspecto se cataloga como “frecuente”, “ocasional” o “rara vez”, en fun-
ción de su efecto sobre la disminución de pérdidas, como muestra el Gráfico 
6. 

GRÁFICO 6. Generadores de pérdidas 
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Presentación de la propuesta
La propuesta que incluye el presente estudio está constituida por las siguien-
tes recomendaciones: 

1. Recomendaciones para la minimización de las modificaciones de 
obra

En base a las causas generadoras de modificaciones en los contratos de cons-
trucción de infraestructura vial expuestas anteriormente, se incluyen reco-
mendaciones a establecer en cada una de las fases de diseño, licitación y 
construcción, considerando que se mantiene este esquema de desarrollo de 
proyectos.

1.1 Sin modificar el sistema actual Diseño-Licitación-Construcción. Corto y 
medio plazo.

TABLA 5. Recomendaciones en la fase de diseño

Incide en: RECOMENDACIONES PARA LA FASE DE DISEÑO

DIiseñador

Solicitar a los equipos de diseño un subequipo de dirección de proyecto, que 
conste de varios profesionales senior de experiencia contrastada, cuya participa-
ción sea continua a lo largo de proyecto. Este aspecto deberá valorarse con mayor 
puntaje en las ofertas de los consultores. 

Generar talleres o capacitación por parte de la Administración para los consul-
tores, en los cuales se expongan los criterios de excelencia que se requiere a 
quienes se contratan los diseños.

Solicitar análisis de constructabilidad en el marco del contrato de diseño, realizado 
por persona con experiencia en construcción.

Capacitar a la administración en conceptos Lean aplicados al diseño y, posterior-
mente, requerir un funcionamiento Lean a las empresas contratadas para realizar 
el diseño.

Plantear como contratos distintos, por un lado, la ingeniería básica y, por otro, el 
diseño.

Establecer un apoyo técnico especializado al inspector fiscal de diseño, para la 
revisión de la ingeniería básica y de los presupuestos.

Establecer una base de precios del Ministerio de Obras Públicas, que sea común 
para todos los proyectos que se realicen en la misma región.

Alcances

Generar instancias de transmisión de información dentro de la administración, 
entre los departamentos de diseño y los de construcción, con el objetivo de poder 
incluir en las bases de licitación de ingeniería exigencias sobre aspectos críticos 
que deben considerarse en proyecto. Estas debieran realizarse con carácter regio-
nal, dadas las diferencias sustanciales entre zonas dentro del país.

Implicar a profesionales con experiencia dentro de la administración, en la genera-
ción de los términos de referencia de los contratos de diseño.
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IF proyecto

Incentivar a los inspectores fiscales de diseño para lograr proyectos completos y 
consistentes para construir. No solo hacer cumplir las bases.

Designar a inspectores fiscales en diseño, con competencias técnicas y experien-
cia en proyectos y construcción.

Generar unidad de objetivos en todos los inspectores fiscales de diseño.

Plantear un rol activo de los inspectores fiscales de diseño en relación con los 
lazos con otros servicios, de los cuales se requiere obtener aprobación en el 
marco del proyecto.

Interfase Evaluar el licitar los proyectos y las obras en conjunto, usando un anteproyecto 
acabado como objeto de licitación. También mejora el diseño.

Plantear revisión sistemática de los proyectos antes de licitar, fundamentalmente, 
en las áreas de topografía, normativa, estado de expropiaciones, estado de las 
aprobaciones ambientales y coordinación de servicios afectados.

Plazo Evaluar costos y plazos de los contratos de consultoría, con el objetivo de deter-
minar si estos son adecuados para los alcances que se exigen.

TABLA 6. Recomendaciones en la fase de licitación

Incide en: RECOMENDACIONES PARA LA FASE DE LICITACIÓN

Bases inadecuadas Generar un equipo asesor para la preparación de bases de 
licitación. 

Bases inadecuadas
Designar personas responsables dentro de la administración, 
que sigan el ciclo de vida de los proyectos: Diseño-Licita-
ción-Construcción

Mala selección contratista Reevaluar criterios de puntuación de las ofertas, preponderan-
do los aspectos técnicos respecto de los económicos.

Plazos no acordes con la realidad
Tener en consideración las implicancias estacionales en el 
establecimiento de los plazos del contrato de construcción, en 
función de cuándo se prevé el inicio.

TABLA 7. Recomendaciones en la fase de construcción

Incide en: RECOMENDACIONES PARA LA FASE DE CONSTRUCCIÓN

Peticiones terreno

Establecer un mecanismo para tramitar las peticiones adicio-
nales que surjan durante la ejecución de un proyecto, de forma 
de que no tengan que ser asumidas por el proyecto en curso. 
También, estas peticiones podrían considerarse dentro del 
monto destinado a contingencias, indicado anteriormente.

Programación

Capacitación Lean para los inspectores fiscales e inspectores 
técnicos, y posterior exigencia de seguimiento de estos prin-
cipios, a través de determinadas herramientas, a las empresas 
constructoras.
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1.2 Utilizando técnicas Lean y nuevas formas de desarrollo de proyectos 
alternativas a Diseño-Licitación-Construcción. Corto, medio y largo 
plazo

En la Tabla 8, se sintetizan distintas soluciones que pueden llevarse a cabo 
para influir en los factores detectados que generan sobrecostos e incremento 
de plazos. 

La intervención Lean sobre el sistema actual supone medidas de inciden-
cia operacional, posibles y fáciles de implantar en un corto y medio plazo, 
compatibles con las indicadas en el apartado anterior. La introducción de 
formas alternativas de desarrollo de proyectos constituye una propuesta de 
largo plazo, puesto que implica modificar la forma de contratación que la ad-
ministración hace de diseñadores y de constructores. En el caso D-B y CM, la 
administración contrata a diseñadores y constructores bajo distintas formas, 
mientras que en IPD se establece un contrato que vincula a todas las partes 
en una relación colaborativa.

TABLA 8. Soluciones para influir en el incremento de costos y plazos

Fases Factores

Intervención LEAN 
sobre sistema actual

Cambio a formas alternativas de  
desarrollo de proyectos

D-B-B D-B CM IPD

Diseño

Diseñador

Diseño LEAN
Mejoramiento de 
flujos de trabajo e 
información. Evaluación 
continua de riesgos del 
proyecto

Incorporación temprana 
del constructor

Cliente, 
diseñador y 
construc-
ción, en 
equipo

Alcances

Enfoque LEAN en 
determinación de 
alcances
Generar un proce-
so Lean, donde se 
determine el valor del 
proyecto

Alcances de diseño y 
construcción definidos 
preliminarmente por el 
cliente

Cliente 
involucrado 
en adjudi-
car mejor 
oferta

IF y profesio-
nales MOP

Implementar LEAN en 
la organización
1. Entusiasmar a las 
líneas de mando
2. Establecer acciones 
para incidir en el 
cambio de cultura y 
comportamiento

Cliente 
involucra-
do en el 
equipo de 
proyecto
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Fases Factores

Intervención LEAN 
sobre sistema actual

Cambio a formas alternativas de  
desarrollo de proyectos

D-B-B D-B CM IPD

Licitación

Bases inade-
cuadas

Lean Briefing 
Approach
Generar un proce-
so Lean, donde se 
determine el valor del 
proyecto que debe 
quedar reflejado en las 
bases de licitación

Alcances de diseño y 
construcción definidos 
preliminarmente por el 
cliente

Cliente 
involucrado 
en adjudi-
car mejor 
oferta

Plazo licita-
ción corto

Proceso 
licitación 
mejorable

Construcción

Contratista 
no adecuado

Revisar criterios 
adjudicación
¿Oferta más baja?
¿Al que ofrece mayor 
valor?

Establecer criterios
¿Oferta más baja?
¿Al que ofrece mayor 
valor?

Cliente 
involucrado 
en adjudi-
car mejor 
oferta

Peticiones 
de terreno

Lean design
Evaluación continua de 
riesgos de proyecto Aspectos que deben pre-

verse en fase de diseño

Cliente, 
diseñador y 
construc-
ción, en 
equipo

Medio 
ambiente

Lean design
Evaluación continua de 
riesgos de proyecto

Nota: D-B-B: Design-Bid-Build (Diseño-Licitación-Construcción); D-B: Design-Build (Diseño-Construcción); 
CM: Construction Manager (Gestor de Construcción); IPD: Integrated Project Delivery (Desarrollo Integrado 
de Proyectos); IF: Inspección Fiscal. 

Fuente: elaboración propia.

2. Recomendaciones para el mejoramiento del proceso de tramitación 
de las modificaciones de obra

En base a los resultados obtenidos de las encuestas de detección de valor y 
pérdidas, se plantean las siguientes recomendaciones:
Para incrementar el valor del proceso

1. Informar a todos los actores involucrados en el proceso de los objetivos a 
alcanzar a nivel global.

2. Simplificar los procesos.

3. Establecer mecanismos de trazabilidad de cada proyecto, en sus fases y 
actividades.

4. Establecer una base de datos unificada, que elimine redundancias de infor-
mación y facilite procesos de firma.

5. Automatizar procesos repetitivos y mecánicos.

6. Empoderar al trabajador para ser agente activo de la mejora.
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Para disminuir las pérdidas del proceso:

1. Revisar los mecanismos de control del proceso, con el objetivo de unificar 
en caso de que haya redundancias y potenciar su eficacia.

2. Evaluar los requerimientos que se hacen en cada paso del proceso y elimi-
nar los que sean redundantes o innecesarios. En base a lo anterior, estan-
darizar dichos requerimientos.

3. Informar de forma clara de los objetivos que existen, a nivel global, a los 
distintos actores del proceso.

Por lo anterior, como recomendación para el mejoramiento de estos as-
pectos se considera la realización de talleres específicos para profundizar en 
cada uno de los focos de generación de pérdidas.

Se sugiere la designación de un responsable interno de mejoramiento del 
proceso, que pueda liderar estas reuniones y hacer un seguimiento específico 
y constante.

Conclusiones
Los resultados obtenidos permiten dar respuesta a los objetivos planteados; 
en primer lugar, y en relación con los motivos que generan modificaciones de 
obra, se ha constatado que la fase de diseño es la que presenta mayor impac-
to en su presencia; además, en el marco del diseño, de forma específica, se 
apunta a factores como falencias en el equipo del diseñador, a la no adecuada 
definición de los alcances y a las restricciones derivadas de las exigencias de 
rentabilidad, como principales motivos por los cuales no se realiza de for-
ma correcta, generando falencias que inciden en modificaciones. Asimismo, 
se analizan las fases de licitación y construcción. Con esta información, se 
proponen medidas que impactan en la minimización de estos aspectos, con 
el propósito de mejorar su desempeño y minimizar las modificaciones en 
construcción.

En segundo lugar, explorando medidas de mejora de los procesos asocia-
dos a las modificaciones de obras, se han levantado, a través de herramientas 
Lean, por un lado, los aspectos que dentro de este proceso generan valor y, 
por otro, las actividades que causan pérdidas. Las propuestas incluidas se 
enfocan en potenciar las actividades que agregan valor al proceso y en mini-
mizar o eliminar las pérdidas presentes.
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Anexo

1. Cuestionario Delphi

La encuesta realizada contiene un total de 15 preguntas en cada ronda, dos 
de ellas (las número 1 y 2) para clasificar a los participantes en términos de 
años de experiencia y de pertenencia al ámbito público o privado.

En la ronda 1, las 13 preguntas restantes se orientan a la exploración de 
los motivos que generan aumento de costo y de plazo en los proyectos de in-
fraestructura vial. De ellas, cinco (las número 3, 4, 11, 12, 13) son preguntas 
abiertas y ocho cerradas de elección única, escala o ranking. El objetivo de 
estas últimas es contrastar sus resultados con los obtenidos en las preguntas 
abiertas.

El análisis de las respuestas dadas en la encuesta permite dar contesta-
ción a las siguientes preguntas:

1. ¿Qué relevancia tiene cada una de las fases del ciclo de vida de la infraes-
tructura (fase de diseño, fase de licitación, fase de construcción) en la gene-
ración de incrementos de costo y de tiempo del proyecto?

2. ¿Se pueden relacionar las razones que generan los incrementos de plazo 
con las razones que generan incrementos de costo?

3. ¿El tiempo interfase entre el diseño y la licitación tiene también impacto en 
estos incrementos? ¿De qué forma?

4. ¿Qué aspectos específicos de cada fase influyen en mayor medida en los 
incrementos de costo del proyecto?
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En la ronda 2, las preguntas tienen como objetivo ratificar los resultados 
obtenidos de la categorización de las respuestas obtenidas en la ronda 1. De 
este modo, se plantean cuestiones para ordenar la importancia de los factores 
presentes en la fase de diseño, que generan falencias que inducen a modifica-
ciones de obra y, dentro de estos, preguntas para ordenar la importancia de 
los factores asociados al diseñador y al inspector fiscal de diseño.

2. Diagrama de flujo de la tramitación de modificaciones de obra

MOP

Otros  
servicios/ 
empresasDepartamento Actividades ¿Existe  

iteraciones?

¿Existen 
dificultades para 

desarrollar la 
actividad?

Departamento

Vialidad

9 Recepción de 
solicitud de SEI

Dpto. Cons-
trucción y/o 
Puentes

10 Recopilación de 
antecedentes 
minimo mesa 
propos

Sí Dpto. Cons-
trucción y/o 
Puentes

11 Envío antece-
dentes a Dpto. 
Gestión y Adm. 
Contratos

Dpto. Cons-
trucción y/o 
Puentes

12 Revisión y 
validación 
información

Sí Dpto Gestión 
y Administra-
ción Contratos

13 Convocatoria 
de Mesa Propo-
sitiva

Dpto. Admi-
nistración 
Contratos

Dpto. Construc-
ción/Puentes; 
Subdirección 
Desarrollo, 
División Jurí-
dica, División 
Ingeniería, 
Fiscalización 
Contratos DGOP

14 Celebración de 
Mesa propositi-
va. Firma Acta

Dpto. Gestión 
y Administra-
ción Contratos

CASO 1.  
Aprobación

Dpto. Gestión 
y Administra-
ción Contratos

CASO 2. No 
aprobacion por 
aclaraciones 
técnicas

Sí Dpto. 
Construcción/
Puentes 
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MOP

Otros  
servicios/ 
empresasDepartamento Actividades ¿Existe  

iteraciones?

¿Existen 
dificultades para 

desarrollar la 
actividad?

Departamento

Vialidad

14 CASO 3.  
Sin rentabilidad. 
Claro  
técnicamente

Sí Sí porque se 
depende de la 
aprobación de 
otro Ministerio

Dpto.  
Desarrollo

MINISTERIO DE 
DESARROLLO 
SOCIAL

CASO 4. Sin 
rentabilidad. 
Con dudas 
técnicas

Sí Sí porque se 
depende de la 
aprobación de 
otro Ministerio

Dpto.  
Desarrollo

15 Solicitud de 
Fondos al Sub-
departamento 
de Presupues-
tos y Finanzas

Dpto. Gestión 
y Administra-
ción Contratos

CASO 1. Se 
disponga de 
fondos para 
poder asignar

Dpto.  
Presupuesto  
y Finanzas

CASO 2.  
No se disponde 
de fondos

Sí porque de-
pende aproba-
ción de Decreto 
por parte de 
Hacienda y 
Contraloría

Dpto.  
Presupuesto  
y Finanzas

HACIENDA/
CONTRALORÍA

17 Notificación al 
Dpto. Gestión y 
Administración 
Contratos

Dpto.  
Presupuesto  
y Finanzas

18 Realización del 
Convenio/Reso-
lución

Sí Dpto. Gestión 
y Administra-
ción Contratos

19 Envío para 
visado según 
Convenio de 
Montos

DGOP

20 Cuatro opciones 
según tipo de 
proyecto

20.1 Si Visto Bueno 
de Ministro. 
Proyectos 
Tipo 1

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.1.1 Envío a Fiscalía Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP



237

Oportunidades para el mejoramiento de la gestión de proyectos de infraestructura pública en Chile
| LUIS FERNANDO ALARCÓN | ADOLFO WEGMANN | MARÍA CALAHORRA

MOP

Otros  
servicios/ 
empresasDepartamento Actividades ¿Existe  

iteraciones?

¿Existen 
dificultades para 

desarrollar la 
actividad?

Departamento

DGOP

20.1.2 Revisión y  
aprobación  
parte de Fiscalía

Sí Fiscalía FISCALÍA

20.1.3 Remisión de OK 
para envío a  
Ministro al 
Dpto. de 
Fiscalización de 
Contratos

Fiscalía

20.1.4 Envío a Director 
General

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.1.5 Firma del  
Director General 
de Obras  
Públicas

Sí Dirección  
General 
de Obras 
Públicas

DIRECCIÓN 
GENERAL DE 
OBRAS  
PÚBLICAS

20.1.6 Envío para firma 
de Ministro

Dirección 
General de 
OO.PP.

20.1.7 Firma Ministro Ministerio 
Obras  
Públicas

MINISTERIO 
DE OBRAS 
PÚBLICAS

20.1.8 Remisión al 
Departamento 
de Fiscalizacion 
de contratos 
DGP

Ministerio 
Obras  
Públicas

FISCALÍA

20.1.9 Remisión al 
Departamento 
de Gestión y 
Administración 
de Contratos

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.2 Si firma Director 
General.  
Proyectos 
Tipo 2

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.1.1 Envío a la  
Dirección  
General para 
firma

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP
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MOP

Otros  
servicios/ 
empresasDepartamento Actividades ¿Existe  

iteraciones?

¿Existen 
dificultades para 

desarrollar la 
actividad?

Departamento

DGOP

20.1.2 Recepción, 
revisión y firma

Sí Dirección 
General de 
OO.PP

20.1.3 Envío al  Dpto 
de Fiscalización 
Contratos

Dirección 
General de 
OO.PP

20.1.4 Remisión al 
departamento 
de Gestión y 
Administración 
de Contratos

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.3 Si firma Director 
Nacional con Vº 
Bº de Director 
General. Pro-
yectos Tipo 3

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.3.1 Envío a Director 
Nacional de 
Vialidad

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.3.2 Revisión y firma Dirección 
Nacional de 
Vialidad

20.3.3 Envío del Dpto. 
Fiscalización

Dirección 
Nacional de 
Vialidad

20.3.4 Envío al Director 
General de OB

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.3.5 Revisión y firma Dirección 
General de 
OO.PP.

20.3.6 Envío al Dpto. 
Fiscalización 
DGOP

Dirección 
General de 
OO.PP.

20.3.7 Envío al Dpto. 
de Gestión y 
Adm. Contratos

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.4 Si firma el  
Director Nacio-
nal de Vialidad. 
Proyectos 
Tipo 4

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP
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MOP

Otros  
servicios/ 
empresasDepartamento Actividades ¿Existe  

iteraciones?

¿Existen 
dificultades para 

desarrollar la 
actividad?

Departamento

DGOP

20.4.1 Envío a la  
Dirección 
Nacional para 
firma

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

20.4.2 Recepción,  
revisión y firma

Dirección 
Nacional de 
Vialidad

20.4.3 Envío al Dpto. 
de Fiscalización 
Contratos

Dirección 
Nacional de 
Vialidad

20.4.4 Remisión al 
departamento 
de Gestión y 
Administración 
de Contratos

Dpto. 
Fiscalización 
Contratos 
DGOP

Vialidad

21 Recepción de la 
aprobación

Dpto. Gestión 
y Administra-
ción contratos

22 Envío a Dptos. 
Construcción 
y/o Puentes

Dpto. Gestión 
y Administra-
ción contratos

23 Envío Convenio 
al IF de la obra

Dpto.  
Construcción 
y/o Puentes




